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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 20 de julio de 2015 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión extraordinaria el próximo miércoles 22 de julio, a 
las 09:30 horas, a fin de informarse de los asuntos entrados 
y considerar el siguiente 


Orden del Día 


— Discusión única de un proyecto de ley, aprobado en 
nueva forma por la Cámara de Representantes, por el que 
se establecen ajustes al Impuesto Anual de Enseñanza 
Primaria. 

Carp. n.* 223/2015 — Rep. n.* 112/2015 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Agazzi, Alonso, 
Amorín, Aristimuño, Ayala, Berterreche, Besozzi, 
Bianchi, Bordaberry, Camy, Carámbula, Cardoso, 
Coutinho, De León, Delgado, García, Heber, Lacalle 
Pou, Larrañaga, Lazo, Martínez Huelmo, Michelini, 
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+ con destino al Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería, y por su intermedio a Antel, 
relacionado con la construcción del proyecto 
Antel Arena; 


«con destino al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, y por su intermedio a la 
Administración de las Usinas y Transmisiones 
Eléctricas y a la Administración Nacional 
de Combustibles, Alcohol y  Pórtland, 
relacionado con las obras en la planta 
regasificadora de Puntas de Sayago; 


«con destino al Ministerio de Defensa 
Nacional, relacionado con concesiones de 
servicios de transporte aéreo público; 


«con destino al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, y por su intermedio a la 
Administración de las Usinas y Transmisiones 
Eléctricas, relacionado con la construcción 
de una central térmica en Puntas del Tigre. 


22) Levantamiento de la sesióN.........cooooommomomoo. 231 


Mieres, Moreira, Mujica, Otheguy, Pardiñas, Passada, 
Pintado, Topolansky y Xavier. 


FALTAN: con licencia, las señoras Senadoras 
Montaner y Tourné y, con aviso, la señora Senadora 
Aviaga. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 


abierta la sesión. 
(Son las 09:33). 
— Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La Cáma- 
ra de Representantes remite aprobado un proyecto de ley 
por el que se designa “Vladimir Roslik Bichkov” el ramal 
de la ruta nacional n.* 2 Grito de Asencio, comprendido 
entre el kilómetro 305.700 y el puerto de la ciudad de Fray 
Bentos, departamento de Río Negro. 

-A LA COMISIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS. 
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Asimismo, comunica que ha aprobado un proyecto de 
ley por el que se crea la Secretaría Nacional del Deporte. 

-AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESE. 


Además, remite: 


* copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Representante Álvaro Dastugue, 
relacionadas con la situación del sistema de seguridad 
social en nuestro país. 

—TÉNGASE PRESENTE. 


* copia de la exposición escrita presentada por 
la señora Representante nacional Susana Andrade, 
relacionada con los delitos informáticos. 

OPORTUNAMENTE FUERON REMITIDAS A LAS 
COMISIONES DE EDUCACIÓN Y CULTURA Y DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN. 


La Comisión de Hacienda eleva informado un proyecto 
de ley por el que se establecen ajustes al Impuesto Anual 
de Enseñanza Primaria. 

—HA SIDO REPARTIDO Y ESTÁ INCLUIDO EN EL 
ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva infor- 
mada la solicitud de venia remitida por el Poder Ejecutivo, 
a fin de designar en el cargo de Fiscal Adscripto, escalafón 
“N”, a varios señores abogados. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
madas las siguientes solicitudes remitidas por el Poder 
Ejecutivo, a fin de designar: 


+ en calidad de Embajador Extraordinario y Plenipo- 
tenciario de la República ante el Gobierno de la República 
Árabe de Egipto, al señor José Di Sevo Moreno. 


» en calidad de Representante Permanente de la 
República ante la Organización Mundial de la Propiedad 
Intelectual, la Organización Mundial del Comercio y la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y 
Desarrollo, al señor Gustavo Vanerio Balbela. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca eleva 
informado un proyecto de ley por el que se modifican dis- 
posiciones de la Ley n.” 18100, de 23 de febrero de 2007, 
sobre el Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustenta- 
ble de la Actividad Lechera. 
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La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley por el que se crea la Junta 
de Transparencia y Ética Pública (Jutep) como servicio 
descentralizado. 

—REPÁRTANSE E INCLUYANSE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 


El señor Senador José Carlos Cardoso remite nota por 
la cual comunica la constitución del sector parlamentario 
“Más País”. 

—TÉNGASE PRESENTE. 


El señor Presidente de la Cámara de Senadores 
presenta la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal de la Cámara de Senadores correspondiente 
al Ejercicio 2014. 

-A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO. 


El Ministerio del Interior remite nota relacionada con 
las palabras pronunciadas en sala por el señor Senador 
Luis Lacalle Pou, en referencia a los incidentes en los par- 
tidos de fútbol y a la aplicación de las leyes vigentes para 
contrarrestarlos. 

—TÉNGASE PRESENTE. 


Las Juntas Departamentales de Florida, Montevideo, 
Paysandú, Río Negro, Rivera, Soriano y Tacuarembó 
comunican que han efectuado la elección de los miembros 
integrantes de la Mesa para el período 2015 a 2016. 

—TÉNGASE PRESENTE». 


4) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
Senador José Carlos Cardoso presenta, con exposición 
de motivos, un proyecto de ley por el que se designa con 
el nombre “Raúl Never Orgambide” la Escuela n.* 64 del 
departamento de Durazno, dependiente del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Administración Nacional 
de Educación Pública. 

-A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Proyecto de Ley 


Artículo Único- Desígnase "Raúl Never Orgambide" la Escuela Rural N* 64, ubicada 
en el paraje La Alegría, de la 72 Sección del departamento de Durazno, dependiente 
del Consejo de Educación Primaria, Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP). 


Montevideo, 15 de julio de 2015. 


José Carlos Cardoso. 
Senador 
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Exposición de Motivos. 


Como docentes sabemos la responsabilidad que nos cabe en la formación de los 
alumnos, sobre todo en las primeras etapas de la vida cuando comienzan a forjarse 
los valores y las habilidades para su desarrollo intelectual y social. Es en esa etapa 
sobre todo, donde los referentes adultos ejercen gran influencia en el desarrollo de 
la personalidad. 


Muchos de nosotros, seguramente en la infancia o adolescencia hemos 
experimentado la huella positiva que nos dejó alguno de esos vecinos del barrio o 
del pago- para quienes provenimos del interior — que dedicaron sus esfuerzos a 
trabajar por el bien de su comunidad. 


Esas personas pasan a formar parte de la memoria colectiva y terminan siendo 
modelos para su comunidad. Con frecuencia los maestros aprovechamos en el aula 
su trayectoria para estimular la solidaridad y los buenos hábitos. Este vínculo, este 
lazo afectivo con el entorno cobra un sentido de pertenencia especial en el medio 
rural. Hemos tenido la suerte de ser maestro rural y conocemos muy bien el 
respeto que se ganan muchos vecinos por su estilo de vida sencillo y solidario, por 
“la mano que le echan” a la escuela, por el afán de que los niños tengan asegurada 
la educación, un bien muy valioso que debemos seguir alentando. 


En el marco de estas consideraciones, el presente Proyecto de Ley pretende hacer 
justicia con quien fuera un ejemplo para el paraje en que vivió. Se trata de Don 
Raúl Never Orgambide. 


En realidad, estamos recuperando un proyecto presentado en el 2010 por el 
entonces representante por Durazno, el Diputado Carmelo Vidalín, y que fuera 
aprobado en el 2011 por la Cámara de Representantes. 


En la exposición de motivos se expresa claramente los motivos por los cuales la 
Escuela N* 64 debe llevar su nombre: “El Sr. Raúl Orgambide nació el 20 de junio 
de 1924 y falleció el 25 de octubre de 2003. Toda su vida vivió y trabajó en el 
paraje La Alegría. Desarrolló una invalorable colaboración en forma humilde y 
anónima. Fue un ejemplo de servicio comunitario, siempre dispuesto a colaborar 
con sus vecinos y dispuesto a solucionar toda la problemática que se presentaba en 
la zona. 


Continuando con el legado de sus padres fue un entusiasta colaborador de la 
Escuela N* 64. Ingresó a dicha escuela en el año 1935, a la que asistieron también 
sus tres hijos. Participó como integrante de la Comisión de Fomento y se 
constituyó en un fuerte defensor de la educación rural y de su Escuela N2 64, 


El 3 de julio de 2010 la escuela cumplió setenta y cinco años de existencia en forma 
consecutiva. La comunidad educativa de dicha escuela quiere reconocer al señor 
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Orgambide como una persona representativa de la zona por su apoyo y trayectoria 
a la educación rural y en particular a su escuela, solicitando se designe con su 
nombre a la Escuela Rural N* 64 del departamento de Durazno, como un fiel 
homenaje póstumo.” 


Con esta clara exposición de motivos que expresada la oportunidad de recoger el 
sentimiento expresado por la comunidad, creemos que es la mejor manera de 
honrar a este ciudadano. 


Atentamente. 


José Carlos Cardoso 
Senador 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro proyecto SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
Senador Pablo Mieres presenta, con exposición de motivos, 
presentado. un proyecto de ley por el que se deroga el artículo 336 de 


la Ley n.* 18719, de 27 de diciembre de 2010, por el que 
se crean cinco cargos de Embajador Itinerante dentro del 
Inciso 06, Ministerio de Relaciones Exteriores. 

(Se da del siguiente). -A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO». 


(Texto del proyecto de ley presentado). 


Derogación de la norma que establece la figura de los embajadores itinerantes 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Derógase el artículo 336 de la Ley N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010. 


Montevideo, 15 de julio de 2015 


Pablo Mieres 
Senador 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


En oportunidad de la aprobación de la ley de presupuesto quinquenal del período pasado se 
incluyó la creación de cinco cargos de Embajador Itinerante dentro del Inciso correspondiente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores. 


La norma establece que estos Embajadores Itinerantes “deberán cumplir con los cometidos 
que el Poder Ejecutivo les asigne específicamente y actuarán en el marco de la Convención de 
Nueva York sobre las Misiones Especiales de 8 de diciembre de 1969”, 


Como se deduce del texto aprobado, se crearon cinco cargos de disponibilidad discrecional del 
Poder Ejecutivo sin que se estableciera la necesidad de su existencia ni la asignación de 
funciones específicas. Se trata de una innecesaria creación de nuevos cargos de confianza que, 
en los hechos fueron ocupados, en todos los casos, por personas sin formación diplomática 
específica. 


Por esa vía se incorporaron a la plantilla de funcionarios con cargo de Embajadores a un 
conjunto de personas que carecían de formación específica para cumplir la tarea profesional 
correspondiente. Es más, no se tiene debida noticia de la función y tareas que algunos de ellos 
desempeñaron durante el reciente periodo de gobierno. 


De acuerdo a la información disponible, la actual Administración, con buen criterio, ha 
prescindido de cuatro de los cinco cargos disponibles, por lo que en este momento sólo queda 
un Embajador Itinerante en funciones, cuya tarea tampoco corresponde a la de un Embajador 
en ejercicio del servicio exterior. 


La creación de estos cargos carece de fundamento y afecta la coherencia y el orden que debe 
guiar las plantillas de funcionarios. Por otra parte, genera distorsiones notorias en la carrera 
funcional del servicio exterior al haber incorporado, de manera oblicua, con cargo de 
Embajador a un conjunto de personas que no poseen la formación profesional 
correspondiente. 


La actual propuesta de derogación busca reordenar desde el punto de vista funcional la 
estructura de cargos profesionales, eliminando una categoría que no se corresponde con una 
visión de resguardo de la profesionalización del servicio exterior nacional. 


Montevideo, 15 de julio de 2015 


Pablo Mieres 
Senador 
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5) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
Senador Álvaro Delgado, de conformidad con lo estable- 
cido en el artículo 118 de la Constitución de la Repúbli- 
ca, solicita se curse un pedido de informes con destino al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, relacionado 
con la campaña de control y erradicación de la brucelosis 
y tuberculosis en bovinos. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


(Texto del pedido de informes). 
«Montevideo, 15 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 


De mi consideración: 


En ejercicio de las facultades que me confiere el 
artículo 118 de la Constitución de la República solicito 
se curse el siguiente pedido de informes al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, a fin de que se sirva dar 
respuesta sobre las siguientes interrogantes relacionadas 
principalmente con la campaña de control y erradicación 
de la brucelosis y tuberculosis en bovinos. 


En tal sentido, enumero a continuación preguntas refe- 
ridas al fondo para compensar faenas sanitarias, a los ani- 
males sacrificados, a la indemnización a los productores, 
a los reactivos y trabajos de campo, al fondo y su control, 
y a los predios interdictados. 

I. Sobre el fondo para compensar faenas sanitarias: 

a) Cuál era el saldo del fondo al 31/12/2014. 


b) Cuál es el saldo del mismo a la fecha. 


c) Cuántos vacunos se sacrificaron y de qué rubro en 
los últimos 12 meses (ganado lechero y carnicero). 


d) Fechas de las faenas sanitarias de los últimos 24 
meses, plantas de faena y cantidad de animales faenados. 


II. Sobre los animales sacrificados: 


a) Cuántos se decomisaron en la práctica (una vez 
faenados). 
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b) Cuántos de estos animales decomisados se confir- 
maron como enfermos en el laboratorio. 


c) Cuánto pagaron las plantas por los animales no 
decomisados. 


d) ¿Se mantuvo durante todo el proceso el número 
de identificación individual del animal hasta informar al 
productor? 


e) De no ser así, por qué razón no se hace. 


f) ¿Fueron informados los productores de los resulta- 
dos de dichos análisis? 


g) De ser así, cuál es el plazo estipulado para informar 
al productor. 


h) De no ser así, por qué no se hace. 
TIT. Sobre la indemnización a los productores: 
a) Cuánto se debe por tal concepto al día de hoy. 


b) Cuánto se demora entre la detección del animal 
enfermo y su embarque a frigorífico. 


c) Cuánto demora el MGAP en pagar la indemnización 
una vez embarcada la tropa. 


IV. Sobre los reactivos y trabajos de campo: 


a) Cuántos animales se inocularon en los últimos 
12 meses. 


b) ¿Ha habido faltantes de reactivos? 
c) De qué procedencia son los reactivos. 


d) Cuál es la diferencia entre los reactivos de diferentes 
procedencias. 


e) Cuál es la cantidad ideal de análisis anuales para 
erradicar la enfermedad de un establecimiento. 


f) ¿Se cumple con ese número ideal de análisis? 

g) En caso de no ser así, por qué no se hace. 

V. Sobre el fondo y su control: 

a) ¿Se integró la Comisión entre privados y MGAP? 


b) Cuál sería específicamente la función de las Comi- 
siones Departamentales de Sanidad en la operativa. 


c) Por qué se recurre a las mismas para una tarea 
ejecutiva. 
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VI. Sobre los predios interdictados: 


a) Cuántos animales supuestamente sanos (negativos a 
la prueba de campo) han sido decomisados a productores 
en esta situación al ser enviados a faena regular. 


b) Qué porcentaje de animales se considera lógico que 
pueda ser decomisado en planta habiendo dado negativo la 
prueba de campo dentro de los 45 días anteriores. 


c) ¿Se analizan las muestras de esos animales? 


d) En caso de ser así, ¿se informa al productor el 
resultado de esos análisis y el número de identificación 
individual de cada animal decomisado? 


e) De ser así, cuál es el plazo para informar al productor. 
f) En caso de no ser así, por qué no se hace. 
Sin otro particular, saludo atentamente. 

Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pedido 
de informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
Senador Pablo Mieres, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicita se curse un pedido de informes con destino al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, y por su 
intermedio a Ancap, relacionado con la adquisición de 
petróleo por parte de dicha empresa estatal y con los 
contratos firmados con PDVSA para el suministro de 
petróleo crudo en el período 2005-2015. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


(Texto del pedido de informes). 
«Montevideo, 16 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 


Al amparo de lo establecido por el artículo 118 de la 
Constitución de la República solicito se curse al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, con destino al Directorio 
de la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland (Ancap), el siguiente pedido de informes. 


1. ¿Cuál es el promedio mensual de precios CIF de 
compra de petróleo crudo pagado por Ancap durante el 
período marzo de 2005 a junio de 2015? 
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2. ¿Podrían detallar los embarques de petróleo crudo 
adquiridos por Ancap durante el mismo período especi- 
ficando origen, procedencia, lugar de adquisición, fecha 
de contratación, fecha de embarque, fecha de recepción, 
costo FOB, costo CIF y tipo de hidrocarburo recibido? 


3. Acceder a los textos de los contratos firmados por 
Ancap con PDVSA para el suministro del petróleo crudo 
durante el período marzo de 2005 a junio de 2015. 


Sin otro particular, lo saludo muy atentamente. 
Pablo Mieres. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pedido 
de informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
Senador Carlos Camy, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 118 de la Constitución de la República, solicita 
se curse un pedido de informes con destino al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
y al Ministerio de Industria, Energía y Minería, y por 
su intermedio a la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas, relacionado con la construcción 
y operación de las centrales de ciclo combinado para la 
extracción de agua. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


(Texto del pedido de informes). 
«Montevideo, 16 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República solicito se curse al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
en virtud de su competencia en materia medioambiental y 
política de aguas (artículo 8.” de la Ley n.* 17283, artículo. 
23 y siguientes de la Ley n. 18610, y demás normas 
complementarias) el siguiente pedido de informes: 


1) Indicar cuál es el control de impacto ambiental que 
se ha efectuado en la fase de construcción y de operación 
de la Central de Ciclo Combinado de UTE ubicada en la 
zona de Puntas de Tigre, a la altura del kilómetro 40 de la 
Ruta Nacional n.? 1, departamento de San José, adjuntando 
la documentación correspondiente. 


2) Indicar si el funcionamiento de dicha central implica 
la realización de perforaciones para extracción de agua y 
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cuál ha sido y es la cantidad de estas y el volumen de agua 
que se extrae, adjuntando la documentación pertinente. 


3) Indicar si está en fase de construcción (o en qué fase 
se encuentra) una nueva Central de Ciclo Combinado en 
la misma zona, e indicar en todo caso si realiza o realiza- 
rá extracción de agua para su construcción y/o funciona- 
miento. 


4) Indicar si la/s central/es abarca/n en parte el área 
comprendida por el Sistema Acuífero Raigón y si se han 
realizado o proyectan realizar perforaciones para extrac- 
ción de agua y —en su caso— cuál ha sido y es actualmente, 
la cantidad de estas y el volumen de agua que se extrae, 
adjuntando la documentación que lo acredite. 


5) Indicar cómo se realiza la evaluación de la afecta- 
ción a los suministros de agua subterránea para uso domi- 
ciliario y productivo de los predios linderos y vecinos a la 
Central de Ciclo Combinado de Puntas de Tigre, adjuntan- 
do documentación que acredite fehacientemente el estado 
de situación de dicha evaluación. 


6) Indicar cuál es el destino que se le ha proyectado dar 
al agua extraída según lo descripto en los anteriores ítems 
de este pedido de informes, y cómo se viene controlando 
el cumplimiento de dicha previsión. 


Saludo a usted muy atentamente. 
Carlos Camy. Senador». 
«Montevideo, 16 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República solicito se curse a las Usinas 
y Transmisiones Eléctricas del Estado (UTE) el siguiente 
pedido de informes: 


1) Indicar el predio y la extensión total que ocupa ac- 
tualmente la o las Central/es de Ciclo Combinado de UTE 
ubicada/s en la zona de Puntas de Tigre, a la altura del 
kilómetro 40 de la Ruta Nacional n.” 1, departamento de 
San José, adjuntando documentación gráfica en que conste 
claramente la totalidad de la zona de influencia de la plan- 
ta referida, y donde se identifique especialmente el área 
comprendida por el sistema Acuífero Raigón. 


2) Indicar cuál o cuáles son las empresas encargadas 
de la construcción de la o las central/es referenciadas en 
el anterior numeral, adjuntando la documentación en que 
conste su respectivo plan de obras. 
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3) Indicar si la construcción y/o el funcionamiento de 
dicha central implica la realización de perforaciones para 
extracción de agua y —en su caso— cuál ha sido y es ac- 
tualmente la cantidad de estas y el volumen de agua que 
se extrae, adjuntando la documentación que lo acredite. 


4) Indicar cómo se realiza la evaluación de la afecta- 
ción a los suministros de agua subterránea para uso domi- 
ciliario y productivo de los predios linderos y vecinos a la 
Central de Ciclo Combinado de Puntas de Tigre, adjuntan- 
do documentación que acredite fehacientemente el estado 
de situación de dicha evaluación. 


5) Indicar cuál es el destino que se le ha proyectado dar 
al agua extraída según lo descripto en los anteriores ítems 
de este pedido de informes y cómo se viene controlando el 
cumplimiento de dicha previsión. 


Saludo a usted muy atentamente. 
Carlos Camy. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pedido 
de informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La señora 
Senadora Martha Montaner, de conformidad con lo esta- 
blecido en el artículo 118 de la Constitución de la Repú- 
blica, solicita se curse un pedido de informes con destino 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y por su in- 
termedio al Banco de Previsión Social, relacionado con 
las actividades laborales bonificadas en nuestro país, su 
registro y normativa. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


(Texto del pedido de informes). 
«Montevideo, 21 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 
de la Constitución de la República, solicito se curse 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y por su 
intermedio al Banco de Previsión Social, el siguiente 
pedido de informes. 


En relación a las actividades laborales en Uruguay 
solicito: 


1. Se me informe cuáles actividades laborales están 
bonificadas en Uruguay discriminadas por: 
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a) Actividad laboral. 
b) Años otorgados. 


2. Se informe cuántas personas están comprendidas en 
este sistema. 


3. ¿Existe una comisión técnica para el estudio de nue- 
vos casos? 


4. ¿Cuáles actividades laborales bonificadas se pre- 
sentaron entre 1. de julio de 2012 y 1. de julio de 2015? 
Detallarlas por actividad bonificada y por años otorgados. 


5. Se me informe quién preside la Comisión de Acti- 
vidades Bonificadas, especificando en caso de ser profe- 
sional la misma y de tratarse de un médico se aclare su 
especialidad. 


6. ¿Cuál es la normativa que rige las actividades labo- 
rales bonificadas? 


Sin otro particular, saludo atentamente. 


Martha Montaner. Senadora». 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión ordinaria del 15 de julio no se registraron inasis- 
tencias. 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios del 1. de julio faltó con 
aviso el señor Senador Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional del 6 
de julio faltó con aviso el señor Senador Lacalle Pou. Y 
a la sesión del 13 de julio faltaron con aviso los señores 
Senadores De León y Mujica. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión del 6 de julio faltaron con aviso las señoras 
Senadoras Alonso y Aviaga, y el señor Senador Enciso. 
Y a la sesión del 13 de julio faltaron con aviso la señora 
Senadora Montaner y el señor Senador Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del 7 de julio faltaron con aviso los señores 
Senadores Cardoso y Falero. Y a la sesión del 14 de julio 
faltó con aviso el señor Senador Cardoso. 
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A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 14 de julio faltó con aviso el señor Senador Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 14 de 
julio faltó con aviso el señor Senador Besozzi. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
15 de julio faltaron con aviso la señora Senadora Alonso y 


el señor Senador Amorín. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social del 16 de julio faltaron con aviso la 
señora Senadora Tourné y los señores Senadores Camy y 
Delgado. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 


y Pesca del 16 de julio faltó con aviso la señora Senadora 
Tourné. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 
SEÑOR PRESIDENTE .- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 20 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Raúl Sendic 

De mi mayor consideración: 

De acuerdo con lo establecido en la Ley 17827, de 14 de 
setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que tan dignamente 
preside se sirva concederme el uso de licencia por el día 22 
de julio de 2015, por motivos personales. 

Sin más, lo saludo atentamente. 


Martha Montaner. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
20 en 21. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Daniel Bianchi, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.? de la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por el día de la fecha, por motivos 
de enfermedad. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente muy 
atentamente. 
Daisy Tourné. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
20 en 21. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Yerú Pardiñas, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que usted 
preside me conceda licencia desde el lunes 27 de julio has- 
ta el viernes 31 de julio de 2015 inclusive. 


Motiva tal solicitud las invitaciones que he recibido, 
por un lado, de la Fundación Friedrich Ebert-FES, para 
disertar en el Seminario Internacional “Políticas de drogas 
en América Latina en el proceso de debate hacia UNGASS 
2016: Convergencias Posibles”, a realizarse en Quito, 
Ecuador, entre el 28 y el 29 de julio, y por el otro, del 
Club Político Argentino, para exponer en el Foro-Debate 
“Coaliciones de Gobierno”, a realizarse en Buenos Aires, 
Argentina, el día 30 de julio. 
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Solicito dicha licencia al amparo del literal D del 
artículo 1.* de la Ley n.* 17827. 


Solicito también se convoque a mi suplente respectivo. 
Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
20 en 21. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


8) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: solicito 
se distribuyan, se declaren urgentes y se consideren en la 
presente sesión las siguientes Carpetas: n.* 295/2015, rela- 
cionada con la solicitud de venia de designación de nue- 
ve Fiscales Adscriptos en el escalafón «N»; n.* 302/2015, 
relativa a la designación en calidad de miembro del Di- 
rectorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo; 
y n.- 303/2015, que refiere a la designación en calidad de 
Director en el Directorio de la Administración Nacional 
de Correos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia parte de la 
base de que existe acuerdo para su tratamiento. Mientras 
se realiza la distribución, se va a votar la urgente conside- 
ración de estos asuntos. 


(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) DESIGNACIÓN DE FISCALES ADSCRIPTOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, el Senado 
ingresa a la consideración del primer asunto cuya urgencia 
fue votada: «Solicitud de venia remitida por el Poder Eje- 
cutivo, de conformidad con lo establecido en el numeral 
13 del artículo 168 de la Constitución de la República, para 
designar en el cargo de Fiscal Adscripto, escalafón “N”, a 
varios señores abogados. (Carpeta n. 295/2015)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 295/2015 - Rep. n.* 111/2015 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 29 de junio de 2015 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Lic. Raúl Sendic 
Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a efectos de solicitar 
la venia requerida por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la República, 
para una vez obtenida, proceder a la provisión de nueve (9) cargos vacantes de Fiscal 
Adscripto, Escalafón “N”. 


Así, el Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, Dr. Jorge Díaz, 
elevó a consideración del Ministerio de Educación y Cultura — en el marco de la 
competencia que le asigna el numeral $5” del artículo 7” del Estatuto del Ministerio 
Público y Fiscal-, los nombres de las personas que aprobaron el concurso de Oposición 
y Méritos, dispuesto por Resolución de dicha Unidad Ejecutora N* A/136/14 de 5 de 
Junio de 2014 y de acuerdo a la Ley N? 18.974, con el objetivo de elaborar un orden de 
prelación para la provisión de nuevas vacantes que se generen en igual categoría en el 


plazo de vigencia del orden de prelación. 


Según lo informado por el Tribunal oportunamente designado, se inscribieron o 
formularon su aspiración a concursar doscientos ochenta y tres (283) personas, 
aprobando el mismo un total de sesenta y dos (62) postulantes, habiéndose aprobado lo 
actuado por el mencionado tribunal por Resolución N* 77/15 


De acuerdo a la información proporcionada por el Departamento Financiero 
Contable de la Unidad Ejecutora 019, Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación, existen actualmente nueve (9) cargos vacantes de Fiscal Adscripto (Escalafón 
“N”), a saber, Puesto N” 44822, Plazas N? 1,52,59,79,84,89,144,145 y 146. 
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De acuerdo a lo señalado, el Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación por Oficio N* 243/15 y actuando dentro de la competencia funcional que en el 
orden administrativo la Ley le asigna - en el ejercicio de las facultades que 
especificamente le confiere el artículo 7” del Decreto Ley N” 15,365 -, propone la 
designación de los postulantes que ocuparán los nueve cargos de Fiscal Adscripto, 
propuesta realizada siguiendo el orden de prelación resultante del concurso mencionado 
supra y a cuyo resultado se ha ajustado. 


Surge del oficio recién mencionado que los concursantes Maximiliano Cal 
Laggiardi, Carina Ascheri Bene, Maria Elliot Cardozo y Lorena Acevedo Pereyra no 
aceptaron la propuesta de designación realizada, por lo que no fueron incluidos en la 
presente propuesta, teniéndoselos por desistidos y excluidos del orden de prelación. 


Por Oficio N* 273/15 de fecha 20 de abril de 2015, el Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación, eleva modificación parcial del Oficio ya referido, 
informando del desistimiento de una de las concursantes propuestas: Dra. Amalia de la 
Riva López, quien quedó en similares condiciones que los demás concursantes que 
desistieran, proponiendo en su lugar la designación de la concursante que quedara en el 
lugar N* 14 de la lista de prelación, Dra. Yhoyse Delgado Ramos. 


El Poder Ejecutivo - como órgano jerarca máximo en materia administrativa - 
tiene la responsabilidad de analizar la correspondencia legal de la norma, así como la 
oportunidad y mérito de la misma. Efectuado el análisis de rigor, se cumple con enviar 
la solicitud de venia al cuerpo legislativo que habilite la designación de nueve cargos 
vacantes de Fiscal Adscripto (Escalafón “N”), adjuntándose en cuadro la nómina 


correspondiente 


NOMBRE 


Fiscalía Departamental de Paysandú de 1*, 2”, 
Maria Cecilia Irigoyen Ibarburu 
3" Turno 
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Fiscalía Departamental de Cerro Largo de 1? 
urno 


Cecilia Legnani Ceretta Fiscalía Letrada Departamental de Carmelo 


A Fiscalía Departamental de Cerro Largo de 2* 
Andrea Silvana Mastroianni Casanova 7 
urno 


Maria Cecilia Gutierrez Puppo Fiscalía Departamental de Rivera de 3” Turno 


Fiscalía Departamental de Rivera 1%, 2%, 3* 
Maria Esther Acevedo Geymonat m 
urno 


Guillermina Arcaus Menéndez Fiscalía Departamental de Rivera de 1* Turno 
Ana Marcela Pandolfi Suanes Fiscalía Departamental de Dolores 


Fiscalía Letrada Departamental de Rivera de 
urno. 


El Poder Ejecutivo saluda al Señor Presidente de la Cámara de Senadores con su 


más alta consideración. 


Expte. 2014-11-0019- 0207 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora Sena- 
dora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY-.- Señor Presidente: la Fis- 
calía de Corte nos propone la designación de nueve fisca- 
les para diversos destinos en los departamentos de Rivera, 
Soriano y Colonia. 


El procedimiento que utilizó la Fiscalía de Corte fue un 
llamado a concurso que se llevó a cabo durante largo tiem- 
po. Si algún integrante del Cuerpo tiene interés en conocer 
cómo se realizan estos concursos, puede hacerlo a través 
del repartido que está a disposición de todos los señores 
Senadores. A ese concurso se presentaron 283 postulantes, 
de los cuales quedaron 62, que fueron calificados en un or- 
den de prelación a fin de ocupar los distintos destinos para 
los que se había realizado el llamado. Una vez designa- 
dos los nueve primeros fiscales, tres de ellos desistieron de 
ocupar sus lugares por razones personales. Posteriormente 
hubo otro desistimiento, esta vez de una doctora que pre- 
sentó un recurso para permanecer en el orden de prelación, 
pero no se hizo lugar a dicha solicitud. 


Una de las fiscales propuestas por la Fiscalía de Corte 
es la doctora Cecilia María Irigoyen Ibarburu. Ella es pro- 
curadora, doctora en Derecho y Ciencias Sociales, egresa- 
da de la UdelaR, y tiene un posgrado de aspirante a magis- 
trado. Asimismo, se capacitó en el programa de violencia 
doméstica de Inmujeres, hizo cursos de especialización en 
protección jurisdiccional de los derechos de los niños, dic- 
tados por Unicef y la Facultad de Derecho Diego Portales, 
de Chile, y se capacitó en Cooperación Jurídico Penal en 
Iberoamérica. 


Ha sido defensora de oficio en materia penal y labo- 
ral en Rosario, Colonia; es defensora pública en materia 
penal, adolescentes infractores, en Paysandú, desde marzo 
de 2009, 


A su vez, ha participado en tres ciclos de actuación pro- 
fesional organizados por Unicef en torno a la defensa jurí- 
dica de los adolescentes en conflicto con la ley, en Tacuar- 
embó, Colonia y Montevideo, y ha asistido a 73 eventos de 
capacitación, actualización, seminarios y conferencias que 
abarcan distintas materias: penal, laboral, violencia domés- 
tica, derechos de adolescentes, etcétera. 


También asistió a diez cursos en el exterior del país en 
materia de: derecho comparado en el Mercosur; emergen- 
cia y derechos sociales; emergencia económica; defensa 
pública oficial, e intercambio de defensores públicos, en 
Brasil. 


Estos son algunos de una gran cantidad de méritos que 
constan en un extenso currículo que, como todos los que 
vamos a informar, fueron entregados a la comisión por la 
Fiscalía de Corte. 
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La segunda propuesta corresponde a la doctora Claudia 
Nair Rodríguez Subiza, que es doctora en Derecho y Cien- 
cias Sociales, egresada de la UdelaR. Tiene dos posgrados 
en Derecho Internacional Público y en Contencioso de De- 
recho Público, primer módulo, realizados en el Centro de 
Posgrados de la UdelaR y en la Universidad de Montevi- 
deo, respectivamente. 


Asimismo, ha dado veintidós concursos de capacita- 
ción en materia de derecho público, reforma del Código 
General del Proceso, Justicia Militar, etcétera, con distinta 
duración y modalidad. Ha sido funcionaria del Ministerio 
de Defensa Nacional, en el Comando General del Ejército. 


Asimismo, ha integrado el tribunal de concursos co- 
rrespondiente a la prueba de abogados del Escalafón Téc- 
nico-Profesional y ha dictado clases de legislación, dere- 
cho administrativo y Decreto n.* 500/991, en los institutos 
docentes del Ministerio de Defensa Nacional. 


También ha sido propuesta la doctora Cecilia Legnani Ce- 
retta. Es doctora en Derecho y Ciencias Sociales y procurado- 
ra egresada de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República. Está cursando una maestría en Derecho —opción 
Derecho del Trabajo y la Seguridad Social- en la UdelaR. 
Realizó varios cursos en materia laboral. Se ha desempeñado 
como defensora pública del interior en materia penal y laboral 
en Young, departamento de Río Negro. Ha sido administrati- 
va grado 5, escalafón C, en la Universidad de la República y 
ha realizado tareas de asistencia técnica en la Secretaría del 
Decanato de la Facultad de Derecho-UdelaR. Fue aspirante 
a profesor adscripto en Derecho del Trabajo y la Seguridad 
Social I y Il, Facultad de Derecho-UdelaR. Asimismo, rea- 
lizó una instancia de intercambio académico docente en el 
Departamento de Derecho Laboral de la Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales de la Universidad Carlos MI de Madrid. 
Integró el Grupo de Investigación «Espacio de Trabajo» y 
participó en la organización de talleres y presentación de po- 
nencias. Á su vez, como asistente participó en varias jornadas 
y seminarios nacionales e internacionales en materia laboral, 
de derechos humanos, violencia doméstica, criminología, en- 
tre otros, de distinta duración y diferentes modalidades. 


La Fiscalía de Corte nos presenta también el nombre de 
la doctora Andrea Silvana Mastroianni Casanova. Es doc- 
tora en Derecho y Ciencias Sociales egresada de la UdelaR. 
Cursó posgrado de Derecho del Ciberespacio, Derecho Su- 
cesorio y Procesal Sucesorio. Desde el año 2010 es asesora 
jurídica de la Jefatura de Policía de Canelones; es oficial de 
policía, ejerciendo funciones como policía ejecutiva. Entre 
2005 y 2010 fue la segunda al mando en el Departamen- 
to de Homicidios de la Jefatura de Policía de Canelones. 
Asistió a varios eventos académicos que abarcaron distin- 
tos temas como el derecho de familia, realidades y perspec- 
tivas del sistema carcelario en el país, gobierno electrónico 
y democracia electrónica, propiedad intelectual, secuestro 
y extorsión, entre otros. Recibió premios otorgados por el 
Comando de la Jefatura de Policía de Canelones entre los 
años 2006 y 2009. 
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A su vez, se nos propone el nombre de María Cecilia Gu- 
tiérrez Puppo, doctora en Derecho y Ciencias Sociales egre- 
sada de la UdelaR. Es experta universitaria en preparación 
de licitaciones internacionales de proyectos de cooperación; 
experta universitaria en planificación y gestión de proyectos 
de cooperación al desarrollo. En la Escuela de Posgrados de 
la UdelaR realizó los cursos de Impacto de la Reforma del 
Código General del Proceso, Actualización sobre Proceso 
Cautelar, Actualizaciones del Proceso Penal, Preparación y 
Proposición del Proceso, entre otros. Asimismo, participó de 
numerosos cursos de capacitación sobre diversas materias, 
con distinta duración y modalidad. En organismos internacio- 
nales, es Subdirectora de la Oficina de Representación de la 
Secretaría General Iberoamericana en Montevideo; se desem- 
peñó en la Secretaría del Mercosur, Sector Normativa; actuó 
como consultora en el Área Justicia para el Programa Forta- 
lecimiento de las Áreas Sociales (BID-OPP) y como asistente 
técnico en el Programa de Inversión Social del PNUD. Fue 
docente en distintos cursos y talleres de la UdelaR y miembro 
del Consejo de Redacción de la Revista Jurídica del Centro de 
Estudiantes de Derecho. Realizó varias publicaciones e inves- 
tigaciones en temas jurídicos, y participó en distintos eventos 
académicos y de actualización profesional, tanto en calidad de 
ponente como de asistente. 


Asimismo, se propone el nombre de la doctora María 
Esther Acevedo Geymonat. Es ingeniera agrónoma, procu- 
radora y abogada egresada de la UdelaR y actualmente se 
dedica al ejercicio liberal de la profesión. Ha participado 
en distintos eventos y jornadas académicas y de actualiza- 
ción profesional. 


Otro de los nombres propuestos es el de la señora Gui- 
llermina Arcaus Menéndez, doctora en Derecho y Cien- 
cias Sociales, que está cursando licenciatura en Relaciones 
Internacionales. Tiene un posgrado en materia de regla- 
mentación del trabajo, y en el año 2009 asistió a un curso 
de capacitación en el Programa Extensión Universitaria. 
Asimismo ha ejercido cargos técnicos en el Poder Judicial 
y actualmente se desempeña en la Auditoría Interna de la 
Nación como informante jurídico. Integró la Cátedra de 
Derecho de Familia-Sucesiones y tiene varias publicacio- 
nes en distintos ámbitos. 


También se propone a la doctora Ana Marcela Pan- 
dolfi Suanes. Es doctora en Derecho y Ciencias Sociales 
egresada de la UdelaR, y actualmente se dedica al ejercicio 
liberal de la profesión. Ha participado de varios cursos y 
seminarios. 


Por último, se presenta a la doctora Yhoyse Delgado 
Ramos. Es doctora en Derecho y Ciencias Sociales egre- 
sada de la UdelaR, y en la actualidad se dedica al ejercicio 
liberal de la profesión. Ha participado de varios eventos 
académicos en carácter de asistente. 


Estos son los nueve nombres para los destinos mencio- 
nados y los resúmenes de los respectivos currículos, que 
propone la Fiscalía de Corte. Como ya expresé, también 
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están a disposición de los señores Senadores las bases del 
concurso que calificó en su orden de prelación a estos 62 
postulantes de los 283 inscriptos. La lista seguirá vigente 
para otros llamados. 


Creemos que el procedimiento del señor Fiscal de Cor- 
te y Procurador General de la Nación, doctor Jorge Díaz, a 
la hora de presentar las postulaciones al Senado de la Re- 
pública, ha sido absolutamente transparente y garantista en 
cuanto hay un llamado, un tribunal, un concurso, una cali- 
ficación y un orden de prelación que es el que va a regir las 
candidaturas y que forma parte de la nueva organización de 
la Fiscalía de Corte que ha introducido el propio Fiscal de 
Corte a partir de su nombramiento. 


Consideramos que se trata de importantes currículos, 
que abarcan variados temas. Esto ha sido votado por una- 
nimidad en la Comisión de Asuntos Administrativos, por 
lo que recomendamos al Cuerpo su aprobación. 


Finalmente queremos destacar que las nueve designa- 
ciones corresponden a mujeres capacitadas en derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de resolu- 
ción. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédense al Poder Ejecutivo las venias 
solicitadas para designar en los cargos de Fiscal Adscrip- 
to (Escalafón “N”), a las doctoras Cecilia María Irigoyen 
Ibarburu, Claudia Nair Rodríguez Subiza, Cecilia Legna- 
ni Ceretta, Andrea Silvana Mastroianni Casanova, María 
Cecilia Gutiérrez Puppo, María Esther Acevedo Geymo- 
nat, Guillermina Arcaus Menéndez, Ana Marcela Pandolfi 
Suanes y Yhoyse Delgado Ramos». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


10) CONTADOR RODRIGO GOÑI ROMERO. 
DESIGNACIÓN COMO MIEMBRO EN EL 
DIRECTORIO DE LA CORPORACIÓN 
NACIONAL PARA EL DESARROLLO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar otro de 
los asuntos cuya urgencia fue votada: «Mensaje del Poder 
Ejecutivo por el que solicita la venia correspondiente para 
designar en calidad de miembro en el Directorio de la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo al contador Rodrigo 
Goñi Romero (Carp. n.* 302/2015 — Rep. n.” 106/2015)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 302/2015 - Rep. n.” 106/2015 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 43 JUL 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 


El Poder Ejecutivo actuando en Consejo de Ministros 
tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, de conformidad con lo establecido por 
el artículo 3? de la Ley N* 15.785 de 4 de diciembre de 1985 en la redacción 
dada por el artículo 30% de la Ley N* 17,243 de 29 de junio de 2000, a los 
efectos de solicitar la venia para designar como representante del Estado en el 
Directorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo, en calidad de 
Miembro al señor Contador Rodrigo Goñi Romero. 

Los antecedentes con las condiciones personales, 
funcionales y técnicas de la precitada persona se adjuntan al presente 


Mensaje. 
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El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 


mayor consideración. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Sena- 
dor Heber. 


SEÑOR HEBER.- La Comisión de Asuntos Admi- 
nistrativos estuvo considerando, en el marco de los en- 
tendimientos de representación política, un nombre, el 
de Rodrigo Goñi Romero —conocido de esta casa porque 
fue Representante por el departamento de Salto durante 
muchos años—, que presenta el Partido Nacional para in- 
tegrar el Directorio de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Es contador egresado de la Universidad de la 
República, auditor en empresas agroindustriales y asesor 
en empresas agropecuarias, comerciales, industriales y de 
servicio. Además, fue contador del Centro Comercial e In- 
dustrial de Salto, administrador de empresas, integrante 
de sociedades agropecuarias, de una sociedad farmacéuti- 
ca y de una sociedad de servicios e inmobiliaria. 


Esto demuestra que estamos presentando a una persona 
que tiene esa doble condición que muchas veces es difícil 
de encontrar, es decir, que tenga conocimientos políticos, 
proyección política o que entienda del sistema político y, al 
mismo tiempo, que cuente con formación y respaldo téc- 
nico como para estar en la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, que se dedica, justamente, a apoyar, incentivar 
y viabilizar empresas, algunas de ellas con dificultades y 
otras que son nuevos emprendimientos. 


En fin, creo que el Partido Nacional está presentando 
un gran nombre, que tiene esa doble condición de perte- 
necer al sistema político y de estar vinculado al mundo 
empresarial y económico. 


Por lo tanto, la comisión recomienda la aprobación de 
la designación de Rodrigo Goñi para integrar el Directorio 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR CAMY-.- Es con gran satisfacción que vamos a 
votar la designación del contador Rodrigo Goñi Romero, a 
quien conocemos de muy cerca y podemos, por tanto, dar 
fe de que tiene las cualidades personales y técnicas para 
garantizarnos que va a desarrollar una fructífera labor en 
el seno de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Esta institución es muy querida por todos quienes in- 
tegramos el Partido Nacional, porque fue una idea de Wil- 
son Ferreira Aldunate —a la salida del período dictatorial-, 
quien puso énfasis, desde su convicción, en la importan- 
cia de este instrumento que, sin duda, se ha convertido en 
un referente nacional para la ejecución de políticas públi- 
cas orientadas al desarrollo y para la ejecución de obras 
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—como en la actualidad lo hace cada vez más— diseñadas 
por diferentes actores con quienes articula su accionar. 


Merced a los avances en la legislación nacional, la 
Corporación Nacional para el Desarrollo ha ampliado su 
capacidad de acción y hoy actúa como concesionaria de 
proyectos de transporte, ejerce como administradora o 
fiduciaria en proyectos vinculados con el desarrollo y el 
mantenimiento de la infraestructura, y también funciona 
como administradora de fondos de terceros de diversos or- 
ganismos públicos y privados. 


Esta Corporación Nacional para el Desarrollo, que es 
aún más potente que aquella que hace treinta años se ideó 
con propósitos nobles y vigentes, va a tener en Rodrigo 
Goñi Romero, sin lugar a dudas, una persona competente 
—tal como señaló el señor Senador Heber—, por su forma- 
ción profesional y académica, y por su experiencia en esta 
área, con condiciones muy propicias para ejercer adecua- 
damente las tareas inherentes a ese cargo, que conocemos 
porque hasta hace menos de un mes nos desempeñamos 
como Director de esa institución. 


Queríamos fundamentar nuestro voto agregando la 
militancia política de Rodrigo Goñi. Militó en el Partido 
Nacional desde muy temprana edad —desde el año 1986-, 
en el Movimiento Por la Patria, en el cual fue congresal. 
Desde 1990 a la fecha es Convencional departamental en 
Salto; por quince años fue Edil de ese departamento del li- 
toral norte de nuestro país, y durante dos períodos —desde 
2005 hasta el período próximo pasado— fue Representante 
nacional por el departamento de Salto, habiendo sido elec- 
to por Alianza Nacional. 


Es un destacado profesional, egresado de la Universi- 
dad de la República, que se ha desempeñado en el ejercicio 
liberal de la profesión en su departamento, actuando en 
sociedades agropecuarias y siendo también contador del 
Centro Comercial e Industrial y de diversas instituciones 
representativas del quehacer económico y social de este 
gran departamento de Salto. Fue administrador de em- 
presas propias y de terceros, tarea que ha avalado en este 
tiempo su ética en el desempeño de su profesión como así 
también en su accionar político, conduciéndose de manera 
intachable. 


Por tanto, señor Presidente, por su vocación de servicio 
y por su condición ética intachable —que subrayo—, doy las 
garantías de que Rodrigo Goñi Romero va a tener un des- 
empeño acorde a lo que se merece el Senado de la Repú- 
blica, que es el que le va a dar en la jornada de hoy una alta 
distinción aprobando su designación como miembro en el 
Directorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de 
resolución. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para designar en el Directorio de la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo, en calidad de Miembro, 
al contador Rodrigo Goñi Romero». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
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11) DOCTOR FERNANDO LUIS SARALEGUI 
MEDEIROS. DESIGNACIÓN COMO DIRECTOR 
EN EL DIRECTORIO DE LA ADMINISTRACIÓN 
NACIONAL DE CORREOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar otro de 
los asuntos cuya urgencia fue votada: «Mensaje del Po- 
der Ejecutivo por el que solicita la venia correspondiente 
para designar en calidad de Director en el Directorio de 
la Administración Nacional de Correos al doctor Fernan- 
do Luis Saralegui Medeiros (Carp. n* 303/2015 — Rep. 
n.- 107/2015)». 
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(Antecedentes). 
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Carp. n.* 303/2015 - Rep. n.* 107/2015 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 

MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 3 3 JUL 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros tiene el 
honor de dirigirse a ese Cuerpo, de conformidad con lo establecido en el artículo 187 
de la Constitución de la República y en el artículo 4” de la Carta Orgánica de la 
Administración Nacional de Correos aprobada por el artículo 747 de la Ley N* 16,736 
de 5 de enero de 1996, a los efectos de solicitar la venia para designar en el Directorio 
de la Administración Nacional de Correos, en calidad de Director, al Doctor Fernando 
luis Saralegui Medeiros. 

Los antecedentes con las condiciones personales, funcionales y 
técnicas de la persona propuesta se adjuntan al presente Mensaje. 

El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor 


consideración, 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Sena- 
dor Heber. 


SEÑOR HEBER.- Como miembro informante de la 
Comisión de Asuntos Administrativos señalo que en este 
caso se está proponiendo el nombre del doctor Fernando 
Saralegui para designarlo como Director de la Adminis- 
tración Nacional de Correos. 


El doctor Saralegui tuvo un pasaje por la Cámara de 
Representantes —o sea que algunos señores Senadores que 
tuvieron oportunidad de ocupar una banca en ese tiem- 
po lo conocen bien—, pero, esencialmente, es un hombre 
de confianza del Partido Nacional. Ha estado no solo en 
Ancap, sino también en Cementos del Plata y en Conec- 
ta, en ambos casos representando a ese ente. Fue asesor 
de los exlegisladores Eber Da Rosa y Wilson Ezquerra, 
y Director General de Secretaría en la Intendencia de Ta- 
cuarembó. Tuvo asimismo una experiencia como abogado 
contratado por el Banco República, además de ejercer en 
la actividad privada y tener una vasta participación en di- 
versos seminarios y congresos. 


Creemos que es un hombre que, por encima de todo, 
tiene muy arraigado el concepto de la descentralización, 
por vivir en Tacuarembó y por sufrir a veces el centralis- 
mo capitalino. Si la Administración Nacional de Correos 
se descentraliza y se consolida en lo que ha venido reali- 
zando en estos años, Fernando Saralegui podrá cumplir 
una gran misión en ese sentido. 


El Partido Nacional recomienda y propone este nombre 
porque, a su juicio, será un gran aporte para que nuestra 
empresa de correos se vaya adecuando a los cambios que 
se están viviendo en estos tiempos en materia de comuni- 
caciones, cuando la carta ha perdido su importancia y su 
vinculación. Por tanto, aggiornar esta empresa a lo que 
son los paquetes y otro tipo de comunicación es esencial 
para los tiempos en que vivimos. 


En consecuencia, hemos presentado un gran nombre 
con una larga trayectoria y lo estamos poniendo a consi- 
deración del Senado. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR CAMY.- Quiero referirme a la venia que se 
somete a consideración del Senado para designar al doctor 
Fernando Saralegui en el Directorio de la Administración 
Nacional de Correos y sumarme a lo expresado por el se- 
ñor Senador Heber porque considero que es mi obligación, 
en virtud de la cercanía personal que tengo con aquel. Es 
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un amigo de muchos años y creo que eso genera una do- 
ble responsabilidad al momento de prestar la conformidad 
para la venia que se solicita. El hecho de conocer a la per- 
sona nos hace más responsables a la hora de otorgarle el 
crédito. 


Como ya se señaló, el doctor Saralegui es un destacado 
profesional egresado de la Facultad de Derecho y Cien- 
cias Sociales de la Universidad de la República. Posee una 
muy rica experiencia en el ámbito público: fue abogado 
del Consejo Directivo Central de la Administración Na- 
cional de Educación Pública y de la sucursal del Banco 
de la República Oriental del Uruguay en Tacuarembó —su 
departamento natal, donde reside—, ha sido Edil y entre 
1995 y 2000 fue Diputado por ese departamento, electo 
por Alianza Nacional; de 2001 a 2005 fue Director de 
Ancap y desde 2006 es asesor jurídico de la Intendencia 
de Tacuarembó y en el último período —de 2010 a 2015- 
ocupó la Secretaría General de la Intendencia. 


En el ámbito privado, durante todo este tiempo ha 
ejercido la profesión en forma liberal: ha realizado labor 
docente en el colegio San Javier de Tacuarembó —está 
fuertemente vinculado a la comunidad, lo que para no- 
sotros es Importante—; integró la directiva del Tacuarem- 
bó Fútbol Club y fue su Presidente entre los años 2011 y 
2014, institución deportiva que refleja el sentimiento de 
pertenencia al departamento de Tacuarembó, una de las 
características más marcadas al norte de nuestro país. Para 
nosotros, como hombres del interior, la fuerte vinculación 
del doctor Saralegui con la sociedad es un plus de calidad 
a la gestión que va a desempeñar en la Administración 
Nacional de Correos. Hablamos de una de las instituciones 
que más presentes están, a lo largo y ancho del territorio 
nacional, como referencia y método de comunicación para 
la gente de los pueblos, villas y parajes más alejados de las 
ciudades, del interior profundo. 


A nuestro juicio, el hondo conocimiento del derecho 
público y de la administración del Estado, sumado a su 
condición de hombre vinculado al interior del país, sin 
ninguna duda enriquecerá la labor que va a desempeñar 
exitosamente el doctor Fernando Saralegui en la Adminis- 
tración Nacional de Correos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de 
resolución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para designar en el Directorio de la Administra- 
ción Nacional de Correos, en calidad de Director, al doctor 
Fernando Luis Saralegui Medeiros». 
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SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pala- 12) IMPUESTO ANUAL DE ENSEÑANZA PRIMARIA 


bra, se va a votar. 
SEÑOR PRESIDENTE.-Sepasaaconsiderarel único 


(Se vota). punto del Orden del Día: «Proyecto de ley, aprobado 
en nueva forma por la Cámara de Representantes, 
30 en 30.Afirmativa. UNANIMIDAD. por el que se establecen ajustes al Impuesto Anual de 
Enseñanza Primaria. Carpeta n. 223/2015—Repartido 
Se comunicará al Poder Ejecutivo. n. 112/2015». 
(Antecedentes). 


Carp. n.? 223/2015 - Rep. n.* 112/2015 


Beparesentandtes de: (a Deprtlios 
hoy, hz ramedonado ol tepusiente 
Arcgecto de Leg 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Artículo _1*.- Restablécese el impuesto anual de enseñanza primaria a los 
inmuebles rurales, de acuerdo con lo establecido en los artículos 636 y siguientes de la 
Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986 y leyes modificativas y concordantes. 


Artículo 2”.- Modifíquese el inciso primero del artículo 687 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 687.- Establécese un impuesto anual de enseñanza primaria, que 
gravará a las propiedades inmuebles urbanas, suburbanas y rurales”. 


Artículo 3*.- Los propietarios de padrones rurales que exploten a cualquier título 
padrones que en su conjunto no excedan de 300 (trescientas) hectáreas indice Coneat 
100 estarán exonerados del pago del impuesto anual de enseñanza primaria. 


Para tener derecho al beneficio previsto en el inciso anterior, los productores 
agropecuarios deberán presentar ante el organismo recaudador, dentro de los ciento 
veinte días del ejercicio que se desee exonerar, declaración jurada con detalle del total de 
los padrones que al 1? de enero anterior explotaban a cualquier título, con indicación del 
correspondiente valor real de cada uno, así como la correspondiente documentación del 
Banco de Previsión Social y de la División Contralor de Semovientes del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca (Dicose). 


En el caso de propietarios de padrones rurales que exploten a cualquier título 
padrones que en su conjunto no excedan de 200 (doscientas) hectáreas indice 
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Coneat 100, será suficiente con acreditar el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 
448 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, 


Artículo 4%.- Para el ejercicio 2015, el hecho generador del impuesto anual de 
enseñanza primaria aplicable a los inmuebles rurales se considerará configurado a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Para dicho ejercicio, el plazo establecido 
en el artículo anterior se computará desde la referida entrada en vigencia. 


Artículo 5*.- A partir del ejercicio de entrada en vigencia de la presente ley, quedará 
sin efecto la transferencia dispuesta por el artículo 636 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986, en la redacción dada por el artículo 687 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996. 


En caso que la recaudación del impuesto anual de enseñanza primaria 
correspondiente a los inmuebles rurales no supere en cada ejercicio el importe 
establecido por la norma referida en el inciso anterior, la diferencia será compensada a la 
Administración Nacional de Educación Pública con cargo a Rentas Generales, 


La Administración Nacional de Educación Pública remitirá al Ministerio de Economía 
y Finanzas, dentro de los ciento veinte días de iniciado el ejercicio o de vigencia de la 
presente ley, el plan anual de ejecución a ser financiado con el impuesto anual de 
enseñanza primaria. de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 645 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986, y con la compensación dispuesta en el inciso anterior. 


Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a habilitar los créditos 
presupuestales correspondientes, al amparo de la presente ley. 


Artículo 6*.- Agrégase al artículo 80 del Título 1 del Texto Ordenado 1996, el 
siguiente inciso: 


"En caso de falta de pago de las obligaciones tributarias correspondientes al 
impuesto anual de enseñanza primaria, se faculta a la Dirección General Impositiva 
a suspender la vigencia de los certificados anuales que hubiera expedido. A tales 
efectos, la Administración Nacional de Educación Pública informará a la Dirección 
General Impositiva los incumplimientos de pago correspondientes”. 


Las modificaciones de disposiciones del Texto Ordenado 1996 realizadas en la 
presente ley, se consideran realizadas a las normas legales respectivas. 
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Artículo 7*.- Agréganse al artículo 643 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, en 
la redacción dada por el artículo 157 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, 
los siguientes incisos: 


“A partir del 1% de enero de 2018, la Dirección General Impositiva tendrá a su cargo 
la recaudación, administración y fiscalización del impuesto anual de enseñanza 
primaria. Las mismas facultades serán ejercidas con relación a las obligaciones 
devengadas con anterioridad a la referida fecha. La Administración Nacional de 
Educación Pública conservará las funciones de recaudación y administración 
únicamente de aquellas obligaciones tributarias determinadas con anterioridad al 
1% de enero de 2018, respecto de las cuales se hubiere percibido su pago total o 
concedido prórroga o facilidades de pago, o que se encuentren a dicha fecha, con 
un proceso jurisdiccional en trámite. 


El Poder Ejecutivo establecerá las condiciones en que regirá lo dispuesto en el 
inciso precedente”. 


Artículo 8*.- Agrégase al artículo 644 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, en 
la redacción dada por el artículo 370 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, el 
siguiente inciso: 


"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, a partir del 1? de enero de 2018 
el impuesto de enseñanza primaria recaudado por la Dirección General Impositiva 
será depositado mensualmente en la cuenta referida en dicho inciso”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 2 de julio de 
2015. 


ALEJANDRO SÁNCHEZ 
: Presidente 
IRGINIA OR 
etaria 
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Artículo 1*.- Restablécese el impuesto anual de enseñanza primaria a los inmuebles 
rurales, de acuerdo con lo establecido en los artículos 636 y siguientes de la Ley 
N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y leyes modificativas y concordantes. 


Artículo 2”.- Los propietarios de padrones rurales que exploten a cualquier título 
padrones que en su conjunto no excedan de 300 (trescientas) hectáreas índice Coneat 
100 estarán exonerados del pago del impuesto anual de enseñanza primaria. 


Para tener derecho al beneficio previsto en el inciso anterior, los productores 
agropecuarios deberán presentar ante el organismo recaudador, dentro de los ciento 
veinte días del ejercicio que se desee exonerar, declaración jurada con detalle del total de 
los padrones que al 1? de enero anterior explotaban a cualquier título, con indicación del 
correspondiente valor real de cada uno, así como la correspondiente documentación del 
Banco de Previsión Social y de la División Contralor de Semovientes del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca (Dicose). 


En el caso de propietarios de padrones rurales que exploten a cualquier título 
padrones que en su conjunto no excedan de 200 (doscientas) hectáreas índice Coneat 
100, será suficiente con acreditar el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 448 de la 
Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001. 


Artículo _3%.- Para el ejercicio 2015, el hecho generador del impuesto anual de 
enseñanza primaria aplicable a los inmuebles rurales se considerará configurado a la 
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fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Para dicho ejercicio, el plazo establecido 
en el artículo anterior se computará desde la referida entrada en vigencia. 


Artículo 4?.- A partir del ejercicio de entrada en vigencia de la presente ley, quedará 
sin efecto la transferencia dispuesta por el artículo 636 de la Ley N* 15,809, de 8 de abril 
de 1986, en la redacción dada por el artículo 687 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996. 


En caso que la recaudación del impuesto anual de enseñanza primaria 
correspondiente a los inmuebles rurales no supere en cada ejercicio el importe 
establecido por la norma referida en el inciso anterior, la diferencia será compensada a la 
Administración Nacional de Educación Pública con cargo a Rentas Generales. 


La Administración Nacional de Educación Pública remitirá al Ministerio de Economía 
y Finanzas, dentro de los ciento veinte días de iniciado el ejercicio o de vigencia de la 
presente ley, el plan anual de ejecución a ser financiado con el impuesto anual de 
enseñanza primaria, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 645 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986, y con la compensación dispuesta en el inciso anterior. 


Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a habilitar los créditos 
presupuestales correspondientes, al amparo de la presente ley. 


Artículo _5*.- Agrégase al artículo 80 del Título 1 del Texto Ordenado 1996, el 
siguiente inciso: 


“En caso de falta de pago de las obligaciones tributarias correspondientes al 
impuesto anual de enseñanza primaria, se faculta a la Dirección General Impositiva 
a suspender la vigencia de los certificados anuales que hubiera expedido. A tales 
efectos, la Administración Nacional de Educación Pública informará a la Dirección 
General Impositiva los incumplimientos de pago correspondientes”. 


Artículo 6*.- Agrégase al artículo 643 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, los 
siguientes incisos: 


“A partir del 1? de enero de 2018, la Dirección General Impositiva tendrá a su cargo 
la recaudación, administración y fiscalización del impuesto anual de enseñanza 
primaria. Las mismas facultades serán ejercidas con relación a las obligaciones 
devengadas con anterioridad a la referida fecha. La Administración Nacional de 
Educación Pública conservará las funciones de recaudación y administración 
únicamente de aquellas obligaciones tributarias determinadas con anterioridad al 1? 
de enero de 2018, respecto de las cuales se hubiere percibido su pago total o 
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concedido prórroga o facilidades de pago, o que se encuentren a dicha fecha, con 
un proceso jurisdiccional en trámite. 


El Poder Ejecutivo establecerá las condiciones en que regirá lo dispuesto en el 
inciso precedente”, 


Artículo 7*.- Agrégase al artículo 644 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, en 
la redacción dada por el artículo 370 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, el 
siguiente inciso: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, a partir del 1? de enero de 2018 
el impuesto de enseñanza primaria recaudado por la Dirección General Impositiva 
será depositado mensualmente en la cuenta referida en dicho inciso”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 3 de junio de 2015. 


e 
NDIC 
Presidente 


JOSÉ PERO MONTERO 
Secretario 
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Disposiciones citadas 


TEXTO ORDENADO 1996 


TITULO 1 


NORMAS GENERALES DE DERECHO TRIBUTARIO NACIONAL 
SECCION lll - DERECHO TRIBUTARIO FORMAL 
CAPITULO 8 - REGIMEN DE CERTIFICADOS 


Artículo 80.- Establécese un régimen de certificado único para la Dirección 
General Impositiva con arreglo a lo que se regula en los siguientes incisos: 


A) No se podrá enajenar ni gravar bienes inmuebles, enajenar vehículos 
automotores, distribuir utilidades a título definitivo o provisorio, importar o 
exportar, percibir de los Entes Públicos sumas superiores al 50% (cincuenta 
por ciento) del mínimo no imponible individual del Impuesto al Patrimonio de las 
personas fisicas y solicitar la expedición o renovación de pasaportes, sin la 
previa obtención de un certificado único y de vigencia anual que expedirá la 
Dirección General Impositiva. 


Dicho certificado acreditará que sus titulares han satisfecho el pago de los 
tributos que administra el citado organismo, de que no se hallan alcanzados por 
los mismos, o de que disponen de plazo acordado para hacerlo. 


Quienes inicien o realicen actividad comercial o industrial no podrán sin su 
previa presentación, realizar gestiones referentes a dicha actividad ante las 
oficinas públicas. 


Sin perjuicio de ello deberá obtenerse un certificado especial en los casos de 
reformas de estatutos o contratos de enajenación, liquidación o disolución total 
o parcial de los establecimientos comerciales o industriales, o de inscripción de 
contratos de arrendamientos rurales, con igual constancia de la Dirección 
General Impositiva referidas hasta la fecha del acto que motiva la solicitud. 


Se prescindirá de la obtención del certificado para enajenar o gravar bienes 
inmuebles cuando la escritura respectiva se otorgue de mandato judicial. En 
tales casos y en los de la escritura otorgada de acuerdo con lo dispuesto por el 
inciso segundo del artículo 88% de este Título, el Juzgado interviniente deberá 
remitir a la Dirección General Impositiva, la información relativa al acto, en la 
forma y condiciones que establezca la reglamentación. 


Las escrituras que se hubieren otorgado de mandato judicial con anterioridad 
a la vigencia del Decreto-Ley N* 14.664, de 14 de junio de 1977, sin la 
obtención previa del certificado exigido por el inciso primero, serán inscriptas 
por el Registro respectivo, haciendo abstracción de dicha omisión. En tales 
casos, el Registro interviniente suministrará la información a que se refiere el 
inciso anterior. 


B) Las distribuciones de utilidades o dividendos que realicen sin la previa 
obtención del certificado a que se refiere el inciso anterior, serán sancionadas 
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con una multa equivalente al 50% (cincuenta por ciento) del tributo impago. Las 
reincidencias serán sancionadas con una multa igual al tributo impago. 


La omisión de la solicitud de certificado en los casos de enajenación total o 
parcial de establecimientos comerciales o industriales importa, de pleno 
derecho, la solidaridad del adquirente respecto de la deuda impositiva del 
enajenante a la fecha de la operación la que se extenderá a los socios a 
cualquier título, directores y administradores del contribuyente. 


Los Registros de Traslaciones de Dominio e Hipoteca y de Vehículos 
Automotores no podrán recibir ni inscribir documentos relativos a actos de 
enajenación o de afectación de bienes inmuebles, si no se ha obtenido el 
respectivo certificado. 


En caso de incumplimiento de las disposiciones precedentes serán 
solidariamente responsables del impuesto adeudado y obligaciones accesorias 
el comprador y en su caso el prestamista. 


C) Los certificados a que se refiere este artículo, sustituyen a partir de la 
fecha de su entrada en vigencia a los que expiden las dependencias de la 
Dirección General Impositiva. 


D) Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer la obligación de exhibir el 
certificado de encontrarse al día con la Dirección General Impositiva para la 
realización de actos vinculados a la actividad comercial o industrial de las 
empresas en las situaciones que considere conveniente. 


Facúltase a la Dirección General Impositiva a suspender la vigencia de los 
certificados anuales que hubiera expedido, cuando el contribuyente se atrasare 
en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 


Asimismo se la faculta a suspender la vigencia de los Certificados anuales 
que hubiera expedido a partir de pasados 90 (noventa) días corridos de 
decretadas medidas cautelares por el Poder Judicial, previstas en el artículo 87 
del Código Tributario. 


Fuente: Inciso tercero agregado/s por: Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, artículo 463. 


Asimismo, se la faculta a suspender la vigencia de los certificados anuales 
que hubiera expedido, cuando el contribuyente omitiera registrar sus estados 
contables ante el órgano estatal de contro), de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 97 bis de la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989. Esta norma 
será de aplicación para los ejercicios cerrados a partir de la vigencia de la 


presente ley. 
Fuente: Inciso final agregado/s por: Ley N* 18,996, de 07 de noviembre de 2012, artículo 313, 


Fuente: Decreto-Ley 14.252, de 22 de agosto de 1974, artículo 314 
Decreto-Ley 14.664, de 14 de junio de 1977, artículos 1" y 2", 
Decreto-Ley 14,948, de 7 de noviembre de 1979, aníículos 49 y 50, 
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Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986 


SECCION VII 
CAPITULO | - RECURSOS 


Artículo 636.- Establécese un impuesto anual de enseñanza primaria que 
gravará a las propiedades inmuebles urbanas y suburbanas. 


El Poder Ejecutivo transferirá de la recaudación del IMEBA e IRA, al Consejo 
de Educación Primaria igual importe a valores constantes al recaudado en 
1994 por los inmuebles rurales. 


Fuente; Ley N” 16,736, de 05 de enero de 1998, artículo 687. 


Artículo 637.- Serán contribuyentes de este impuesto los propietarios de los 
inmuebles, los poseedores, los promitentes compradores con o sin promesas 
inscriptas y los usufructuarios 


Fuente: Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, articulo 430. 


Artículo 638.- La base del cálculo del impuesto será la de los valores reales 
de los inmuebles, determinados por la Dirección General del Catastro Nacional 
y Administración de Inmuebles del Estado. 


Estarán exonerados de su pago los propietarios de los inmuebles cuyos 
valores reales sean inferiores a N$ 4:000,000 (nuevos pesos cuatro millones) al 
1 de enero de 1991. 


Fuente: Ley N” 16.226, de 29 de octubre de 1991, articulo 396, 


Artículo 639.- Las alícuotas del Impuesto de Enseñanza Primaria serán las 
siguientes: 


Valorde N$  4:000.001 a N$ 7:000.000 1,5 por mil 
Valorde N$  7:000.001 a N$ 30:000.000 2 por mil 
Valorde N$ 30:000.001 a N$70:000.000 2,5 por mil 
Valorde N$ 70:000.001 en adelante 3 por mil 


Los valores que se indican corresponden a los valores reales de los 
inmuebles determinados por la Dirección General del Catastro Nacional y 
Administración de Inmuebles del Estado, vigentes al 1? de enero de 1991, y se 
actualizarán mediante la determinación que fije el Poder Ejecutivo respecto de 
dichos valores reales. 


Fuente: Ley N* 16.320, de 01 de noviembre de 1992, artículo 420. 


Artículo 640.- Además de las exoneraciones establecidas por los artículos 5? 
y 69 de la Constitución, estarán exonerados de este impuesto: 
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a) Los inmuebles de propiedad de Gobiernos extranjeros y destinados a 
sedes de delegaciones diplomáticas, organismos internacionales o 
consulares. 


b) Las propiedades del Estado y los Gobiernos Departamentales. 


c) Las propiedades de las entidades comprendidas en el artículo 1% del 
Título 11 del Texto Ordenado 82 y en el decreto-ley N* 15.181, de 21 de 
agosto de 1981. 


d) Las cooperativas de vivienda. 


Artículo 641.- Los escribanos no podrán autorizar ninguna enajenación de 
bienes raíces sin que se les justifique el pago del impuesto de enseñanza 
primaria o su exoneración. Esta justificación se hará con el comprobante de 
pago correspondiente al último ejercicio o cuota vencidos. 


A falta de estos comprobantes, el escribano autorizante dejará constancia de 
la causal de exoneración. La omisión por parte de los escribanos de esta 
obligación, aparejará su responsabilidad solidaria respecto del impuesto que 
pudiera adeudarse, y el Registro de Traslaciones de Dominio no inscribirá 
documentos que debiendo tener la constancia del pago o de la causal de 
exoneración, no la tuvieran. 


Artículo 642.- Las entidades de intermediación financiera no otorgarán ni 
renovarán préstamos garantizados por bienes raíces, sin que se les justifique el 
encontrarse al día en el pago del Impuesto de Enseñanza Primaria, o su 
exoneración. La justificación de estos extremos se hará en la forma prevista en 
el artículo anterior. La omisión de este requisito aparejará la responsabilidad 
solidaria de las entidades omisas y del escribano que autoriza la escritura de 
hipoteca, por el importe del impuesto que se adeudara. 


Fuente: Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, artículo 433, 


Artículo 643.- La recaudación del impuesto estará a cargo del Consejo de 
Educación Primaria. Este Consejo convendrá con los organismos que estime 
conveniente, la recaudación del tributo y, asimismo, la comisión que 
eventualmente les corresponda por esa recaudación. 


Fuente: Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, artículo 157, 


Artículo 644. - El impuesto de Enseñanza Primaria regirá desde el 1? de julio 
de 1987 y su producto se depositará en una cuenta especial de la 
Administración Nacional de Educación Pública en el Banco de la República 
Oriental del Uruguay y se denominará "Tesoro de Enseñanza Primaria". 


Fuente: Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, artículo 370, 


Artículo 645.- El producido del impuesto se destinará a financiar los créditos 
presupuestales de gastos e inversiones del Consejo de Educación Primaria. 
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Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996 


PRESUPUESTO NACIONAL 
IMPUESTO DE ENSEÑANZA PRIMARIA 


Artículo 687.- Sustitúyese el artículo 636 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986, por el siguiente: 


"ARTICULO 636.- Establécese un impuesto anual de enseñanza primaria 
que gravará a las propiedades inmuebles urbanas y suburbanas. El Poder 
Ejecutivo transferirá de la recaudación del IMEBA e IRA, al Consejo de 
Educación Primaria igual importe a valores constantes al recaudado en 1994 
por los inmuebles rurales". 
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Ley N* 17.296, 
de 21 de febrero de 2001 


Artículo 448.- Rebájase en un 18% (dieciocho por ciento) la alícuota de la 
Contribución Inmobiliaria Rural cuyo pago deba efectuarse a partir del año 
2001, establecida por el artículo 652 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Los propietarios de padrones rurales que exploten a cualquier título padrones 
que en su conjunto no excedan las 200 hectáreas índice CONEAT 100 estarán 
exonerados, en su caso, del pago de la Contribución Inmobiliaria Rural por 
hasta las primeras 50 (cincuenta) hectáreas equivalentes a índice CONEAT 
100. 


Para tener derecho al beneficio previsto en el inciso anterior, los productores 
agropecuarios deberán presentar en la(s) Intendencia(s) respectiva(s) dentro 
de los 120 (ciento veinte) días del ejercicio que se desee exonerar, declaración 
jurada con detalle del total de los padrones que al 1? de enero anterior 
explotaban a cualquier título, con indicación del correspondiente valor real de 
cada uno, así como la correspondiente documentación del Banco de Previsión 
Social y de DICOSE. 


En caso de productores que exploten padrones en más de un departamento, 
las 50 (cincuenta) hectáreas valor CONEAT 100 exoneradas, serán en su caso 
prorrateadas entre estos en función del valor real de los inmuebles explotados 
a cualquier título en cada uno de ellos. 


Autorízase al Poder Ejecutivo, a disponer, anualmente, de una partida global 
de $ 174:300.000 (pesos uruguayos ciento setenta y cuatro millones trescientos 
mil). Esta partida se distribuirá bimensualmente entre las Intendencias 
Municipales, de la siguiente manera: 


DEPARTAMENTO TOTAL A TRANSFERIR 
$ $ 
Artigas 6:566.787 3,7675 
Canelones 17:450.114 10,0115 
Cerro Largo 9:653.768 5,5386 
Colonia 11:419.787 6,5518 
Durazno 10:789.554 6,1902 
Flores 5:501.257 3,1562 
Florida 10:376.648 5,9533 
Lavalleja 8:762.363 5,0272 
Maldonado 7:391.482 4,2407 
Paysandú 9:420.625 5,4048 


Río Negro 9:204.585 5,2809 
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Rivera 6:501.320 3,7300 
Rocha 6:979.472 4,0043 
Salto 10:215.537 5,8609 
San José 10:820.335 6,2079 
Soriano 11:209.640 6,4312 
Tacuarembó 9:976.398 5,7237 
Treinta y Tres 5:828.766 3,3441 
Montevideo 6:231.562 3,5752 


La asignación a cada departamento se ha determinado utilizando la 
distribución de los predios agrícolas por tamaño y departamento y el valor 
promedio por hectárea por departamento de la Contribución Inmobiliaria Rural 
de 1998. 


Las partidas destinadas a las Intendencias por los artículos 761 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, y 616 de la presente ley, no podrán ser 
objeto de compensaciones, retenciones, embargos, gravámenes, afectaciones 
o cualquier otra medida que de cualquier forma impidan su percepción directa 
por aquellas. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a incrementar en $ 116:200.000 (pesos 
uruguayos ciento dieciséis millones doscientos mil) esta partida, disminuyendo 
en acuerdo con el Congreso Nacional de Intendentes por un monto 
equivalente, la referida Contribución Inmobiliaria Rural a partir del ejercicio 
2002. 
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Comparativo: 


Proyecto de ley aprobado por la Proyecto de ley aprobado en nueva 
Cámara de Senadores forma por la Cámara de 


Representantes 


Artículo  10.- Restablécese el Artículo  _10.- Restablécese el 
impuesto anual de enseñanza primaria a | impuesto anual de enseñanza primaria a 
los inmuebles rurales, de acuerdo con lo | los inmuebles rurales, de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 636 y | establecido en los artículos 636 y 
siguientes de la Ley N% 15.809, de 8 de | siguientes de la Ley N% 15.809, de 8 de 
abril de 1986 y leyes modificativas y | abril de 1986 y leyes modificativas y 
concordantes. concordantes. 


0.- Modifíquese el inciso 
primero del artículo 687 de la Ley 
NO 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


"ARTÍCULO  687.- Establécese 
un impuesto anual de 
enseñanza primaria, que 
gravará a las propiedades 
inmuebles urbanas, suburbanas 
rurales”, 
Artículo 3%.- Los propietarios de 
padrones rurales que exploten a 
cualquier título padrones que en su 
conjunto no excedan de 300 
(trescientas) hectáreas Índice Coneat 
100 estarán exonerados del pago del 
impuesto anual de enseñanza primaria. 


Artículo 2%.- Los propietarios de 
padrones rurales que exploten a 
cualquier título padrones que en su 
conjunto no excedan de 300 
(trescientas) hectáreas indice Coneat 
100 estarán exonerados del pago del 
impuesto anual de enseñanza primaria. 


Para tener derecho al beneficio 
previsto en el inciso anterior, los 
productores agropecuarios deberán 
presentar ante el organismo 
recaudador, dentro de los ciento veinte 
días del ejercicio que se desee exonerar, 
declaración jurada con detalle del total 
de los padrones que al 1% de enero 
anterior explotaban a cualquier título, 
con indicación del correspondiente valor 
real de cada uno, así como la 
correspondiente documentación del 
Banco de Previsión Social y de la 
División Contralor de Semovientes del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca (Dicose). 


Para tener derecho al beneficio 
previsto en el inciso anterior, los 
productores agropecuarios deberán 
presentar ante el organismo 
recaudador, dentro de los ciento veinte 
días del ejercicio que se desee exonerar, 
declaración jurada con detalle del total 
de los padrones que al 10% de enero 
anterior explotaban a cualquier título, 
con indicación del correspondiente valor 
real de cada uno, así como la 
correspondiente documentación del 
Banco de Previsión Social y de la 
División Contralor de Semovientes del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca (Dicose). 


En el caso de propietarios de 
padrones rurales que exploten a 
cualquier título padrones que en su 
conjunto no excedan de 200 
(doscientas) hectáreas índice 
Coneat 100, será suficiente con 
acreditar el cumplimiento de lo 
dispuesto por el artículo 448 de la Ley 
NO 17.296, de 21 de febrero de 2001. 


En el caso de propietarios de 
padrones rurales que exploten a 
cualquier título padrones que en su 
conjunto no excedan de 200 
(doscientas) hectáreas Índice Coneat 
100, será suficiente con acreditar el 
cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 448 de la Ley NO 17.296, de 21 
de febrero de 2001, 
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Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Senadores 


Proyecto de ley aprobado en nueva 
forma por la Cámara de 
Representantes 


o.- Para el ejercicio 
2015, el hecho generador del impuesto 
anual de enseñanza primaria aplicable a 
los inmuebles rurales se considerará 
configurado a la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley. Para dicho 
ejercicio, el plazo establecido en el 
artículo anterior se computará desde la 
referida entrada en vigencia. 
Artículo 49.- A partir del ejercicio 
de entrada en vigencia de la presente 
ley, quedará sin efecto la transferencia 
dispuesta por el artículo 636 de la Ley 
NO 15.809, de 8 de abril de 1986, en la 
redacción dada por el artículo 687 de la 
Ley NO 16,736, de 5 de enero de 1996. 


o.- Para el ejercicio 
2015, el hecho generador del impuesto 
anual de enseñanza primaria aplicable a 
los inmuebles rurales se considerará 
configurado a la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley. Para dicho 
ejercicio, el plazo establecido en el 
artículo anterior se computará desde la 
referida entrada en vigencia. 
O.- A partir del ejercicio 
de entrada en vigencia de la presente 
ley, quedará sin efecto la transferencia 
dispuesta por el artículo 636 de la Ley 
NO 15.809, de 8 de abril de 1986, en la 
redacción dada por el artículo 687 de la 
Ley NO 16.736, de 5 de enero de 1996. 


En caso que la recaudación del 
impuesto anual de enseñanza primaria 
correspondiente a los inmuebles rurales 
no supere en cada ejercicio el importe 
establecido por la norma referida en el 
inciso anterior, la diferencia será 
compensada a la Administración 
Nacional de Educación Pública con cargo 
a Rentas Generales. 


En caso que la recaudación del 
impuesto anual de enseñanza primaria 
correspondiente a los inmuebles rurales 
no supere en cada ejercicio el importe 
establecido por la norma referida en el 
inciso anterior, la diferencia será 
compensada a la Administración 
Nacional de Educación Pública con cargo 
a Rentas Generales. 


La Administración Nacional de 
Educación Pública remitirá al Ministerio 
de Economía y Finanzas, dentro de los 
ciento veinte días de iniciado el ejercicio 
o de vigencia de la presente ley, el plan 
anual de ejecución a ser financiado con 
el impuesto anual de enseñanza 
primaria, de acuerdo con lo dispuesto 
por el artículo 645 de la Ley NO 15.809, 
de 8 de abril de 1986, y con la 
compensación dispuesta en el inciso 
anterior, 


La Administración Nacional de 
Educación Pública remitirá al Ministerio 
de Economía y Finanzas, dentro de los 
ciento veinte días de iniciado el ejercicio 
o de vigencia de la presente ley, el plan 
anual de ejecución a ser financiado con 
el impuesto anual de enseñanza 
primaria, de acuerdo con lo dispuesto 
por el artículo 645 de la Ley N% 15,809, 
de 8 de abril de 1986, y con la 
compensación dispuesta en el inciso 
anterior. 


Facúltase al Ministerio de 
Economía y Finanzas a habilitar los 
créditos presupuestales 
correspondientes, al amparo de la 
presente ley. 


Facúltase al Ministerio de 
Economía y Finanzas a habilitar los 
créditos presupuestales 
correspondientes, al amparo de la 
presente ley. 


O.- Agrégase al artículo 
80 del Título 1 del Texto Ordenado 
1996, el siguiente inciso: 


o.- Agrégase al artículo 
80 del Título 1 del Texto Ordenado 
1996, el siguiente inciso: 


"En caso de falta de pago de las 
obligaciones tributarias 
correspondientes al impuesto 
anual de enseñanza primaria, se 


“En caso de falta de pago de las 
obligaciones tributarias 
correspondientes al ¡impuesto 
anual de enseñanza primaria, se 
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643 de la Ley NO 15.809, de 8 de abril 
de 1986, los siguientes incisos: 


644 de la Ley N% 15.809, de 8 de abril 
de 1986, en la redacción dada por el 


de noviembre de 1987, el si 
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faculta a la Dirección General 
Impositiva a suspender la vigencia 
de los certificados anuales que 
hubiera expedido. A tales efectos, 
la Administración Nacional de 
Educación Pública informará a la 
Dirección General Impositiva los 
incumplimientos de pago 
correspondientes”. 


o.- Agrégase al artículo 


“A partir del 10 de enero de 
2018, la Dirección General 
Impositiva tendrá a su cargo la 
recaudación, administración y 
fiscalización del impuesto anual de 
enseñanza primaria. Las mismas 
facultades serán ejercidas con 
relación a las obligaciones 
devengadas con anterioridad a la 
referida fecha. La Administración 
Nacional de Educación Pública 
conservará las funciones de 
recaudación y administración 
únicamente de aquellas 
obligaciones tributarias 
determinadas cor, anterioridad al 
10 de enero de 2018, respecto de 
las cuales se hubiere percibido su 
pago total o concedido prórroga o 
facilidades de pago, o que se 
encuentren a dicha fecha, con un 
proceso jurisdiccional en trámite. 


El Poder Ejecutivo establecerá las 
condiciones en que regirá lo 


O.- Agrégase al artículo 


uviente 
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disposiciones del Texto Ordenado 
1996 realizadas en la presente ley, 
se comiera rr a las 


artículo 643 de la Ley NO 15.809, de 8 
de abril de 1986, en la redacción 
dada por el artículo 157 de la Ley 
N% 16.002, de 25 de noviembre de 
1988, los siguientes incisos: 


644 de la Ley NO 15.809, de 8 de abril 
de 1986, en la redacción dada por el 
artículo 370 de la Ley N% 15.903, de 10 | artículo 370 de la Ley N% 15.903, de 10 
de noviembre de 1987, el siguiente 


forma por la Cámara de 
Representantes 


faculta a la Dirección General 
Impositiva a suspender la vigencia 
de los certificados anuales que 
hubiera expedido. A tales efectos, 
la Administración Nacional de 
Educación Pública informará a la 
Dirección General Impositiva los 
incumplimientos de pago 
correspondientes”. 


Las modificaciones de 


0.-  Agréganse al 


"A partir del 19 de enero de 
2018, la Dirección General 
Impositiva tendrá a su cargo la 
recaudación, administración y 
fiscalización del impuesto anual de 
enseñanza primaria. Las mismas 
facultades serán ejercidas con 
relación a las obligaciones 
devengadas con anterioridad a la 
referida fecha. La Administración 
Nacional de Educación Pública 
conservará las funciones de 
recaudación y administración 
únicamente de aquellas 
obligaciones tributarias 
determinadas con anterioridad al 
10 de enero de 2018, respecto de 
las cuales se hubiere percibido su 
pago total o concedido prórroga o 
facilidades de pago, o que se 
encuentren a dicha fecha, con un 
proceso jurisdiccional en trámite. 


El Poder Ejecutivo establecerá las 
condiciones en que regirá lo 
dispuesto en el inciso precedente”. 
O.- Agrégase al artículo 
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inciso: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en 
el inciso anterior, a partir del 10 
de enero de 2018 el impuesto de 
enseñanza primaria recaudado por 
la Dirección General Impositiva 
será depositado mensualmente en 
la cuenta referida en dicho inciso”, 


Proyecto de ley aprobado en nueva 


forma por la Cámara de 
Representantes 


inciso: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en 
el inciso anterior, a partir del 10 
de enero de 2018 el impuesto de 
enseñanza primaria recaudado por 
la Dirección General Impositiva 
será depositado mensualmente en 
la cuenta referida en dicho inciso”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SENOR BORDABERRY - Cuando se analizó este pro- 
yecto de ley, hace unos meses, denunciamos que nos com- 
prendían intereses personales y el Reglamento del Senado 
nos obliga a denunciarlo porque, obviamente, estaremos 
afectados por este impuesto. Esa es la razón que me lleva 
a ponerlo en conocimiento del Cuerpo nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el miembro 
informante, señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINLI.- Este proyecto de ley ya se dis- 
cutió en toda su dimensión y lo que me encargó la comi- 
sión es que informe sobre las modificaciones planteadas 
por la Cámara de Representantes, a las cuales el Senado 
tendrá que decir sí o no, en una única instancia. No vamos 
a repetir la discusión que dimos hace unas semanas sobre 
la conveniencia o no del impuesto, si es ciego o no, si lo 
tenían que pagar todos o no, si lo paga alguien que tiene 
una casa —que a veces se mide en metros cuadrados— y no 
quien tiene cientos de hectáreas, o el argumento de si la 
tierra es un factor productivo —y, naturalmente, lo es- aun 
cuando también puede serlo una propiedad que se destina 
aun fin económico, etcétera. Toda esa discusión está dada. 


En su oportunidad, la bancada oficialista asumió el 
compromiso, junto con el señor Senador Andrés Berterre- 
che, de que una vez terminada esta instancia y luego de 
un plazo prudencial pudiéramos conversar y estudiar la 
posibilidad de que este impuesto sea más justo y que las 
exoneraciones no sean las que acá se plantean, porque a 
veces por menos de trescientas hectáreas hay una ganan- 
cia o plusvalía muy importante y, por ejemplo, quienes tie- 
nen seiscientas o setecientas hectáreas al norte, de basalto 
superficial, quizá no tienen ese nivel de productividad. 


Ese es un compromiso que la bancada de gobierno ha 
reafirmado en la última reunión de la comisión a través del 
señor Senador José Mujica, que vaya si conoce de temas 
agropecuarios. En cierta medida, ese estudio también será 
acompañado —a fin de luego adoptar una postura— por los 
legisladores y las legisladoras de la oposición. Todo eso ya 
está hablado. 


El tema es que en la Cámara de Representantes —in- 
dependientemente de modificaciones de redacción y de 
alguna referida, que creo que tampoco debería ser discu- 
tida en este ámbito— se agrega un artículo 2.” y se le da 
una redacción distinta al artículo 687. El artículo 1.* queda 
tal como nosotros lo habíamos aprobado, con la frase «de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 636 y siguien- 
tes». Ocurre que uno de los artículos siguientes de la Ley 
n. 15809 mencionada era el artículo 687, que expresamen- 
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te dejaba de lado al sector agropecuario para el pago de 
este impuesto. 


Por lo tanto, un artículo que restablecía el impuesto 
incluía una disposición que lo eliminaba, lo que generó 
una contradicción visible. La solución que plantea la Cá- 
mara de Representantes es dar una redacción distinta a 
ese artículo 2.” En consecuencia, se dice «de acuerdo con 
lo establecido en los artículos 636 y siguientes de la Ley 
n.” 15809, de 8 de abril de 1986», pero se incluye otra dis- 
posición que modifica la redacción del artículo 687 de la 
Ley n.* 16736, por lo que no se cae en contradicción. 


¿Esta es la mejor solución? Difícil decirlo, entre otras 
cosas, porque el camino que tomamos, señor Presidente, 
independientemente de si se está de acuerdo o no con el 
impuesto, fue optar por una estructura jurídica muy pare- 
cida a la que teníamos. Repito, en el acierto o en el error 
tomamos ese camino para que todas las situaciones que, 
en su oportunidad, se plantearon como de inconstitucio- 
nalidad —aunque la Suprema Corte de Justicia, con pro- 
nunciamientos categóricos, determinó que esto era cons- 
titucional—, no pudieran ahora poner en tela de juicio esta 
iniciativa. ¿Por qué? Porque queremos que todos paguen 
este impuesto y que, si en algún momento se decide eli- 
minarlo, sea para todos y que no haya un sector que no 
lo pague. 


Reitero, quizás la solución no sea la perfecta, pero es 
la que se encontró dentro del marco jurídico que nos plan- 
teamos, que era innovar lo menos posible con relación a la 
situación jurídica actual. En ese marco jurídico, la Cáma- 
ra de Representantes corrigió el error —¡nvoluntario, señor 
Presidente, ya que no lo marcó nadie, ni los que estábamos 
a favor ni quienes estaban en contra— de contradicción en- 
tre el artículo 687 y el propio artículo 1.” que restablecía 
el Impuesto Anual de Enseñanza Primaria a los inmuebles 
rurales. 


Alguien dirá, señor Presidente, que tiene una mejor so- 
lución. Siempre la hay, pero el problema es que cualquier 
solución que implique no aceptar la modificación de la Cá- 
mara de Representantes, a mi entender —y así lo dicen las 
normas-, trae como consecuencia que la iniciativa vuelva 
a la Asamblea General —como tribunal de alzada— para 
que resuelva por una mayoría especial, y todos sabemos 
que no hay voluntad en ese sentido. O sea que la normativa 
vigente nos da la potestad de hacer leyes si nos ponemos 
de acuerdo, pero cuando las dos Cámaras no coinciden se 
recurre a una mayoría especial y en ese caso, señor Presi- 
dente, en mi opinión, ganarían quienes no quieren pagar 
este impuesto, ya sea por las razones jurídicas o políti- 
cas que han planteado —algunas veces, con mucho fun- 
damento y que compartimos, pero para todo el impuesto, 
por lo que habría que eliminarlo por completo— algunos 
integrantes de la oposición o por la razón lisa y llana de 
no pagar impuestos, que también es legítima porque los 
impuestos son, precisamente, eso: cosas impuestas. 
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Por lo tanto, señor Presidente, desde la comisión, sin 
enamorarnos de los textos, sabiendo que había que corre- 
gir un error y que la solución planteada por la Cámara de 
Representantes era una de las posibles —y así lo expresó 
ese Cuerpo—, venimos para que se convierta en ley una 
de las tantas promesas de campaña que hizo el Frente 
Amplio. Presentamos el texto enviado por la Cámara de 
Representantes y esperamos que el Senado lo refrende, de 
tal forma que en los próximos días pueda ser ley y que, a 
partir del 1.* de julio, este impuesto se pueda cobrar. 


Eso es todo lo que tenía para informar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a corregir una omisión 
que cometió la Mesa. Cuando el señor Senador Borda- 
berry hizo una declaración de interés personal debíamos 
haber puesto a votación del Cuerpo la autorización para 
que participara de la discusión del proyecto de ley; lo ha- 
remos ahora. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PINTADO.- Señor Presidente: por las dudas 
de que en la situación del señor Senador Bordaberry pue- 
dan encontrarse otros señores Senadores —o puedan ser 
sujetos de igual interpretación—, voy a complementar la 
moción. En concreto, planteo que se autorice al señor Se- 
nador Bordaberry y a todos aquellos que pudieran estar en 
la misma circunstancia a participar del debate. 


Gracias. 
SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor Presidente: en rea- 
lidad, sería bueno saber si hay alguien más involucrado. 
El reglamento dice que en estos casos hay que excusarse; 
entonces, que lo digan. Estamos aquí y si alguien tiene 
algún interés particular en el tema, repito, que lo diga. No 
excuso a quien no lo dijo, pero si lo dijo puedo excusarlo. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. El reglamento establece que 
cada uno de los Senadores que se sienta afectado en su 
interés personal por el proyecto de ley que esté en debate 
tiene que declararlo a la Cámara y esta tomará la decisión 
en función de cada caso. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR HEBER - Señor Presidente: quiero aclarar que 
como esto ya lo había dicho en la anterior sesión en que 
tratamos este impuesto, no creí necesario comunicarlo 
nuevamente al Cuerpo. No obstante, si hay que hacerlo, 
declaro que estoy comprendido dentro de las disposiciones 
que establece el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está en consideración del 
Cuerpo la autorización para participar del debate de este 
proyecto de ley tanto para el señor Senador Bordaberry 
como para el señor Senador Heber. 


Se va a votar. 
(Se vota). 
—28 en 29. Afirmativa. 


El Senado continúa con el debate de este proyecto 
de ley. 


SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DELGADO.- Señor Presidente: no vamos a 
dar la discusión de fondo porque ya la tuvimos —y bas- 
tante— en la comisión y en esta sala, en la sesión del Se- 
nado en la que se trató originalmente el proyecto de ley. 
Después esta iniciativa fue modificada en la Cámara de 
Representantes y se volvió a considerar en la comisión co- 
rrespondiente del Senado. Vale señalar que incluso reco- 
nociendo, por parte de quienes la defienden, que no es la 
mejor redacción, el Gobierno optó por que la discusión no 
pase a la Asamblea General. 


Simplemente vamos a hacer un racconto de los hechos, 
de cómo empezó este proceso, qué pasó en el medio y 
cómo llegamos al día de hoy porque creo que vale la pena 
recordarlo y dejar algunas constancias políticas. 


En marzo el Poder Ejecutivo remite al Poder Legisla- 
tivo el proyecto de ley que establecía el Impuesto Anual 
de Enseñanza Primaria sobre los padrones rurales. No se 
trataba de un proyecto de ley sino que, en realidad, fueron 
dos: uno venía inmerso, como artículos 3.” y 4.” en una 
iniciativa de modificación del cómputo del IRPF respecto 
al medio aguinaldo y al salario vacacional, como todos 
recordarán, y el otro era el artículo único de otro proyecto 
de ley que no era modificativo del primero, sino comple- 
mentario. 


Los artículos 3.* y 4.” del proyecto original establecían 
el Impuesto Anual de Enseñanza Primaria a los padrones 
rurales mediante la modificación del artículo 636 de la 
Ley n.* 15809 y sus leyes modificativas y, además, dispo- 
nía una exoneración a los propietarios de inmuebles rura- 
les cuyos valores reales correspondientes al 2014 fueran 
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inferiores a $ 650.775, lo que parecía bastante en contra- 
sentido con lo que habían anunciado el Poder Ejecutivo y 
el Presidente Vázquez. 


Concomitantemente, se establecía el cese de la transfe- 
rencia del Imeba y del IRA del Poder Ejecutivo al Consejo 
de Educación Primaria. 


El artículo único del proyecto de ley complementario 
establecía una nueva exoneración; cambiaba el umbral y 
hacía referencia a las 300 hectáreas índice Coneat 100. 
Además, decía cómo realizar el procedimiento de exone- 
ración y ante qué organismos. 


En el mes de abril, luego de la discusión en la comisión, 
el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Economía y 
Finanzas, envió un nuevo proyecto de ley que contaba con 
siete artículos y venía firmado por el Director Serra. En él 
se unificaban los artículos de los dos proyectos de ley an- 
teriores, con algunas modificaciones; se establecía cuándo 
se produce el hecho generador para el ejercicio 2015; se 
fijaba la remisión de un plan anual de ejecución por parte 
de Primaria al Ministerio de Economía y Finanzas dentro 
de los 120 días de iniciado el ejercicio; se autorizaba al mi- 
nisterio a liberar los créditos presupuestales; se establecía 
la suspensión de los certificados de la DGI por atrasos en 
el pago; se disponía el pasaje de la recaudación de la órbita 
de la ANEP a la DGÍ a partir de enero de 2018 —recibi- 
mos a funcionarios de la ANEP que manifestaron estar en 
contra de esta disposición por diferentes motivos—, y por 
último, se obligaba a la DGI a depositar en el BROU en 
la cuenta denominada Tesoro de Enseñanza Primaria lo 
recaudado por este impuesto. 


En el mes de mayo, la Comisión de Hacienda de la Cá- 
mara de Senadores presentó un proyecto de ley sustitutivo. 
Si bien constaba de siete artículos y su estructura era si- 
milar al anterior, en él se introducían algunas modificacio- 
nes. En el artículo 1.* se hablaba de restablecer el impuesto 
y, como se verá más adelante, la forma no era oportuna por 
cuanto restablecía un impuesto derogado. Ese artículo 1.? 
también establecía el impuesto como adicional al impues- 
to de contribución inmobiliaria rural, acompasando así al 
artículo 297 de la Constitución. 


Por último, en la discusión en sala se presentaron dos 
aditivos. Uno de ellos lo planteó la bancada de gobierno, 
modificando los artículos 1.” y 2.” de este último proyec- 
to. En el artículo 1. se eliminó la frase «como adicional 
al impuesto de contribución inmobiliaria rural», y en el 
inicio del artículo 2.* se introdujo una modificación, susti- 
tuyendo la palabra «propietarios» por «padrones». El otro 
aditivo fue propuesto por el Partido Nacional. Se solicita- 
ba que lo recaudado se destinara a las escuelas rurales, a 
la caminería, a la locomoción, etcétera, pero la propuesta 
no fue acompañada por la bancada oficialista y, en conse- 
cuencia, no prosperó. 
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Este fue el proceso en la Cámara de Senadores, pero 
¿qué pasó en la Cámara de Representantes? En el trata- 
miento del proyecto de ley en dicha Cámara surgió un pro- 
blema jurídico referente a la conveniencia o no de utilizar 
el término «restablecer», introducido en la sesión de la 
Cámara de Senadores por la bancada oficialista. 


Este aspecto técnico fue observado en el tratamiento 
del proyecto de ley y se solicitó al doctor Cajarville una 
opinión sobre el tema. El reconocido catedrático de dila- 
tada trayectoria en derecho administrativo elaboró un in- 
forme y se manifestó sobre la inconveniencia de utilizar 
el término «restablécese». Dijo que era más acertada la 
redacción que había venido del Poder Ejecutivo. 


En esencia, indicó que no es posible restablecer un 
impuesto que se había derogado, lo que es lógico por la 
sencilla razón de que ese impuesto ya no existía y, por lo 
tanto, era necesario volver a crearlo. Además, indica que 
la norma también remite a las que modificaron ese artículo 
636 de la Ley n.” 15809 —como el artículo 687 de la Ley 
n.” 16736, de 5 de enero de 1996-, que siguen vigentes; 
ergo, el impuesto sobre los padrones rurales seguiría de- 
rogado. 


Para más claridad, el informe dice textualmente: «Po- 
dría argumentarse que la exclusión de los inmuebles ru- 
rales subsiste en virtud de la expresa remisión a las leyes 
modificativas de la norma tal cual está redactada; y que 
ese tenor literal no puede desatenderse “a pretexto de con- 
sultar su espíritu”, por imperio del artículo 17 inc. 1.%, 
haciendo referencia al Código Civil. 


Para tener claro en qué se basa Cajarville, señalo que 
el artículo 636 de la Ley n.” 15809, dice: «Establécese un 
Impuesto Anual de Enseñanza Primaria, que gravará a las 
propiedades inmuebles urbanas, suburbanas, y rurales», 
mientras que el artículo 687 de la Ley n.* 16736, poste- 
rior, le da una nueva redacción a este artículo diciendo: 
«Establécese un Impuesto Anual de Enseñanza Primaria 
que gravará a las propiedades inmuebles urbanas y subur- 
banas. El Poder Ejecutivo transferirá de la recaudación 
del Imeba e IRA, al Consejo de Educación Primaria igual 
importe a valores constantes al recaudado en 1994 por los 
inmuebles rurales». El artículo 687 de la Ley n* 16736 
modifica el artículo 636 original y deroga el Impuesto de 
Primaria, que recaerá únicamente sobre padrones urbanos 
y suburbanos. Si procedemos a restablecer directamente 
el impuesto sobre el artículo 636 de la Ley n.* 15809 en la 
redacción dada por el artículo 1. de este proyecto de ley, 
nos quedará sin explicar cómo en leyes posteriores que 
modificaron el impuesto continúa excluido el Impuesto de 
Primaria sobre los padrones rurales. 


Es así que el doctor Cajarville aconseja volver a la re- 
dacción original del Poder Ejecutivo, que decía: «El im- 
puesto anual de Enseñanza Primaria establecido por los 
artículo 636 y siguientes de la Ley n.” 15809, de 8 de abril 
de 1986, y leyes modificativas y concordantes, gravará 


22 de julio de 2015 


asimismo a las propiedades inmuebles rurales». Esta re- 
dacción tenía el efecto correcto. 


En la Cámara de Representantes se tomó la peor deci- 
sión y se optó por la peor técnica legislativa, obviamente, 
sin fundamentos. Teniendo la oportunidad de hacer una 
simple modificación para evitarnos problemas jurídicos en 
un futuro, se optó por lo contrario: desmejorar lo desme- 
jorado. 


Ahora nos llega el mismo proyecto de ley con esta mo- 
dificación ingeniosa sugerida por el doctor Cajarville, que 
no sustituye el artículo 1. sino que agrega un artículo 2.” 
Para que quede claro, se deja el artículo 1.” —el que el doc- 
tor Cajarville había aconsejado modificar— y se agrega un 
artículo 2.” —aconsejado por el propio catedrático y con 
la redacción sugerida por él-, pero, a su vez, se modifi- 
ca el artículo 687 de la Ley n.” 16736. Quiere decir que 
ahora tenemos un artículo 1.” que dice: «Restablécese el 
impuesto anual de Enseñanza Primaria a los inmuebles 
rurales, de acuerdo con lo establecido en los artículos 636 
y siguientes de la Ley n.” 15809, de 8 de abril de 1986 y 
leyes modificativas y concordantes», y un artículo 2.” —tal 
como vino de la Cámara de Representantes— que estable- 
ce: «Modifíquese el inciso primero del artículo 687 de la 
Ley n”? 16736, de 5 de enero de 1996, el que quedará re- 
dactado de la siguiente manera: 


“Artículo 687.- Establécese un Impuesto Anual de En- 
señanza Primaria, que gravará a las propiedades inmue- 
bles urbanas, suburbanas y rurales”». 


Esto parece un trabalenguas jurídico. En realidad, no 
se entiende esta forma de legislar; obviamente, es de la 
peor técnica legislativa y yo diría que es un verdadero 
mamarracho. En primer lugar, se restablece un impuesto 
por el artículo 1.* y luego se crea el mismo impuesto en el 
artículo 2.” Solamente encontramos una explicación para 
esto y es, notoriamente, que hay una decisión política: de 
alguna forma tiene que figurar la palabra «restablecer» en 
el texto de la ley. No se entiende por qué, teniendo la opor- 
tunidad de hacerlo, no se sustituyó el artículo 1.* por la re- 
comendación del doctor Cajarville. Lo lógico hubiera sido 
retornar, ni más ni menos, a la redacción original enviada 
por el Poder Ejecutivo. 


El peligro de votar esta redacción —según el doctor 
Cajarville— es que al restablecer el impuesto se restable- 
ce todo el orden y, dentro de este, las exoneraciones. El 
doctor Cajarville expresa: «En mi opinión, si se admitiera 
la interpretación de que la sanción del proyecto tal como 
está redactado restablece el impuesto que trata sobre los 
inmuebles rurales, el restablecimiento ocurriría con todo 
su régimen, incluyendo las exoneraciones». 


Por la técnica legislativa que se ha aplicado —que en el 
artículo 1.” restablece un impuesto que después se vuelve 
a crear en el artículo 2.”— y por las consecuencias que pue- 
de ocasionar el no compartir o que no prospere ninguna 
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de las iniciativas que el Partido Nacional propuso en la 
Cámara de Senadores o los seis aditivos presentados en la 
Cámara de Representantes, nuestro sector no acompañará 
la modificación del proyecto de ley que viene de la Cámara 
de Representantes. 


Durante la discusión del proyecto de ley en dicha Cá- 
mara, el Partido Nacional presentó diferentes artículos 
aditivos que no fueron acompañados. Entre ellos, a modo 
de ejemplo, podemos citar un artículo sustitutivo que plan- 
teaba volver a la redacción original, tal como lo recomen- 
dó el doctor Cajarville. Se propuso un aditivo al artículo 
1% que decía: «Las exoneraciones para el sector forestal 
establecidas en el artículo 39 de la Ley n.” 15939, de 9 de 
febrero de 1988, no serán de aplicación para lo dispuesto 
en el inciso anterior». Por este complemento se solicitaba 
que las empresas forestales pagaran este impuesto, pero 
tampoco fue votado por la bancada de gobierno. 


Recuerdo que cuando se discutió este tema en el Se- 
nado se preguntó muchas veces si el sector forestal iba 
a pagar —más allá del acuerdo tributario que existía con 
Montes del Plata, que tiene aproximadamente 200.000 
hectáreas—, pero, en realidad, nunca fueron claros en ese 
sentido. 


El Ministro de Economía y Finanzas concurrió a la 
Cámara de Representantes y señaló que las empresas fo- 
restales no iban a pagar el Impuesto de Primaria porque 
existe una política de promoción para el sector forestal. 
Eso nos extrañó, no solo porque son los grandes tenedores 
de extensiones de tierra —la mayoría de ellos multinacio- 
nales—, sino además porque, si se trata de una política de 
promoción, teniendo en cuenta la crisis que está atravesan- 
do el sector lechero, quizás mañana se podría decidir pro- 
mover al sector a través de este instrumento. Aquí quedó 
claro que ninguna empresa forestal va a pagar el Impuesto 
de Primaria y sí lo harán los pequeños y medianos produc- 
tores de más de 300 hectáreas Coneat. 


Más allá de que en aquel momento dijimos que el fin 
era loable y quisimos destinar lo recaudado por este im- 
puesto a la escuela rural, entendíamos que un impuesto 
de estas características, que era ciego y el cuarto que se 
le aplicaba a la tierra, debía ser progresional y no fijo, es 
decir, que los productores pagaran por lo que estuviera por 
encima del umbral de 300 hectáreas. 


Tampoco se tuvo en cuenta en el Senado ni en la Cá- 
mara de Representantes el destino de la recaudación. En 
ambas Cámaras se insistió en que fuera directamente a 
atender las escuelas rurales más carenciadas, incluyendo 
a aquellas ubicadas en los lugares más remotos. En ese 
aditivo también se planteaba atender los problemas de 
caminería y locomoción vinculados al tema de la educa- 
ción rural. 


En el debate no se consideró volver a discutir el tema 
del Imeba, tal como lo habíamos propuesto. En varias 
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oportunidades planteamos que muchos de los que van a 
pagar este impuesto, que son los que tienen más de 300 
hectáreas, también van a pagar un Imeba tremendamente 
alto. Quizás era este el momento de discutir el tema del 
Imeba, sobre todo para los sectores más complicados, a 
fin de darles un respiro por esa vía. En su momento no 
nos opusimos a que debieran pagar un impuesto que tenía 
un fin loable, pero planteábamos rediscutir las tasas del 
Imeba, sobre todo en lo que tiene que ver con la carne, la 
lana y la leche, teniendo en cuenta que no pueden tener 
ninguna deducción, como por ejemplo el IVA a los com- 
bustibles. 


Creemos que se está aprobando un proyecto de ley 
cuyo objetivo es la recaudación. Podrá decirse que no es 
muy elevada, pero es un impuesto más. En su oportuni- 
dad reconocimos que el fin era loable y que, en general, 
el talante era positivo, pero queríamos darle un destino y, 
además, que todos los inmuebles rurales —incluidos los 
forestales— lo pagaran, por un tema de justicia tributaria. 
Pero eso no se pudo lograr. 


Recuerdo que cuando explicamos la decisión de la ban- 
cada del Partido Nacional, señalamos que íbamos a tratar 
de que en la Cámara de Representantes se abriera nueva- 
mente la discusión de este proyecto de ley y se incluyera el 
tema de los forestales, el destino de los fondos y lo relativo 
al Imeba, a fin de mejorar la calidad, la justicia, la redac- 
ción y la eficiencia de este impuesto. 


Por estas razones, nuestro sector, el movimiento To- 
dos, no va a acompañar esta modificación y queremos de- 
jar constancia de ello. 


Vamos a dar lectura a una declaración que en su mo- 
mento realizó la bancada de Diputados del Partido Nacio- 
nal e hizo suya la bancada de Senadores, pero involucra a 
todo el Partido Nacional, para que quede registrada en la 
versión taquigráfica de esta sesión. Esta declaración quedó 
plasmada en la versión taquigráfica de la Cámara de Re- 
presentantes y nos parece que también debe quedar regis- 
trada en el Senado al discutirse este impuesto. 


Concretamente, la bancada del Partido Nacional ex- 
presa: «La Escuela Pública requiere la prioritaria atención 
de las políticas públicas, sus recursos humanos, sus pla- 
nes, su equipamiento e infraestructura deben ser excelen- 
tes y para ello los recursos deben ser adecuados. En este 
propósito contribuiremos con todo nuestro esfuerzo. 


Impulsar y votar el establecimiento de un impuesto, 
cuyo único objetivo es parte de un “ajuste fiscal”, bajo el 
rótulo de “Impuesto de Primaria” y cuyo destino no es la 
Escuela Pública, es para nosotros inaceptable. Debe que- 
dar claro, como lo reconocieron las autoridades económi- 
cas en el Parlamento, que el producido de este gravamen 
no va a aumentar los recursos de Primaria, sino que susti- 
tuirá los que ya está recibiendo. Se va a recaudar más y el 
destino no será la Escuela Pública. 
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El proyecto de ley en consideración, lejos de garantizar 
un aumento de los recursos para la enseñanza pública, lo 
que persigue es —con afán fiscalista y recaudador— dismi- 
nuir un déficit fiscal histórico fruto de una mala gestión 
de recursos públicos llevada adelante por los distintos go- 
biernos del Frente Amplio, en especial en el período 2010- 
2015. 


Con este proyecto de ley, no es cierta la premisa electoral 
del Frente Amplio que indica que quien tiene más, vaya a 
pagar más, dado que el gobierno frenteamplista pretende 
exonerar del Impuesto de Primaria a los inmuebles 
rurales con explotación forestal. Por lo tanto, las grandes 
multinacionales —en su mayoría extranjeras— que explotan 
latifundios no van a pagar este impuesto, y sí lo van a 
hacer miles de productores nacionales». 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—«Resulta inaceptable que bajo el título de beneficiar 
a la Escuela Pública, se esconda un impuesto más a pro- 
ductores familiares, pequeños y medianos, y se exonere a 
multinacionales propietarias de grandes extensiones. 


—Este impuesto no aumenta los recursos para la Escue- 
la Pública, sino para Rentas Generales. 


—Este impuesto grava a productores agropecuarios fa- 
miliares, pequeños y medianos. 


—Este impuesto no grava grandes terratenientes por 
decisión y elección del Gobierno. 


—Este impuesto no tiene como destino la Escuela Pú- 
blica Rural. 


—Este impuesto es parte del “ajuste fiscal” que obliga el 
déficit histórico que presenta el Presupuesto del Estado». 


Esta es la declaración de la bancada de Diputados del 
Partido Nacional que se leyó en la Cámara de Represen- 
tantes, que hizo suya la bancada de Senadores y de la que 
queremos que quede constancia en la versión taquigráfica 
de esta sesión. 


Muchas gracias. 
13) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 
Presente 

De mi consideración: 

Por medio de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por el día de hoy, a partir de las 12:30, por 
motivos personales. 

Sin otro particular. 


Lucía Topolansky. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 

—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Habiéndose presentado las notas de desistimiento co- 
rrespondientes, queda convocada la señora Sandra Lazo, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 
Presente 

De mi consideración: 

Por medio de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por el día de hoy, a partir de las 12:30, por 
motivos personales. 

Sin otro particular. 


José Mujica. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 


29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Habiéndose presentado las notas de desistimiento co- 
rrespondientes, queda convocado el señor Andrés Berte- 
rreche, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase una moción llegada a la Mesa. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Los 
Senadores abajo firmantes mocionamos que el Cuerpo 
pase a cuarto intermedio entre las 10:45 y 12:00 horas, 
a fin de participar en un homenaje a la memoria del Dr. 
Luis Alberto de Herrera al cumplirse un nuevo aniversario 
de su nacimiento». (Firman la señora Senadora Alonso y 
los señores Senadores Delgado, García, Mieres, Heber, 
Larrañaga, Cardoso, Besozzi, Agazzi, Camy, Lacalle Pou 
y Bordaberry). 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—28 en 29. Afirmativa. 

Se pasa a cuarto intermedio hasta la hora 12, 
(Así se hace. Son las 10:50). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 


(Son las 12:07). 


14) IMPUESTO ANUAL DE ENSEÑANZA PRIMARIA 


SENOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión del 
tema objeto de la convocatoria. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: este proyecto 
de ley, que fue aprobado con nuestro voto en contra en el 
Senado y viene con modificaciones de la Cámara de Re- 
presentantes, va a tener nuevamente el voto negativo de 
nuestra bancada. Y si bien no vamos a ingresar en los fun- 
damentos de fondo, porque ya lo hicimos extensamente 
en la sesión en que se trató este tema, sí haremos algunos 
comentarios para ratificar la posición que tuvimos cuando 
se consideró en el Senado como primera Cámara. 


Nos parece que este es un impuesto negativo e injus- 
to. Es negativo porque desde nuestro punto de vista así lo 
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son todos los impuestos ciegos a la producción. Tampoco 
creemos que sea bueno que haya impuestos para temas 
concretos, aunque estos impuestos sean pequeños, como 
sucede en este caso, que se estima que no tendrá una gran 
recaudación. Muchas veces dijimos que esta es una de las 
pocas cosas en las que estuvimos de acuerdo cuando el 
Frente Amplio hizo la reforma tributaria al asumir el Go- 
bierno. En ese entonces, el Ministro de Economía y Finan- 
zas —que es el mismo que está ahora—, el contador Astori 
nos dijo que había que simplificar la cantidad de impuestos 
y que los que tenían un fin específico se irían terminando. 
Es claro que este impuesto va en contradicción con esa 
filosofía que tenía la reforma tributaria. 


Además, como ya se dijo en esta Cámara, es un im- 
puesto injusto porque van a pagarlo pequeños productores, 
que seguramente tienen dificultades para trabajar, y no lo 
van a pagar grandísimas extensiones, como las forestales. 
Por tanto, tampoco es un impuesto justo. En la comisión 
discutimos estos temas fuera de actas y se nos dijo que hay 
productores con 150 hectáreas y producción intensiva que 
ganan muchísimo dinero, y hay otros de 600 hectáreas que 
tienen enormes dificultades. Por eso es que para nosotros 
en el sector agropecuario es mucho más justo y sensato el 
impuesto a la renta que este tipo de impuesto ciego. Lo di- 
jimos claramente cuando se trató este tema y lo repetimos 
ahora: nos parece un impuesto malo e injusto. 


Por supuesto que el objetivo es loable. Todo aumento 
de recursos para la educación pública está bien y estamos 
de acuerdo con eso, pero esa discusión —estamos hablando 
de un aumento que se estima en USD 14 millones— no la 
vamos a dar hoy sino en el presupuesto. Allí se nos va a 
decir cuánto dinero se va a asignar a la educación pública 
y espero que también se nos diga qué se va a hacer con ese 
dinero, porque, tal como hemos visto con absoluta clari- 
dad en estos últimos diez años, es evidente que un aumen- 
to de recursos no implica un aumento de calidad. Así que 
me parece que esa discusión, que es la importante en este 
asunto, no la vamos a dar hoy, sino que lo haremos cuando 
se trate el presupuesto. 


Para nosotros, las reformas introducidas en la Cámara 
de Representantes también son negativas. Es claro que los 
artículos 1. y 2. carecen de la más elemental técnica le- 
gislativa. El proyecto de ley tenía errores cuando salió del 
Senado y la modificación realizada no lo mejora, sino que 
lo empeora. 


Tenemos claro que los Senadores del Gobierno van a 
votarlo porque quieren que el tema salga, pero si se le hi- 
cieran modificaciones —que es algo en lo que todos esta- 
mos de acuerdo-—, pasaría a la Asamblea General y la situa- 
ción se complicaría. Nosotros también fuimos gobierno y 
entendemos esa situación, pero es evidente que el proyecto 
de ley no es bueno por temas de fondo y de forma. 


Otro artículo que merece comentarios y en el que de- 
beremos trabajar en el futuro es el 7.*. Yo estoy de acuerdo 
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con esta norma; creo que la Dirección General Impositiva 
es la que tiene especialidad en el tema de la recaudación y 
está bien que se le hayan pasado todos los impuestos. Sin 
embargo, hay un tema a tener en cuenta. Seguramente to- 
dos recibimos la visita de los funcionarios que están en el 
área de ANEP que recauda este impuesto. La mayoría de 
ellos hace muchos años que trabajan en este tema, tienen 
una especialización y cobran distinto por esa razón. En- 
tonces, debemos estudiar qué se hace con ellos. Con total 
franqueza digo que todavía no tengo claro cuál es la mejor 
opción: si mantenerles el sueldo actual y redistribuirlos o 
darles la oportunidad de que pasen a trabajar en la oficina 
de la Dirección General Impositiva que va a realizar la re- 
caudación de este impuesto, porque son ellos los que saben 
calcularlo e, insisto, hace años que están trabajando en el 
tema. Este aspecto tampoco va a ser modificado hoy, pero 
es algo en lo que deberemos trabajar cuando consideremos 
la Ley de Presupuesto. 


En conclusión, quedan una cantidad de cosas pendien- 
tes. Lo más importante de este impuesto es su destino. 
Me animo a decir que todos los aquí presentes estamos de 
acuerdo en que debe haber más recursos para la educación 
pública; yo lo estoy. Ese tema vamos a discutirlo, pero de 
verdad, en el presupuesto, para ver cuánto y cómo se des- 
tina, porque todos sabemos que solo con un aumento de 
recursos la cosa no ha mejorado. Eso es evidente. En los 
últimos años hubo aumentos importantes de recursos para 
la educación pública y el resultado no ha sido bueno; más 
bien fue bastante malo. Esa es una de las discusiones que 
vamos a tener que encarar, pero en lugar de hacerlo ahora 
vamos a darla en ocasión de analizar el proyecto de ley de 
presupuesto. 


En segundo lugar está el tema de los funcionarios, 
que también es importante. No son muchos; de acuerdo 
con mi información serían un poco más de 60, la enorme 
mayoría de ellos en Montevideo y uno por departamento 
del interior. Es un punto del que debemos ocuparnos para 
que estas leyes, que pretenden ser positivas, no causen una 
distorsión que perjudique la vida a una cantidad de funcio- 
narios que trabajan para el Estado. 


Básicamente, reitero: no vamos a votar este proyecto 
de ley. Estamos en contra del fondo por el tema impositi- 
vo; nos parece que está mal. Además, consideramos que es 
una señal por lo menos contradictoria. Dentro de un rato 
vamos a estar tratando problemas serios que tiene un sec- 
tor agropecuario del Uruguay, el lechero, que seguramente 
no van a tener una solución sencilla. Y resulta que al mis- 
mo tiempo vamos a estar diciendo a esos productores que 
van a tener que pagar un impuesto más de acuerdo con la 
cantidad de tierra que posean: «Si usted es un fenomenal 
productor lechero, con más de trescientas hectáreas, va 
a tener que pagar un impuesto más». Personalmente, me 
parece que esta Iniciativa está fuera de tiempo y está mal 
desde el punto de vista conceptual. 
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Señor Presidente: dentro de la brevedad a la que nos 
comprometimos en relación con este tema, decimos que 
vamos a mantener la posición que ya habíamos sustentado 
en esta sala; los Senadores del Partido Colorado vamos a 
votar en contra este impuesto, que nos parece negativo e 
injusto. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR CAMY.- Gracias, señor Presidente. 


Partimos de dos premisas. La primera de ellas es que 
pensamos que la Escuela Pública merece del aporte de to- 
dos y, la segunda, que este es un mal impuesto. Sin perjui- 
cio de ello, vamos a votar este proyecto de ley tal como lo 
hizo el sector Alianza Nacional en esta Cámara en opor- 
tunidad de tratarse en primera instancia, y como también 
lo hizo nuestro sector en la Cámara de Representantes al 
votar en general el articulado, presentando propuestas de 
aditivos y planteando otras modificaciones pertinentes. 
Pero se trata de un mal impuesto: es un impuesto fijo, 
ciego, que no tiene en cuenta la rentabilidad del negocio, 
en un contexto, como se señalaba —y compartimos-, de 
enormes pérdidas, fundamentalmente para los sectores 
agrícola y lechero. Sin embargo, igualmente se lo tendrá 
que pagar. Puede parecer bajo cuando se habla de que por 
hectárea se va a pagar de un dólar a un dólar y medio, pero 
en los hechos esto es lo mismo que aumentar en más de un 
25 % la contribución inmobiliaria. 


También podemos señalar que es el cuarto impuesto 
sobre la tierra que va a pagar el sector si consideramos que 
el aporte patronal al BPS se calcula sobre la tierra, a lo 
que se agrega la contribución inmobiliaria, el impuesto al 
patrimonio —si bien es cierto que lo pagan quienes tienen 
más de dos mil hectáreas aproximadamente-— y, ahora, el 
Impuesto Anual de Enseñanza Primaria. 


El agro ya estaba volcando a Primaria, por la vía del 
Imeba y del IRAE, aproximadamente USD 7 millones, 
pero ahora eso va a ir a Rentas Generales. Además, se 
piensa recaudar alrededor de USD 16 millones con este 
impuesto. O sea que vamos a aumentar la carga impositiva 
del sector en USD 16 millones en un momento de crisis, 
no solo por los precios internacionales, sino especialmente 
por el clima. Y lo recaudado ni siquiera va a ir a la escue- 
la rural. 


Se ha señalado que grava al grande, pero no es así. 
No grava solamente al grande, sino también al mediano. 
El proyecto exonera a propietarios que exploten menos de 
trescientas hectáreas índice Coneat 100 a cualquier título. 
Es decir que si un propietario que tiene, por ejemplo, 110 
hectáreas arrienda un campo de 200 hectáreas a un vecino 
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para tener escala —esto se da básicamente en la lechería, 
con producciones intensivas que hoy tienen más de la mi- 
tad de la tierra afectada a ese rubro a través del sistema de 
arrendamiento—, en función de lo que reza este articulado 
pierde la exoneración sobre sus 110 hectáreas dado que 
supera las 300. ¡Y no es grande un productor de 110 hec- 
táreas, ni en el norte, en el basalto, ni en el sur intensivo! 


Consideramos que el mensaje es malísimo para el 
sector productivo en este momento. Creemos que no se 
puede comparar un impuesto de primaria sobre una casa 
habitación de una familia con un impuesto que grava un 
factor productivo como la tierra, entre otras cosas porque 
el campo genera trabajo, empleo, particularmente en el 
interior del país. 


Yendo a una posición personal, pero que me interesa 
dejar en claro ya que aspiro a que podamos tener debates 
más profundos sobre este tema —no me refiero al tributario, 
aunque obviamente está vinculado, sino a determinadas 
tipologías de producción, como la lechera, sobre las que 
el Uruguay tiene que debatir para resolver si las quiere 
mantener o no—, quiero decir que no me asusta el término 
«subsidio». ¿O acaso cuando se promueven zonas francas 
o se otorgan determinados beneficios para generar trabajo 
no se está dando un tipo de asistencia? El campo en el 
interior de la república da trabajo; lo da. No es lo que se 
piensa muchas veces desde una concepción urbana, que 
pretende mostrarlo como una suerte de tenedores de 
grandes proporciones de tierra que se asemejan casi que 
a terratenientes. Por ejemplo, ¿por qué la maquinaria de 
equipamiento industrial está exonerada en lo que respecta 
al impuesto al patrimonio? En el campo la tierra es la 
máquina. 


Personalmente me interesaba subrayar este concepto 
—reitero: personalmente— porque aspiro a que podamos 
tener debates de fondo y serios en esta casa sobre la via- 
bilidad que tienen determinados tipos de producciones, 
como la lechería, que me parece no podrán tenerla si no 
nos animamos en serio y sin titubeos a hablar de asisten- 
cia, de políticas activas, de subsidios o del rótulo que se le 
quiera inventar. 


Por otro lado, la reforma tributaria del año 2007, im- 
pulsada por el señor Ministro Astori, estableció un crono- 
grama —lo señalaba el señor Senador Amorín, y lo com- 
parto— de baja del impuesto al patrimonio de las personas 
físicas, porque este tipo de impuestos fijos son, reitero, 
malos y, de hecho, casi inexistentes en el mundo. Espe- 
cíficamente, en el año 2007 la tasa se rebajó del 2,75 al 1, 
lo que implica casi un 64 % de rebaja. La reforma estaba 
claramente orientada a gravar la renta, pero para el agro, 
desde el año 2007 a la fecha, primero con la imposición del 
ICTR —que gravaba la tierra y luego fue declarado incons- 
titucional—, después con las modificaciones al impuesto 
al patrimonio —del que estaban exonerados prácticamente 
todos los productores—, y ahora con la supresión del be- 
neficio de exoneración del Impuesto de Primaria, se está 
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tergiversando aquel espíritu. Y cuidado, porque antes de 
que el gobierno que presidió el doctor Batlle exonerara al 
agro del impuesto al patrimonio que existía en la década 
del noventa, la tierra era un activo exento. 


Entonces, señor Presidente, una vez que señalamos 
que nos parece realmente un mal impuesto, adelantamos 
que vamos a votar este proyecto de ley. Y se nos podrá 
preguntar por qué. Bien: lamentablemente, el proyecto 
de ley no recoge iniciativas propuestas en esta sala por 
el ex-Senador Botana, hoy Intendente de Cerro Largo, ni 
otras planteadas en la Cámara de Representantes que, a 
nuestro juicio, eran aportes que mejoraban un proyecto 
que, como decíamos al principio, está asentado sobre la 
premisa de que es un mal impuesto, pero que para noso- 
tros también viene presidido —por eso Alianza Nacional 
va a votarlo— por el principio de justicia que establece que 
todos debemos aportar a la escuela pública. Este proyecto 
de ley podría haber sido perfeccionado, pero no se quiso. 
Si es verdad que se quiere ser fiel al eslogan Que pague 
más el que tiene más, con este proyecto de ley eso no va a 
suceder; no va a pagar más quien tiene más. 


Para quienes creemos en la justicia tributaria —y no 
dudo que nos alcanza a todos—, este proyecto de ley tiene 
enormes perforaciones porque queda vigente la exonera- 
ción establecida por el artículo 39 de la Ley n.” 15939, de 
1988, que señala que el sector forestal estará exonerado de 
todo tipo de impuestos y, por tanto, no va a pagar este, que 
tiene el formato de un adicional a la contribución inmobi- 
liaria rural. 


El Subsecretario de Economía y Finanzas, Pablo Fe- 
rreri, en la Cámara de Representantes señaló con total 
claridad que el sector forestal iba a estar exonerado pese 
a que la tierra sí paga. En comisión se señaló que la tierra 
paga con independencia de su productividad, con indepen- 
dencia de si le va bien o mal a quien la trabaja, y se dijo 
que el Gobierno quería seguir promocionando al sector fo- 
restal. Quiero advertir al Gobierno que hay otros sectores 
urgidos de asistencia, como el lechero y el granjero. 


Hoy los verdaderos terratenientes, o los mayores tene- 
dores de tierra, no pagan, y hay que decirlo con claridad. 
Se establece que los propietarios de padrones rurales que 
exploten a cualquier título padrones que en su conjunto no 
excedan las 300 hectáreas índice Coneat 100, estarán exo- 
nerados del pago del Impuesto Anual de Enseñanza Pri- 
maria. Reitero, señor Presidente —y lo explicaba recién con 
un ejemplo—, que van a quedar exonerados del pago de ese 
impuesto los propietarios rurales que exploten padrones 
que, en su conjunto, tengan menos de 300 hectáreas índice 
Coneat 100, con dos condiciones: ser propietario y explo- 
tarlo. Por tanto, un propietario de 40 hectáreas, o de 100 
hectáreas, que arrienda al vecino, ahora va a tener que pa- 
gar, y esto se da —aquí hay Senadores que saben muy bien 
de lo que hablo— en sectores como el lechero, cuyo de- 
sarrollo y explotación no están en manos de empresarios 
o productores que podamos tildar de terratenientes o de 
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grandes tenedores de importantes capitales. No es así. Sin 
embargo, no van a pagar las millonarias chacras turísticas 
que rodean Punta del Este, algunas de ellas propiedad de 
luminarias argentinas o internacionales. Esas chacras no 
van a pagar. 


Entonces, para nosotros este proyecto de ley está rengo 
porque establece que grandes propietarios no van a pagar, 
mientras que pequeños productores, por el hecho de arren- 
dar parte o toda su tierra, sí van a tener que hacerlo. Esa es 
la verdad de esta iniciativa. 


Otra consideración que señalaba el señor Senador 
Amorín y a la que nos queremos plegar tiene que ver 
con que ahora el impuesto se pasará a recaudar por la 
DGI. Esa circunstancia tiene un impacto entre los fun- 
cionarios que actualmente desempeñan esas tareas en el 
marco de la ANEP porque van a perder compensaciones 
y parte de su salario. Creo que habrá que corregir esa 
circunstancia y como desde el oficialismo se pretende 
que hoy, en esta jornada, se vote el proyecto, sugiero que 
se establezca que estos funcionarios, afectados directa- 
mente por lo que reza este proyecto de ley, en oportuni- 
dad de considerarse el presupuesto sean reasignados a la 
DGI, por ejemplo, para evitar nuevas contrataciones en 
ese ámbito, contemplando así su situación para que no 
pierdan remuneración. 


En definitiva, señor Presidente, vamos a acompañar 
este proyecto de ley porque estamos de acuerdo con la 
orientación de respaldar la escuela pública. Sin embargo, 
lo hacemos sin que nos conforme este formato definiti- 
vo porque, como ya lo señalamos, adolece de lo que para 
nosotros son criterios injustos y porque, sobre todo, cues- 
tionamos la voracidad del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas para engordar la recaudación de Rentas Generales 
sin fijar directamente el destino de este impuesto para la 
escuela pública rural. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CARDOSO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR CARDOSO.- Señor Presidente: por razones de 
carácter político, no tuve la oportunidad de participar del 
debate de este impuesto en la Cámara de Representantes. 


En realidad, más que introducirme en el fondo de la 
discusión que se está dando en este ámbito, quisiera dejar 
una constancia que me parece importante y necesaria por- 
que me temo que vamos a volver a tener este debate. Hace 
exactamente 138 años que Uruguay viene discutiendo este 
tema; la primera discusión se dio en el Cabildo de Monte- 
video, y el 24 de agosto de 1877 se aprobó una ley. Puede 
decirse que somos una rareza mundial. 
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He representado a Uruguay en el Parlatino, he ido a 
otros países a hablar y me han pedido que explique cómo 
es que los contribuyentes pagan un impuesto directo para 
financiar la escuela pública y el comedor escolar. 


Desde 1877 a la fecha ha habido decenas de modifica- 
ciones; el comienzo fue muy tranquilo: pasaron 66 años 
para su primera modificación. Durante 66 años se le cobró 
un impuesto —redactado de manera espectacular y por ello 
les sugiero a los señores Senadores que lean la ley origi- 
nal— a todos, hasta a los inquilinos; es decir, pagaban to- 
dos: los dueños de la tierra, de los hoteles, de los bancos. A 
partir de 1944 el impuesto tuvo sucesivas modificaciones 
en forma casi permanente, hasta que la dictadura lo dero- 
gó mediante una ley de 7 de noviembre de 1979. Luego, 
recuperada la democracia, durante el Gobierno del doc- 
tor Sanguinetti, se volvió a crear el impuesto, casi con las 
mismas características que el original. 


Me interesaba realizar este relato porque venimos de 
una suerte de discusión en la que hay un pase de factu- 
ras, donde algunos quedamos como que no les queremos 
cobrar el impuesto a los ricos y otros, los buenos, son los 
que se lo quieren cobrar, y eso suena bien. Pero si uno 
mira la historia del impuesto y observa cómo se ha ido 
modificando y ajustando, ve que lo que ha habido es un 
gran acuerdo nacional en esta materia. Hubo acuerdo 
hasta en lo que mencionaba el Senador Amorín, cuando 
en la reforma de 2007 —lo recuerdo porque lo debatimos 
mucho en la Cámara de Representantes y yo fui miembro 
informante en representación de la minoría— el entonces 
Ministro de Economía y Finanzas eliminó todos los im- 
puestos que eran rentas afectadas, menos uno, la «vaca 
sagrada», o sea, el Impuesto de Primaria. Hablamos de un 
Impuesto que no tiene antecedentes en América Latina ni 
en el Caribe, y no sé si algún otro país del mundo tiene un 
impuesto que se cobra directamente y que pagan los pro- 
pietarios para financiar la escuela pública. Además, esto 
tiene una ligazón muy importante y vigente, pues creo que 
políticamente es muy difícil que algunos países de Améri- 
ca impongan un impuesto así, pero me consta que quieren 
hacerlo. ¿Por qué? Porque la alimentación escolar está en 
rezago y es uno de los grandes desafíos pendientes. Trein- 
ta millones de latinoamericanos no comen, siendo la mitad 
de ellos niños, y el gran instrumento para apuntar a ese 
problema es la escuela. Esa fue nuestra virtud; esa fue la 
virtud de la copa de leche de fines de siglo XIX, transfor- 
mada luego en un comedor escolar y más adelante en una 
estructura de alimentación con nutricionistas y asisten- 
tes sociales, con partidas que llegaban a las escuelas por 
compra directa. Notemos que Brasil, bajo la presidencia 
de Lula, encontró una fórmula para dar dinero a las escue- 
las, porque la alimentación escolar en ese país siempre fue 
centralizada. El gran invento del gobierno de Lula fue que 
la escuela recibiera dinero para hacer las compras del co- 
medor, algo que tiene el Uruguay desde hace cien años. Yo 
fui maestro y director de escuela rural y recibía una par- 
tida para alimentación, una para combustible —para hacer 
la comida— y otra para la limpieza del comedor. Ese es el 
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histórico Impuesto de Primaria, que luego sufrió variantes 
y modificaciones. 


En 1986, durante el gobierno del doctor Sanguinetti, 
el impuesto se puso en marcha, pero nunca se cobró; fue 
aprobado por el Parlamento, pero quedó dormido hasta 
que vino el gobierno del doctor Lacalle Herrera y comen- 
zÓ a aplicarlo. Justamente yo presidí la comisión que ins- 
tauró el impuesto, que se empezó a cobrar en un viejo local 
del Correo en la calle Bartolomé Mitre. Y ciertamente em- 
pezamos a cobrarlo con muchas complicaciones, creando 
para ello una unidad de recaudación. Salir a recaudar el 
Impuesto representó una gran complicación para un or- 
ganismo de educación; pero se hizo y se empezó a cobrar, 
con muchos problemas, pero avanzando. 


En el segundo gobierno del doctor Sanguinetti comen- 
zaron otros problemas relativos a este tema —por eso digo 
que hace más de 130 años que lo estamos discutiendo y 
lo estaremos algunos más—, que tenían que ver con cam- 
biar el destino al impuesto. Seguramente recordarán los 
señores Senadores el fenomenal insuceso que representó 
el hecho de que el entonces Presidente de la ANEP dijera 
que los ricos no querían pagar el Impuesto de Primaria. Y 
el hecho de que se derivara el Impuesto de Primaria para 
pagar sueldos de maestros desencadenó un zafarrancho. 
Como no había dinero para aumentar los sueldos, se echó 
mano al Impuesto de Primaria, lo que afectó las partidas 
de alimentación y generó un gran quebranto. 


Hoy estamos ante un escenario de vuelta a la base 
tributaria, es decir, en relación con quiénes son los 
que pagan; ese ha sido el eje de esta discusión, que 
es interesante, pero políticamente siempre hay riesgos. 
Originariamente, pagaban el impuesto absolutamente 
todas las personas que tenían una propiedad. Luego, 
por distintas modificaciones, eso dejó de ser así. Tengo 
la impresión —comparto esto con mis compañeros de 
bancada— de que el impuesto está mal redactado y que en 
no mucho tiempo estaremos discutiéndolo nuevamente. 
Sigue teniendo claroscuros, pues no puede ser que los más 
grandes continúen salvándose. Cuando discutimos el ICIR, 
los forestales no lo pagaban y nos dimos el mismo debate 
que tenemos ahora. Sigue habiendo áreas preservadas, de 
personas que no pagan determinados impuestos porque 
el país les da determinadas prioridades, lo cual es muy 
irritante y se nota en la discusión. 


Seguramente los legisladores del Gobierno saben que 
este proyecto está muy mal redactado —es un testimonio 
notorio—, tanto en su artículo 1.” como en el 2.”, y ello es 
de muy mala técnica legislativa. Pero hay voluntad polí- 
tica y un compromiso electoral del Gobierno en cuanto a 
volver a aplicar este impuesto al sector agropecuario, con 
las consecuencias que eso tiene. En este sentido, creo que 
tanto el Senador Camy como el Senador Delgado tienen 
razón en lo que han expresado. 
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Yo creo en este impuesto: considero que estas rentas 
afectadas deben mantenerse y que representan uno de los 
paradigmas históricos del Uruguay. Entiendo que este im- 
puesto le ha hecho bien al Uruguay, a la alimentación es- 
colar y a un sistema que nos ha preservado de problemas 
que todavía están por corregirse en el resto de América 
Latina, y que nosotros tenemos resueltos. Como para no- 
sotros esto es tan cotidiano, no nos damos cuenta. 


Quiero finalizar mi intervención con una anécdo- 
ta. Hace dos años estaba en Guatemala hablando con el 
Ministro de Educación de ese país sobre el problema del 
déficit nutricional de los niños, y le sugerí el tema de la 
alimentación escolar hablándole de nuestro impuesto. Él 
me decía que eso era inaplicable, que era algo imposible 
de llevar a cabo en un país como ese. Le expliqué que en 
Uruguay lo hacemos y lo cobramos, y que la gente lo paga. 
Según el último informe de que dispongo, este impuesto 
recauda USD 57 millones; es un tributo que la gente paga, 
pues se trata de uno de esos raros impuestos buenos que 
la ciudadanía siente como un aporte sustancial a un tema 
que, desde mi punto de vista, tiene una gran relevancia. 
Como dije al principio —creo que es bueno recordar los 
relatos históricos para saber de qué estamos discutiendo—, 
seguiremos debatiendo sobre este tema, porque si ya lleva- 
mos 138 años de discusión, sería una soberbia de mi parte 
pensar que en esta sesión se cierra el debate. 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MIERES.- Señor Presidente: en esta segunda 
vuelta de discusión del proyecto en el plenario creo que 
se agrega otra dimensión que es también relevante y que 
tiene que ver con la técnica legislativa. Nosotros no vamos 
a abundar en las razones por las cuales el Partido Indepen- 
diente no ha apoyado este proyecto de ley; simplemente 
diré que entendemos que si uno recorre el país en campaña 
electoral y le dice a la gente que va a hacer determinada 
cosa, luego debe hacer aquello a lo que se comprometió. 
Así como el Frente Amplio dijo que iba a reinstalar el Im- 
puesto de Primaria a los inmuebles rurales, y lo está ha- 
ciendo —lo cual me parece correcto porque es bueno que 
se cumpla con la palabra—, nosotros dijimos lo contrario, 
por lo que mantendremos también nuestra palabra, siendo 
coherentes en la postura y respetando las posiciones de 
cada uno. 


Este impuesto, así proyectado, está en contradicción 
con la propia lógica de la reforma tributaria que el partido 
de gobierno impulsó en su momento. Además, creo que 
no es bueno gravar los factores productivos y que no se 
pueden comparar otros tipos de producción. El equivalen- 
te de la tierra para el sector agropecuario son las máquinas 
para el sector industrial y, obviamente, nadie piensa que 
sea buena idea gravar las máquinas. 
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En fin, podríamos esgrimir muchas razones sobre lo 
que opinamos. Hay, además, razones de oportunidad, 
porque estamos en el momento menos adecuado para in- 
crementar cargas tributarias en ese sector. Dentro de un 
rato votaremos el fondo de financiamiento para el sector 
lechero y simultáneamente estamos votando un impuesto 
que grava a un sector —el agropecuario— que no está ahora 
en su mejor momento. También hay que tener en cuenta las 
exenciones que señalaron varios señores Senadores sobre 
los grandes propietarios vinculados a ciertos sectores de 
la actividad agropecuaria, que no están en crisis, pero no 
van a pagar. Realmente, esos son aspectos contradictorios. 


En realidad, yo quiero referirme a otro aspecto. Se su- 
pone que nosotros estamos acá para legislar bien, y me 
parece que es muy mala cosa que se vote a sabiendas un 
proyecto de ley mal redactado. Nosotros aquí votamos, en 
primera Cámara, un proyecto de ley que tenía problemas 
de redacción en el artículo 1. Creo que la exposición que 
hizo el Senador Delgado fue muy clara, sobre todo al tras- 
mitir la postura y el informe del doctor Cajarville sobre 
el problema que tenía el artículo 1.” que se votó acá en el 
Senado y que hablaba de restablecer un impuesto que ya 
estaba derogado. Existía, por lo tanto, un problema de re- 
dacción; pero fue peor la enmienda que el soneto. 


Creo que es bastante claro que la Cámara de Repre- 
sentantes, en lugar de corregir el error, lisa y llanamente 
mantuvo el artículo problemático y agregó otro, generan- 
do así posibles problemas de interpretación. Sobre todo 
tratándose de un impuesto, ciertamente habrá quien bus- 
que la manera de explicar que los artículos 1.” y 2.” son 
contradictorios y que se superponen de manera totalmente 
contraria. 


Todos sabemos que la verdadera razón por la cual hoy 
se va a votar este mamarracho es porque si el proyecto de 
ley llega a la Asamblea General no tendrá las mayorías que 
esta requiere. Entonces, más vale votar mal un proyecto de 
ley, que no tener la posibilidad de aprobarlo después. Si 
me pongo en los zapatos del partido de gobierno entiendo 
este razonamiento porque, evidentemente, quiere aprobar 
el proyecto de ley y prefiere votarlo a pesar de saber que 
está mal redactado y que generará dificultades. 


SENOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MIERES.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: para ser muy 
concisos, algo está mal redactado cuando una frase no 
termina correctamente o cuando hay un término que no 
corresponde. 
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En la Cámara de Representantes se agregó el artículo 
2.” porque la redacción actual del artículo 687 era con- 
tradictoria con el artículo 1. En todo caso, fue un error 
nuestro. No es que estuviera mal redactado, el error fue no 
eliminar el artículo 687, 


Personalmente, hubiera preferido que se hubiese dero- 
gado el artículo 687; hubiera sido lo mejor. No voy a actuar 
con la soberbia de decir a los integrantes de la Cámara de 
Representantes que esto es un mamarracho y que noso- 
tros somos la luminaria. No corresponde hacerlo porque 
simplemente encontraron una solución distinta a la que 
podría haber encontrado cualquiera de nosotros. Pero no 
me parece correcto calificar al proyecto de ley de mama- 
rracho —cada uno está en su derecho de hacerlo; estamos 
en libertad y yo defiendo la libertad de las personas— como 
si nuestra pluma fuera la perfecta y de peor categoría la 
de los cincuenta Representantes —no sé cuántos habría en 
ese momento en la Cámara o cuántos lo votaron—; hay que 
tener cuidado. 


La solución a la que se llegó no es la que yo hubiera 
preferido. Pero esto es solo un acto jurídico; en ningún 
caso puede haber confusión, porque los impuestos no se 
cobran para atrás, sino que rigen de determinado momen- 
to en adelante. Entonces, no puede haber ninguna confu- 
sión porque se restablezca un impuesto que no estaba y 
se modifique la redacción del artículo 687 para que sea 
congruente con los artículos 636 y siguientes. Nadie puede 
pensar que a partir de ahora se puede recaudar para atrás 
porque el artículo 2.” establece una redacción distinta al 
artículo 687. 


Reitero que la solución no es perfecta ni la mejor. Se- 
guramente el señor Senador Mieres, una persona con tan- 
tas capacidades, hubiera elaborado una mejor redacción, 
pero de ahí a decir que el proyecto de ley es un mamarra- 
cho y que dejemos pasar un término tan fuerte en silencio 
supongo que él lo dijo en su máxima acepción— no me 
parece correcto. Hay que ir con mucho cuidado. Respe- 
to la posición del señor Senador y espero que respete la 
nuestra. Independientemente de que hubiésemos podido 
dar otras soluciones al proyecto de ley, no consideramos 
que sea un mamarracho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Se- 
nador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Señor Presidente: el señor Senador 
Michelini confunde la calificación del texto con la califi- 
cación de las personas. Supuestamente, el señor Senador 
extendió esa calificación a las personas que integran la Cá- 
mara de Representantes. Sin embargo, nosotros decimos 
que el texto resultante del tratamiento en las dos Cámaras 
es absolutamente incoherente y, por lo tanto, desde el pun- 
to de vista jurídico es un mamarracho. Lamentablemente, 
el término mamarracho ha sido usado muchas veces a ni- 
vel legislativo, tanto en esta Cámara como en la otra, lo 
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que significa que una función que debemos cumplir bien, 
no la estamos desempeñando correctamente. 


Aquí todos tenemos conciencia de que el proyecto de 
ley que se va a votar está mal redactado y tiene problemas 
de consistencia. El artículo 1. debió haberse eliminado. 
No es que pensemos que podríamos haberlo hecho mejor; 
de hecho, no habríamos redactado ese artículo porque no 
estamos de acuerdo con el proyecto de ley. Pero sucede 
que el artículo original enviado por el Poder Ejecutivo es- 
taba bien redactado y acá se corrigió por parte de la ban- 
cada de gobierno —no del conjunto del Senado— y se hizo 
mal. Cuando el proyecto de ley se corrige en la Cámara 
de Representantes, otra vez por la bancada de gobierno, 
se vuelve a corregir mal. Lo que hace falta es eliminar 
el artículo 1. de forma que el proyecto de ley adquiera 
consistencia. Si bien seguiré estando en desacuerdo, el 
proyecto de ley estará correcto. Entonces, mañana o pa- 
sado se podrá evitar cualquier problema de interpretación. 
Reitero que como en la Asamblea General no se llega a los 
dos tercios de votos que se requieren, el proyecto de ley no 
se va a modificar y se va a votar mal. La única esperanza 
es que el Poder Ejecutivo resuelva el problema, si es que 
hace ejercicio de sus facultades. 


Muchas gracias. 
15) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de julio de 2015 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito a usted, conforme a la norma 
prevista en el artículo 1.? de la Ley n.? 17827, licencia ba- 
sada en motivos personales, en el día de la fecha. 

Sin otro particular, lo saludo con la más alta estima. 


Marcos Otheguy. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota). 
—21 en 22. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Saúl Aristimuño, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


16) IMPUESTO ANUAL DE ENSEÑANZA PRIMARIA 


SENOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración 
del asunto en discusión. 


SENOR BORDABERRY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: resulta 
claro que para no llamar mamarracho a lo que estamos 
haciendo, podríamos citar a Ramón del Valle Inclán y de- 
cir que es un esperpento. Ya era desatinada la redacción 
cuando se utilizó el término «restablécese» para que aho- 
ra, encima, le agreguemos «establécese». Quien tenga que 
interpretar esta ley va a estar en problemas. 


Si este proyecto de ley se interpreta de forma literal, 
podríamos concluir que es retroactivo porque restablece, 
es decir que vuelve a poner las cosas en el lugar en que 
estaban cuando se creó el impuesto y, encima, modifica el 
artículo que creó el impuesto para volver a ponerlo. Reite- 
ro que algún intérprete podría sostener que es retroactivo. 
Obviamente, todos estamos de acuerdo y somos contestes 
en que no es lo que estamos votando. Y lo digo de esta for- 
ma porque, como estamos creando una gran interrogante, 
quien mañana deba interpretarlo va a tener que recurrir, 
ante la posibilidad de discusión, a los medios de interpre- 
tación establecidos por el Código Civil, entre los que se 
encuentra la historia fidedigna de su sanción. 


Entonces, al estar nosotros escribiendo hoy la historia 
fidedigna de la sanción, es bueno que digamos que no es 
intención del Parlamento aprobar esta norma en forma re- 
troactiva, que es lo que puede suceder, en definitiva. No 
olvidemos —y esto surge de reiteradas sentencias de la Su- 
prema Corte de Justicia— que la irretroactividad de la ley 
no tiene rango constitucional sino legal, tal como está es- 
tablecido en el título preliminar De las Leyes, del Código 
Civil, en el sentido de que una ley posterior puede derogar 
una ley anterior. Sobre esta cuestión, la doctrina tributaria 
está enfrentada con la jurisprudencia de la Suprema Corte 
de Justicia, al sostener que las leyes tributarias no pueden 
ser retroactivas por una razón de inconstitucionalidad, 
porque afectaría la seguridad jurídica, un bien que está 
contemplado en los artículos 7.*, 72 y 332 de la Constitu- 
ción de la República. 


Salvado este esperpento de redacción, hacemos nues- 
tras las palabras de los señores Senadores Mieres y Delga- 
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do y queremos llamar la atención sobre algunos aspectos 
por los que votaremos negativamente este proyecto de ley, 
y lo haremos a partir de formularnos ciertas preguntas. 
En primer lugar: ¿debe el sector agropecuario aportar a 
la educación y pagar el Impuesto de Primaria? ¿El sector 
agropecuario debe contribuir a solventar las cargas públi- 
cas? Con mucha fuerza decimos, como ya lo hemos hecho 
aquí y en otros ámbitos: ¡Sí, debe hacerlo! Es más, ya esta- 
ba haciéndolo. Por eso hay que ser muy claro: todo el sec- 
tor agropecuario debe pagar, especialmente el que tiene 
más: el que posee más tierras y el que genera más riquezas 
es el primero que tiene que pagar. Pero, lamentablemente, 
el Poder Ejecutivo no cobra el impuesto al que tiene más 
en el sector agropecuario, sino al productor con 300 hec- 
táreas o al productor lechero que tiene 100 y arrienda 250 
hectáreas. 


Quiso el destino que en el día de hoy esté a considera- 
ción un tercer fondo lechero para atender la situación que 
están atravesando los productores lecheros a consecuencia 
de los mercados y de la sequía. Justamente, el sector que 
necesita atención es el que pagará este impuesto; es decir, 
por un lado estamos dándole dinero a través de un fondo 
y, por otro, le decimos que tiene que pagar. Son esas cosas 
difíciles de entender. 


Mientras esto sucede —en este punto me permito dis- 
crepar con el señor Senador Camy-, el sector forestal de- 
berá pagar todo, salvo el más grande tenedor de tierras que 
existe en el país: la empresa Montes del Plata. El Gobierno 
insiste en que el sector forestal no pagará este impuesto 
citando el artículo 39 de la Ley Forestal, pero el artículo 
43 establece que la exoneración para el monte es por el 
año en que es sembrado y 12 años más. Quiere decir que 
todos aquellos montes que tengan 12 años de antigijedad 
deberán pagar. Aquí están comprendidos los montes de la 
empresa Montes del Plata. Es una mentira reiterada por el 
Poder Ejecutivo que la exoneración de Montes del Plata se 
debe a la Ley Forestal. ¡Esto no es cierto! Si uno lee el con- 
trato de Montes del Plata podrá observar que los montes 
fueron adquiridos a Eufores, que se los había comprado a 
Shell, que a su vez los había plantado hace más de 20 años. 
Si alguien tiene alguna duda puedo pedir que se traiga el 
contrato para leerlo porque lo tengo en mi poder. O sea 
que la exoneración o, mejor dicho, la compensación que 
dará el Poder Ejecutivo a Montes del Plata no se funda en 
la ley, sino en un contrato secreto y confidencial que fir- 
mó el anterior gobierno del Frente Amplio con la empresa 
Montes del Plata. Y, mientras tanto, nosotros estamos por 
votar un fondo lechero para ayudar a los pequeños produc- 
tores que hoy tienen problemas. 


El señor Senador Cardoso hizo una larga historia —yo 
no quisiera ir tanto para atrás—, pero sí puedo decir que el 
Impuesto de Primaria se restableció en un gobierno del 
Partido Colorado. Por esa exención impositiva, y gracias 
a la decidida acción del profesor Germán Rama, la edu- 
cación —especialmente la rural- recibió un gran impul- 
so. Se compraron ómnibus que llevaban a los niños a las 
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escuelas, se comenzaron a construir escuelas de tiempo 
completo, se reformó el sistema escolar rural; es decir, se 
realizaron un sinfín de reformas que hoy ya nadie discute, 
salvo los gremios que dominan corporativamente el go- 
bierno de la educación. Cuando se empezó a aplicar el tri- 
buto, la entidad recaudatoria encontró diversos problemas: 
no era tan sencillo recaudar en la zona urbana como en la 
suburbana o rural. No es lo mismo llegar a un inmueble 
que tiene un número de puerta en una ciudad, que llegar a 
un inmueble en la Cuchilla del Perdido. Con el transcurso 
del tiempo, para facilitar el aporte del sector agropecuario 
a la educación, se estableció que a partir del IRA y del 
Imeba se transfería el equivalente del sector agropecuario 
a esa recaudación, para decirlo de una manera simple. Por 
lo tanto, que una y otra vez se diga que no había aporte del 
sector agropecuario no es correcto; lo había a través de la 
transferencia del IRA y del Imeba. Y si alguien quiere una 
prueba, puede leer el artículo 5.” del proyecto de ley que 
estamos considerando, que deja sin efecto esa transferen- 
cia para el sector educativo. 


Nosotros estamos de acuerdo con que el sector agro- 
pecuario aporte más a la educación. ¡Estamos dispuestos 
a votar que se aumenten el IRA y el Imeba! Pero eso nos 
lleva a una segunda confusión. 


¿Este proyecto de ley está aumentando los recursos 
para la educación? ¿A partir de este proyecto de ley, la 
educación recibirá más recursos? ¡No! Y es bueno que se 
sepa: esto es un engañapichanga porque, por un lado, se 
establece el impuesto al sector agropecuario y, por otro, 
se deja sin efecto la transferencia que el sector agropecua- 
rio hacía a la educación. O sea que la educación no recibe 
más dinero, el sector agropecuario paga otro impuesto, y 
sigue aportando a través del IRA y el Imeba. ¿Y quién se 
beneficia? Rentas Generales, que se queda con el dinero. 
«De enero a enero, la plata es del banquero»; de enero a 
enero, la plata es del Ministerio de Economía y Finanzas y 
de Rentas Generales. 


Por eso, llama la atención que se repita una y otra vez 
que esto significa más recursos para la educación, porque 
al final del día no lo son. Creo que si se sacara el artículo 
52 me animaría a votar a favor del proyecto de ley. Que se 
siga haciendo la transferencia —aunque sé que no es posi- 
ble— del IRA y del Imeba y se pague más, pero con esto lo 
que estamos haciendo es enriquecer a Rentas Generales. 


Una tercera confusión —a la que he hecho referencia 
en la introducción— es decir que los que más ganan en el 
sector agropecuario, es decir los más grandes, las multi- 
nacionales y los que tienen más hectáreas no pagarán el 
impuesto. De nuevo estamos dejando fuera del pago de 
este impuesto a los grandes empresarios que han llegado 
al país desde el exterior en los últimos tiempos. Todos 
sabemos que empresas tales como Los Grobo Agrope- 
cuaria, que andan sembrando por ahí, no compran tie- 
rra, sino que la arriendan. Y, entonces, ¿dónde está su 
ganancia? En la renta. Por ende, pagarán renta, pero el 
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destino no es la educación. A ellos no se les moverá nada 
porque esto no les afecta. ¡Esta es la justicia social! Es- 
tos son los nuevos empresarios del momento a los que se 
les perdona todo, mientras recargamos a los pequeños 
productores. 


Va de suyo que esto que estamos haciendo va en contra 
de los propios fundamentos expresados por el hoy Minis- 
tro de Economía y Finanzas en oportunidad de conside- 
rarse la reforma tributaria en el año 2007, Recuerdo que 
en aquel entonces hablaba de menos impuestos y de gravar 
la renta y no el capital. Todo eso sobre lo que se habla y se 
habla, pero después no se concreta. 


Por otra parte, quiero aludir a las normas que estable- 
cen que el cobro en el futuro —esto es, dentro de dos años— 
lo hará la Dirección General Impositiva, lo cual parece ser 
lo más sensato. Todavía no he encontrado fundamentos 
por los cuales cada organismo debiera tener su órgano de 
recaudación, cuando existen la DGI y el BPS, que son or- 
ganismos especializados en recaudación. 


También quiero decir —porque lo he consultado con re- 
presentantes del Poder Ejecutivo así como con los colegas 
del Senado— que el sistema político ha asumido el compro- 
miso de atender, en la instancia de la próxima rendición de 
cuentas, la situación de los funcionarios que hoy están a 
cargo de este tema en especial, porque la propia Dirección 
General Impositiva va a necesitar más funcionarios para 
cobrar estos impuestos y ¡¿qué mejores funcionarios que 
los que hoy tienen la especialización y el conocimiento 
para llevar a cabo esta tarea?! 


En ese sentido, reafirmamos nuestro compromiso de 
seguir trabajando para que esa situación particular de los 
funcionarios no quede olvidada ni sea dejada de lado en 
los proyectos de ley de rendición de cuentas cuando lle- 
guen al Parlamento. 


Señor Presidente: votaremos en contra del proyecto de 
ley por los motivos expuestos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el proyecto de ley. Como los señores 
Senadores saben, se trata de una única votación ya que 
corresponde al Senado pronunciarse acerca de si acepta o 
rechaza las modificaciones introducidas en la Cámara de 
Representantes. 


(Se vota). 
—18 en 25. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo para su promulgación. 
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17) JUNTA DE TRANSPARENCIA Y ÉTICA 
PÚBLICA (JUTEP) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una moción de orden 
llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Mocionamos para que se declare la urgencia y se trate 
de inmediato el proyecto de ley por el que se crea la 
Junta de Transparencia y Ética Pública como servicio 
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descentralizado. Carpeta n.* 137/2015». (Firman los 
señores Senadores Agazzi, Heber, Mieres y Bordaberry). 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 

(Se vota). 

-19 en 23. Afirmativa. 

Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia acaba de 
ser votada: «Proyecto de ley por el que se crea la Junta 


de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) como servicio 
descentralizado. (Carp. n.* 137/2015 — Rep. n.* 116/2015)». 
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Carp. n.* 137/2015 - Rep. n.* 116/2015 
CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Constitución y Legislación 


Proyecto de ley sustitutivo 


CAPÍTULO | 
CREACIÓN Y COMETIDOS 


Artículo 1?. (Creación).- Créase la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(JUTEP) como servicio descentralizado, que se relacionará con el Poder 
Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura y tendrá 
independencia técnica en el ejercicio de sus funciones. 


El organismo que se crea sustituye a la unidad ejecutora 022 "Junta de 
Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 “Ministerio de Educación y Cultura” y 
tendrá los cometidos, atribuciones y organización que esta ley determina. 


La JUTEP es persona jurídica y se domiciliará en Montevideo, pudiendo 
establecer dependencias en el resto del país. 


Artículo 2?. (Cometidos principales). La Junta de Transparencia y Ética 
Pública (JUTEP) tendrá los siguientes cometidos: 


1) Asesorar a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la Ley 
N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, contra la Administración Pública 
(Título IV, excluyendo los Capítulos IV y V del Código Penal) y contra la 
economía y la hacienda pública (Título IX del Código Penal), que se imputen 
a alguno o algunos de los funcionarios públicos enumerados en los 
artículos 10 y 11 de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998 y demás 
obligados. 


2) Asesorar a los órganos judiciales con competencia penal, emitiendo opinión 
dentro del marco de su materia, cuando el Poder Judicial o el Ministerio 
Público lo dispongan. La actuación de la JUTEP en el cumplimiento de su 
cometido se regulará por lo establecido en la Sección V, Capítulo 111, Título 
VI, Libro | del Código General del Proceso, en lo aplicable. 


3) Obtener y sistematizar todas las pruebas documentales que de existir 
fueran necesarias para el esclarecimiento de las denuncias hechas sobre 
comisión de delitos incluidos en el texto de la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998, toda vez que el órgano judicial competente o el 
Ministerio Público así lo disponga. 


La JUTEP dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del 
cometido indicado, pudiendo solicitar al juez, por una sola vez, la 
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prórroga del plazo, la que será concedida siempre que exista mérito 
bastante para ello, por un máximo de treinta días. Vencido el plazo o la 
prórroga en su caso, la JUTEP remitirá al órgano al que legalmente 
corresponda recepcionar los antecedentes reunidos. Estos serán 
acompañados por un informe explicativo de la correlación de los mismos 
con los hechos denunciados. 


4) Promover normativas, programas de capacitación y difusión que 
fortalezcan la transparencia de la gestión pública. 


5) Asimismo tendrá los cometidos previstos en los Capítulos lIl y IV de la 
Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, para lo cual podrá dirigirse, 
por intermedio del órgano judicial interviniente o del representante del 
Ministerio Público, a cualquier repartición pública, a fin de solicitar los 
documentos y demás elementos necesarios para el esclarecimiento por 
el juez de los hechos denunciados. 


6) Recibir, gestionar y conservar las declaraciones juradas de que tratan los 
artículos 10 y siguientes de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


7) Ejercer la función de órgano de control superior de conformidad con el 
artículo l!l numeral 9 de la Convención Interamericana contra la Corrupción 
con el fin de prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas. 


8) Relacionarse con los organismos internacionales y extranjeros con 
referencia a la materia de su competencia. 


Artículo 3”. (Cometidos  accesorios).- Para el cumplimiento de sus 
funciones la Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) tendrá los 
siguientes cometidos accesorios: 


1) Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, 
formalizan y ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y servicios. 


2) Determinar, a requerimiento del interesado, si este debe presentar la 
declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la 
Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


3) Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su competencia. 


4) Elaborar y hacer público un informe anual que será elevado a los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 


Artículo 4*- La Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) contará, 
cuando así lo requiera, con el asesoramiento jurídico del Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación. 
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CAPÍTULO II 
DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN 


Artículo 5”. (Organización y funcionamiento).- La dirección y administración 
de la Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) será ejercida por un 
Directorio integrado por tres miembros rentados: un Presidente, un 
Vicepresidente y un Vocal, que serán designados por el Presidente de la 
República, actuando con el Consejo de Ministros, con venia de la Cámara de 
Senadores otorgada siempre por tres quintos de votos del total de 
componentes, entre personas de reconocida experiencia y solvencia profesional 
y moral. 


El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, 
podrá destituir por resolución fundada a los miembros de la JUTEP con 
venia de la Cámara de Senadores otorgada por la misma mayoría exigida 
para su designación. Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el 
término de sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la 
destitución. 


Artículo 6”. (Atribuciones del Directorio).- Son atribuciones del Directorio: 


1) Administrar el patrimonio de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(JUTEP). 


2) Ejercer la dirección superior administrativa, técnica e inspectiva y el 
control de todos los servicios a su cargo. 


3)  Fiscalizar y vigilar el cumplimiento de los cometidos y hacer cumplir las 
disposiciones relativas a ellos, así como dictar las normas y 
reglamentos que sean necesarios. 

4) Aprobar el Reglamento General de la JUTEP. 


5) Proyectar y elevar al Poder Ejecutivo a sus efectos, el Estatuto del 
Funcionario de la JUTEP. 


6) Designar, promover, trasladar y destituir a los funcionarios de su 
dependencia, pudiendo realizar las contrataciones que fueran 
necesarias y ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el personal, 
todo ello de acuerdo con la normativa vigente. 


7) Proyectar el presupuesto de la JUTEP y elevarlo al Poder Ejecutivo, a 
los efectos del artículo 220 de la Constitución de la República. 


8) Aprobar la memoria y el balance anual de la JUTEP. 
9) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes. 


10) Arrendar directamente los inmuebles que sean necesarios para sus 
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dependencias. 


11) Concertar préstamos o empréstitos con organismos internacionales, 
instituciones o gobiernos extranjeros, con sujeción a lo dispuesto en 
el inciso cuarto del artículo 185 de la Constitución de la República. 


12) Delegar sus atribuciones, por resolución fundada, en otros órganos 
de la propia JUTEP, así como avocar los asuntos que fueron objeto de 
delegación. 


13) Designar delegados o representantes de la JUTEP ante organismos, 
congresos, reuniones o conferencias internacionales. 


14) Resolver las cuestiones que la Presidencia del Directorio o cualquiera de 
sus miembros someta a su consulta o a su decisión. 


15) En general realizar todos los actos que corresponda y efectuar las 
operaciones materiales inherentes a sus poderes generales de 
administración, con arreglo a los cometidos de la JUTEP. 


Artículo 7*. (Presidencia).- Al Presidente o al Vicepresidente, en su caso, le 
corresponde: 


1) Representar a la Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP). 
2) Convocar y presidir las sesiones del Directorio. 


3) Ejecutar y hacer ejecutar las resoluciones del Directorio. 


4) Adoptar las medidas urgentes cuando fueren necesarias, dando cuenta al 
Directorio en la primera sesión y estándose a lo que este resuelva. 


5) Firmar con el miembro del Directorio o con el funcionario que designe el 
Directorio, todos los actos y contratos en que intervenga la JUTEP. 


6) Proyectar las normas que deba aprobar el Directorio, sin perjuicio de la 
iniciativa que podrán también ejercer los demás Directores. 


7) Firmar y hacer publicar dentro de los ciento veinte días corridos siguientes 
al cierre del ejercicio y previa aprobación del Directorio, el balance anual, 
conforme al artículo 191 de la Constitución de la República y remitirlo al 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 8. (Quórum del Directorio).- Para sesionar y para resolver el 
Directorio requerirá un quórum de dos miembros, salvo que el Reglamento 
General disponga la unanimidad de votos para resolver. 


Artículo 9% (Vacancia temporal).- En caso de ausencia o incapacidad del 
Presidente o si quedara vacante el cargo, sus funciones serán ejercidas 
transitoriamente por el Vicepresidente. 
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Artículo 10. (Responsabilidad de los Directores).- Los miembros del 
Directorio son responsables de las resoluciones votadas en violación de la 
Constitución de la República, las leyes o los reglamentos. El Directorio 
remitirá al Ministerio de Educación y Cultura testimonio de las actas de sus 
deliberaciones y copia de sus resoluciones. 


Quedan dispensados de esta responsabilidad los Directores que: 


1) Estando presentes hubieran hecho constar en actas su disentimiento 
con la resolución adoptada y el fundamento que lo motivó. 


2) Hubieran estado ausentes de la sesión en la que se adoptó la 
resolución, siempre que hagan constar en actas su disentimiento en la 
primera oportunidad en que sea posible. 


Artículo 11. (Remuneración).- La remuneración de los Directores de la 
Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) será la misma que perciben 
al momento de la aprobación de la presente ley los integrantes de la 
unidad ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública” del Inciso 11 
“Ministerio de Educación y Cultura”. 


Quedan incluidos en el régimen de reserva de cargo vigente. 


CAPÍTULO 11 
PATRIMONIO Y RECURSOS 


Artículo 12. (Patrimonio).- El patrimonio de la Junta de Transparencia y 
Ética Pública (JUTEP) se integrará de la siguiente manera: 


1) Con los activos y los pasivos de cualquier naturaleza de la unidad 
ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 
“Ministerio de Educación y Cultura”, que se transfieren de pleno derecho 
al servicio descentralizado creado por esta ley. El Poder Ejecutivo 
determinará por resolución los bienes inmuebles comprendidos en esta 
transferencia y los registros públicos procederán a su registración con 
la sola presentación del testimonio notarial de esa resolución. 


2) Con las donaciones o legados que reciba. 

3) Con las transferencias de activos que a cualquier título le realice el 
Gobierno Central, los Gobiernos Departamentales y cualquier otro 
organismo del Estado. 


Artículo 13. (Recursos).- Los recursos de la Junta de Transparencia y 
Ética Pública (JUTEP) se integrarán de la siguiente manera: 


1) Las asignaciones presupuestales que establezcan las leyes. 


2) Las donaciones o legados que reciba. 
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Artículo 14. (Funcionarios).- Los funcionarios pertenecientes a la unidad 
ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 
“Ministerio de Educación y Cultura” se incorporarán al organismo creado en 
el artículo 1% de esta ley por el mecanismo de la redistribución previsto en 
los artículos 15 y siguientes de la Ley N” 18.719, de 27 de diciembre de 
2010, en lo que corresponda. 


Dichos funcionarios mantendrán sus derechos, deberes y obligaciones, 
en especial en lo que refiere a las normas retributivas actualmente vigentes. 


Los funcionarios que actualmente cumplen funciones por pases en comisión 
o en comisión de servicios en la unidad ejecutora 022 “Junta de Transparencia 
y Ética Pública” del Inciso 11 “Ministerio de Educación y Cultura”, tendrán un 
plazo de sesenta días para optar por incorporarse al nuevo servicio siempre 
que el organismo que se crea lo requiera o volver a su oficina de origen. 
Quienes opten por incorporarse al nuevo organismo creado por esta ley, 
mantendrán el total de sus retribuciones y la antigúedad en la administración 
pública. 


La Contaduría General de la Nación hará efectivas las reasignaciones de 
créditos presupuestales a efectos de dar completo cumplimiento a lo 
establecido en esta ley. 


Artículo 15. (Pases en  comisión).- Autorízase a la Junta de 
Transparencia y Ética Pública (JUTEP) a disponer por resolución fundada, 
hasta tres pases en comisión, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 32 de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, modificativas 
y concordantes. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 16. (Presupuesto).- Hasta tanto no se sancione el primer 
presupuesto para el servicio descentralizado que se crea por esta ley, 
regirá el que a la fecha de su promulgación tenía la unidad ejecutora 022 
"Junta de Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 “Ministerio de 
Educación y Cultura” incluyendo la totalidad de los créditos presupuestales, 
cualquiera sea su naturaleza. 


Artículo 17. (Directorio).- El primer Directorio del Servicio Descentralizado 
creado por la presente ley estará compuesto por los actuales integrantes y 
en los mismos cargos para los que fueran oportunamente nombrados en la 
unidad ejecutora 022 “Junta de Transparencia y Ética Pública” del Inciso 11 
“Ministerio de Educación y Cultura”. 


Los integrantes del primer Directorio de la Junta de Transparencia y Ética 
Pública (JUTEP) Servicio Descentralizado, continuarán en sus cargos hasta 
la fecha prevista en el momento de su designación para integrar la antigua 
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JUTEP. 


Artículo 18. (Remisión).- Toda otra normativa que actualmente regula los 
cometidos, atribuciones y organización interna de la unidad ejecutora 022 
“Junta de Transparencia y Ética Pública” del Inciso 11 “Ministerio de 
Educación y Cultura” será de aplicación al organismo creado por la 
presente ley en lo compatible con su naturaleza de servicio descentralizado. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 21 de julio de 2015. 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
Miembro Informante 


PATRICIA AYALA PEDRO BORDABERRY 
CARLOS CAMY LUIS ALBERTO HEBER 
RAFAEL MICHELINI PABLO MIERES 


CONSTANZA MOREIRA DANIELA PAYSSÉ 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


Montevideo, 0) 5 MAR 2015 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Licenciado Raúl Sendic 
Presente 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese Cuerpo el adjunto Proyecto 
de Ley, por el cual se dispone la creación de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(JUTEP) como Servicio Descentralizado, transfiriéndole las competencias de la actual 
Junta de Transparencia y: Ética Pública Unidad Ejecutora 022 del Ministerio de 
Educación y Cultura. 

El presente proyecto de ley tiene por objetivo la reubicación institucional de 
la actual Junta de Transparencia y Ética Pública. 

La Ley N* 17060 de 23 de diciembre de 1998, creó la denominada Junta 
Asesora en Materia Económico Financiera del Estado con la finalidad de propiciar 
políticas públicas, normativas y acciones que fortalecieran la transparencia en la 
gestión del Estado. 

Por ley 18362 de 6 de octubre de 2008, artículo '302 pasó a tener su actual 
denominación “Junta de Transparencia y Ética Pública”, 

Con el presente proyeclo de ley se procura dar una mejor adecuación 

institucional al organismo. Se lo saca de la órbita del Ministerio de Educación y Cultura 
donde funciona actualmente como una Unidad Ejecutora del mismo (sin perjuicio de la 


' independencia técnica establecida por ley desde su creación), y se lo reubica como 


Servicio Descentralizado. El estatuto de ente descentralizado resulta más adecuado a 
la función que desarrolla la JUTEP, en tanto su ámbito de actuación abarca a todo el 
Estado. : 

No se incluye en este proyecto de ley cambios sustanciales en las 
competencias que actualmente tiene la JUTEP, solamente se prevén los cambios que 
resultan necesarios para su adecuación a. la naturaleza jurídica de Servicio 
Descentralizado, procurando que el epicentro de su actuación pase de estar inmerso 
en la Administración Central, a estar en una institución con mayor grado de autonomía 
donde tenga un nivel mas adecuado de concordancia con su ámbito de actuación. 
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EL Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor consideración. 


68-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


PROYECTO DE LEY 
CAPÍTULO 1 
CREACIÓN Y COMETIDOS 


Artículo 1” (Creación).- Créase la Junta de Transparencia y Ética Pública, como 
servicio descentralizado que se relacionará con el Poder Ejecutivo a través del 
Ministerio de Educación y Cultura, y tendrá independencia técnica en el ejercicio de 
sus funciones, 


El organismo que se crea sustituye a la Unidad Ejecutora 022 "Junta de 
Transparencia y Ética Pública” del Ministerio de Educación y Cultura y tendrá los 
cometidos, atribuciones y organización que esta ley determina. 

La Junta de Transparencia y Ética Pública es persona jurídica y se domiciliará en 
Montevideo, pudiendo establecer dependencias en el resto del país. 


Artículo 2? (Cometidos principales).- La Junta de Transparencia y Ética Pública 
tendrá los siguientes cometidos: 


1) Asesorar a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la ley 17060, contra 
la Administración Pública (Título IV, excluyendo los Capítulos IV y V, del Código Penal) 
y contra la economía y la hacienda pública (Título IX del Código Penal), que se 
imputen a alguno o algunos de los funcionarios públicos enumerados en los artículos 
10 y 11 de la ley 17060. 


2) Asesorar a los órganos judiciales con competencia penal, emitiendo opinión dentro 

del marco de su materia, cuando el Poder Judicial o el Ministerio Público lo dispongan. 
La actuación de la Junta en el cumplimiento de su cometido se regulará por lo 
establecido en la Sección V, Capítulo 11l, Título VI, Libro | del Código General del 
Proceso, en lo aplicable, 
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3) Obtener y sistematizar todas la pruebas documentales que de existir fueran 
necesarias para el esclarecimiento de las denuncias hechas sobre comisión de delitos 
incluidos en el capítulo | de la ley 17060, toda vez que el órgano judicial competente o 
el Ministerio Público así lo disponga. 

La Junta dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del cometido indicado, 
pudiendo solicitar al Juez, por una sola vez, la prórroga del plazo, la que será 
concedida siempre que exista mérito bastante para ello, por un máximo de treinta días. 
Vencido el plazo o la prórroga en su caso, la Junta remitirá al órgano que legalmente 
corresponda recepcionar los antecedentes reunidos. Estos serán acompañados por un 
informe explicativo de la correlación de los mismos con los hechos denunciados. 


4) Promover normativas, programas de capacitación y difusión que fortalezcan la 
transparencia de la gestión pública. 


5) Asimismo tendrá los cometidos previstos en los Capítulos II! y IV de la ley 17060, 
para lo cual podrá dirigirse por intermedio del órgano judicial interviniente o del 
representante del Ministerio Público, a cualquier repartición pública, a fin de solicitar 
los documentos y demás elementos necesarios para el esclarecimiento por el Juez de 
los hechos denunciados. 


Artículo 3” (Cometidos accesorios).- Para el cumplimiento de sus funciones la 


« Junta tendrá los siguientes cometidos accesorios: 


A) Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, formalizan y 
ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y servicios. 


B) Recibir las declaraciones juradas de que tratan los artículos 10 y 
siguientes de la ley 17060. 


C) Determinar, a requerimiento del interesado, si éste debe presentar la 
declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la ley 17060. 
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D) Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su 
competencia. 


E) Elaborar un informe anual que será elevado a los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial. 


Artículo 4?.- En la ejecución de sus funciones, la Junta contará con el asesoramiento 
jurídico permanente del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, sobre 
aspectos formales y procedimentales (artículos 1% y 6? de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público y Fiscal). . 


Artículo 5”.- La Junta de Transparencia y Ética Pública Informará mensualmente, por 
cualquier vía idónea, al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación sobre las 
actividades desarrolladas en relación a los cometidos previstos en los numerales 2”) y 
3") del artículo 2, así como también de toda resolución adoptada sobre impedimentos, 
excusas o recusaciones que, a juicio del Cuerpo, alguno de sus miembros pudiere 
tener respecto de los asuntos a consideración del mismo. Sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 4, la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación 
podrá suministrar a la Junta Asesora el apoyo administrativo y contable para el mejor 
cumplimiento de sus cometidos que ésta le solicitare. 


CAPÍTULO Il 
DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN 


Artículo 6” (Organización y funcionamiento).- La dirección y administración de la 
Junta de Transparencia y Ética Pública será ejercida por un Directorio integrado por 
tres miembros rentados, un Presidente, un Vicepresidente y un Vocal, que serán 
designados por el Presidente de la República, actuando con el Consejo de Ministros, 
con venia de la Cámara de Senadores otorgada siempre por tres quintos de votos del 
total de componentes, entre personas de reconocida experiencia y solvencia 
profesional y moral. 
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El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, podrá destituir 
por resolución fundada a los miembros de la Junta con venia de la Cámara de 
Senadores otorgada por la misma mayoría exigida para su designación, Si la Cámara 
de Senadores no se expidiera en el lérmino de sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá 
hacer efectiva la destitución. 


Artículo 7* (Atribuciones del Directorio).- Son atribuciones del Directorio; 


A) Administrar el patrimonio de la Junta de Transparencia y Ética Pública. 

B) Ejercer la dirección superior administrativa, técnica e inspectiva y el control de todos 
los servicios a su cargo. 

C) Fiscalizar y vigilar el cumplimiento de los cometidos y hacer cumplir las 
disposiciones relativas a ellos, así como dictar las normas y reglamentos que sean 
necesarios. 

D) Aprobar el Reglamento General de la Junta de Transparencia y Ética Pública. 

E) Proyectar y elevar al Poder Ejecutivo a sus efectos, el Estatuto del Funcionario de 
la Junta de Transparencia y Ética Pública. 

H) Designar, promover, trasladar y destituir a los funcionarios de su dependencia, 
pudiendo realizar las contrataciones que fueran necesarias, y ejercer la potestad 
disciplinaria sobre todo el personal. 

F) Proyectar el presupuesto de la Junta de Transparencia y Ética Pública y elevarlo al 
Poder Ejecutivo, a los efectos del artículo 220 de la Constitución de la República. 

G) Aprobar la memoria y el balance anual de la Junta de Transparencia y Ética 
Pública. 

H) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes. 

|) Arrendar directamente los inmuebles que sean necesarios para las dependencias. 

J) Concertar préstamos o empréstitos con organismos internacionales, instituciones o 
gobiernos extranjeros, con sujeción a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 185 
de la Constitución de la República, i 

K) Delegar sus atribuciones, por resolución fundada, en otros órganos de la propia 
Junta de Transparencia y Élica Pública, así como avocar los asuntos que fueron objeto 
de delegación. 
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L) Designar delegados o representantes de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
ante organismos, congresos, reuniones o conferencias internacionales. 

M) Resolver las cuestiones que la Presidencia del Directorio cualquiera de sus 
miembros someta a su consulta o a su decisión. 


N) En general realizar todos los actos que corresponda y efectuar las operaciones * 


materiales inherentes a sus poderes generales de administración, con arreglo a los 
cometidos de la Junta de Transparencia y Ética Pública 


Artículo _8* (Presidencia).- Al Presidente o al Vicepresidente, en su caso, le 
corresponde: 


A) Convocar y presidir las sesiones del Directorio. 

B) Ejecutar y hacer ejecutar las resoluciones del Directorio. 

C) Adoptar las medidas urgentes cuando fueren necesarias, dando cuenta al 
Directorio en la primera sesión y estándose a lo que este resuelva. 

D) Firmar con el miembro del Directorio o con el funcionario que designe el 
Directorio, todos los actos y contratos en que intervenga la Junta de Transparencia y 
Ética Pública. 

F) Proyectar las normas que deba aprobar el Directorio, sin perjuicio de la iniciativa 
que podrán también ejercer los demás Directores. 

G) Firmar y hacer publicar dentro de los ciento veinte días corridos siguientes al 
cierre del ejercicio y previa aprobación del Directorio, el balance anual, conforme al 
artículo 191 de la Constitución de la República y remitirlo al Poder Ejecutivo, 


Artículo 9” (Quórum del Directorio).- Para sesionar y para resolver el Directorio 
requerirá un quórum de dos miembros, salvo que el Reglamento General disponga la 
unanimidad de votos para resolver. 


Artículo 10* (Vacancia temporal).- En caso de ausencia o incapacidad del Presidente 
o si quedara vacante el cargo, las funciones del mismo serán ejercidas 


transitoriamente por el Vicepresidente. 


Artículo 11? (Responsabilidad de los Directores).- Los miembros del Directorio son 
responsables de las resoluciones voladas en violación de la Constitución de la 
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República, las leyes o los reglamentos. El Directorio remitirá al Ministerio de Educación 
y Cultura testimonio de las actas de sus deliberaciones y copia de sus resoluciones. 


Quedan dispensados de esta responsabilidad los Directores que: 

A) Estando presentes hubieran hecho constar en actas su disentimiento con la 
resolución adoptada y el fundamento que lo molivó. 

B) Hubleran estado ausentes de la sesión en la que se adoptó la resolución, 
siempre que hagan constar en actas su disentimiento en la primera oportunidad en 


que sea posible. 


Artículo 12” (Remuneración).- La remuneración de los Directores de la Junta de 
Transparencia y Ética Pública será la misma que perciben al momento de la 
aprobación de la presente ley los integrantes de la Junta de Transparencia y Ética 
Pública Unidad Ejecutora 022 del Ministerio de Educación y Cultura. 


Quedan incluidos en el régimen de reserva de cargo vigente. 


CAPÍTULO 11 
PATRIMONIO Y RECURSOS 


Artículo 13* (Patrimonio).- El patrimonio de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
se integrará de la siguiente manera: 


A) Con los activos y los pasivos de cualquier naturaleza de la unidad ejecutora 022 
“Junta de Transparencia y Ética Pública" del Ministerio de Educación y Cultura, que se 
transfieren de pleno derecho al servicio descentralizado creado por esta ley. El Poder 
Ejecutivo determinará por resolución los bienes inmuebles comprendidos en esta 
transferencia y los registros públicos procederán a su registración con la sola 
presentación del testimonio notarial de esa resolución. 

B) Con las donaciones o legados que reciba. 

C) Con las transferencias de activos que a cualquier título le realice el Gobierno 
Central, los Gobiernos Departamentales y cualquier otro organismo del Estado. 
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Artículo 14? (Recursos).- Los recursos de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
se integrarán de la siguiente manera: 


A) Las asignaciones presupuestales que establezcan las leyes. 
B) Con las donaciones o legados que reciba. 


Artículo 15* (Funcionarios).- Los funcionarios pertenecientes a la Unidad Ejecutora 
022 "Junta de Transparencia y Ética Pública" del Ministerio de Educación y Cultura se 
incorporarán al organismo creado en el artículo 1* de esta ley por el mecanismo de la 
redistribución previsto en los artículos 15 y siguientes de la Ley N* 18,719 de 27 de 
diciembre de 2010, en lo que corresponda. 


Dichos funcionarios mantendrán sus derechos, deberes y obligaciones, en especial en 
lo que refiere a las normas retributivas actualmente vigentes. 

La Contaduría General de la Nación hará efectivas las reasignaciones de créditos 
presupuestales a efectos de dar completo cumplimiento a lo establecido en esta ley. 


Artículo 16” (Pases en comisión).- Autorizase a la Junta de Transparencia y Ética 
Pública a disponer por resolución fundada, hasta tres pases en comisión de acuerdo 
con lo dispuesto por el Artículo 32 de la Ley No. 15.851, de 24 de diciembre de 1986, 
modificativas y concordantes. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 17* (Presupuesto).- Hasta tanto no se sancione el primer presupuesto para 
el servicio descentralizado que se crea por esta ley, regirá el que a la fecha de su 
promulgación tenía la Unidad Ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública" 
del Ministerio de Educación y Cultura incluyendo la totalidad de los créditos 
presupuestales, cualquiera sea su naturaleza. 


Artículo 18* (Directorio).- El primer Directorio del Servicio Descentralizado creado por 
la presente ley, estará compuesto por los actuales integrantes y en los mismos cargos 
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para los que fueran oportunamente nombrados en la Junta de Transparencia y Ética 
Pública, Unidad Ejecutora 022 del Ministerio de Educación y Cultura. 


Los integrantes del primer Directorio de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
Servicio Descentralizado, cesarán en sus cargos en la fecha prevista al momento de 
su designación para integrar la antigua Junta de Transparencia y Ética Pública. 


Artículo 19* (Remisión).- Toda otra normativa que actualmente regula los cometidos, 
atribuciones y organización interna de la Unidad Ejecutora 022 del Ministerio de 
Educación y Cultura, será de aplicación al organismo creado por la presente ley en lo 
compatible con su naturaleza de servicio descentralizado. 
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Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SECCION XI 
DE LOS ENTES AUTONOMOS Y DE LOS SERVICIOS DESCENTRALIZADOS 
CAPITULO | 


Artículo 185.- Los diversos servicios del dominio industrial y comercial del Estado 
serán administrados por Directorios o Directores Generales y tendrán el grado de 
descentralización que fijen la presente Constitución y las leyes que se dictaron con la 
conformidad de la mayoría absoluta del total de componentes de cada Cámara. 


Los Directorios, cuando fueren rentados, se compondrán de tres o cinco miembros 
según lo establezca la ley en cada caso. 


La ley, por dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara, podrá 
determinar que los Servicios Descentralizados estén dirigidos por un Director General, 
designado según el procedimiento del artículo 187. 


En la concertación de convenios entre los Consejos o Directorios con Organismos 
Internacionales, Instituciones o Gobiernos extranjeros, el Poder Ejecutivo señalará los 
casos que requerirá su aprobación previa, sin perjuicio de las facultades que 
correspondan al Poder Legislativo, de acuerdo a lo establecido en la Sección V. 


Artículo 191.- Los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en general, 
todas las administraciones autónomas con patrimonio propio, cualquiera sea su 
naturaleza jurídica, publicarán periódicamente estados que reflejen claramente su vida 
financiera. La ley fijará la norma y número anual de los mismos y todos deberán llevar 
la visación del Tribunal de Cuentas. 


SECCION XIV 
DE LA HACIENDA PÚBLICA 
CAPITULO lil 


Artículo 220.- El Poder Judicial, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la 
Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas, los Entes Autónomos y los Servicios 
Descentralizados, con excepción de los comprendidos en el artículo siguiente, 
proyectarán sus respectivos presupuestos y los presentarán al Poder Ejecutivo, 
incorporándolos éste al proyecto de presupuesto. El Poder Ejecutivo podrá modificar 
los proyectos originarios y someterá éstos y las modificaciones al Poder Legislativo, 
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Ley N* 18.719, 
de 27 de diciembre de 2010 


SECCIÓN II 
FUNCIONARIOS 


Artículo 15.- Será competencia de la Oficina Nacional del Servicio Civil la 
redistribución de funcionarios que le fueran propuestos para ese objetivo. 


Tal redistribución no podrá significar, en ningún caso, lesión de derechos funcionales. 


Artículo 16.- Las necesidades de personal de los incisos que integran el 
Presupuesto Nacional, con la excepción de la Administración Nacional de Educación 


Pública, de la Universidad de la República y de la Universidad Tecnológica, serán 
cubiertas con funcionarios presupuestados o contratados en función pública de los 
escalafones civiles declarados excedentes del Poder Ejecutivo, de los entes 
autónomos, de los servicios descentralizados, de la Corte Electoral, del Tribunal de 
Cuentas y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Los jerarcas respectivos comunicarán las necesidades de personal existentes a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, la que quedará facultada para instrumentar los 
mecanismos necesarios para satisfacerlas, previos los estudios pertinentes. 


En todos los casos se deberá priorizar la redistribución dentro del mismo Inciso. 


Fuente: Ley N* 19.149 de 24 de octubre de 2013, 
artículo 12. 


Artículo 17.-No podrán ser declarados excedentes los funcionarios de los 
escalafones Docentes y del Servicio Exterior, en el Inciso 11 "Ministerio de Educación 
y Cultura" los cargos del escalafón N y de Secretarios Letrados del Ministerio Público y 
Fiscal, los contratados al amparo de lo dispuesto por el artículo 7” de la Ley N” 16.320, 
de 1” de noviembre de 1992, y al amparo de lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley 
N” 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redacción dada por el artículo 160 de la Ley 


" N” 18.362, de 6 de octubre de 2008, así como al amparo de los artículos 714 a 718 de 


la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redacción dada por el artículo 43 de la 
Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, como así tampoco aquellos que revistan en 
cargos políticos o de particular confianza o que ocupen cargos o funciones contratadas 
comprendidos en el beneficio de reserva de cargo o función, establecida en el artículo 
21 de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, excepto, en esta última hipótesis, 
en el caso de supresión de servicios, como así tampoco los funcionarios que se 
encuentren prestando funciones en régimen de pase en comisión. 


Tampoco podrán ser declarados excedentes los funcionarios pertenecientes al 
escalafón CO "Conducción", subescalafón CO3 "Alta Conducción", ni los que se 
encuentren en el régimen previsto en el inciso séptimo del artículo 50 de la presente 
ley. 


Artículo 18.- Prohibese la redistribución de funcionarios provenientes de los 
Incisos que integran el Presupuesto Nacional, a entes autónomos y servicios 
descentralizados. Prohíbese asimismo la redistribución de los funcionarios 
provenientes de los Incisos que integran el Presupuesto Nacional a los Gobiernos 
Departamentales, y viceversa, 
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Asimismo, prohíbese la redistribución de funcionarios provenientes de Gobiernos 
Departamentales a los entes autónomos y servicios descentralizados, y viceversa. 


Artículo 19.- La declaración de excedentes deberá ser resuelta por el jerarca 
máximo del Inciso, previo informe favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil 
(ONSC) y como consecuencia de una reestructura, supresión, fusión o traslado de 
unidades o servicios, debidamente fundadas, así como en caso de reasignación de 
funcionarios de acuerdo con su perfil. 


Los jerarcas de los Incisos, previo a la declaración de excedencia de sus funcionarios, 
deberán priorizar la redistribución dentro del mismo Inciso. 


La ONSC, una vez efectuados los estudios respectivos, procederá a la inclusión del 
funcionario en la nómina de personal a redistribuir. 


Efectuada la notificación al funcionario de la resolución de declaración de 
excedencia, el organismo deberá comunicar a la ONSC, en un plazo no mayor a los 
cinco días hábiles, los datos personales del funcionario con información de las 
características de las tareas que desempeñaba, perfil educativo, sueldo, 
compensaciones, beneficios y la evaluación de su desempeño funcional, 


Artículo 20.- Autorízase a los jerarcas de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto 
Nacional a redistribuir dentro del mismo Inciso personal de sus dependencias, cuando 
las necesidades del servicio lo requieran. 


El traslado se dispondrá por resolución fundada, precisando el cargo o función, así 
como los conceptos que integrarán la retribución del funcionario en la oficina de 
destino. El traslado no podrá afectar el derecho a la carrera administrativa. 


La adecuación será realizada previo informe de la Contaduría General de la Nación, 
por los servicios competentes de cada Inciso, los que determinarán los conceptos 
retributivos de conformidad con lo dispuesto por la presente ley. Si la adecuación 
implica un cambio de denominación del cargo o función, corresponderá el informe 
previo de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


El Ministerio de Economía y Finanzas a través de la Contaduría General de la 
Nación, efectuará las modificaciones presupuestales que correspondan. 


Artículo 21.-Prohíbese toda designación o contratación de servicios personales de 
cualquier naturaleza, que tenga por objeto la prestación de las tareas_inherentes a los 
cargos para sustituir a los funcionarios declarados_excedentes durante el' mismo 
periodo de gobierno. Todo acto administrativo_dictado en contravención a esta 
disposición será considerado nulo y hará_incurrir en responsabilidad al jerarca que lo 
haya dictado. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá controlar en forma previa a todo acto 
de designación o contratación, el efectivo acatamiento de lo establecido en este 
artículo. 


Artículo 22.- La Oficina Nacional del Servicio Civil (ONSC) procederá a redistribuir 
al funcionario excedente teniendo en cuenta: 


A. Las necesidades de recursos humanos que le hubieran sido comunicadas. 

B. Las tareas desempeñadas en el organismo de origen, cuando corresponda. 

C. El perfil del funcionario, que incluirá la descripción de sus competencias una 
vez definidas las mismas. 


La ONSC deberá resolver la solicitud de personal en un plazo máximo de diez días 
hábiles, debiendo notificar al organismo solicitante los datos del funcionario cuyos 
servicios se ofrecen o la inexistencia en el Registro del perfil laboral demandado. 
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En función de los criterios señalados y de la estructura de cargos del organismo de 
destino, el o los funcionarios podrán ser ofrecidos para desempeñarse en un escalafón 
distinto al de su origen. A tales efectos el organismo, a través de la Escuela Nacional 
de Administración Pública de la ONSC, deberá recapacitar al funcionario de acuerdo al 
perfil de destino. 


.- La redistribución del funcionario podrá disponerse dentro del mismo 
departamento donde reside o desempeñaba su trabajo habitualmente, o fuera de éste, 
cuando ello no suponga un traslado superior a los 50 kilómetros, siempre que haya 
transporte público con al menos dos frecuencias diarias entre ambas localidades. El 
lugar de residencia del funcionario deberá ser acreditado según disponga la 
reglamentación. 


En el caso que el destino previsto fuera en un lugar distinto a la localidad en la que 
reside o trabajaba y supere a los 50 kilómetros, deberá contarse con la conformidad 
previa del funcionario. 


Artículo _24- La Oficina Nacional del Servicio Civil publicará por medios 
electrónicos adecuados el listado del registro de funcionarios a redistribuir indicando 
perfil laboral, sexo, lugar de residencia y de trabajo habitual de cada funcionario en la 
función pública, resguardando su anonimato. 


Artículo 25.- El funcionario incluido en la nómina de personal a redistribuir no verá 
afectados sus derechos, garantías y deberes inherentes a la vinculación con su oficina 
de origen, hasta el momento de su incorporación definitiva. 


El funcionario deberá continuar trabajando en el organismo donde ha sido declarado 
excedente o permanecer a la orden en caso de suspensión o supresión del servicio, 
hasta que comience a prestar funciones en su nuevo destino. 


Artículo 26.- Los funcionarios que se encuentren en situación de ser redistribuidos 
a la fecha de promulgación de la presente ley, hubieran sido o no ofrecidos con 
anterioridad, serán ofrecidos por la Oficina Nacional del Servicio Civil (ONSC), en un 
plazo no superior a sesenta días. 


El jerarca del organismo dispondrá de treinta días para analizar la propuesta, no 
pudiendo rechazar al funcionario cuyos servicios le hubieren sido ofrecidos. No 
obstante el jerarca podrá por resolución fundada solicitar se reconsidere la 
redistribución, acreditando fehacientemente que el funcionario no cumple con el perfil 
solicitado o que presenta antecedentes disciplinarios incompatibles con el cargo o 
función a desempeñar, lo que será valorado por la ONSC. 


Si no se expidiese en treinta días, se entenderá aceptada la propuesta, debiendo la 
ONSC notificar al interesado y continuar con el procedimiento de redistribución. 


Una vez realizada la adecuación presupuestal y una vez dictada la resolución de 
incorporación, el organismo de destino deberá finalizar el proceso de incorporación en 
un plazo máximo de sesenta días a partir de la fecha de esta última. 


Artículo 27.- El organismo de origen notificará al funcionario su destino en forma 
fehaciente, en un plazo máximo de tres días hábiles. Una vez notificado, el funcionario 
deberá presentarse en el organismo de destino dentro de los diez días hábiles 
siguientes. El incumplimiento injustificado de dicha obligación se entenderá como 
renuncia tácita al cargo o función. 


Artículo _28.- El funcionario cuya oferta haya sido aceptada, pasará a prestar 
servicios en el organismo en forma anticipada a su incorporación, Dicho pase 
anticipado será dispuesto por la Oficina Nacional del Servicio Civil (ONSC) dentro del 
plazo de cuarenta y ocho horas de notificada la aceptación expresa a la ONSC o de 
configurada la aceptación tácita. Hasta su incorporación formal, continuará siendo 
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funcionario de la oficina de origen y percibirá la retribución propia de dicha oficina, sin 
percibir las compensaciones propias de la oficina de destino. 


Para el caso de suspensión o supresión de servicios será de aplicación lo 
establecido en el artículo 12 de la Ley N” 17,930, de 19 de diciembre de 2005. 


La no comparecencia del funcionario a dos citaciones, sin causa justificada, 
configurará su renuncia tácita, extremo que será comprobado por la ONSC, mediante 
los procedimientos que ésta determine. 


Artículo 29.- La incorporación del funcionario declarado excedente en la oficina de 
destino será resuelta por el jerarca del Inciso. La Comisión de Adecuación 
Presupuestal, creada por el artículo 471 de la Ley N” 16,226, de 29 de octubre de 
1991, proyectará las correspondientes resoluciones de incorporación. 


Artículo 30.- Una vez resuelta la incorporación, el cargo redistribuido y su dotación 
deberán ser suprimidos en la repartición de origen y se habilitarán en la de destino. La 
inclusión del funcionario en la respectiva planilla presupuestal de destino, deberá 
efectuarse en el término de sesenta días a partir de la aprobación del acto 
administrativo de incorporación. El no cumplimiento de este plazo será responsabilidad 
de los encargados de los servicios involucrados en ambas oficinas, de origen y 
destino. 


A los efectos indicados precedentemente, la Contaduría General de la Nación y la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto aplicarán, en su caso, los mecanismos 
pertinentes a los efectos de implementar presupuestalmente el acto administrativo de 
incorporación, financiando la totalidad de la retribución del funcionario en el organismo 
de destino. 


Artículo 31.- En todos los procedimientos de redistribución, la Comisión a que 
refiere el artículo 471 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, efectuará la 
adecuación presupuestal correspondiente, determinando el cargo y remuneración que 
corresponda asignar. 


Para el cumplimiento de dicha actividad dispondrá de un plazo de noventa días 
corridos contados a partir del día siguiente al de la recepción de las actuaciones 
remitidas a tales efectos por la Oficina Nacional del Servicio Civil, quedando facultada 
a solicitar información complementaria o asesoramiento, en cuyo caso se suspenderá 
el plazo otorgado por el lapso comprendido entre la solicitud de la información o 
asesoramiento, y su recepción. 


Artículo 32.- La adecuación presupuestal deberá atender a la comparación de la 
retribución que le corresponde al funcionario en la oficina de destino con la que 
percibía en la oficina de origen, considerando igual régimen horario, no siendo de 
aplicación lo dispuesto por el artículo 105 de la llamada Ley Especial N* 7, de 23 de 
diciembre de 1983, con la modificación introducida por la presente ley. 


Para el cálculo de la retribución a percibir en la oficina de destino por el funcionario 
redistribuido, se tomará la retribución del funcionario en su oficina de origen a la fecha 
de ser declarado excedente, con las actualizaciones al momento de la adecuación. 
Las mismas comprenderán el sueldo y todas las compensaciones de carácter 
permanente y retributivo, percibidas en el organismo de origen, con excepción de las 
compensaciones por dedicación exclusiva, por prestación de funciones especiales no 
permanentes de ese organismo o de tareas distintas a las inherentes a su cargo o 
función. 


En caso que el régimen horario que cumple el funcionario excedente, en la oficina 
de origen, difiera del régimen horario de la oficina de destino, a efectos de comparar 
las remuneraciones se deberán considerar las retribuciones de la siguiente manera: 
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Si en origen el horario es mayor que en destino, se tomará la retribución de origen 
correspondiente al régimen horario del funcionario y se comparará con la de destino, 
correspondiente a la carga horaria que rija en destino. 


Si en origen el horario es menor que en destino, la retribución de origen deberá 
transformarse a valores del régimen horario de destino. 


Se entiende por compensaciones de carácter permanente aquellas cuyo derecho al 
cobro se genera por lo menos una vez en el año, durante un período como mínimo de 
tres años, con excepción del sueldo anual complementario. 


Se considera que tienen carácter retributivo aquellas partidas que 
independientemente de su denominación o financiación se abonen a los funcionarios 
por la prestación de servicios. 


Cuando la retribución se integre con conceptos de monto variable, se tomará el 
promedio mensual de lo percibido en los últimos doce meses previos a la declaración 
de excedencia. 


Las retribuciones en especie se tomarán por su equivalente monetario. 


Si la retribución que le corresponde al cargo o función en el organismo de destino 
fuere igual o superior a la que el funcionario percibe en la oficina de origen, se 
asignará aquélla. Si fuere menor, la diferencia resultante se mantendrá como 
compensación personal al funcionario y en todos los casos se incrementará con los 
aumentos que establezca el Poder Ejecutivo para los salarios públicos. De la citada 
compensación deberán descontarse los incrementos por cambios en la tabla de 
sueldos, ascensos, aumento de grado del funcionario y compensaciones y partidas, 
cualquiera sea su financiación, que se abonen en la oficina de destino al momento de 
la incorporación o que se otorguen en el futuro. 


Los montos en que se abate la compensación personal, en virtud de los conceptos 
expuestos, se transferirán a los objetos del gasto correspondientes a dichos 
conceptos. is 


Artículo 33.- El Poder Ejecutivo con el asesoramiento de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil reglamentará el régimen de redistribución de la presente ley, dentro del 
plazo de ciento ochenta días a partir de la promulgación de la presente ley. 


Artículo 34.- El régimen de redistribución regulado por los artículos precedentes se 
aplicará, en lo pertinente, a los funcionarios públicos incluidos en el registro de 
personal a redistribuir de la Oficina Nacional del Servicio Civil a la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley. 


Artículo 35.- Los funcionarios públicos cónyuges o concubinos (Ley N* 18,246, de 
27 de diciembre de 2007) de funcionarios públicos, que, por razones de servicio, 
desempeñen tareas en localidades diferentes y deseen prestar servicios en la misma 
localidad, podrán pasar a prestar servicios en comisión en cualquier dependencia de la 
Administración Pública, quedando exceptuados de toda prohibición al respecto. Estos 
pases dispondrán a propuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil y resueltos por 
ésta tendrán carácter preceptivo. 


lo 36.- Deróganse las siguientes disposiciones: artículos 15 a 23, 25 y 27 a 
31 de la Ley N” 16,127, de 7 de agosto de 1990, con las modificaciones introducidas 
por los artículos 33 y 34 de la Ley N* 16.697, de 25 de abril de 1995, 46 de la Ley N” 
17.556, de 18 de setiembre de 2002, y 19 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 
2005; 47 y 49 a 64 de la Ley N”* 17,556, de 18 de setiembre de 2002, con las 
modificaciones introducidas por los artículos 2” de la Ley N” 17.678, de 30 de julio de 
2003, y 20 de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005; 50 de la Ley N” 18.172, 
de 31 de agosto de 2007; 36 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006, y 10 y 
354 de la Ley N* 18,362, de 6 de octubre de 2008, 
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Artículo 37.- Este artículo dio nueva redacción a: Ley N* 15,851 de 24/12/1986 
artículo 32 inciso 1* párrafo final. 


Artículo 38.- Los funcionarios que a la fecha de entrada en vigencia de la presente 


ley se encuentren desempeñando contratos de función pública de carácter. 


permanente en los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, pasarán a ocupar 
cargos presupuestados del último grado ocupado del escalafón y serie de la unidad 
ejecutora respectiva. 


Si la retribución del cargo presupuestal fuere menor que la correspondiente a la 
función contratada, la diferencia se mantendrán como compensación personal 
transitoria, que se absorberá en futuros ascensos. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos correspondientes a los 
efectos de atender las eventuales erogaciones resultantes de la presente disposición. 


Fuente: Ley N* 19.149 de 24 de octubre de 2013, 
artículo 5, 


Artículo 39.- En los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, los funcionarios que 
ocupen cargos presupuestados correspondientes al sistema escalafonario de la Ley N* 
15.809, de 8 de abril de 1986, podrán solicitar la transformación de sus cargos, en 
cargos de otro escalafón del mismo sistema, hasta la aprobación de la reestructura de 
los puestos de trabajo del Inciso. Los cambios no podrán solicitarse hacia los 
escalafones "J","K", "L", "M" y "N", ni desde los escalafones "M", "N", "R" y "S" del 
sistema referido. 

Las transformaciones deberán cumplir con los siguientes requisitos: 


A. Probar fehacientemente los créditos educativos y demás requisitos exigidos por 
los artículos 29 y siguientes de la Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986, y 
modificativas, así como los dispuestos en este artículo, para acceder al 
escalafón que se solicita. 

B. Acreditar haber desempeñado satisfactoriamente, a juicio del jerarca de la 
unidad ejecutora, las tareas propias del escalafón al que se pretende acceder, 
durante por lo menos los dieciocho meses anteriores a la solicitud. 

C. Para ingresar a los escalafones "A" Personal Profesional Universitario y "B" 
Personal Técnico Profesional, los solicitantes deberán presentar los 
respectivos títulos o créditos habilitantes, expedidos por la Universidad de la 
República u otras universidades o institutos de formación terciaria habilitados 
por el Ministerio de Educación y Cultura, que expidan títulos o créditos 
equivalentes, o la Administración Nacional de Educación Pública, según 
corresponda. 


Para ingresar al escalafón "C" Personal Administrativo, los solicitantes deberán 
demostrar formación administrativa, a través de certificados de cursos de nivel medio 
expedidos por los Consejos de Educación Secundaria y de Educación Técnico- 
Profesional de la Administración Nacional de Educación Pública, o instituciones 
habilitadas por el Ministerio de Educación y Cultura. 


Para ingresar al escalafón "D" Personal Especializado, los solicitantes deberán 
certificar en forma fehaciente el haber adquirido el conocimiento de las técnicas que 
les permitan desarrollar las funciones propias del escalafón al que accederían. 


Para ingresar al escalafón "E" Personal de Oficios, los solicitantes deberán 
acreditar fehacientemente conocimientos y destreza en la ejecución de las labores del 
oficio que desempeñarian. 


Para ingresar a los escalafones "F" Personal de Servicios Auxiliares y "S" Personal 
Penitenciario, deberán poseer destrezas y habilidades para desarrollar las tareas 
definidas para los respectivos escalafones. 
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El jerarca del Inciso deberá avalar que la transformación de cargo solicitada es 
necesaria para la gestión de la unidad ejecutora. 


El Poder Ejecutivo, previo informe de la Contaduría General de la Nación y de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, transformará los cargos respectivos asignándoles el 
equivalente al último grado ocupado del escalafón, siempre y cuando no signifique 
costo presupuestal. Dicha transformación se financiará, de ser necesario, con cargo a 
los créditos autorizados en la unidad ejecutora correspondiente, en el grupo 0 
"Servicios Personales”. En todos los casos, se mantendrá el nivel retributivo de los 
funcionarios. Efectuada la transformación, la diferencia que existiera entre la 
retribución del funcionario en el cargo anterior y la del cargo al que accede será 
asignada como una compensación personal transitoria, que se irá absorbiendo en 
futuros ascensos. La misma llevará todos los aumentos que el Poder Ejecutivo 
disponga para los funcionarios de la Administración Central. 


Fuente: Ley N* 18,834 de 4 de noviembre de 2011, 
artículo 8, 


Artículo_40.- A partir de la vigencia de la presente ley, las funciones de Alta 
Prioridad y Alta Especialización que se detallan a continuación (artículo 7” de la Ley N* 
16.320, de 1” de noviembre de 1992, y artículo 22 del Decreto-Ley N” 14.189, de 30 
de abril de 1974), serán cargos de particular confianza: 


— Auditor Interno de la Nación. 

- Director Técnico de la Propiedad Industrial. 

- Director del Museo Histórico Nacional. 

- Director Técnico del Instituto Nacional de Estadística. 

- Inspector General de Trabajo y Seguridad Social. 

- Director Técnico de Energía. 

- Director Nacional de Catastro. 

— Director Nacional de la Dirección Nacional de Pequeña y Mediana Empresa. 


Las retribuciones de los cargos incluidos en la nómina anterior son las 
correspondientes a Director de unidad ejecutora, de acuerdo con lo que dispone la 
presente ley. 


Los titulares de los cargos referidos deberán acreditar idoneidad técnica para su 
desempeño mediante los mecanismos que establezca el Poder Ejecutivo, teniendo en 
cuenta la especificidad de cada función, 


Artículo 41.- Suprimense las funciones de Alta Especialización creadas por el 
artículo 714 de la Ley N” 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redacción dada por el 
artículo 43 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007 y las funciones de Alta 
Prioridad creadas al amparo del artículo 7” de la Ley N” 16.320, de 1” de noviembre 
de 1992, que se encuentren vacantes a la fecha de vigencia de la presente ley. 


Las funciones ya provistas al amparo de los regimenes citados en el inciso 
precedente, se suprimirán al vacar. 


Artículo 42.- Derógase el artículo 7” de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 
2005. 


Artículo 43.- Dispónese que la prima por concepto de "quebranto de caja", prevista 
en el artículo 103 de la llamada Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre de 1983, con la 
modificación introducida por el artículo 20 de la Ley N” 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, devengada en cada semestre del año calendario, será considerada mes a mes, 
conjuntamente con las retribuciones mensuales, a los efectos de la aplicación del tope 
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dispuesto por el artículo 105 de la llamada Ley Especial N” 7 citada, con 
independencia del momento del pago efectivo de la misma. 


Artículo 44.- Los funcionarios que cursen estudios en institutos de enseñanza 
pública o privada habilitados en los ciclos de educación secundaria básica y superior, 
educación técnico-profesional superior, educación universitaria, Instituto Normal y 
otros de análoga naturaleza pública o privada, tendrán derecho a una licencia 
complementaria de hasta veinte días anuales hábiles para rendir sus pruebas y 
exámenes. Tal licencia complementaria podrá gozarse en forma fraccionada. 


A los funcionarios profesionales que cursen estudios de grado y postgrado, se les 
podrá conceder dicha licencia cuando los cursos a realizar redunden en beneficio 
directo de la Administración, a juicio del jerarca. 


Tendrán derecho a esta licencia, asimismo, aquellos funcionarios que deban 
realizar tareas similares de carácter preceptivo para la finalización de sus programas 
de estudio, tales como presentación de tesis, monografías y carpetas finales. 


Los funcionarios que hagan uso de esta licencia tendrán derecho a un máximo de 
veinte días cuando acrediten que aprobaron por lo menos dos materias en el año civil 
anterior; a un máximo de diez días cuando acrediten haber aprobado por lo menos dos 
en los dos últimos años anteriores; quienes no acrediten este último mínimo, perderán 
el derecho a esta licencia. 


Para tener derecho a la totalidad de la licencia por estudios, los funcionarios 
deberán acreditar haber ingresado a la Administración Pública con una antelación no 
menor de un año a la fecha en que se solicite dicha licencia; de lo contrario la misma 
será proporcional al tiempo transcurrido desde su ingreso. 


Los interesados deberán justificar ante las Oficinas de Personal respectivas, dentro 
del plazo de treinta dias a contar de la fecha de la prueba o examen, el haberlos 
rendido. 


Si se comprobare que los funcionarios estudiantes no cumplieron las condiciones 
por las cuales se les acordó la licencia complementaria, se aplicarán los 
correspondientes descuentos por inasistencias. 


Deróganse el Capítulo VI! (artículos 33 y 34) de la Ley N* 16,104, de 23 de enero 
de 1990, en la redacción dada por el artículo 30 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, y el artículo 70 de la Ley N* 17,556, de 18-de setiembre de 2002. 


Artículo 45.- Deróganse los artículos 13 y 14 de la Ley N” 16.104, de 23 de enero 
de 1990, con la modificación introducida por el artículo 30 de la Ley N” 16.736, de 5 de 
enero de 1996, y el artículo 69 de la Ley N* 17.556, de 18 de setiembre de 2002. 


Artículo 46.- Este artículo dio nueva redacción a: Ley N* 17,930 de 19/12/2005 
artículo 28 inciso 1%). 


Artículo 47.- Arrendamiento de obra es el contrato que celebren las 
administraciones públicas estatales incluidas en el artículo 451 de la Ley N* 15.903, de 
10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el articulo 15 de la Ley N* 18,834, 
de 4 de noviembre de 2011, con una persona física o jurídica, por el cual esta asume 
una obligación de resultado en un plazo determinado, recibiendo como 
contraprestación el pago de un precio en dinero. 


Solo podrán celebrarse contratos de arrendamiento de obra con personas fisicas 
cuando estas no tengan la calidad de funcionarios públicos, salvo el caso de 
funcionarios docentes, aunque ocupen un cargo en otra dependencia del Estado. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior aquellos contratos que sean 
necesarios para el cumplimiento de convenios internacionales, así como los 
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celebrados por la Universidad de la República, la Universidad Tecnológica y por el 
Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas. 


Los contratos deberán ser autorizados en todos los casos por el ordenador 
primario, y cuando el monto anual de la contratación exceda el triple del límite de la 
contratación directa establecido en el literal B) del artículo 33 del Texto Ordenado de la 
Contabilidad y Administración Financiera del Estado (TOCAF), la misma se realizará 
por el mecanismo del concurso. En los Incisos 02 al 15 el concurso se realizará a 
través del Sistema de Reclutamiento y Selección de Personal de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil. 


No obstante podrán efectuarse en forma directa los contratos con profesionales o 
técnicos, nacionales o extranjeros, siempre que su notoria competencia o experiencia 
fehacientemente comprobada haga innecesario el concurso. 


En el ámbito de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, cuando se trate de 
arrendamientos de obra celebrados con persona física, deberán ser aprobados por el 
Poder Ejecutivo, actuando en acuerdo con el Ministro de Economía y Finanzas y el 
Ministro respectivo, previo y favorable dictamen de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y de la Contaduría General de la Nación. 


Los contratos de arrendamiento de obra que celebren los servicios descentralizados 
y los entes autónomos industriales y comerciales con personas físicas, deberán contar 
con informe previo y favorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, 


Las disposiciones de este artículo serán de aplicación para la renovación de los 
contratos de arrendamiento de obra vigentes. 


Deberá dejarse expresa constancia que: 


A. El contrato cumple estrictamente con la descripción legal. 
B. Que el comitente no se encuentra en condiciones materiales de ejecutar 
con sus funcionarios el objeto del arriendo. 


Deróganse el artículo 497 de la Ley N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la 
redacción dada por el artículo 653 de la Ley N* 16,170, de 28 de diciembre de 1990, y 
por el artículo 357 de la Ley N” 16.226, de 29 de octubre de 1991, el artículo 15 de la 
Ley N” 16.462, de 11 de enero de 1994, y el artículo 3” de la Ley N” 18.362, de 6 de 
octubre de 2008, . 


Fuente: Ley N* 19.149 de 24 de octubre de 2013, 
artículo 3. 


Artículo 48.- Los funcionarios comprendidos en lo dispuesto por el artículo 12 de la 
Ley N” 17,930, de 19 diciembre de 2005, podrán incorporarse en forma definitiva, a 
solicitud del jerarca, a los organismos en que se vienen desempeñando. 


El Poder Ejecutivo podrá disponer el reingreso de los funcionarios públicos de hasta 
sesenta años de edad que se encuentren en la situación prevista en el inciso tercero 
del artículo 723 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, que así lo soliciten, toda 
vez que la Oficina Nacional del Servicio Civil (ONSC), por resolución fundada, lo 
estime conveniente, sin perjuicio de su redistribución dentro de los Incisos 02 al 15 del 
Presupuesto Nacional. 


A tales efectos la Contaduría General de la Nación reasignará los créditos 
correspondientes, sin que ello implique costo presupuestal ni de caja. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposición con el asesoramiento de la 
ONSC. 
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.- Los ascensos de los funcionarios de los Incisos 02 al 15 del 
Presupuesto Nacional se realizarán por concurso de méritos, o de oposición y méritos 
y se regirán por las disposiciones contenidas en el presente artículo. 


En los casos de cargos de supervisión y dirección, los concursos serán siempre por 
oposición y méritos. 


A los efectos de la provisión de vacantes de ascenso los jerarcas de los organismos 
mencionados en el inciso anterior, realizarán un llamado al que sólo podrán postularse 
los funcionarios presupuestados del Inciso, pertenecientes a cualquier escalafón, serie 
y grado, siempre que reúnan el perfil y los requisitos del cargo a proveer. 


De resultar desierto el concurso, la referida vacante podrá proveerse por el 
procedimiento de ingreso previsto en la presente ley. 


A partir de la vigencia del presente articulo no serán de aplicación para los Incisos 
02 al 15 del Presupuesto Nacional las disposiciones contenidas en el Capítulo 1! de la 
Ley N* 16,127, de 7 de agosto de 1990. 


El Poder Ejecutivo reglamentará el presente artículo con el previo y favorable 
asesoramiento de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Artículo 50.- El ingreso a la función pública en los Incisos 02 al 15 del Presupuesto 
Nacional se regirá por las disposiciones contenidas en el presente artículo. 


La designación de personal del Poder Ejecutivo en los escalafones del servicio civil, 
deberá realizarse cualquiera sea el origen de los fondos empleados para ello, previo 
pronunciamiento favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil (ONSC). 


El organismo solicitante comunicará previamente a la ONSC las necesidades de 
personal que motivan la solicitud, así como la descripción y requisitos del cargo o 
función a ser provista. 


Dentro de los diez días hábiles de recibida la solicitud, la ONSC informará si en el 
registro de personal a redistribuir existen funcionarios que reúnan los requisitos 
solicitados. En caso afirmativo, propondrá la redistribución de ese personal, la que se 
realizará de conformidad con las normas vigentes. 


De no existir en el registro de personal a redistribuir personas que cumplan con el 
perfil requerido, el organismo solicitante podrá proceder a la provisión de la totalidad 
de las vacantes, convocando a interesados mediante concurso, a través del Sistema 
de Reclutamiento y Selección de los recursos humanos de la ONSC. 


Se entiende por vacantes de ingreso las que se encuentren en el último nivel del 
escalafón correspondiente o aquéllas que habiéndose procedido por el régimen del 
ascenso no se hubieran podido proveer. 


El personal ingresado al amparo de este artículo se desempeñará en régimen de 
contrato, durante un período de dieciocho meses, a cuyo término y previa evaluación 
satisfactoria de su desempeño, será incorporado a un cargo presupuestado del 
escalafón respectivo. Dicha contratación se financiará con los créditos habilitados para 
ocupar las vacantes a proveer en forma definitiva una vez superado el período y la 
evaluación mencionada, pudiendo ser rescindida en cualquier momento por resolución 
de la autoridad competente. 


A los efectos de evaluar al provisoriato se designará un tribunal, el que se 
conformará con tres miembros titulares con sus respectivos suplentes:un miembro 
designado por el jerarca de la unidad ejecutora o quien lo represente; el supervisor 
directo del aspirante y un representante de la Oficina Nacional del Servicio Civil. En 
todos los tribunales habrá un delegado propuesto por la Confederación de 
Organizaciones de Funcionarios del Estado como veedor. 
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Transcurrido el plazo del inciso anterior y previa evaluación, el funcionario será 
incorporado en un cargo presupuestado. La no aprobación de la evaluación 
determinará la rescisión automática del provisoriato, La ONSC reglamentará el sistema 
de evaluación. 


En ningún caso la presupuestación prevista en el presente artículo podrá significar 
lesión de derechos funcionales ni costo presupuestal. 


A partir de la vigencia de la presente ley, no serán de aplicación para los Incisos 02 
al 15 del Presupuesto Nacional las disposiciones contenidas en los artículos 5” del 
Decreto Ley N* 10,388, de 13 de febrero de 1943, 8” y 9” del Decreto Ley N” 14.985, 
de 28 de diciembre de 1979, y 1” de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, en la 
redacción dada por el artículo 30 de la Ley N” 16.697, de 25 de abril de 1995, y con las 
modificaciones introducidas por los artículos 11 de la Ley N* 17.930, de 19 de 
diciembre de 2005, y 93 de la Ley N” 18.651, de 19 de febrero de 2010. 


Derógase el artículo 12 de la Ley N” 18,172, de 31 de agosto de 2007, en la 
redacción dada por el artículo 9? de la Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008, 


Fuente: Ley N* 18.996 de 7 de noviembre de 2012, 
artículo 4. 


.- Es becario quien, siendo estudiante, sea contratado por una entidad 
estatal, con el fin de realizar un aprendizaje laboral, con la única finalidad de brindarle 
una ayuda económica para contribuir al costo de sus estudios a cambio de la 
prestación de tareas de apoyo. 


El contratado no podrá superar las treinta horas semanales de labor y tendrá una 
remuneración de 4 BPC (cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones); en caso de 
pactarse un régimen horario inferior, la remuneración será proporcional al mismo. Si se 
trata de una mujer embarazada o con un hijo menor a cuatro años, la remuneración 
será de 6 BPC (seis Bases de Prestaciones y Contribuciones) por treinta horas 
semanales. 


Es pasante quien, habiendo culminado los estudios correspondientes, sea 
contratado por una entidad estatal, con la única finalidad de que desarrolle una 
primera experiencia laboral relacionada con los objetivos educativos de la formación 
recibida. 

El contratado tendrá una remuneración de 7 BPC- (siete Bases de Prestaciones y 
Contribuciones), por un régimen horario de cuarenta horas semanales de labor. En 
caso de pactarse un régimen inferior, la remuneración será proporcional al mismo. 


La extensión máxima de los contratos de beca y pasantía que se otorguen a partir 
de la vigencia de la presente ley será de dieciocho meses incluida la licencia anual, y 
en ningún caso podrá ser prorrogable. Si se genera una prórroga la misma será nula y 
constituirá falta grave para el jerarca que la disponga. 


Los contratados bajo el régimen de beca o pasantía que se establece en el 
presente artículo tendrán derecho al Fondo Nacional de Salud, sin que ello implique 
costo presupuestal. 


Los créditos asignados para tales contrataciones no pueden aumentarse por medio 
de trasposiciones ni refuerzos. No obstante, dichos créditos podrán reasignarse a los 
efectos de financiar otras modalidades contractuales. La limitante establecida 
precedentemente no será de aplicación en los organismos comprendidos en el artículo 
220 de la Constitución de la República que tuvieren regímenes especiales. 


La selección se realizará mediante concurso a través del Sistema de Reclutamiento 
y Selección de los recursos humanos de la Oficina Nacional de Servicio Civil, a cuyo 
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efecto se dictará la reglamentación correspondiente. En el caso de becas o pasantías 
para la prestación de servicios generales en la Administración Nacional de Educación 
Pública la selección se hará entre los estudiantes de sus centros escolares, mediante 
llamados a aspirantes de acuerdo a la reglamentación que el ente establezca. 


Los becarios y pasantes sólo tendrán derecho a una licencia por hasta veinte días 
hábiles anuales por estudio, que se prorrateará al periodo de la beca y pasantía si 
fuera inferior al año, a licencia médica debidamente comprobada, a licencia maternal y 
a licencia anual, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley N* 18.345, de 11 de setiembre 
de 2008, con las modificaciones introducidas por la Ley N” 18.458, de 2 de enero de 
2009. 


Será causal de rescisión del contrato haber incurrido en cinco o más faltas 
injustificadas por año. 


Los becarios y pasantes, para cobrar sus haberes, deberán acreditar el haber 
inscripto su contrato en la ONSC, 


La ONSC deberá mantener un registro actualizado con la información de los 
contratos de beca y pasantía. 


El haber sido contratado bajo el régimen de beca y pasantía inhabilita a la persona 
a ser contratada bajo este régimen en la misma oficina o en cualquier otro órgano y 
organismo del Estado (Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, órganos y 
organismos de los artículos 220 y 221 de la Constitución de la República y Gobiernos 
Departamentales). (*) 


La unidad ejecutora contratante, previo a la suscripción del contrato, deberá 
consultar a la Oficina Nacional del Servicio Civil si el aspirante ha sido contratado en 
estas modalidades. 


Suscrito el contrato de beca y pasantía deberán comunicarlo en un plazo de diez 
días. Queda exceptuado de lo dispuesto en el presente régimen el establecido en los 
artículos 10 a 13 de la Ley N* 16.873, de 3 de octubre de 1997, en la redacción dada 
por el artículo único de la Ley N* 18.531, de 14 de agosto de 2009, salvo en lo que 
refiere a la extensión máxima de los contratos de beca. 


Los becarios y pasantes que sean contratados, no podrán desempeñar tareas 
permanentes. 


Autorízase a las unidades ejecutoras de los Incisos del Presupuesto Nacional a 
contratar en calidad de becarios o pasantes, de acuerdo con la definición anterior, a 
estudiantes y egresados, cuando se cuente con crédito presupuestal en el Objeto 057 
"Becas de Trabajo y Pasantias y otras Retribuciones". 


Deróganse los siguientes artículos: 620 a 627 de la Ley N” 17.296, de 21 de febrero 
de 2001 y literales A) y B) del artículo 41 de la Ley N* 18,046, de 24 de octubre de 
2006, en la redacción dada por el artículo 4*de la Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 
2008. 

Fuente; Inciso 7%) Ley N* 19,149 de 24 de octubre de 2013, artículo 311. 

Fuente: 8%) Ley N* 18.834 de 4 de noviembre de 2011, 

artículo 249. 

Artículo 52.- Los incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional que por razón de sus 


cometidos deban contratar artistas, lo harán bajo la modalidad del "contrato artístico", 
siempre y cuando los contratados presten efectivamente servicios de esa naturaleza. 
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Se suscribirá un contrato que documentará las condiciones y objeto de la 
prestación, pudiendo la Administración disponer por resolución fundada, en cualquier 
momento, su rescisión. 


Dichas contrataciones serán de carácter transitorio y no darán derecho a adquirir la . 


calidad de funcionario público. 


Respecto de los contratos de cachet vigentes a la fecha de promulgación de la 
presente ley, aquéllos que se ajusten a la definición del presente artículo pasarán a 
revistar bajo dicha modalidad; los restantes, pasarán por única vez a la modalidad de 
Contrato Temporal de Derecho Público. 


Habilitase a la Contaduría General de la Nación a realizar las reasignaciones de 
créditos correspondientes, a los efectos de financiar las contrataciones que se crean 
por el presente artículo, sin que ello represente costo presupuestal ni de caja. 


El Poder Ejecutivo reglamentará el presente artículo con el asesoramiento previo de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil, 


Deróganse el artículo 319 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, con la 
modificación introducida por el artículo 234 de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 
2005; y el artículo 218 de la Ley N” 18.172, de 31 de agosto de 2007. 


Artículo 53 Se considera contrato temporal de derecho público aquel que se 
celebre para la prestación de servicios de carácter personal, a efectos de atender las 
necesidades que la Administración no pueda cubrir con sus funcionarios 
presupuestados, por un término no superior a los tres años, y una prórroga por única 
vez por hasta el mismo plazo. 


El contratado cesará indefectiblemente una vez finalizado el periodo para el cual se le 
contrató, operándose la baja automática de la planilla de liquidación de haberes. 


Las contrataciones se realizarán mediante concurso a través del Sistema de 
Reclutamiento y Selección de los recursos humanos de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, suscribiéndose un contrato en el que se establecerán las condiciones de 
trabajo respectivas. 


El Poder Ejecutivo fijará la escala máxima de retribuciones a aplicar. 


La modalidad contractual referida no crea derechos ni A jurídicamente 
invocables para acceder a un cargo presupuestal. 


El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento previo y favorable de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, reglamentará la presente disposición en un plazo de noventa días. 


Habilítase a la Contaduría General de la Nación a realizar las reasignaciones 
correspondientes a los efectos de financiar las contrataciones que se crean por el 
presente artículo con las limitaciones establecidas en el literal A) del numeral 1) del 
artículo 72, sin perjuicio de las situaciones especiales autorizadas en otros artículos de 
la presente ley. Las reasignaciones tendrán vigencia por todo el periodo del contrato. 


Fuente: Ley N* 18,834 de 4 de noviembre de 2011, 
articulo 12. 
Artículo _54.- Los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional podrán contratar 


servicios personales bajo la modalidad del "contrato laboral", el que se regirá por las 
normas del derecho privado del trabajo. 


Dicha modalidad se documentará mediante la suscripción de un contrato en el que 
se establecerán las condiciones de trabajo respectivas. Sólo podrá ser utilizado por 
razones de necesidad, expresamente justificadas y en ningún caso para la prestación 
de tareas permanentes. 
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El plazo o condición deberá ser previsto de antemano y no podrá superar los doce 
meses. El vínculo se extinguirá por agotamiento del plazo o cumplimiento de la 
condición. 3 


Las contrataciones se realizarán mediante concurso o sorteo en el caso de 
funciones no calificadas, a través del Sistema de Reclutamiento y Selección de los 
recursos humanos de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Habilítase a la Contaduría General de la Nación a realizar las reasignaciones 
correspondientes a los efectos de financiar las contrataciones que se crean por el 
presente artículo. 


Quienes a la fecha de vigencia de la presente ley, tengan contrato vigente ya sea 
eventual o zafral, continuarán en funciones hasta el cumplimiento del plazo contractual 
establecidos en los respectivos contratos o en las correspondientes resoluciones de 
designación. 


Deróganse las siguientes disposiciones: artículo 41 de la Ley N” 18.046, de 24 de 
octubre de 2006, con las modificaciones introducidas por el artículo 4? de la Ley N” 
18.362, de 6 de octubre de 2008, literal m) del artículo 4? de la Ley N* 16,127, de 7 de 
agosto de 1990 incorporado por el artículo 191 de la Ley N” 16,226, de 29 de octubre 
de 1991, y artículo 62 del Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 1981. 


Artículo 55.- En los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, las personas 
contratadas al amparo de los regímenes previstos en los artículos 30 a 43 de la Ley N” 
17.556, de 18 de setiembre de 2002, con las modificaciones introducidas por los 
artículos 18 de la Ley N* 17,930, de 19 de diciembre de 2005 y 48 y 49 de la Ley N* 
18.046, de 21 de diciembre de 2006; literal B) del artículo 3* de la Ley N* 18,362, de 6 
de octubre de 2008, artículo 539 de la Ley N” 13.640, de 26 de diciembre de 1967, 
artículo 63 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, artículo 22 del Decreto-Ley 
N* 14.189, de 30 de abril de 1974 y artículo 362 de la Ley N” 15,809, de 8 de abril de 
1986, cuyo plazo de vencimiento es al 31 de marzo de 2011, o que continúen vigentes 
a la misma fecha, podrán ser contratados por única vez bajo la modalidad del Contrato 
Temporal de Derecho Público, previa conformidad del jerarca y de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, debiendo cesar indefectiblemente cuando se haya completado el 
proceso de reformulación de las estructuras organizativas y de puestos de trabajo o 
cuando finalice -el plazo contractual, en caso de que no se hubieren completado las 
referidas reestructuras. 


La Contaduría General de la Nación reasignará las partidas presupuestales que 
correspondan. 


Deróganse las siguientes normas: 
- Artículo 539 de la Ley N” 13.640, de 26 de diciembre de 1967. 
- Artículo 22 del Decreto-Ley N* 14,189, de 30 de abril de 1974, 
- Artículo 127 de la Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986. 
- Artículo 63 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001. 
- Literal B) del artículo 3* de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 
2008, 
e di primero y segundo del artículo 362 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 


A partir de la vigencia de la presente ley en los Incisos 02 al 15 del Presupuesto 
Nacional no será de aplicación el régimen previsto en los artículos 30 a 43 de la Ley 
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N* 17.556, de 18 de setiembre de 2002, en la redacción dada por el artículo 18 de la 
Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, y por los artículos 48 y 49 de la Ley N* 
18.046, de 24 de octubre de 2006, 


.- Á partir de la entrada en vigencia de la presente ley, en los Incisos 02 
al 15 del Presupuesto Nacional, serán suprimidas todas las vacantes de cargos y 
funciones del escalafón CO "Conducción" del Sistema Integrado de Retribuciones y 
Ocupaciones (SIRO), así como las vacantes de Director de División y Jefe de 
Departamento pertenecientes al sistema escalafonario de la Ley N” 15.809, de 8 de 
abril de 1986. 


El crédito suprimido será transferido a un objeto especial con destino a financiar 
asignación de funciones transitorias necesarias para su funcionamiento, y se 
destinarán posteriormente a financiar las funciones de conducción del nuevo sistema 
escalafonario resultante de la nueva carrera administrativa, 


Artículo 57.- Este artículo dio nueva redacción a: Ley N* 16.320 de 1 de noviembre 
de 1992, artículo _8 (acápite). 


Artículo 58.-Facúltase a los Ministros de Estado a contratar adscriptos que 
colaboren directamente con éstos, los que deberán acreditar idoneidad suficiente a 
juicio del jerarca de acuerdo a las tareas a desempeñar, por el término que determinen 
y no más allá de sus respectivos mandatos. 


Las personas comprendidas en la situación precitada no adquirirán la calidad de 
funcionarios públicos. Si la contratación recayere en funcionarios públicos, podrán 
éstos optar por el régimen que se establece en el presente artículo, manteniendo la 
reserva del cargo de su oficina de origen, de acuerdo con el régimen previsto en el 
artículo 21 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. A tales efectos, 
asignanse a los Incisos 03 "Ministerio de Defensa Nacional", 04 "Ministerio del 
Interior", 05 "Ministerio de Economía y Finanzas", 07 "Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca", y 10 "Ministerio de Transporte y Obras Públicas”, una partida de 
$ 8.000.000 (ocho millones de pesos uruguayos); a los Incisos 11 "Ministerio de 
Educación y Cultura" y 13 "Ministerio de Trabajo y Seguridad Social", una partida de $ 
6.000.000 (seis millones de pesos uruguayos); y a los Incisos 06 "Ministerio de 
Relaciones Exteriores”, 08 "Ministerio de Industria, Energía y Minería", 09 "Ministerio 
de Turismo y Deporte", 12 "Ministerio de Salud Pública”, 14 "Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente", 15 "Ministerio de Desarrollo Social", una 


partida de $ 4.000.000 (cuatro millones de pesos uruguayos). El Poder Ejecutivo 


reglamentará la escala de retribuciones a aplicar. La retribución que se establezca en 
cada caso no superará el 90% (noventa por ciento) de la del Director General de 
Secretaría. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos correspondientes a los 
efectos de atender las erogaciones resultantes del presente artículo. 


Artículo 59.- Derógase el artículo 441 de la Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Artículo 60.- Este artículo dio nueva redacción a: Ley N* 16.736 de 5 de enero de 
1996, artículo 313, 


Artículo 61.-Dispónese que en los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, toda 
retribución clasificada como "compensación personal", por norma legal o reglamentaria 
o en virtud de su aplicación, será absorbida por ascensos o regularizaciones de su 
titular, posteriores al momento de su otorgamiento, salvo disposición expresa en 
contrario, 


Artículo 62.- Autorizase al Poder Ejecutivo para que, a instancias de los 
organismos comprendidos en los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, utilice los 
créditos de los cargos vacantes, los créditos disponibles y no comprometidos de los 
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contratos de los regímenes de contrato temporal de derecho público, alta 
especialización y alta prioridad, para la transformación de los cargos que se 
consideren necesarios para su funcionamiento. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil y la Contaduria General de la Nación, deberán 
informar, previa y favorablemente, dando cuenta a la Asamblea General de lo actuado. 


Fuente: Ley N* 19,149 de 24 de octubre de 2013, 
artículo 8. 


Artículo 63.- Este artículo dio nueva redacción a: Ley N” 17,885 de 12/08/2005 
artículo 6. 


Artículo 64.- Derogado por: Ley N* 18.996 de 7 de noviembre de 2011, artículo 15. 


Artículo 65.- A los efectos del subsidio de quienes a la fecha de vigencia de la 
presente ley se encuentren amparados al régimen previsto en el literal C) del artículo 
35 del llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 1979, con las 
modificaciones introducidas por los artículos 5* de la Ley N* 15.900, de 21 de octubre 
de 1987, y único de la Ley N” 16,195, de 10 de julio de 1991, la retribución de los 
cargos a que alude la referida norma, será la correspondiente a valores del 1” de 
enero de 2010, actualizándose en la oportunidad y sobre los mismos porcentajes en 
que se actualizan los sueldos de la Administración Central. 


Artículo 66.- A los efectos de lo dispuesto en el artículo 105 de la llamada Ley 
Especial N” 7, de 23 de diciembre de 1983, la retribución del subjerarca de la unidad 
ejecutora o del jerarca, en caso de que no existiere aquél, es la correspondiente a 
valores de 31 de diciembre de 2010, la que se actualizará en la oportunidad y sobre 
los mismos porcentajes en que se actualicen los sueldos de la Administración Central. 


Artículo 67.- La percepción del subsidio creado por el artículo 35 del llamado Acto 
Institucional N* 9, de 23 de octubre de 1979, en la redacción dada por el artículo 5* de 
la Ley N* 15.900, de 21 de octubre de 1987, es incompatible con la percepción de 
haberes de actividad con cargo a fondos públicos, excepto los derivados del ejercicio 
de actividad docente en la enseñanza pública. 


Interprétase el artículo 35 del llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 
1979, en la redacción dada por el artículo único de la Ley N* 16.195, de 16 de julio de 
1991, en el sentido de que la configuración de causal jubilatoria no impide el acceso al 
subsidio por cese en cargos políticos o de particular confianza, declarándose 
incompatible la percepción del subsidio con haberes de jubilación, pensión o retiro, 
provenientes de cualquier afiliación sea pública o privada. 


Artículo 68.- Derogado por Ley N” 18.738 de 8 de abril de 2011, artículo 2. 


Artículo _69.- Créase la Red Uruguaya de Capacitación y Formación de 
Funcionarios del Estado (La Red), con el cometido de planificar y centralizar la 
propuesta y articulación de necesidades en la materia. 


La misma estará integrada por los organismos estatales que manifiesten su 
voluntad expresa en ese sentido por parte del jerarca correspondiente y funcionará en 
la órbita de la Escuela Nacional de Administración Pública de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil (ONSC). 


La Red contará con un fondo de reserva que se integrará con el 10% (diez por 
ciento) del total percibido por cada organismo por concepto de cursos impartidos o 
infraestructura cedida en el ámbito de aquélla. Este fondo será administrado por la 
ONSC y se destinará a solventar la participación de aquellos organismos que no 
cuenten con recursos financieros para la capacitación de sus funcionarios y los gastos 
operativos generados por las distintas actividades de La Red. A los efectos de la 
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utilización del fondo que se crea en este articulo, la situación financiera de los 
organismos deberá ser fehacientemente acreditada ante la ONSC, 


La recaudación derivada del presente artículo estará exceptuada de ei en 
el artículo 594 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 

El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la ONSC, reglamentará el presente 
artículo. 

Artículo 70.- Derógase el artículo 12 de la Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008. 
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Ley N* 17.296, 
de 21 de febrero de 2001 


SECCION IV - INCISOS DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 
INCISO 11 - MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


Artículo 333.- Créase el programa 101 "Asesoramiento a la Justicia Penal en materia 
económico financiera del Estado e implementación de medidas preventivas en la lucha 
contra la corrupción (Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998)" en el Inciso 11 
"Ministerio de Educación y Cultura". 


Artículo 334.- A fin de llevar adelante el programa establecido en el artículo 333 de la 
presente ley, lo dispuesto por el numeral 9) del artículo lll de la Convención 
Interamericana de la Lucha contra la Corrupción ratificada por la Ley N* 17.008, de 25 
de setiembre de 1998, y lo estipulado en el artículo 4% de la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998, créase la unidad ejecutora 022 "Junta Asesora en Materia 
Económico Financiera del Estado", en el Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura”. 
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Ley N* 17.060, 
de 23 de diciembre de 1998 


CAPITULO 1 - AMBITO DE APLICACION Y DEFINICIONES 


Artículo 1?.- La presente ley será aplicable a los funcionarios públicos de: 


OnmMoOoOm> 


Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 


. Tribunal de Cuentas. 


Corte Electoral. 


. Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Gobiernos Departamentales. 


. Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 
. En general, todos los organismos, servicios o entidades estatales, así como las 


personas públicas no estatales, 


Artículo 2”.- A los efectos de la presente ley se entiende por funcionarios públicos, las 
personas a las que refiere el artículo 175 del Código Penal. 


Artículo 3”.- A los efectos del Capitulo 1! de la presente ley se entiende por corrupción 
el uso indebido del poder público o de la función pública, para obtener un provecho 
económico para sí o para otro, se haya consumado o no un daño al Estado. 


CAPITULO ll - JUNTA ASESORA 


Artículo 4”.. Créase una Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado, 
cuya actuación y cometidos serán los siguientes: 


1) 


2) 


Asesorará a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la presente 
ley, contra la Administración Pública (Título IV, excluyendo los Capítulos IV y V, 
del Código Penal) y contra la economía y la hacienda pública (Título IX del 
Código Penal), que se imputen a alguno o algunos de los funcionarios públicos 
enumerados en los artículos 10 y 11 de la presente ley. 


Estará compuesta de tres miembros, quienes durarán cinco años en sus 
funciones a partir de su designación por el Presidente de la República, 
actuando con el Consejo de Ministros, con venia de la Cámara de Senadores 
otorgada siempre por tres quintos de votos del total de componentes, entre 
personas de reconocida experiencia y solvencia profesional y moral. 


El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, podrá 
destituir por resolución fundada a los miembros de la Junta con venia de la 
Cámara de Senadores otorgada por la misma mayoría exigida para su 
designación. Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término de 
sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 


Tendrá como cometido exclusivo el asesoramiento a los órganos judiciales con 
competencia penal, emitiendo opinión dentro del marco de su materia, cuando 
la Justicia o el Ministerio Público lo dispongan. 


95-C.S. 


96-C.S. 


3) 


4) 


5) 
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La actuación de la Junta en el cumplimiento de su cometido se regulará por 
lo establecido en la Sección V, Capítulo !!!, Título VI, Libro | del Código 
General del Proceso, en lo aplicable. 


Las denuncias que se hicieren sobre comisión de delitos incluidos en el 
Capítulo |, serán presentadas ante el órgano judicial competente, o el Ministerio 
Público, los que podrán disponer que la Junta proceda a la obtención y 
sistematización de todas las pruebas documentales que de existir fueran 
necesarias para el esclarecimiento por el Juez de los hechos noticiados. 

La Junta dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del cometido indicado 
en el apartado anterior, pudiendo solicitar al Juez, por una sola vez, la prórroga 
del plazo, la que será concedida siempre que exista mérito bastante para ello, 
por un máximo de treinta días. 


Vencido el plazo o la prórroga en su caso, la Junta remitirá al órgano que 
legalmente corresponda recepcionarla los antecedentes reunidos. Estos serán 
acompañados por un informe explicativo de la correlación de los mismos con 
los hechos denunciados. 


Para el cumplimiento de sus funciones la Junta tendrá los siguientes 
cometidos accesorios: 

A. Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, 
formalizan y ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y servicios. 

B. Recibir las declaraciones juradas de que tratan los artículos 10 y siguientes 
de la presente ley. 

C. Determinar, a requerimiento del interesado, si éste debe presentar la 
declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la 


presente ley. 

D. Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su 
competencia. 

E. Elaborar un informe anual que será elevado a los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial. 


Para el cumplimiento de los cometidos previstos en los Capítulos 1!l y IV de la 
presente ley, la Junta podrá dirigirse por intermedio del órgano judicial 
interviniente o del representante del Ministerio Público, a cualquier repartición 
pública, a fin de solicitar los documentos y demás elementos necesarios para el 
esclarecimiento por el Juez de los hechos denunciados. 

En la ejecución de sus funciones, la Junta contará con el asesoramiento 
jurídico permanente del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
sobre aspectos formales y procedimentales (artículos 1% y 6? de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público y Fiscal). 

La Junta constituye un Cuerpo con independencia técnica en el ejercicio de sus 
funciones. Informará mensualmente, por cualquier vía idónea, al Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación sobre las actividades desarrolladas 
en relación a los cometidos previstos en los numerales 2), 3%) y 4%) del 
presente artículo, así como también de toda resolución adoptada sobre 
impedimentos, excusas o recusaciones que, a juicio del Cuerpo, alguno de sus 
miembros pudiere tener respecto de los asuntos a consideración del mismo. 
Sin perjuicio de lo establecido en el numeral 7%) precedente, la Fiscalía de 
Corte y Procuraduría General de la Nación podrá suministrar a la Junta 
Asesora el apoyo administrativo y contable para el mejor cumplimiento de sus 
cometidos que ésta le solicitare. 


FUENTE: Numeral 8?) Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, 
artículo 334, 
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CAPITULO Ill - CONTROL SOCIAL 


Artículo 5”.- Los organismos públicos darán amplia publicidad a sus adquisiciones de 
bienes y contrataciones de servicios, de acuerdo a las pautas que fije el Poder 
Ejecutivo -o el órgano jerarca, en su caso- al reglamentar la presente ley. 


Artículo _6”.- El Poder Ejecutivo, a propuesta de la Junta, llevará a cabo 
periódicamente campañas de difusión en materia de transparencia pública y 
responsabilidad de los funcionarios públicos, así como sobre los delitos contra la 
Administración Pública y los mecanismos de control ciudadano. 


Artículo 7”.- Los actos, documentos y demás elementos relativos a la función pública 
pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza deban permanecer 
reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley o resolución fundada. En 
todo caso, bajo la responsabilidad a que hubiese lugar por derecho. 


CAPITULO IV - DISPOSICIONES PENALES 


Artículo 8”.- Sustitúyense los siguientes artículos del Código Penal, los cuales 
quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTICULO 68.- La pena de penitenciaría durará de dos a treinta años. La pena de 
prisión durará de tres a veinticuatro meses. La pena de inhabilitación absoluta o 
especial durará de dos a diez años. La pena de inhabilitación especial de 
determinada profesión académica, comercial o industrial, durará de dos a diez años. 


La pena de suspensión durará de seis meses a dos años. 


La pena de multa será de 10 UR (diez unidades reajustables) a 15.000 UR (quince 
mil unidades reajustables)”. 


"ARTICULO 84. (Sustitución de la multa).- Si el sentenciado no tuviese bienes para 
satisfacer la multa sufrirá, por vía de sustitución y apremio, la pena de prisión, 
regulándose un día por cada 10 UR (diez unidades reajustables). 


El condenado podrá en cualquier tiempo pagar la multa, descontándose de ella la 
parte proporcional a la prisión cumplida. 


Esta disposición no se aplicará cuando la multa se acumule a una pena privativa 
de libertad, en cuyo caso se procederá por la vía de apremio si el sentenciado no la 
abonare en el plazo otorgado en la sentencia". 


“ARTICULO 156. (Concusión).- El funcionario público que con abuso de su calidad 
de tal o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a dar o prometer 
indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho cualquiera, será castigado 
con doce meses de prisión a seis años de penitenciaría, multa de 50 UR (cincuenta 
unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables) e inhabilitación 
de dos a seis años. 


Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154". 


"ARTICULO 157. (Cohecho simple).- El funcionario público que, por ejecutar un 
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acto de su empleo, recibe por sí mismo, o por un tercero, para sí mismo o para un 
tercero una retribución que no le fuera debida, o aceptare la promesa de ella, será 
castigado con una pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaria, con 
multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 5.000 UR (cinco mil unidades 
reajustables) e inhabilitación especial de dos a cuatro años. 


La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, cuando el funcionario público 
acepta la retribución, por una acto ya cumplido, relativo a sus funciones”. 


"ARTICULO 158. (Cohecho calificado).- El funcionario público que, por retardar u 
omitir un acto relativo a sus cargo o por ejecutar un acto contrario a los deberes del 
mismo, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, dinero u otro provecho, o 
acepta su promesa, será castigado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaría, inhabilitación especial de dos a seis años, y multa de 50 UR 
(cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 


La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 


1) Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, estipendios, 
pensiones, honores o el favor o el daño de las partes litigantes en juicio civil o 
criminal. 


2) Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que estuviere 
interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se realizare por 
medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que deben aplicarse 
por la Administración Pública en materia de adquisición de bienes y servicios”. 


"ARTICULO 159. (Soborno).- El que indujere a un funcionario público a cometer 
cualquiera de los delitos previstos en los artículos 157 y 158 será castigado por el 
simple hecho de la instigación, con una pena de la mitad a las dos terceras partes 
de la pena principal establecida para los mismos. 


Se considerarán agravantes especiales: 


1) Que el inducido sea funcionario policial o encargado de la prevención, 
investigación o represión de actividades ilícitas, siempre que el delito fuere 
cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o en razón de su 
calidad de tal y que esta última circunstancia sea ostensible para el autor del 
delito. 


2) Que el inducido sea alguna de las personas comprendidas en los artículos 10 y 
11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción". 


"ARTICULO 160. (Fraude).- El funcionario público que, directamente o por 
interpuesta persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en que deba 
intervenir por razón de su cargo, dañare a la Administración, en beneficio propio o 
ajeno, será castigado con doce meses de prisión a seis años de penitenciaría, 
inhabilitación especial de dos a seis años y multa de 50 UR (cincuenta unidades 
reajustables) a 15.000 UR (quince mil unidades reajustables)”. 


"ARTICULO 161. (Conjunción del interés personal y del público).- El funcionario 
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público que, con o sin engaño, directamente o por interpuesta persona, se 
interesare con el fin de obtener un provecho indebido para sí o para un tercero en 
cualquier acto o contrato, en que deba intervenir por razón de su cargo, u omitiere 
denunciar o informar alguna circunstancia que lo vincule personalmente con el 
particular interesado en dicho o contrato, será castigado con pena de seis meses de 
prisión a tres años de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a cuatro años y 
multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables). 


Constituye circunstancia agravante especial que el delito se cometa para obtener 
un provecho económico para sí o para un tercero”. 


"ARTICULO 162. (Abuso de funciones en casos no previstos especialmente por la 
ley).- El funcionario público que con abuso de su cargo, cometiere u ordenare 
cualquier acto arbitrario en perjuicio de la Administración o de los particulares, que 
no se hallare especialmente previsto en las disposiciones del Código o de las leyes 
especiales, será castigado con tres meses de prisión a tres años de penitenciaria, 
inhabilitación especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 3.000 UR (tres mil unidades reajustables)". 


"ARTICULO 163. (Revelación de secretos).- El funcionario público que, con abuso 
de sus funciones, revelare hechos, publicare o difundiere documentos, por él 
conocidos o poseídos en razón de su empleo actual o anterior, que deben 
permanecer secretos, o facilitare su conocimiento, será castigado con suspensión 
de seis meses a dos años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 3.000 
UR (tres mil unidades reajustables)", 


"ARTICULO 175. (Concepto de funcionario público).- A los efectos de este Código, 
se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan una 
función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de carácter legislativo, 
administrativo o judicial, en el Estado, en el Municipio o en cualquier ente público o 
persona pública no estatal". 


"ARTICULO 177. (Omisión de los funcionarios en proceder a denunciar los delitos).- 
El Juez competente que, teniendo conocimiento de la ejecución de un delito, no 
interviniera o retardase su intervención, y el que no siendo competente, y el que no 
siendo competente, omitiere o retardare formular su denuncia, será castigado con la 
pena de tres meses a dieciocho meses de prisión. 


La misma pena se aplicará al funcionario policial que omitiera o retardare formular 
la denuncia de cualquier delito de que tuviere conocimiento por razón de sus 
funciones, y a los demás funcionarios, en las mismas circunstancias, de los delitos 
que se cometieren en su repartición o cuyos efectos la repartición experimentara 
particularmente. 

Se exceptúan de la regla los delitos que sólo pueden perseguirse mediante 
denuncia del particular ofendido. 


Constituye circunstancia agravante especial, respecto de los funcionarios públicos 
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y en relación a los hechos que se cometieren en su repartición, el hecho de que se 
trate de los delitos previstos en los artículos 153,155,156,157,158, 158 bis, 159, 
160, 161, 162, 163 y 163 bis". 


"ARTICULO 179. (Calumnia y simulación de delito).- El que a sabiendas denuncia a 
la autoridad judicial o policial, o ante la Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado o ante un funcionario público el cual tenga la obligación de 
dirigirse a tales autoridades, un delito que no se ha cometido, o que simule los 
indicios de un delito, en forma que proceda la iniciación de un procedimiento penal 
para su averiguación, será castigado con pena de tres meses de prisión a tres años 
de penitenciaria". 


Artículo 9”.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes disposiciones: 


"ARTICULO 158 bis. (Tráfico de influencias).- El que, invocando influencias reales o 
simuladas, solicita, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, provecho 
económico, o acepta su promesa, con el fin de influir decisivamente sobre un 
funcionario público para retardar u omitir un acto de su cargo, o por ejecutar un acto 
contrario al mismo, será castigado con tres meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaria. 


La pena será reducida de un tercio a la mitad cuando se acepta la retribución, con 
el fin de influir decisivamente, para que el funcionario público ejercite un acto 
inherente a su cargo. 


Se considerará agravante especial del delito la circunstancia de que el funcionario 
público, en relación al cual se invocan las influencias, fuere alguna de las personas 
comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la 
corrupción”. 


"ARTICULO 163 bis. (Utilización indebida de información privilegiada).- El 
funcionario público que, con el fin de obtener un provecho económico para sí o para 
un tercero, haga uso indebido de la información o de datos de carácter reservado 
que haya conocido en razón o en ocasión de su empleo, será castigado con tres 
meses de prisión a cuatro años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a 
cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil 
unidades reajustables)". 


"ARTICULO 163 ter. (Circunstancias agravantes especiales). Constituyen 
circunstancias agravantes especiales de los delitos de los artículos 153, 155, 156, 
157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis: (*) 


1%) Que el sujeto activo fuera alguna de las personas comprendidas en los 
artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción. 


2”) Que el sujeto activo haya obtenido, como consecuencia de cualquiera de estos 
delitos, un enriquecimiento patrimonial”. 


"ARTICULO 163 quater. (Confiscación).- Tratándose de los delitos de los 
artículos 153, 155, 156,157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis, el Juez 
también podrá confiscar los objetos o valores patrimoniales que sean resultado 
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directo o indirecto del delito. 


El producto de la confiscación pertenecerá al Estado, a cuyo efecto, y salvo lo 
dispuesto en el apartado siguiente, el Juez de la causa lo pondrá a disposición del 
Poder Ejecutivo, el que le dará el destino especial que la ley establezca. De no 
haber previsión especial se procederá a su venta y se destinará el importe a Rentas 
Generales. 


Lo dispuesto en la presente disposición regirá sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe". 


CAPITULO V - DECLARACION JURADA DE BIENES E INGRESOS DE LAS 


AUTORIDADES Y 
FUNCIONARIOS PUBLICOS 


Artículo 10.- El Presidente y el Vicepresidente de la República, los Ministros de 
Estado, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, los Senadores, los 
Representantes Nacionales y los Intendentes Municipales deberán formular una 
declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título, 


Artículo 11.- También están comprendidos en la obligación del artículo precedente 
los funcionarios que se enumeran: 


A. 


Subsecretarios de Estado, Secretario y Prosecretario de la Presidencia de la 
República, Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, Procurador del 
Estado en lo Contencioso Administrativo, Director y Subdirector de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, Director y Subdirector de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, Miembros de la Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado y Miembros de las Comisiones de las Unidades 
Reguladoras. 


. Ministros de los Tribunales de Apelaciones, Jueces, Secretarios Letrados de la 


Suprema Corte de Justicia, Secretarios de los Tribunales de Apelaciones, 
Actuarios y Alguaciles del Poder Judicial, Fiscales Letrados y Fiscales 
Adjuntos, Fiscal Adjunto y Secretario Letrado de la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación, y Procurador Adjunto del Estado en lo 
Contencioso Administrativo. 


C. Titulares de los cargos con jerarquía de Dirección General o Nacional e 


Inspección General de los Ministerios. 


D. Director General de Rentas, Subdirector General, Directores de División, 


Encargados de Departamento, Encargados de la Auditoría Interna y Asesorías 
y todos los funcionarios que cumplan tareas inspectivas de la Dirección 
General Impositiva del Ministerio de Economía y Finanzas. 


. Embajadores de la República, Ministros del Servicio Exterior y personal 


diplomático que se desempeñe como Cónsul o Encargado de Negocios, con 
destino en el extranjero, y miembros de las delegaciones uruguayas en 
comisiones u organismos binacionales o multinacionales. 


. Presidentes, Directores, Directores Generales o miembros de los órganos 


directivos de las personas públicas no estatales, de empresas privadas 
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pertenecientes mayoritariamente a organismos públicos y delegados estatales 
en las empresas de economía mixta. 

G. Miembros del Consejo Directivo del Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión 
y Espectáculos y Director del Servicio Nacional de Televisión. 

H. Rector y Decanos de las Facultades de la Universidad de la República, 
miembros del Consejo Directivo Central y de los Consejos de Educación 
Primaria, de Educación Secundaria y de Educación Técnico - Profesional de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 

IL. Interventores de instituciones y organismos públicos o privados intervenidos 
por el Poder Ejecutivo, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o 
Gobiernos Departamentales. 

J. Secretarios y Prosecretarios de las Cámaras de Senadores y de 
Representantes y de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo y 
Director de Protocolo y Relaciones Públicas de la Comisión Administrativa del 
Poder Legislativo. 

K. Directores, Directores Generales, Subgerentes Generales y Gerentes o 
funcionarios de rango equivalente cualquiera sea su denominación de los 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y personas públicas no 
estatales. 

L. General de Ejército, Almirante y General del Aire, Generales, Contralmirantes 
y Brigadieres Generales de las Fuerzas Armadas en actividad, Jefes, Subjefes, 
Inspectores, Comisarios y Directores de Policía. 

M. Ediles de las Juntas Departamentales y sus correspondientes suplentes y 
Ediles de las Juntas Locales Autónomas. 

N. Gerentes, Jefes de Compras y ordenadores de gastos y de pagos de los 
organismos públicos cualquiera sea la denominación de su cargo. 

O. Los funcionarios que ocupen cargos políticos o de particular confianza, 
declarados tales a nivel nacional o departamental (inciso cuarto del artículo 60 
e inciso segundo del artículo 62 de la Constitución de la República). 

P. Los funcionarios que realicen funciones inspectivas en cargos cuya jerarquía 
no sea inferior a la de jefe o equivalente y los que efectúan tasación o avalúo 
de bienes, con las excepciones que por razón de escasa entidad la 
reglamentación establezca. 

Q. La totalidad de los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas y los que 
prestan servicios en dicha repartición. 

R. La totalidad de los funcionarios de la Dirección General de Casinos y de los 
Casinos departamentales. 

S. Todos los funcionarios del Ministerio del Interior sin excepción estarán 
obligados a presentar declaraciones juradas de bienes e ingresos según las 
disposiciones consagradas en el Capítulo V de la presente ley y en la Ley N” 
18.362, de 6 de octubre de 2008, y disposiciones modificativas y 
complementarias en la materia. 


La relación de cargos precedente no variará por cambios legales o reglamentarios 
de denominaciones. La contratación o asignación de funciones en forma permanente o 
interina en cualquiera de los cargos comprendidos genera la obligación de presentar 
declaración jurada cuando se cumplan los requisitos legales. 


La Junta podrá verificar la pertinencia de la nómina de funcionarios asignados a 
presentar declaración jurada remitida por organismos públicos. 


Las disposiciones de los literales F), N) y P) son aplicables a los funcionarios 
públicos o empleados que trabajan en las empresas privadas ya creadas o adquiridas 
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por los organismos públicos y en las que se creen o adquieran en el futuro, así como 

en las creadas o adquiridas a su vez por las empresas privadas dependientes de 

aquellas y sus sucesivas, con sede en el territorio o fuera de él, siempre que la 
participación del Estado sea mayoritaria. 

FUENTE: Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008, artículo 299; 

Inciso 4?) Ley N? 19.208, de 18 de abril de 2014, artículo 1; 

Literal S) Ley N* 19.149, de 24 de octubre de 2013, artículo 139 e 

Literal Q) Ley N* 17.296, de 21 de febrero de2001, artículo 154. 


Artículo _12.-Dicha declaración jurada contendrá una relación precisa y 
circunstanciada de los bienes muebles e inmuebles e ingresos propios del declarante, 
de su cónyuge, de la sociedad conyugal que integra, de las personas sometidas a su 
patria potestad, tutela o curatela; de la participación que posea en sociedades 
nacionales o extranjeras, personales con o sin personalidad jurídica, en sociedades de 
responsabilidad limitada, anónimas o en comandita por acciones o «holdings», así 
como de aquellas sociedades en las que desempeñe el cargo de Director o Gerente, y 
de los bienes de que dispongan el uso exclusivo, y de los ingresos del declarante y su 
cónyuge. 


En su caso, dicha declaración jurada deberá ser suscrita por el cónyuge, en lo 
referente a los ingresos y bienes de su pertenencia. 


Se especificará el título y fecha de la última procedencia dominial de cada uno de los 
bienes en propiedad, alquiler o uso, monto y lugar de depósitos de dinero y otros 
valores en el país o en el exterior. 


Se incluirán, asimismo, rentas, sueldos, salarios o beneficios que se continúen 
percibiendo. 

Las declaraciones se presentarán en sobre cerrado ante la Junta. La Junta abrirá los 
sobres conteniendo las declaraciones del Presidente y Vicepresidente de la República 
y dispondrá su publicación en el Diario Oficial. 


A todos los efectos previstos en el presente artículo, equipárase a la situación de los 
cónyuges, la situación de los concubinos reconocidos judicialmente como tales, y a la 
situación de la sociedad conyugal la de las sociedades de bienes concubinarios, según 
lo dispuesto por la Ley N* 18,246, de 27 de diciembre de 2007. 


FUENTE: Ley N* 18.362, de O6de octubre de 2008, 
artículo 300, 


Artículo 13.- Para la presentación de la declaración jurada ¡nicial se dispondrá de un 
plazo de treinta días. Este plazo comenzará a computarse una vez cumplidos sesenta 
días de ejercicio ininterrumpido del cargo. 


Para la primera declaración jurada a partir de la promulgación de la presente ley 
regirá lo dispuesto en el artículo 38. 


Las declaraciones subsiguientes se formularán cada dos años contados a partir de la 
respectiva declaración inicial, siempre que el funcionario continuare en el ejercicio del 
cargo. Toda vez que cesare en el mismo deberá presentar una declaración final dentro 
de los treinta días del cese. 


Artículo 14.- La Junta llevará un registro de las declaraciones juradas de los 
funcionarios referidos en la presente ley y expedirá los certificados de haber recibido 
las mismas. 


La Junta proporcionará los instructivos o formularios que correspodan para la 
correcta declaración jurada. 
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Las declaraciones se conservarán por un período de cinco años contados a partir del 
cese del funcionario en su cargo o su fallecimiento. Vencido el mismo, procederá a su 
destrucción, labrándose acta notarial de dicho acto, salvo que el interesado hubiera 
solicitado su devolución, en cuyo caso se le entregará. 


Artículo 15.- La Junta tendrá a su cargo la custodia de las declaraciones juradas que 
reciba en cumplimiento de la presente ley, y sólo procederá a su apertura: 


A. A solicitud del propio interesado o por resolución fundada de la Justicia Penal. 


B. De oficio, cuando la Junta así lo resuelva en forma fundada, por mayoría 
absoluta de votos de sus miembros. También cuando se haya incurrido en 
alguna de las situaciones previstas en los numerales 2) y 3) del artículo 17 de 
la presente ley, si la Junta lo entendiera procedente en el curso de una 
investigación promovida ante la misma. 


C. A solicitud fundada de una Comisión Investigadora Parlamentaria. 


Cuando se proceda a la apertura de un sobre se expedirá testimonio de su 
contenido, será cerrado nuevamente y devuelto a su sitio de custodia. 


FUENTE: Literal C) Ley N” 18.172, de 31agosto de 2007, 
artículo 223, 


16.- En caso de no presentación de la declaración jurada en los plazos 
previstos por el artículo 13 de la presente ley, la Junta cursará aviso a los funcionarios 
omisos. Si en los quince días posteriores no cumplieran con la obligación o no 
justificaran un impedimento legal, la Junta publicará en el Diario Oficial y en un diario 
de circulación nacional el nombre y cargo de los funcionarios que hayan omitido 
realizar la declaración dispuesta en los artículos 10 y 11 de la presente ley, sin 
perjuicio de lo que se establecerá en el artículo siguiente. 


Artículo 17.- Se considerará falta grave a los deberes inherentes a la función pública: 


1. La no presentación de la declaración jurada al cabo del trámite previsto en el 
artículo anterior. 

2. La inclusión en la declaración jurada inicial de cada declarante de bienes y 
valores patrimoniales pertenecientes a terceros o inexistentes. 

3. La ocultación en las declaraciones juradas subsiguientes de bienes que se 
hubieran incorporado al patrimonio del declarante o de las restantes personas 
a que refiere el artículo 12 de la presente ley. 


De producirse la modalidad prevista en los numerales 2) y 3) de este artículo, la 
Junta iniciará las acciones previstas en el numeral 3) del artículo 4? de la presente ley. 


Artículo 18.-Si durante el año electoral se formula una denuncia o se procede a la 
apertura del sobre por cualquiera de las causales indicadas en el artículo 15 de la 
presente ley, referente a un funcionario que se postule a cualquier cargo electivo, el 
interesado podrá urgir a la Junta a que dicte la resolución con una anticipación de, por 
lo menos, treinta días al acto eleccionario. La Junta no recibirá denuncias dentro de los 
noventa días anteriores al acto eleccionario. 


Artículo 19.- El Poder Ejecutivo y los titulares de los distintos organismos a los que 
alcanzare esta ley deberán comunicar a la Junta los nombres de todas las personas 
que a la fecha de su promulgación estén comprendidas en los artículos 10 y 11 de la 
presente ley. Asimismo deberán comunicar dentro de los treinta días de acaecidas las 
alteraciones que se produzcan en dicha nómina. 
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CAPITULO VI - ASPECTOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 20.- Los funcionarios públicos deberán observar estrictamente el principio de 
probidad, que implica una conducta funcional honesta en el desempeño de su cargo 
con preeminencia del interés público sobre cualquier otro. 


El interés público se expresa en la satisfacción de necesidades colectivas de manera 
regular y continua, en la buena fe en el ejercicio del poder, en la imparcialidad de las 
decisiones adoptadas, en el desempeño de las atribuciones y obligaciones 
funcionales, en la rectitud de su ejercicio y en la idónea administración de los recursos 
públicos. 


- Los funcionarios públicos observarán los principios de respeto, 
imparcialidad, rectitud e idoneidad y evitarán toda conducta que importe un abuso, 
exceso o desviación de poder, y el uso indebido de su cargo o su intervención en 
asuntos que puedan beneficiarios económicamente o beneficiar a personas 
relacionadas directamente con ellos, 


Toda acción u omisión en contravención del presente artículo hará incurrir a sus 
autores en responsabilidad administrativa, civil o penal, en la forma prescrita por la 
Constitución de la República y las leyes. 


Artículo 22.-Son conductas contrarias a la probidad en la función pública: 
1. Negar información o documentación que haya sido solicitada en conformidad a 


2. Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un 
beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero. 

3. Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de la 
institución, salvo que la ley expresamente lo autorice. 

4. Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya participado 
como técnico. Los funcionarios deberán poner en conocimiento de su superior 
jerárquico su implicancia en dichos asuntos, para que éste adopte la resolución 
que corresponda. 

5. Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o privilegiada de 
la que se tenga conocimiento en el ejercicio de su función. 


Artículo 23.-Los funcionarios públicos que cumplen funciones en las reparticiones 
encargadas de la adquisición de bienes y servicios deberán rotar periódicamente en la 
forma que establezca la respectiva reglamentación. 


La rotación se hará sin desmedro de la carrera administrativa. 


Artículo 24.- Las normas de la presente ley no obstarán a la aplicación de las leyes 
que afecten a los funcionarios de la Administración Pública, cuando éstas prescriban 
exigencias especiales o mayores a las que surgen de su texto. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas de la presente ley 
constituirán, además, criterios interpretativos del actuar de los órganos de la 
Administración Pública en las materias de su competencia. 


Artículo 25.- Créase una Comisión Honoraria de seis miembros integrada por un 
representante de la Junta, que la presidirá, un representante del Ministerio de 
Economía y Finanzas, un representante de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
un representante del Tribunal de Cuentas, un representante de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y un representante de la organización más representativa de los 
funcionarios públicos, con el cometido de elaborar propuestas de actualización y 
ordenamiento legislativo y administrativo en materia de transparencia en la 
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contratación pública, así como respecto de los conflictos de intereses en la función 
pública. Esta Comisión tendrá un plazo de ciento ochenta días para expedirse. 


Artículo 26.- Los Directores o Directores Generales de los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados no podrán intervenir como directores, administradores o 
empleados en empresas que contratan obras o suministros en el Ente Autónomo o 
Servicio Descentralizado cuyo Directorio o Dirección General integren. 


Artículo _27.- El Ministerio de Educación y Cultura coordinará con los Entes de 
enseñanza la implementación de cursos de instrucción en los correspondientes niveles 
de la educación sobre los diferentes aspectos a que refiere la presente ley, debiendo 
poner énfasis en los derechos y deberes de los ciudadanos frente a la Administración 
y las responsabilidades de las autoridades y funcionarios públicos. 


Artículo 28.- Las entidades públicas tendrán programas de formación para el 
personal que ingrese, y uno de actualización cada tres años, los cuales contemplarán 
aspectos referentes a la moral administrativa, incompatibilidades, prohibiciones y 
conflictos de intereses en la función pública, además de los otros aspectos a los que 
refiere la presente ley. 


Será obligación de los funcionarios públicos la asistencia a estos cursos y el tiempo 
que insuman se imputará al horario del funcionario. 


Cométese a la Comisión y a la Oficina Nacional del Servicio Civil, la preparación de 
material didáctico que se pondrá al alcance de las diversas entidades públicas. 


CAPITULO VII - AMBITO INTERNACIONAL 


Artículo 29.- (Cohecho y soborno transnacionales).- El que para celebrar o facilitar un 
negocio de comercio exterior uruguayo ofrece u otorga en el país o en el extranjero, 
siempre que concurran las circunstancias previstas en el numeral 5* del artículo 10 del 
Código Penal, a un funcionario público de otro Estado, dinero u otro provecho 
económico, por sí mismo o para otro, para sí mismo o para otro, será castigado con 
una pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaria. 


Artículo 30.- DEROGADO 


FUENTE: Ley N* 17,835, de 23 de setiembre de2004, 
artículo 22, 


TEXTO DEROGADO: (Blanqueo de  dinero).- El que 
obstaculizare la identificación del origen, la investigación, la 
incautación o la confiscación del dinero u otros valores 
patrimoniales a sabiendas que provienen de alguno de los delitos 


establecidos en los artículos 156, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 
163, 163 bis y 163 ter del Código Penal, o del delito establecido 
en el artículo 29 de la presente ley, será castigado con una pena 
de tres meses de prisión a seis años de penitenciaria. 


Artículo_31.- El proceso de extradición por hechos previstos como delito en la 
presente ley se rige por las normas de los Tratados o Convenciones Internacionales 
ratificados por la República, que se encuentren en vigor, 


En ausencia de dichos instrumentos, se aplicarán las normas del Código Penal, del 
Código del Proceso Penal y las especiales previstas en los artículos siguientes. 


Artículo 32.- La extradición por hechos previstos en la presente ley no es procedente 
cuando la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de libertad y la parte de 
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la sentencia que aún resta por cumplir sea inferior a seis meses. Si se tratare de 
personas requeridas para ser juzgadas, cuando el mínimo de la pena que la ley 
extranjera prevé para el delito sea inferior a seis meses, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 54 del Código Penal. 


Artículo 33.- El hecho de que el dinero o provecho económico que resulte de alguno 
de los delitos establecidos en los artículos 156, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163, 163 
bis y 163 ter del Código Penal o del delito establecido en el artículo 29 de la presente 
ley, hubiese sido destinado a fines políticos o el hecho de que se alegue que ha sido 
cometido por motivaciones o con finalidad política, no basta por sí solo para considerar 
dicho acto como delito político. 


Artículo 34.-Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional provenientes 
de autoridades extranjeras para la investigación o enjuiciamiento de hechos previstos 
como delitos en la presente ley, que se refieran a asistencia jurídica de mero trámite, 
probatoria, cautelar o de inmovilización, confiscación o transferencia de bienes, se 
recibirán y darán curso por la Asesoria Autoridad Central de Cooperación Jurídica 
Internacional dependiente de la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de 
Justicia del Ministerio de Educación y Cultura. Esta remitirá las respectivas solicitudes 
a las autoridades jurisdiccionales o administrativas nacionales competentes para su 
diligenciamiento. 


Los Jueces diligenciarán la solicitud de cooperación de acuerdo a leyes de la 
República. 


Salvo el caso de medidas de naturaleza cautelar o de inmovilización, confiscación o 
transferencia de bienes, la cooperación se prestará sin entrar a examinar si la 
conducta que motiva la investigación o el enjuiciamiento constituye o no un delito 
conforme al derecho nacional. 


Las solicitudes relativas a registro, levantamiento del secreto bancario, embargo, 
secuestro y entrega de cualquier objeto se someterán a la ley procesal y sustantiva de 
la República. 


Las solicitudes podrán ser rechazadas cuando afecten en forma grave el orden 
público, así como la seguridad u otros intereses esenciales de la República. 


El pedido de cooperación formulado por una autoridad extranjera importa el 
conocimiento y aceptación de los principios enunciados en este artículo. 


- Créase la Sección de Cooperación Jurídico Penal Internacional dentro 
de la Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional dependiente 
de la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Artículo 36.- Las solicitudes extranjeras del levantamiento del secreto bancario para 
la investigación o enjuiciamiento de hechos previstos como delito en la presente ley, 
se someterán a la ley procesal y sustantiva de la República. 


Para que proceda el levantamiento del secreto bancario, debe tratarse, en cualquier 
caso, de delitos previstos en el derecho nacional y la solicitud deberá provenir de 
autoridades jurisdiccionales. 


El Estado requirente queda obligado a no utilizar las informaciones protegidas por el 
secreto bancario que recibe, para ningún fin ajeno al establecido en la solicitud. 
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CAPITULO VII! - DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 37.- Derógase el Decreto-Ley N” 14,900, de 31 de mayo de 1979, 


Artículo 38.- (Disposición transitoria). El Poder Ejecutivo deberá nombrar los 
integrantes de la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado dentro 
de los treinta días contados a partir de la promulgación de la presente ley. Dentro de 
los sesenta días contados a partir de la instalación de la Junta, ésta deberá 
proporcionar los instructivos o formularios que correspondan para la presentación de la 
declaraciónjurada. 


Los funcionarios públicos comprendidos en los artículos 10 y 11 de la presente ley 
deberán presentar las primeras declaraciones juradas en un plazo de treinta días, 
contados a partir de la fecha de la primera publicación de los instructivos del Diario 
Oficial, siempre que hayan cumplido sesenta días de ejercicio ininterrumpido del 
cargo. 

En caso contrario, el plazo de treinta días comenzará a computarse una vez 
cumplidos los sesenta días de ejercicio ininterrumpido del cargo. 

A la fecha de la primera publicación de los instructivos en el Diario Oficial, la Junta 


deberá tener a disposición de los funcionarios públicos los formularios necesarios para 
la presentación de la declaración jurada. 
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Ley N* 17.008, 
de 15 de setiembre de 1998 


Artículo 1*.- Apruébase la Convención Interamericana contra la Corrupción, suscrita 
en Caracas, el 29 de marzo de 1996. 


CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN 


Artículo 11l 
Medidas preventivas 


A los fines expuestos en el Artículo Il de esta Convención, los Estados Partes 
convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas 
institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: 


1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de 
las funciones públicas. Estas normas deberán estar orientadas a prevenir 
conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los 
recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus 
funciones. Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los 
funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos 
de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. Tales 
medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios 
públicos y en la gestión pública. 

2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de 
conducta. 

3. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada 
comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus 
actividades. 

4. Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las 
personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la 
ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda. 
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Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de 
bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y 
eficiencia de tales sistemas. 

Sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del 
Estado, que impidan la corrupción. 

Leyes que eliminen los beneficios tributarios a cualquier persona o sociedad 
que efectúe asignaciones en violación de la legislación contra la corrupción de 
los Estados Partes. 

Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares 
que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su 
identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales 
de su ordenamiento jurídico interno. 

Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos 
para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas. 


10. Medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y 


1 
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12. 


extranjeros, tales como mecanismos para asegurar que las sociedades 
mercantiles y otros tipos de asociaciones mantengan registros que reflejen con 
exactitud y razonable detalle la adquisición y enajenación de activos, y que 
establezcan suficientes controles contables internos que permitan a su 
personal detectar actos de corrupción. 


. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las 


organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la 
corrupción. 

El estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación 
entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público. 
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CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 
Ley N* 15.982, 
de 18 de octubre de 1988 


LIBRO | 
TÍTULO VI 
SECCIÓN V 
CAPÍTULO Il 
De la Prueba Pericial 


Artículo 177.- Procedencia. 


177.1. Procede la prueba pericial, cuando para verificar hechos que interesen al 
proceso son necesarios conocimientos artísticos, científicos o técnicos especiales. 


177.2 Las partes no podrán solicitar sino un dictamen pericial sobre un mismo punto, 
salvo que se produjera la impugnación de sus conclusiones en tiempo y forma. El 
tribunal podrá disponer de oficio de un nuevo dictamen cuando, a su juicio procediere. 


Fuente: Ley N* 16,699, de 25 de abril de 1995, 
artículo 4”. 


Artículo 178.- Número de peritos. El perito será uno solo designado por el tribunal, 
salvo que las partes, de común acuerdo, decidan otra cosa o lo requiera la 
complejidad de la cuestión a juicio del mismo tribunal, quien también podrá según las 
circunstancias solicitar el dictamen de institutos, academias, colegios, u otros 
organismos. 


FUENTE: Ley N* 19.090, de 14 de junio de 2013, 
artículo 1”. 


Artículo 179.- Impedimentos y recusaciones de los peritos. Los peritos están 
impedidos y son recusables por las mismas causales que los jueces. 


La causal deberá ser dada a conocer por el perito o por las partes dentro de los tres 
días siguientes al de la notificación de la providencia que lo designe o de la audiencia 
en que se haga su designación. 


Si aducida causal de recusación, la misma no fuera aceptada por el perito, se 
procederá por el trámite de los incidentes y la resolución que recaiga será irrecurrible. 


La recusación de los peritos propuestos por las partes sólo podrá fundarse en 
causas supervinientes. 
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Artículo 180.- Procedimiento. La parte que solicite un dictamen pericial señalará 
concretamente las cuestiones sobre las cuales debe versar; al conocer esa solicitud el 
adversario podrá adherir a la misma agregando nuevos puntos. 


El tribunal resolverá sobre la procedencia del dictamen y determinará los puntos que 
han de ser objeto del mismo de acuerdo con las proposiciones de las partes y los que 
de oficio considere conveniente formular. Asimismo, fijará el plazo en el que deberá 
presentarse el dictamen, pudiendo prorrogarlo por una sola vez en caso de motivo 
fundado, vencido el cual, caducará el encargo. 


Artículo 181.- Práctica de la prueba. Los peritos, en caso de ser varios, deberán 
practicar unidos la diligencia. 


En todos los casos se comunicará al tribunal y a las partes la fecha en que se habrá 
de practicar la diligencia, a los efectos de que puedan concurrir asistidos por sus 
abogados y sus asesores técnicos, pudiendo hacer las observaciones que estimen 
convenientes. 


Artículo 182.- Deber del encargo y responsabilidad. 


182.1 Los peritos designados tienen el deber de cumplir sus funciones, salvo justa 
causa de abstención que deberán poner en conocimiento del tribunal dentro de los tres 
días siguientes a la comunicación de su designación y que aquél apreciará libremente. 


182.2 El incumplimiento por el perito del encargo judicial le hará pasible de 
responsabilidad civil frente a las partes y disciplinaria ante el tribunal. 


Artículo 183.- Observaciones al dictamen. 


183.1 El dictamen pericial será comunicado a las partes y éstas, en el plazo de tres 
días luego de aquella comunicación o en la audiencia de prueba, podrán pedir las 
aclaraciones o ampliaciones que estimen pertinentes, las que serán evacuadas 
durante el curso de la audiencia o, si ello no fuera posible, en el plazo que establezca 
el tribunal. En todos los casos, el dictamen será examinado en la audiencia, a la que 
deberá concurrir el perito salvo que por motivos debidamente fundados y tratándose 
de peritos designados en virtud de su función pública, el tribunal exima la 
concurrencia. 


183.2 También, en las mismas oportunidades, las partes podrán impugnar las 
conclusiones del peritaje, aportando las pruebas que fundamentan la impugnación o 
solicitando la realización de un nuevo peritaje por una sola vez (artículo 177.2). 


183.3 El tribunal también podrá requerir del perito las aclaraciones y ampliaciones que 
estime convenientes y disponer, por pedido de la parte que entienda fundado o de 
oficio, la realización de un nuevo peritaje. 
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Fuente: Lay N” 16,699, de 25 de abril de 1995, 
artículo 7”. 


Artículo 184.- Apreciación del dictamen. Los dictámenes de los peritos, salvo el 
caso de que las partes le hayan dado a éstos el carácter de arbitradores respecto de 
los hechos establecidos en sus conclusiones y se trate de derechos disponibles, serán 
apreciados por el tribunal de acuerdo con las reglas de la sana crítica (artículo 140), 
debiendo consignar en el fallo los motivos que tengan para apartarse de ellos cuando 
así lo haga. 


Artículo 185.- Honorarios de los peritos. 


185.1 Los honorarios de los peritos serán de cargo de la parte que solicitó la 
diligencia, sin perjuicio de las condenaciones que imponga la sentencia. 


185.2 En los casos en que la pericia hubiere sido dispuesta de oficio por el tribunal, 
requerida por ambas partes o si, pedida por una, la otra también hubiere solicitado 
pronunciamiento sobre determinadas cuestiones, los honorarios serán satisfechos por 
mitades. 


185.3 En el peritaje solicitado por las partes se deberá consignar previamente, con 
apercibimiento de tenerse por renunciada esa prueba, una suma adecuada que fijará 
el tribunal para garantizar el pago de los honorarios y gastos, los cuales serán fijados 
en la sentencia definitiva. 


El tribunal podrá eximir de la previa consignación cuando la parte que solicite el 
peritaje justifique, o ello resulte de autos, que carece de medios para solventarla; en 
estos casos, el tribunal podrá encargar la pericia a un técnico en la materia, 
funcionario de un organismo estatal, quien no podrá excusarse. 


185.4 Los honorarios de los peritos serán regulados siguiendo el procedimiento 
previsto para la regulación de los honorarios de los abogados, aplicando el arancel 
pertinente o, en su defecto, la regla prevista en el artículo 1834 del Código Civil. 


Fuente: Loy N” 19,090, de 14 de junio de 2013, 
artículo 1”, 
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Ley N* 15.851, 
de 24 de diciembre de 1986 


CAPITULO ll - NORMAS SOBRE FUNCIONARIOS 


Artículo 32. Autorízase el traslado de funcionarios de organismos públicos 
estatales y no estatales que cuenten con más de tres años de antigiedad en la 
Administración para desempeñar, en comisión, tareas de asistencia directa al 
Presidente de la República, al Vicepresidente de la República, a los Ministros 
de Estado, a los Subsecretarios y a los Legisladores Nacionales a expresa 
solicitud de estos. Durante el período que dure el referido traslado, el 
funcionario quedará sometido al régimen de prohibiciones e incompatibilidades 
vigentes en el organismo de destino. 


El organismo de origen podrá mediante resolución fundada, extender total o 
parcialmente su régimen de prohibiciones e incompatibilidades a los 
funcionarios en comisión saliente. Igual régimen se aplicará a los funcionarios 
en comisión, cualquiera sea la norma que autorice su traslado. 


Los legisladores no podrán tener más de cinco funcionarios en comisión 
simultáneamente. 


Los Ministros de Estado no podrán tener más de diez funcionarios en comisión 
simultáneamente. 


Los Subsecretarios de Estado no podrán tener más de cinco funcionarios en 
comisión cada uno. Estas solicitudes deberán ser formuladas por el jerarca del 
Inciso. 


El plazo del traslado en comisión se extenderá por todo el período de ejercicio 
del cargo por parte de quien formule la solicitud, salvo que éste resolviera 
dejarlo sin efecto. Al asumir un nuevo jerarca, éste podrá mantener hasta por 
90 días los funcionarios que tenía en comisión su predecesor, en tanto 
transcurra el período procedimental relativo a la renovación o sustitución de los 
mismos. 


Los indicados traslados en comisión no tendrán otro efecto que la prestación de 
la actividad al servicio y a la orden de quien formula la solicitud. Los 
funcionarios mantendrán su condición, ya sea de presupuestados oO 
contratados, debiendo considerárseles como si prestaran servicios en su lugar 
de origen, en particular en cuanto refiera a la carrera administrativa, a la 
renovación de sus contratos, a la bonificación de sus servicios a los efectos 
jubilatorios, y a su remuneración, cualquiera sea su naturaleza, incluyendo 
aquellas que tengan por condición la prestación efectiva de tareas en el 
organismo. Lo dispuesto no será de aplicación para aquellas partidas que por 
norma legal expresa tuviesen un tratamiento diferente. 
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Derogado. 


Texto derogado: Cuando los funcionarios provinieren de la Administración Central 
o de los organismos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución de la 
República y cuenten con una antigúedad superior a cinco años en comisión, 


podrán solicitar su incorporación definitiva al organismo en que vinieren 
desempeñando funciones, (excluidos los Incisos 01 y 02) mediante el mecanismo 
de redistribución dispuesto por la presente ley, 


FUENTE: Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, 
artículo 15. 


Las cantidades máximas de funcionarios en comisión simultáneamente, 
dispuestas en este artículo, no se aplicarán respecto de aquellos funcionarios 
que, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se encontraren 
desempeñando tareas en régimen de comisión, sin perjuicio de su derecho a 
optar por la incorporación definitiva al Inciso correspondiente, con las 
exclusiones referidas en el inciso precedente. 


FUENTE: Inciso 1” Ley N* 19,149, de 24 de octubre de 2013, 
artículo 15. 

Incisos 2” al 8? Ley N” 17.556, de 18 de setiembre de 2002, 
artículo 67. 
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LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO Y FISCAL 


Ley N* 15.365, 
de 30 de diciembre de 1982 


CAPITULO | - OBJETO Y ORGANIZACION 


Artículo 1”.- (Concepto orgánico. Objetivos). El Ministerio Público y Fiscal 
constituye un cuerpo técnico-administrativo jerarquizado al Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, bajo la jefatura directa del Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, integrado por la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación, Fiscalías Letradas Nacionales, Fiscalia Adjunta de 
Corte, Fiscalía Letrada Suplente, Fiscalías Letradas Departamentales y Fiscalías 
Letradas Adjuntas, que tiene como objetivos la defensa de la sociedad, la defensa y 
representación del Estado en el ámbito que las leyes le asignen y el asesoramiento al 
Poder Ejecutivo y a la Justicia cuando le sea requerido. 


Fuente: Ley N* 16,170, de 28 de diciembre, 
artículo 364. 


CAPITULO ll - DE LA FISCALIA DE CORTE Y PROCURADURIA GENERAL DE 
LANACION 


Artículo 6”.- (Competencia funcional en el orden judicial). Al Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación en el orden judicial, corresponde: 


1) Investir la representación del Ministerio Público y Fiscal ante la Suprema Corte 
de Justicia, con carácter privativo, Ello, sin perjuicio de lo que, con respecto a 
los Fiscales Letrados Nacionales, dispusiere la ley. 

2) Representar al Ministerio Público en las causas de competencia originaria de la 
Suprema Corte de Justicia y ser oído en todas las demás que tramiten ante 
dicha Corporación, cuando en ellas estuvieran comprometidos leyes o 
principios constitucionales o cuando resultaren afectados o pudieren serlo, los 
intereses generales de la Sociedad, del Estado o del Fisco. 

3) Intervenir en las solicitudes de declaración de inconstitucionalidad, según lo 
preceptúa la ley de la materia. 

4) Ser oído en los conflictos de competencia a resolver por la Suprema Corte de 
Justicia. 


En todos estos casos de intervención preceptiva, el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación será oído en último término. 


Fuente: Numeral 1*%) Decreto Ley N* 15.648, de 22 de octubre de1984, 
artículo 4”. 
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CÓDIGO PENAL 


Ley N* 9.155, 
de 4 de diciembre de 1933 


LIBRO 1 


TITULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA 
CAPITULO | 


Artículo 153. (Peculado) El funcionario público que se apropiare el dinero o las 
cosas muebles, de que estuviere en posesión por razón de su cargo, pertenecientes al 
Estado, o a los particulares, en beneficio propio o ajeno, será castigado con un año de 
prisión a seis de penitenciaría y con inhabilitación especial de dos a seis años. 


Artículo 154.- (Circunstancia atenuante) Constituye una circunstancia atenuante 
especial, el hecho de tratarse de dinero o cosas de poco valor y la reparación del daño 
previamente a la acusación fiscal. 


Artículo 155.- (Peculado por aprovechamiento del error de otro) El funcionario 
público que en ejercicio de su cargo, aprovechándose del error de otro, recibiere o 
retuviere, indebidamente, en beneficio propio o ajeno, dinero u otra cosa mueble, será 
castigado con tres a dieciocho meses de prisión y dos a cuatro años de inhabilitación 
especial. 


Artículo 156.- (Concusión) El funcionario público que con abuso de su calidad de tal 
o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a dar o prometer 
indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho cualquiera, será castigado 
con doce meses de prisión a seis años de penitenciaria, multa de 50 UR (cincuenta 
unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables) e inhabilitación de 
dos a seis años. 


Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154, 


Fuente: Ley N* 17,060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”. 


Artículo 157.- (Cohecho simple) El funcionario público que, por ejecutar un acto de 
su empleo, recibe por sí mismo, o por un tercero, para sí mismo o para un tercero, una 
retribución que no le fuera debida, o aceptare la promesa de ella, será castigado con 
una pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaría, con multa de 10 UR 
(diez unidades reajustables) a 5.000 UR (cinco mil unidades reajustables) e 
inhabilitación especial de dos a cuatro años. 


La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, cuando el funcionario público 
acepta la retribución, por un acto ya cumplido, relativo a sus funciones. 


Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8*. 
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Artículo 158.- (Cohecho calificado) El funcionario público que, por retardar u omitir 
un acto relativo a su cargo o por ejecutar un acto contrario a los deberes del mismo, 
recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, dinero u otro provecho, o acepta su 
promesa, será castigado con doce meses de prisión a seis años de penitenciaria, 
inhabilitación especial de dos a seis años, y multa de 50 UR (cincuenta unidades 
reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 


La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 


1. Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, estipendios, 
pensiones, honores o el favor o el daño de las partes litigantes en juicio civil o 
criminal. 


2. Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que estuviere 
interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se realizare por medio 
de un uso abusivo de los procedimientos legales que deben aplicarse por la 
Administración Pública en materia de adquisición de bienes y servicios. 


Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”. 


Artículo 158 bis.- (Tráfico de influencias) El que, invocando influencias reales o 
simuladas, solicita, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, provecho 
económico, o acepta su promesa, con el fin de influir decisivamente sobre un 
funcionario público para retardar u omitir un acto de su cargo, o por ejecutar un acto 
contrario .al mismo, será castigado con tres meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaria. 


La pena será reducida de un tercio a la mitad cuando se acepta la retribución, con 
el fin de influir decisivamente, para que el funcionario público ejercite un acto inherente 
a su cargo. 


Se considerará agravante especial del delito la circunstancia de que el funcionario 
público, en relación al cual se invocan las influencias, fuere alguna de las personas 
comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la 
corrupción. 

Fuente: Ley N' 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”, 


Artículo 159.- (Soborno) El que indujere a un funcionario público a cometer 
cualquiera de los delitos previstos en los artículos 157 y 158 será castigado por el 
simple hecho de la instigación, con una pena de la mitad a las dos terceras partes de 
la pena principal establecida para los mismos. 


Se considerarán agravantes especiales: 
1. Que el inducido sea funcionario policial o encargado de la prevención, investigación 
o represión de actividades ilícitas, siempre que el delito fuere cometido a raíz o en 


ocasión del ejercicio de sus funciones, o en razón de su calidad de tal y que esta 
última circunstancia sea ostensible para el autor del delito. 


2. Que el inducido sea alguna de las personas comprendidas en los artículos 10 y 11 
de la ley de prevención y lucha contra la corrupción. 


Fuente: Ley N" 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”, 
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CAPITULO Il 
Abuso de autoridad y violación de los deberes 
inherentes a una función pública 


Artículo 160.- (Fraude) El funcionario público que, directamente o por interpuesta 
persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en que deba intervenir por 
razón de su cargo, dañare a la Administración, en beneficio propio o ajeno, será 
castigado con doce meses de prisión a seis años de penitenciaria, inhabilitación 
especial de dos a seis años y multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 
15.000 UR (quince mil unidades reajustables). 

Fuente: Ley N” 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”. 


Artículo _161.- (Conjunción del interés personal y del público) El funcionario 
público que, con o sin engaño, directamente o por interpuesta persona, se interesare 
con el fin de obtener un provecho indebido para sí o para un tercero en cualquier acto 
o contrato en que deba intervenir por razón de su cargo, u omitiere denunciar o 
informar alguna circunstancia que lo vincule personalmente con el particular interesado 
en dicho acto o contrato, será castigado con pena de seis meses de prisión a tres años 
de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez 
unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 


Constituye circunstancia agravante especial que el delito se cometa para obtener 
un provecho económico para sí o para un tercero. 


Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”. 


62.- (Abuso de funciones en casos no previstos especialmente por la 
ley) El funcionario público que con abuso de su cargo, cometiere u ordenare cualquier 
acto arbitrario en perjuicio de la Administración o de los particulares, que no se hallare 
especialmente previsto en las disposiciones del Código o de las leyes especiales, será 
castigado con tres meses de prisión a tres años de penitenciaria, inhabilitación 
especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 3.000 
UR (tres mil unidades reajustables). 

Fuente: Ley N” 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”. 


Artículo 163.- (Revelación de secretos) El funcionario público que, con abuso de 
sus funciones, revelare hechos, publicare o difundiere documentos, por él conocidos o 
poseídos en razón de su empleo actual o anterior, que deben permanecer secretos, o 
facilitare su conocimiento, será castigado con suspensión de seis meses a dos años y. 
multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 3.000 UR (tres mil unidades 
reajustables). 


Fuente: Ley N” 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”, 


Artículo 163 bis.- (Utilización indebida de información privilegiada) El funcionario 
público que, con el fin de obtener un provecho económico para sí o para un tercero, 
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haga uso indebido de la información o de datos de carácter reservado que haya 

conocido en razón o en ocasión de su empleo, será castigado con tres meses de 

prisión a cuatro años de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a cuatro años y 

multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 10,000 UR (diez mil unidades 
reajustables). 

Fuente: Ley N" 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 

artículo 9”, 


Artículo 163 ter.- (Circunstancias agravantes especiales) Constituyen 
circunstancias agravantes especiales de los delitos de los artículos 153, 155, 156, 157, 
158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis: 


1%) Que el sujeto activo fuera alguna de las personas comprendidas en los artículos 10 
y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción. 


2”) Que el sujeto activo haya obtenido, como consecuencia de cualquiera de estos 
delitos, un enriquecimiento patrimonial. 


Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 9”. 


Artículo 163 Quater.- (Confiscación) Tratándose de los delitos de los artículos 153, 
155, 156, 157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis, el Juez también podrá 
confiscar los objetos o valores patrimoniales que sean resultado directo o indirecto del 
delito. 


El producto de la confiscación pertenecerá al Estado, a cuyo efecto, y salvo lo 
dispuesto en el apartado siguiente, el Juez de la causa lo pondrá a disposición del 
Poder Ejecutivo, el que le dará el destino especial que la ley establezca. De no haber 
previsión especial se procederá a su venta y se destinará el importe a Rentas 
Generales. 


Lo dispuesto en la presente disposición regirá sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 9”. 


Artículo 164.- (Omisión contumacial de los deberes del cargo) El funcionario 
público que requerido al efecto por un particular o por un funcionario público, omitiere 
o rehusare sin causa justificada ejecutar un acto impuesto por los deberes de su 
cargo, será castigado con suspensión de tres a dieciocho meses. 


Artículo 165.- (Abandono colectivo de funciones y servicios públicos de 
necesidad o utilidad pública) Los funcionarios públicos que abandonaren 
colectivamente la función, en número no menor de cinco, con menoscabo de su 
continuidad o regularidad, serán castigados con pena de tres a dieciocho meses de 
prisión. 
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CAPITULO II 
De la usurpación de funciones públicas y títulos 


Artículo _166.- (Usurpación de funciones) El que indebidamente, asumiere o 
ejercitare funciones públicas, será castigado con pena de tres a doce meses de 
prisión. 


En la misma pena incurrirá el que, habiendo recibido oficialmente la comunicación del 
cese o de la suspensión de sus funciones, continuará ejerciéndolas. 


Artículo 167.- (Usurpación de títulos) El que se abrogare títulos académicos o 
ejerciere profesiones para cuyo desempeño se requiere una habilitación especial, será 
castigado con 20 UR. (veinte unidades reajustables) a 900 U.R. (novecientas 
unidades reajustables) de multa. 

Fuente: Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
artículo 216. 
CAPITULO VI 


Disposiciones comunes a los capítulos precedentes 


Artículo 175.- (Concepto del funcionario) A los efectos de este Código, se reputan 
funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan una función retribuida o 
gratuita, permanente o temporaria, de carácter legislativo, administrativo o judicial, en 
el Estado, en el Municipio o en cualquier ente público o persona pública no estatal. 


Fuente: Ley 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8”. 


Artículo 176.- (Influencia de la cesación de la calidad de funcionario) Cuando la 
ley considera la calidad de funcionario público, como elemento constitutivo o como 
circunstancia agravante de un delito, no influye en el hecho la inexistencia de esa 
calidad, en el momento en que se cometa el delito, cuando éste reconoce dicha 
circunstancia como causa. 


TITULO IX 
DELITOS CONTRA LA ECONOMIA Y LA HACIENDA PÚBLICA 


CAPITULO | 


Artículo 253.- (De la quiebra fraudulenta) El quebrado fraudulento será castigado 
con dos a ocho años de penitenciaria y dos a diez años de inhabilitación comercial o 
industrial. 

Artículo 254.- (De la quiebra culpable) El quebrado culpable será castigado con 
tres a veinticuatro meses de prisión y dos a cinco años de inhabilitación comercial o 
industrial. 


121-C.S. 


122-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 255.- (De la insolvencia fraudulenta) El deudor civil que, para substraerse 
al pago de sus obligaciones, ocultara sus bienes, simulara enajenaciones o créditos, 
se trasladara al extranjero o se ocultare sin dejar persona que lo represente, o bienes 
a la vista en cantidad suficiente para responder al pago de sus deudas, será castigado 
con pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaria. 


La acción penal no podrá ser ejercitada sino a denuncia de parte, y sólo en el caso de 
que la insolvencia del deudor resulte comprobada por actos infructuosos de ejecución 
en la vía civil. 


CAPITULO li 


Destrucción de materias primas o de productos industriales o 
de medios de producción 


Artículo _256-. El que destruyendo materias primas, productos agrícolas o 
industriales o medios de producción, ocasionare un daño grave a la producción 
nacional o disminuyere en notables proporciones artículos de consumo general, será 
castigado con tres meses de prisión a tres años de penitenciaria, o 100 U.R. (cien 
unidades reajustables) a 900 U.R. (novecientas unidades reajustables) de multa. 

Fuente: Ley N” 15,903, de 10 de noviembre de 1987, 
artículo 216. 


CAPITULO Il! 
Contrabando 
Artículo 257.-Comete el delito de contrabando y se halla sujeto a la pena respectiva, 


el que ejecutare alguno de los hechos previstos en el decreto-ley de 26 de marzo de 
1877 y ley N* 13.318, de 26 de diciembre de 1964. 
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Decreto N* 30/003, 
de 23 de enero de 2003 


VISTO: La conveniencia de compilar, ordenar y reglamentar las NORMAS DE 
CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA. 


CONSIDERANDO: l) Que el sistema institucional vigente en el país que prevé la 
relación de los funcionarios con la Administración Pública establece un conjunto de 
normas que regulan los deberes, prohibiciones e incompatibilidades en el ejercicio de 
la función pública. 


II) Que el numeral 1 del artículo lll de la Convención Interamericana contra la 
Corrupción, celebrada en Caracas el 29 de marzo de 1996 y ratificada por la ley No. 
17.008 de 25 de setiembre de 1998, establece la obligación de los Estados Parte de 
dicha Convención de disponer medidas, dentro de sus propios sistemas 
institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer normas de conducta para el 
correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas. Entre ellas, se 
exige aquellas tendientes a la prevención de conflictos de intereses, las de asegurar la 
preservación y el uso adecuado de los recursos y bienes asignados a los funcionarios 
públicos en el desempeño de sus funciones y la obligación de informar los actos de 
corrupción en la función pública de los que tuviere conocimiento por razón de sus 
funciones, de los que se cometieren en su repartición o cuyos efectos ella 
experimentare particularmente. 


111) Que, en cumplimiento de dicha obligación internacional, se ha dictado la ley No. 
17.060 de 23 de diciembre de 1998, por la que se establece una normativa preventiva 
en materia de lucha contra la corrupción así como diversas modificaciones e 
innovaciones a las figuras penales en la materia previstas en el Código Penal. 


IV) Que, con la finalidad de asegurar la adecuada comprensión de las normas 
generales de conducta y responsabilidades que rigen la actuación de los funcionarios 
públicos, es conveniente poner a disposición de los funcionarios dicha normativa así 
como establecer procedimientos tendientes a elucidar las situaciones dudosas y 
asesorar a los interesados acerca de las conductas debidas. 


V) Que el uso indebido del poder público o de la función pública es la cuestión más 
debatida en el análisis de la prueba de las prácticas corruptas, por lo que es 
conveniente aclarar las situaciones más significativas que afecten el concepto de 
integridad funcional y de legitimidad estatal mediante regulaciones objetivas que 
describan las conductas debidas del "buen administrador público" y los procedimientos 
preceptivos que ayuden a clarificar las cuestiones no expresamente contempladas. 


VI) Que las Normas de Conducta encuentran su fundamento primordial en el principio 
de que todas las entidades públicas sólo existen y pueden actuar para el cumplimiento 
de los fines de interés público que el ordenamiento jurídico dispone para cada una de 
ellas y sus agentes, principio de jerarquía constitucional en que se funda la figura de la 
"desviación de poder" explícitamente recogida en la Carta (art. 309). 


VII) Que el concepto genérico de "buen administrador" ha sido recogido por nuestra 
Constitución explicitamente en el art. 311 inciso 2” e, implícitamente, en los arts. 58 
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,59, 60 inciso 1? y 181, num. 6”. 


VIII) Que, por todo ello, estas Normas de Conducta alcanzan a toda persona que 
desempeñe funciones en cualquier entidad regida por el Derecho Público, cualquiera 
sea su naturaleza jurídica. 


IX) Que las normas constitucionales que imponen deberes a las autoridades públicas, 
sin distinción, no dejarán de aplicarse por falta de la reglamentación respectiva, que 
será suplida recurriendo a los fundamentos de leyes análogas, a los principios 
generales de derecho y a las doctrinas generalmente admitidas (Constitución, art, 
332), conforme con los cuales puede ejercerse legítimamente la potestad 
reglamentaria. 


X) Que es de competencia del Poder Ejecutivo reglamentar las leyes (Constitución, art. 
168, numeral 4"); y que a esos efectos, la Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el decreto 
354/999 de 12 de noviembre de 1999, ha preparado un conjunto normativo, bajo la 
denominación de NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA, que ha 
puesto a consideración del Poder Ejecutivo. 


ATENTO: A lo dispuesto por las normas constitucionales, legales y reglamentarias 
citadas, 


EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
en Consejo de Ministros, 


DECRETA: 


TITULO | - NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA 
Artículo 1?. 


Los funcionarios públicos regirán su actuación por las normas de conducta en la 
función pública que se explicitan en las disposiciones siguientes, sin perjuicio de todas 
las demás que surjan del ordenamiento jurídico, 


TITULO | - NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA 
CAPITULO 1 - ALCANCE E INTERPRETACION 


Artículo 2? 


(Ambito subjetivo de aplicación). Se entiende por funcionario público, a los efectos de 
lo dispuesto en estas Normas de Conducta en la Función Pública, toda persona que, 
cualquiera sea la forma de vinculación con la entidad respectiva, desempeñe función 
pública, a título oneroso o gratuito, permanente o temporario, de carácter legislativo, 
administrativo o judicial, en la Administración Central, en un Ente Autónomo, en un 
Servicio Descentralizado, en un Gobierno Departamental o en una persona pública no 
estatal (art. 2? de la ley 17.060 de 23 de diciembre de 1998 y art. 175 del Código Penal 
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en la redacción dada por el art. 8? de la ley 17.060). 


Artículo 3” 
(Ambito orgánico de aplicación). Las presentes Normas de Conducta son aplicables a 
los funcionarios públicos de (art. 1? de la ley 17.060): 


A) Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 
B) Tribunal de Cuentas. 

C) Corte Electoral, 

D) Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

E) Gobiernos Departamentales. 

F) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


G) En general, todos los organismos, servicios o entidades estatales, así como las 
personas públicas no estatales. 


Artículo 4* 
(Relación con las normas especiales). Estas Normas de Conducta se aplican a todos 
los funcionarios públicos comprendidos, sin perjuicio de aquellas normas dirigidas a 
determinado funcionario o grupo de funcionarios públicos que prescriban exigencias 
especiales o mayores que las estipuladas en este reglamento (inc. 1? del art. 24 de la 
ley 17.060). 


Las respectivas normas de conducta constituirán, además, criterios interpretativos del 
actuar debido de las entidades y sujetos comprendidos, en las materias de su 
competencia (inc. 2? del art. 24 de la ley 17.060). 


El dictado de los instructivos u órdenes de servicio relativos a las normas de conducta 
en cada organismo corresponde al órgano jerarca en el ámbito de su competencia. 


Artículo 5? 


(Responsabilidades en su aplicación). Serán responsables de controlar la aplicación 
de estas Normas de Conducta los jerarcas respectivos de cada unidad o dependencia 
de los organismos públicos. 


Dichos jerarcas deberán responder en un plazo de 30 días siguientes a toda consulta 
formulada por un funcionario público de su dependencia relacionada con la aplicación 
de las presentes Normas de Conducta. 


Artículo 


(Exoneración de responsabilidad administrativa). Quedará exento de responsabilidad 
administrativa por violación de normas reglamentarias el funcionario que de buena fe 
ajuste su conducta a las instrucciones particulares que disponga su jerarca, de oficio o 
por consulta escrita formulada por el funcionario interesado conforme con lo 
establecido en el artículo anterior que contenga todas las circunstancias relevantes de 
la cuestión planteada. No obstante, dicha exoneración de responsabilidad 
administrativa no será aplicable en los casos de configuración de un ilícito penal. 
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Artículo 7” 

(Divulgación necesaria y presunción de conocimiento). Es obligación de todo 
funcionario alcanzado por las presentes Normas de Conducta en la Función Pública 
conocer su texto y sus sucesivas modificaciones. Su ignorancia no sirve de excusa. El 
jerarca de la unidad o dependencia pública a la que pertenece el funcionario a quien 
se aplica la presente normativa, deberá en forma inmediata facilitarle un ejemplar de 
las Normas de Conducta en la Función Pública vigentes. 


TITULO | - NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA 
CAPITULO 2 - PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 8” 


(Preeminencia del interés funcional). La conducta funcional se desarrollará sobre la 
base fundamental de que el funcionario existe para la función y no la función para el 
funcionario (art. 59 de la Constitución de la República). 


Artículo 9” 


(Interés Público). En el ejercicio de sus funciones, el funcionario público debe actuar 
en todo momento en consideración del interés público, conforme con las normas 
dictadas por los órganos competentes, de acuerdo con las reglas expresadas en la 
Constitución (art. 82 incisos 1? y 2” de la Carta Política). 


El interés público se expresa, entre otras manifestaciones, en la satisfacción de 
necesidades colectivas de manera regular y continua, en la buena fe en el ejercicio del 
poder, en la imparcialidad de las decisiones adoptadas, en el desempeño de las 
atribuciones y obligaciones funcionales, en la rectitud de su ejercicio y en la idónea 
administración de los recursos públicos (art. 20 de la ley 17.060). La satisfacción de 
necesidades colectivas debe ser compatible con la protección de los derechos 
individuales, los inherentes a la personalidad humana o los que se deriven de la forma 
republicana de gobierno (arts. 7 y 72 de la Constitución). 


Artículo 10 

(Concepto de corrupción). Se entiende que existe corrupción, entre otros casos, en el 
uso indebido del poder público o de la función pública, para obtener un provecho 
económico para sí o para otro, se haya consumado o no un daño al Estado (art. 3” de 
la ley 17.060). 


Artículo 11 

(Probidad). El funcionario público debe observar una conducta honesta, recta e 
íntegra y desechar todo provecho o ventaja de cualquier naturaleza, obtenido por sí o 
por interpuesta persona, para sí o para terceros, en el desempeño de su función, con 
preeminencia del interés público sobre cualquier otro (arts. 20 y 21 de la ley 17.060). 


También debe evitar cualquier acción en el ejercicio de la función pública que 
exteriorice la apariencia de violar las Normas de Conducta en la Función Pública, 


Artículo 12 
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(Conductas contrarias a la probidad). Son conductas contrarias a la probidad en la 
función pública (art. 22 de la ley 17.060): 


A) Negar información o documentación que haya sido solicitada de conformidad de 
la ley. 


B) Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un 
beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero. 


C) Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de la institución, 
salvo que la ley expresamente lo autorice. 


D) Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya participado 
privadamente como técnico. Los funcionarios deberán poner en conocimiento 
de su superior jerárquico su implicancia en dichos asuntos y los antecedentes 
correspondientes para que éste adopte la resolución que corresponda. 


E) Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o privilegiada de la 
que se tenga conocimiento en el ejercicio de la función. 


Artículo 13 
(Buena fe y lealtad). El funcionario público siempre debe actuar de buena fe y con 
lealtad en el desempeño de sus funciones. 


Artículo 14 


(Legalidad y obediencia). El funcionario público debe conocer y cumplir la 
Constitución, las leyes, los decretos y las resoluciones que regulan su actividad 
funcional así como cumplir las órdenes que le impartan sus superiores jerárquicos en 
el ámbito de su competencia, dentro de los límites de la obediencia debida. 


Artículo 15 


(Respeto). El funcionario público debe respetar a los demás funcionarios y a las 
personas con quienes debe tratar en su desempeño funcional y evitar toda clase de 
desconsideración (art. 21 de la ley 17.060). 


Artículo 16 

(Imparcialidad). El funcionario público debe ejercer sus atribuciones con imparcialidad 
(art. 21 de la ley 17.060), lo que significa conferir igualdad de tratamiento en igualdad 
de situaciones a los demás agentes de la Administración y a todas las personas a que 
refiera o se dirija su actividad pública. 

Dicha imparcialidad comprende el deber de evitar cualquier tratamiento preferencial, 
discriminación o abuso del poder o de la autoridad hacia cualquier persona o grupo de 
personas con quienes su actividad pública se relacione (art. 8” de la Constitución y 
artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos ratificada por el 
artículo 15 de la ley 15.737 de 8 de marzo de 1985), 


Los funcionarios deberán excusarse de intervenir o podrán ser recusados cuando 
medie cualquier circunstancia que pueda afectar su imparcialidad, estando a lo que 
resuelva su jerarca. 


Artículo 17 


(Implicancias). El funcionario público debe distinguir y separar radicalmente los 
intereses personales del interés público (arts. 21 y 22 num. 4 de la ley 17.060). En tal 
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virtud, debe adoptar todas las medidas a su alcance para prevenir o evitar todo 
conflicto o conjunción de esos intereses en el desempeño de sus funciones. 


Si considerare dudosa la existencia de conflicto entre el interés público y su interés 
personal, el funcionario deberá informar de ello al superior para que éste adopte la 
resolución que Corresponda (art. 22 num. 4 de la ley 17.060). Por razones de decoro o 
delicadeza el funcionario podrá solicitar a su superior que le excuse del caso, 
ateniéndose a lo que éste resuelva. 


Los funcionarios que integren un órgano colegiado podrán plantear la excusación o 
deberán informar de la implicancia al Cuerpo del que forman parte, a cuya resolución 
se estará. 


Artículo 18 

(Transparencia y publicidad). El funcionario público debe actuar con transparencia en 
el cumplimiento de su función. Los actos, documentos y demás elementos relativos a 
la función pública pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza 
deban permanecer reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley o 
resolución fundada, en todo caso bajo la responsabilidad a que hubiere lugar por 
derecho (art. 7* de la ley 17.060 y 21 del decreto 354/999), 


Queda comprendido en lo dispuesto precedentemente el deber de garantizar a los 
particulares interesados que lo solicitaren el acceso a aquellas informaciones que 
resulten del empleo y aplicación de medios informáticos y telemáticos para el 
desarrollo de las actividades de las Administraciones públicas y el ejercicio de sus 
competencias (art. 694 de la ley 16.736 de 5 de enero de 1996). 


Artículo 19 

(Eficacia y eficiencia). Los funcionarios públicos utilizarán medios idóneos para el 
logro del fin de interés público a su cargo, procurando alcanzar la máxima eficiencia en 
su actuación. 


Artículo 20 

(Eficiencia en la contratación). Los funcionarios públicos tienen la obligación de 
respetar estrictamente los procedimientos de contratación aplicables en cada caso y 
de ajustar su actuación en la materia a los siguientes principios generales: 


A) Flexibilidad. 

B) Delegación. 

C) Ausencia de ritualismo, 

D) Materialidad frente al formalismo. 

E) Veracidad salvo prueba en contrario. 


F) Igualdad de los oferentes, concurrencia en todos los procedimientos competitivos 
para el llamado y la selección de ofertas y amplia publicidad de las adquisiciones de 
bienes y contrataciones de servicios (arts. 5* de la ley 17.060 y 11 literal H) del 
Decreto 354/999). 


Artículo 
(Motivación de la decisión). El funcionario debe motivar los actos administrativos que 
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dicte, explicitando las razones de hecho y de derecho que lo fundamenten. No son 
admisibles fórmulas generales de fundamentación, sino que deberá hacerse una 
relación directa y concreta de los hechos del caso específico en resolución, 
exponiéndose además las razones que con referencia a él en particular justifican la 
decisión adoptada. 


Tratándose de actos discrecionales se requerirá la identificación clara de los motivos 
en que se funda la opción, en consideración al interés público. 


Artículo 22 


(Idoneidad y capacitación). La observación de una conducta idónea exige que el 
funcionario mantenga aptitud para el adecuado desempeño de las tareas públicas a su 
cargo (art. 21 de la ley 17.060). 


Será obligación de los funcionarios públicos capacitarse para actuar con pleno 
conocimiento de las materias sometidas a su consideración y, en particular, deberán 
asistir a los cursos de actualización referentes a la moral administrativa, 
incompatibilidades, prohibiciones y conflictos de intereses en la función pública según 
lo determinan las normas que rigen el servicio o lo dispongan las autoridades 
competentes (art. 28 de la ley 17.060). 


A 23 


(Buena administración financiera). Todos los funcionarios públicos con funciones 
vinculadas a la gestión del patrimonio del Estado o de las personas públicas no 
estatales deberán ajustarse a las normas de administración financiera aplicables, a los 
objetivos y metas previstos, al principio de buena administración, en lo relativo al 
manejo de los dineros o valores públicos y a la custodia o administración de bienes de 
organismos públicos. Sus transgresiones constituyen faltas administrativas aun 
cuando no ocasionen perjuicios económicos (arts. 119 y siguientes del TOCAP). 


Artículo 24 

(Rotación de funcionarios en tareas financieras). Los funcionarios públicos que 
cumplen funciones en las reparticiones encargadas de la adquisición de bienes y 
servicios deberán rotar periódicamente (art. 23 de la ley 17.060). 


Dicha rotación deberá hacerse efectiva cada treinta meses continuos en el desempeño 
de esa función, pudiendo el jerarca prorrogar el cometido, en casos excepcionales 
fundados en la necesidad del servicio o en la falta de recursos humanos en el 
organismo, siempre que el resultado de la evaluación de desempeño en el período no 
arroje observaciones a la gestión. 


TITULO | - NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA 
CAPITULO 3 - PROHIBICIONES 


Artículo 25 

(Prohibición de contratar). Prohíbese a los funcionarios públicos contratar con el 
organismo a que pertenecen y mantener vinculos por razones de dirección o 
dependencia con firmas, empresas o entidades que presenten ofertas para contratar 
con dicho organismo. No obstante, en este último caso, quedan exceptuados de la 
prohibición los funcionarios que no tengan intervención alguna en la dependencia 
pública en que actúan en el proceso de la contratación, siempre que informen por 
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escrito y sin reticencias al respecto a su superior. 


Si al momento de ingresar a la función pública estuviere configurada o en condiciones 
de configurarse dicha situación, el funcionario deberá informar por escrito y sin 
reticencias al respecto.Esta prohibición se extiende a las contrataciones realizadas a 
solicitud de la Administración a que el funcionario pertenece por organismos 
internacionales o mediante la ejecución de proyectos por terceros. 


Prohíbese a los funcionarios públicos y a las Administraciones a que pertenecen 
celebrar o solicitar a terceros la celebración de contratos de servicios o de obra que 
tengan por objeto la realización por los mismos funcionarios de las tareas 
correspondientes a su relación funcional o tareas similares o a cumplirse dentro de su 
jornada de trabajo en el organismo respectivo. 


Artículo 26 

(Prohibición de intervenir por razones de parentesco). Prohibese a los funcionarios 
públicos con competencia para gastar intervenir cuando estén ligados con la parte que 
contrata con el organismo a que pertenecen por razones de parentesco hasta el cuarto 
grado de consanguinidad o tercero de afinidad o por matrimonio. 


Artículo 27 

(Prohibición de relaciones con actividad controlada). Prohíbese a los funcionarios 
públicos con cometidos de dirección superior, inspectivos o de asesoramiento ser 
dependientes, asesores, auditores, consultores, socios o directores de las personas 
físicas o jurídicas, públicas o privadas, que se encuentren sujetas al control de las 
oficinas de que aquéllos dependan. Les está prohibido asimismo percibir de dichas 
personas retribuciones, comisiones u honorarios de clase alguna. 


La prohibición establecida en el inciso anterior se extiende a todas las contrataciones 
de servicios o de obra, realizadas a solicitud de la Administración controlante, por 
organismos internacionales o mediante la ejecución de proyectos por terceros. 


Artículo 28 

(Prohibición de relaciones con actividad vinculada). Prohibese a los funcionarios 
públicos ejercer su función con relación a las actividades privadas a las que se 
encuentren vinculados. 


La prohibición establecida en este artículo se extiende a todas las contrataciones de 
servicios o de obra realizadas a solicitud de una Administración comprendida en el art. 
2% de este Decreto, por organismos internacionales o mediante la ejecución de 
proyectos por terceros. 


Artículo 29 

(Declaración jurada de implicancias). Todos los funcionarios que, a la fecha de 
vigencia de este Decreto, se encuentren en las situaciones previstas por los artículos 
anteriores deberán presentar, en un plazo máximo de sesenta días siguientes a dicha 
vigencia, una declaración jurada donde establezcan qué clase de vinculación o 
actividades de las previstas en dichos artículos mantienen, individualizando las 
personas o empresas y el tipo de relacionamiento o intereses con ellas, estándose a lo 
que resuelva el jerarca correspondiente. Dicha declaración jurada deberá ser 
presentada, en forma abierta, ante el jerarca del servicio donde el funcionario se 
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desempeña. 


Toda nueva situación de las previstas por los artículos anteriores deberá ser declarada 
en la misma forma establecida en el inciso anterior dentro de los sesenta días de 
configurada y quedará sujeta a lo que resuelva el jerarca respectivo. 


Artículo 30 

(Implicancias dudosas o supervinientes). Si al momento de ingresar a la función 
pública o durante su desempeño, resultare dudosa o estuviere cuestionada la 
configuración de alguna de las situaciones previstas en los arts. 24 a 28, el funcionario 
deberá informarlo de inmediato y en forma pormenorizada por escrito a su superior 
jerárquico, quien deberá resolver fundadamente al respecto y, en su caso, sobre la 
permanencia del funcionario en la oficina. 


Artículo 31 

(Prohibición de recibir regalos y otros beneficios). Prohíbese a los funcionarios 
públicos solicitar o aceptar dinero, dádivas, beneficios, regalos, favores, promesas u 
otras ventajas, directa o indirectamente, para sí o para terceros, a fin de ejecutar, 
acelerar, retardar u omitir un acto de su empleo o contrario a sus deberes o por un 
acto ya cumplido, 

Prohíbese a los funcionarios públicos solicitar contribuciones de otros funcionarios 
para hacer regalos a sus superiores, realizar suscripciones o colectas de cualquier 
naturaleza o autorizar la retención de su sueldo o parte de él para cualquier 
agrupación partidaria o para cualquier persona o entidad, salvo autorización legal 
expresa. 

Prohíbese asimismo solicitar o aceptar dichas ventajas destinadas al servicio a que 
pertenece, salvo que una norma expresa lo autorice y se deje constancia de ello por 
escrito. 

Se tendrá especialmente en cuenta en relación a las prohibiciones dispuestas en los 
incisos que anteceden, a los efectos que correspondan, que el regalo o beneficio 
provenga de una persona o entidad que: 


A) lleve a cabo actividades reguladas o fiscalizadas por el órgano o entidad en que el 
funcionario se desempeña; 

B) gestione o explote concesiones, autorizaciones, privilegios o franquicias otorgados 
por el órgano o entidad en que el funcionario se desempeña; 

C) sea contratista o proveedor de bienes o servicios a un organismo público o 
estuviere interviniendo en un procedimiento de selección; 

D) tenga intereses que pudieren verse significativamente afectados por la decisión, 


acción, aceleración, retardo u omisión del organismo o entidad en el que el 
funcionario se desempeña. 


Artículo 32 
(Regalos o beneficios permitidos). Se entiende que no están incluidos en la 
prohibición establecida en el inciso primero del artículo anterior los siguientes casos: 


A) los reconocimientos protocolares recibidos de gobiernos, organismos 
internacionales o entidades sin fines de lucro, en las condiciones en que la ley o la 
costumbre admitan esos beneficios; 
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B) los gastos de viaje y estadía recibidos de gobiernos, instituciones de enseñanza o 
entidades sin fines de lucro, para el dictado de conferencias, cursos o actividades 
académicas o culturales, o la participación en ellas, siempre que ello no resultare 
incompatible con las funciones o prohibido por normas especiales; y 


C) las atenciones de entidad razonable recibidas en oportunidad de las fiestas 
tradicionales en las condiciones que los usos y costumbres las admitan. 


Artículo 33 


(Prohibición de comunicaciones telefónicas y uso de teléfonos celulares). Prohíbese a 
los funcionarios públicos efectuar comunicaciones a larga distancia por medio de 
aparatos telefónicos con fines personales. 


El uso de los teléfonos celulares contratados por las oficinas públicas queda 
restringido de acuerdo con lo dispuesto en las disposiciones legales y reglamentarias 
vigentes. 


cul 


(Prohibición de uso indebido de fondos). Prohíbese a los funcionarios públicos el 
manejo de fondos en forma distinta a la legalmente autorizada, siendo responsable de 
su pago cuando comprometa cualquier erogación sin estar autorizado para ello. El 
funcionario está obligado a rendir cuenta documentada y comprobable de la versión, 
utilización o gestión de los fondos recibidos. 


Artículo 35 

(Prohibición de revistar en la misma oficina por razones de parentesco). Prohíbese la 
actuación dentro de la misma repartición u oficina del funcionario que se halle 
vinculado con su jerarca por lazos de parentesco dentro del segundo grado de 
consanguinidad o afinidad o por ser su cónyuge. 


Si ingresare a la oficina un funcionario que mantenga los vínculos mencionados en el 
inciso anterior, la autoridad competente dispondrá los traslados necesarios, sin que se 
perjudique la categoría de funcionario alguno. 


Queda igualmente prohibida la permanencia dentro de la misma oficina o sección de 
funcionarios que entre sí reúnan alguno de los impedimentos establecidos en el inciso 
primero. 


Artículo 36 


(Prohibición de uso indebido de bienes públicos). Los funcionarios públicos deberán 
utilizar los bienes muebles e inmuebles pertenecientes al organismo público en que 
revistan o asignados a su uso o consumo exclusivamente para el funcionamiento de 
los servicios a su cargo. 


Está prohibido el uso de locomoción, combustible, repuestos y servicios de 
reparaciones de cargo de toda fuente de fondos públicos, por parte de cualquier 
funcionario público, fuera de lo estrictamente necesario para el cumplimiento de sus 
tareas. En ningún caso el ejercicio de una función pública podrá implicar la libre 
disponibilidad de un vehículo perteneciente a cualquier organismo o afectado a su uso, 
fuera de los requerimientos del servicio en sentido estricto, salvo las excepciones 
dispuestas legal y reglamentariamente. Los vehículos pertenecientes al organismo 
público o asignados a su uso deberán ser guiados por personal con licencia habilitante 
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y no podrán ser aplicados para usos de indole particular, salvo los casos 
excepcionales debidamente justificados por la autoridad competente. 


Artículo 37 

(Prohibición de proselitismo de cualquier especie). Los funcionarios están al servicio 
de la Nación y no de una fracción política. En los lugares y horas de trabajo queda 
prohibida toda actividad ajena a la función, reputándose ilícita la dirigida a fines de 
proselitismo de cualquier especie. 


Los funcionarios no podrán constituir agrupaciones con fines proselitistas, utilizando 
las denominaciones de reparticiones públicas o invocando el vínculo que la función 
determine entre sus integrantes (art. 58 de la Constitución). 


TITULO 1! - NORMAS DE APLICACION 


Artículo 38 


(Faltas disciplinarias). El incumplimiento de los deberes explicitados en este decreto y 
la violación de las prohibiciones contenidas en él constituirán faltas disciplinarias. 


Como tales, serán objeto de sanción proporcionada a su gravedad, previa 
sustanciación del procedimiento disciplinario respectivo, en el que se asegurará la 
garantía de defensa. Ello, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal prevista por 
la Constitución y por las leyes (inciso 2* del artículo 21 de la ley N* 17.060). 


Artículo 39 


(Potestad disciplinaria y jurisdicción penal). El sometimiento a la justicia penal de un 
funcionario público no obsta al necesario ejercicio de la competencia del organismo 
respectivo, independientemente de la judicial, para instruir los procedimientos internos 
y adoptar las decisiones que correspondan en virtud de las faltas disciplinarias que se 
comprobaren en la vía administrativa con arreglo a derecho. 


Artículo 40 


(Denuncia de irregularidades o de prácticas corruptas). Todo funcionario público está 
obligado a denunciar irregularidades o prácticas corruptas de que tuviere conocimiento 
por razón de sus funciones, de las que se cometieren en su repartición o cuyos efectos 
ella experimentare particularmente (art. 177 del Código Penal en la redacción dada por 
el art. 8” de la ley 17.060). Asimismo, deberá recibir y dar trámite a las denuncias que 
se le formularen al respecto. En uno y otro caso, las pondrá en conocimiento de sus 
superiores jerárquicos. 

Si se tratare de irregularidades que pudieren causar perjuicios económicos, el 
funcionario público está obligado a comunicarlo por escrito a su superior jerárquico y al 
Tribunal de Cuentas. 


Artículo 41 

(Denuncia de delitos). El jerarca a quien competa resolver sobre las investigaciones 
internas de las que resultare la posible configuración de un delito tiene el deber de 
disponer la inmediata denuncia policial o judicial preceptiva (177 del Código Penal en 
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la redacción dada por el art. 8* de la ley 17.060). 


ículo 42 


(Denuncias contra determinados funcionarios). Las denuncias contra los funcionarios 
públicos obligados a presentar declaración jurada de bienes e ingresos (arts. 10 y 11 
de la ley 17.060) por los delitos contra la Administración Pública (Título IV, excluyendo 
los Capitulos IV y V del Código Penal y arts. 8%, 9 y 30 de la ley 17.060) o contra la 
Economía y la Hacienda Pública (Título IX del Código Penal) deberán ser presentadas 
ante el órgano judicial competente o el Ministerio Público o la Policía Nacional u otras 
autoridades con funciones policiales, según corresponda conforme con el 
ordenamiento procesal al momento de su formulación (arts. 4% num. 3 de la ley 17.060 
y 14 del decreto 354/999). 


Artículo 43 


(Régimen de protección de testigos y denunciantes). Cualquier persona o los 

funcionarios públicos que denunciaren de buena fe alguno de los delitos a que refiere 
este Decreto quedarán incluidos en el beneficio de protección de testigos establecido 
por la normativa legal vigente (art. 36 de la ley 16.707 de 12 de julio de 1995, decreto 
209/2000 de 25 de julio de 2000 y art. Ill num. 8 de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción de 29 de marzo de 1996 ratificada por la ley 17.008). 


Artículo 44 

(Consultas). En el ejercicio de la potestad disciplinaria, los organismos cuyos 
funcionarios se encuentran alcanzados por este decreto podrán recabar la opinión de 
la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado, en cuyo caso, para 
apartarse del dictamen que ésta emita, deberá procederse en forma fundada. 


Los jerarcas de dependencias públicas, previo al dictado de las pertinentes decisiones 
administrativas, podrán dirigir directamente a la Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado los pedidos de asesoramiento y aclaraciones relativos a la 
aplicación del presente decreto que estimen necesarios, adjuntando informe de la 
asesoría jurídica de su respectivo ámbito orgánico (arts. lll num. 9 de la Convención 
Interamericana contra la Corrupción, 4% de la ley 17.060 y 11 literal 1) del decreto 
354/999). 


Artículo 45 


(Difusión). Cométese a la Junta Asesora en Materia Económico Financiera la difusión 
de este decreto conjuntamente con las disposiciones penales contenidas en la ley N* 
17.060 y las demás que tipifican delitos cuyo sujeto activo sea un funcionario público, 
así como también las disposiciones legales y reglamentarias referidas a las 
declaraciones juradas de bienes e ingresos. 


culo 


(Vigencia). Este decreto entrará en vigencia a los sesenta días de su publicación en el 
Diario Oficial. 


Artículo 47 


Comuníquese, publíquese, etc. 
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Decreto N* 354/999, 
de 12 de noviembre de 1999 


VISTO: La Ley N* 17.060 de 23 de diciembre de 1998; 


RESULTANDO: que en sus artículos 4” y siguientes, se crea una Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado; se fijan sus cometidos y sus atribuciones y 
se establecen normas referentes a su composición y funcionamiento; 


CONSIDERANDO: la necesidad de proceder a reglamentar las disposiciones 
referidas, a fin de poner en marcha los mecanismos previstos en las mismas; 


ATENTO: a lo expuesto y a lo establecido en el numeral 4* del artículo 168 de la 
Constitución de la República, 


EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, 
actuando en Consejo de Ministros, 
DECRETA: 


CAPITULO | - DE LA JUNTA ASESORA EN MATERIA ECONOMICO FINANCIERA 
DEL ESTADO 


Artículo 1%.- La Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado es el 
órgano público encargado de asesorar y asistir a los tribunales judiciales con 
competencia penal, cuando éstos lo dispongan, de oficio o a requerimiento del 
Ministerio Público. 

Asesorará a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la ley 17.060, del 
23 de diciembre de 1998, contra la Administración Pública (Título IV, excluyendo los 
Capítulos IV y V del Código Penal), y contra la Economía y la Hacienda Pública (Título 
IX del Código Penal), que se imputen a alguno o algunos de los funcionarios públicos 
enumerados en los arts. 10 y 11 de la citada ley.- 


La Junta Asesora tendrá también los cometidos que se mencionan en los 
apartados B a | del artículo 11 del presente decreto, 


Artículo 2%- La Junta Asesora estará compuesta de tres miembros, quienes 
durarán cinco años en sus funciones, a partir de su designación por el Presidente de la 
República actuando en Consejo de Ministros, con previa venia de la Cámara de 
Senadores, otorgada siempre por tres quintos de votos del total de componentes, 
entre personas de reconocida experiencia y solvencia profesional y moral. 


Los miembros de la Junta Asesora cesarán en sus funciones cuando tomen 
posesión del cargo quienes hayan de sucederlos, conforme a las normas de 
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designación señaladas en el inciso anterior. Ello, sin perjuicio de los trámites 
pertinentes para proveer la nueva designación. 


Por igual período será prorrogado el término de la reserva de cargo (artículo 1? 
del decreto ley 14.622 de 24 de diciembre de 1976 modificado por el artículo 12 de la 
ley 17.296 de 21 de febrero de 2001) que habilita el artículo 335 de la ley 17.296 
mencionada, a cuyo efecto la Junta Asesora comunicará tal prórroga al órgano 
correspondiente a que pertenece el cargo reservado. 


FUENTE: Incisos 2* y 3* - Decreto N* 379/004 de 21/10/2004, 
artículo 1% 


Artículo 3*.- El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de 
Ministros, podrá destituir a los miembros de la Junta Asesora por resolución fundada, 
debiéndose observar las garantías establecidas en el artículo 66 de la Constitución de 
la República y con previa venia de la Cámara de Senadores, otorgada por la misma 
mayoría exigida para su designación. 


Si la Cámara de Senadores no se expidiere en el término de sesenta días, el 
Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 


Artículo 4*.- La Junta Asesora es un órgano del Estado que actuará en el ámbito 
del Poder Ejecutivo, al que se vinculará a través del Ministerio de Educación y Cultura. 


Adoptará sus decisiones por mayoría y su representación será ejercida por el 
miembro que a esos efectos designe. 


Sus resoluciones administrativas serán susceptibles de ser recurridas mediante 
recurso de revocación interpuesto directamente ante la misma y recurso jerárquico 
para ante el Poder Ejecutivo, el que deberá interponerse conjuntamente y en forma 
subsidiaria al recurso de revocación. (incs. 1? y 2” del Artículo 317 de la Constitución 
de la República.) 


Artículo 5”.- La Junta Asesora constituye un Cuerpo con independencia técnica 
en el ejercicio de sus funciones. Contará con el asesoramiento jurídico permanente del 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, sobre aspectos formales y 
procedimentales (artículos 1 y 6 de la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal). 


Artículo 6*.- Actuará bajo la superintendencia del Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, sin menoscabo de las facultades disciplinarias que -el num. 1 
del art. 4 de la Ley N* 17.060- atribuye al Poder Ejecutivo y de lo establecido en el 
artículo anterior de este Decreto. 


En el marco de dicha superintendencia, la Junta Asesora informará 
mensualmente, por cualquier vía idónea, al Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación, sobre las actividades desarrolladas en relación a los cometidos previstos en 
los apartados A y B del artículo 11 del presente, a los efectos del mejor y más correcto 
ejercicio de las potestades que la Ley 17.060 asigna a ambos órganos. 


Asimismo, la Junta Asesora pondrá en conocimiento del Fiscal de Corte toda 
resolución que ella adoptare sobre impedimentos, excusas o recusaciones que, a 
juicio del Cuerpo, pudieren tener respecto de los asuntos a consideración del mismo 
(Art. 7 del presente Decreto). 


La Junta Asesora presentará ante la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de 
la Nación las propuestas relativas a la contratación de personal, de bienes y servicios.- 
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El Fiscal de Corte producirá, dentro del plazo de diez días, informe sobre la correcta 
adecuación entre lo solicitado y los cometidos que aquélla tiene asignados. Todo ello 
será puesto a conocimiento del Ministro de Educación y Cultura, para su resolución. 


Artículo 7*.- Será aplicable a los miembros de la Junta Asesora el régimen de 
causales de impedimento, excusas y recusaciones que rige para los jueces (Ley N* 
15.750 de 24 de junio de 1985 y artículos 325 y siguientes del Código General del 
Proceso), conforme lo disponen el numeral 1 del artículo 179 del Código General del 
Proceso y el reenvío, en lo aplicable, dispuesto en el párrafo segundo del numeral 2 
del artículo 4 de la Ley N* 17.060. 


Los impedimentos o excusas que pudiere formular cada miembro de la Junta 
Asesora serán resueltos por la misma. 


En el caso de recusación de un miembro de la Junta Asesora por una de las 
partes en el proceso judicial, se aplicará lo dispuesto en el artículo 179 del Código 
General del Proceso. 


Si como consecuencia de impedimentos, excusas o recusaciones la Junta 
Asesora quedare circunstancialmente desintegrada de dos de sus miembros, 
procederá a comunicarlo al Juez que dispuso su actuación (artículo 182.1 del Código 
General del Proceso), devolviendo el expediente sin informe. 


Los miembros de la Junta Asesora deberán poner por escrito en conocimento del 
Cuerpo toda posible implicancia que, a su juicio, pudieren tener respecto de los 
asuntos a consideración de la misma. 


Artículo 8*.- El ejercicio de las funciones de miembro de la Junta Asesora será 
incompatible con el desempeño de actividades públicas o privadas, en carácter de 
profesional o perito judicial o administrativo, en asuntos que den o puedan dar lugar a 
actuaciones administrativas o judiciales relacionadas con investigaciones relativas a la 
presunta comisión de delitos que menciona el numeral 1 del artículo 4 de la Ley N* 
17.060 o de las faltas administrativas relativas a dichas materias. 


| .- Los miembros de la Junta Asesora tendrán derecho al goce de 
licencia, durante los períodos de receso de los tribunales: uno, del 25 de diciembre al 
31 de enero del año siguiente; el otro, del 1? al 15 de julio de cada año. 


Las licencias extraordinarias de los miembros serán resueltas por el Cuerpo, 
procurando que el mismo no quede desintegrado. 


Artículo 10.-  Prohíbese a los miembros de la Junta Asesora formular 
declaraciones públicas acerca de las opiniones vertidas en las actuaciones judiciales 
preliminares al proceso penal en el que son llamados a asesorar. 


Igual prohibición recaerá en la etapa sumarial del proceso penal mientras que el 
informe no estuviere a disposición del magistrado. 


CAPITULO Il - DE SUS COMETIDOS Y FACULTADES 


Artículo 11.- Son cometidos de la Junta Asesora: 
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A) Asesorar a los órganos judiciales con competencia penal, en los supuestos a 
que refiere el artículo 1? del presente, produciendo el informe técnico previsto en el 
artículo 18 inc. 2? del presente. 


B) Obtener y sistematizar, por disposición del órgano judicial, todas las pruebas 
documentales que fueren necesarias para el esclarecimiento, por el Juez, de los 
hechos noticiados (art. 4*, nral. 3 de la Ley 17.060), produciendo el informe explicativo- 
preliminar establecido en el artículo 18 inciso 1? del presente. 


C) Organizar, recibir, custodiar y administrar el sistema de declaraciones juradas 
de los funcionarios determinados en los artículos 10* y 11* de la Ley N* 17,060. 


D) Recabar de los organismos públicos correspondientes así como de los 
respectivos órganos de control en el proceso del gasto público, cuando lo considere 
conveniente, informes escritos sobre las condiciones de regularidad e imparcialidad 
con las cuales se preparan, formalizan y ejecutan determinados contratos públicos de 
bienes, obras y servicios. 


Si como consecuencia de tal información, sugiere una razonable presunción de 
haberse configurado o poderse configurar una infracción administrativa y/o un delito, la 
Junta Asesora cursará inmediatamente información a la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación, a los efectos establecidos en el artículo 14 de este 
decreto. 


E) Proponer a la Comisión Honoraria a que refiere el artículo 25 de la Ley N* 
17.060: 1) normas de conducta de los funcionarios públicos para: i) el correcto, 
honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas (Códigos 
deontológicos), y ¡i) la aplicación de los principios establecidos en el Capítulo VI de 
dicha Ley N* 17.060; 2) proyectos de actualización y ordenamiento legislativo y 
administrativo en materia de transparencia en la contratación pública; y 3) proyectos 
que definan la configuración de conflictos de intereses en la función pública y las 
modalidades para que los mismos sean evitados. 


F) Proponer al Poder Ejecutivo campañas periódicas de difusión en materia de: 1) 
transparencia pública y responsabilidad de los funcionarios públicos, 2) delitos, faltas y 
sanciones administrativas por infracciones contra la Administración Pública, 3) 
mecanismos de control ciudadano previstos en el sistema institucional del país. La 
Junta Asesora podrá efectuar la difusión pública de las normas en materia de temas 
vinculados con su competencia o la de la Comisión Honoraria a que refiere el artículo 
25 de la Ley N* 17060.- 


G) Proponer al Poder Ejecutivo las modificaciones de normas sobre las materias 
relacionadas con la competencia de la Junta Asesora. 
H) Derogado. 


FUENTE: Decreto N* 393/004 de 3/11/2004, 
artículo 6* 


TEXTO ORIGINAL: H) Verificar la difusión pública que deben realizar todos los organismos 
públicos (artículo 5? de la Ley N* 17,060) acerca de la realización de aquellas adquisiciones de 
bienes y contrataciones de servicios que superen un monto individual por contratación 
equivalente al límite de las licitaciones abreviadas. A tal efecto, todos los organismos públicos 
deberán informar a la Junta Asesora, dentro de los 60 días siguientes de cerrado cada ejercicio 
anual, acerca de la publicidad realizada de dichas adquisiciones de bienes y contrataciones de 


servicios. La difusión deberá identificar, como mínimo, el objeto del contrato, el producto o 
servicio, el precio individual y total, el contratante y su número de RUC (Registro Unico de 
Contribuyentes), el crédito legal que procede imputar y, en su caso, el financiamiento. A los 
ciento veinte días de cerrado cada ejercicio anual la Junta Asesora dará a publicidad los 
listados de los organismos omisos en cumplir con dicha obligación PS e 
informar dicha circunstancia a los respectivos jerarcas u órganos de control 
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1) Asesorar a los organismos públicos que lo soliciten en cuanto a los mecanismos 
vigentes para prevenir y erradicar las prácticas corruptas (numeral 9 del Artículo 11! de 
la Convención Interamericana contra la Corrupción, ratificada por la Ley 17.008, de 25 
de setiembre de 1998). 


Artículo 12.- Autorízase a la Junta Asesora a vincularse con las organizaciones 
no gubernamentales en la erradicación de conductas reñidas con la probidad pública 
en relación con el cumplimiento de los cometidos señalados en los literales E al H del 
artículo precedente. 


Artículo 13.- La Junta Asesora deberá elaborar un informe anual de las 
actividades desempeñadas en el ejercicio, a ser directamente presentado a cada uno 
de los Poderes del Estado. 


Artículo 14.- Las denuncias que cualquier interesado hiciere sobre comisión de 
delitos incluidos en el artículo 1 del presente decreto serán presentadas ante el órgano 
judicial competente o bien ante el Ministerio Público, según corresponda conforme al 
ordenamiento procesal vigente al momento de su formulación. 


Las denuncias o noticias que se presentaren ante la Junta Asesora por los 
mencionados delitos no podrán ser objeto de conocimiento ni de calificación por dicho 
órgano; deberán ser inmediatamente cursados a la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación, a los efectos de la intervención del magistrado competente del 
Ministerio Público (numeral 3 del artículo 4? de la ley 17.060 y, en su caso, articulo 230 
de la ley 16.893, de 16 de diciembre de 1997). 


Artículo 15.- En el caso que las denuncias presentadas ante la Junta Asesora 
fueren exclusivamente por las irregularidades previstas en los artículos 15 y 17 de la 
Ley N* 17.060, procederá a sustanciar su conocimiento. Las denuncias por otras 
irregularidades administrativas ameritarán la intervención de la Junta Asesora sólo 
cuando así lo disponga la autoridad judicial penal. 


lo 16.- El cometido de asesoramiento de la Junta Asesora no será 
excluyente de la facultad del Juez de la causa de requerir otros dictámenes periciales, 
conforme con el régimen establecido en los artículos 177 y ss. del Código General del 
Proceso. 


Si el Ministerio Público dispusiere requerir dicho asesoramiento al órgano judicial, 
deberá hacerlo conforme lo establece el artículo 134 del decreto ley 15.032, del 7 de 
julio de 1980 y, en su caso, el inciso tercero del artículo 243.2 de la ley 16.893. 


Artículo 17.- El requerimiento a la Junta Asesora deberá identificar los puntos o 
cuestiones concretos que habrán de ser objeto del dictamen (art. 180 del Código 
General del Proceso y párrafo segundo del numeral 2 del artículo 4? de la Ley N* 
17.060), así como las pruebas documentales que deberán ser recabadas, atinentes a 
los hechos denunciados y que no hayan podido ser obtenidas en los procedimientos 
judiciales en curso. 
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Artículo 18.- El tribunal podrá disponer que la Junta Asesora produzca dos 
categorías de informe: a) el preliminar, a que refiere el artículo 11 apartado B de este 
decreto; y b) el técnico, a que alude el apartado A de la misma disposición. 


El informe preliminar contendrá, con la debida sistematización de todas las 
pruebas documentales obrantes, la correlación de los antecedentes con los hechos 
denunciados. Deberá ser presentado al órgano judicial solicitante dentro del término 
de sesenta días, prorrogables, a solicitud de la Junta, por una sola vez, siempre que 
exista mérito para ello y por un máximo de treinta días. La Junta Asesora podrá 
solicitar al Juez la suspensión del plazo, fundada en la demora en la obtención de la 
documentación necesaria, que no le sea imputable.- Vencido el plazo de sesenta días 
o el de la prórroga de un máximo de treinta días, la Junta Asesora remitirá al órgano 
judicial los antecedentes reunidos así como el informe pertinente.- 


El informe técnico contendrá las conclusiones de la Junta Asesora; deberá ser 
producido en el plazo que fije el tribunal, el que podrá ser prorrogado por única vez, en 
caso de motivo fundado. Vencido éste último, caducará en encargo (art. 180 inciso 
final del Código General del Proceso).- 


Cualquiera de los informes de la Junta Asesora, dirigidos al órgano judicial 
solicitante, se presentará por escrito; referirá exclusivamente a la materia a que alude 
el artículo 1 del presente decreto y no podrán contener incriminaciones en materia 
jurídico-penal.- 

Los plazos a que refiere el presente artículo se computarán, de acuerdo con lo 
dispuesto por artículo 94 del Código General del Proceso, a partir de la nota de 
Secretaría de pasaje a estudio a los miembros de la Junta Asesora, el cual no podrá 
verificarse más allá de los treinta días a partir de la fecha de recepción. 


Si lo considerare necesario, la Junta Asesora podrá recabar opinión de técnicos 
con título habilitante o experiencia equivalente en la materia económico-financiera del 
Estado u otras relevantes al cometido referido, aunque no podrá delegar en ellos su 
obligación de dictaminar. 


Artículo 19.- Conforme a los cometidos establecidos en los apartados A y B del 
art. 11 de este decreto, la Junta Asesora no estará habilitada a realizar otras 
actuaciones relativas a la investigación de delitos que las establecidas en este 
reglamento ni participar en pesquisas ni instrucciones de oficio o aquellas que lleve 
adelante la autoridad administrativa o judicial, salvo las establecidas en los artículos 16 
a 18 de este decreto. 


Las aclaraciones o ampliaciones que las partes del proceso penal solicitaren al 
Juez o que él mismo tenga a bien requerir, respecto de la opinión técnica emitida por 
la Junta Asesora, serán evacuadas por escrito, dentro del mismo término establecido 
por el artículo 18 inc. 1 de este decreto. La Junta Asesora podrá quedar incluida dentro 
de los casos de exenciones de concurrencia a audiencias, que habilita al Juzgado el 
artículo 183.1 del Código General del Proceso. En el caso de que el Juzgado disponga 
expresamente la obligación de concurrir, la Junta Asesora queda habilitada para 
designar al miembro que actúe por cuenta de ella, asistido del experto que aquélla 
considere conveniente. 


Artículo 20.- La Junta Asesora tendrá la atribución de dirigirse directamente a 
cualquier órgano u organismo de los mencionados en el artículo 1? de la Ley 
N? 17.060. 
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Para la obtención de las pruebas documentales necesarias para el cumplimiento 
de los cometidos de los apartados A y B del artículo 11 del presente, cursará noticia 
inmediata al tribunal competente. 


También la Junta Asesora podrá recibir, directamente, la documentación 
solicitada. 


Los jerarcas de las reparticiones públicas o personas jurídicas de derecho público 
no estatal que posean las pruebas documentales que les recabe la Junta Asesora, en 
el marco de lo dispuesto por el numeral 3 del artículo 4* de la Ley N* 17.060, tendrán 
la obligación de suministrarlas. 


El Poder Ejecutivo apreciará, en su caso, en el ejercicio de sus poderes de control 
que estipulan las normas constitucionales y legales vigentes, el modo como se cumpla 
dicha obligación resultante de la ley. 


Los órganos y organismos mencionados en el artículo 1* de la Ley N* 17.060 que 
reciban una solicitud de parte de la Junta Asesora de aportarle la documentación 
relacionada con el cumplimiento de un mandato judicial, deberán cumplirla dentro del 
término máximo de diez días corridos, bajo apercibimiento de incurrir, los funcionarios 
intervinientes, en responsabilidad administrativa. 


Artículo 21.- Los actos, documentos y demás elementos relativos a la función 
pública que la autoridad de la repartición correspondiente haya declarado, en virtud de 
ley o resolución fundada, que deban permanecer reservados o secretos, quedarán 
excluidos del cumplimiento de la obligación legal de suministrar a la Junta Asesora la 
documentación que ésta le recabe, salvo decisión expresa del juez penal competente. 
En todo caso, bajo la responsabilidad a que hubiere lugar por derecho, 


Artículo 22.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes y a los 
efectos del cumplimiento de su función de asesoramiento judicial, en los. casos de 
omisiones o retardos del requerido la Junta Asesora podrá dirigirse, por intermedio del 
tribunal competente, a cualquier repartición pública a fin de solicitar los documentos y 
demás elementos necesarios para el esclarecimiento, por el juez, de los hechos 
denunciados. 


Artículo 23.- Salvo lo dispuesto expresamente en este decreto, no serán 
aplicables a los miembros de la Junta Asesora, conforme al inciso segundo del 
numeral 2 del artículo 4* de la Ley N* 17.060, las previsiones y responsabilidades para 
los peritos judiciales privados establecidas en los artículos 177 al 185 del Código 
General del Proceso, sin perjuicio de lo establecido por los artículos 24 y 25 de la 
Constitución de la República. 


CAPITULO lll - DE LAS DECLARACIONES JURADAS PATRIMONIALES ANTE LA 
JUNTA ASESORA 


lo 24.- Las autoridades y funcionarios públicos a que refieren los artículos 
10 y 11 de la Ley N” 17.060, que hubieren cumplido sesenta días de ejercicio 
ininterrumpido en el cargo o función contratada, computados a partir de la toma de 
posesión, deberán presentar ante la Junta Asesora la declaración jurada de bienes e 
ingresos, a esa fecha, por su designación o su cese en dicho cargo o función 
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contratada, conforme a las normas que se indican en el presente Capítulo V así como 
en el Capítulo VI de este decreto. 


La Junta Asesora abrirá los sobres conteniendo las declaraciones del Presidente y 
del Vicepresidente de la República y dispondrá su publicación en el Diario Oficial, 
manteniendo la custodia de las mismas. 


A los solos efectos de la obligación de formular sus declaraciones juradas, se 
entiende que los ordenadores de pagos a que refiere el literal O) del artículo 11 de la 
ley 17.060 serán los incluidos en el inciso primero del artículo 31 del TOCAF y que los 
funcionarios que cumplen funciones de carácter inspectivo a que refiere el literal P) de 
dicho artículo 11 son aquellos cuya jerarquía no sea inferior a la de jefe o equivalente. 


Artículo 25.- El Poder Ejecutivo y los titulares de los distintos organismos a los 
que alcanzare la aplicación de la Ley N” 17.060 tendrán el deber de comunicar a la 
Junta Asesora la nómina de los cargos y funciones contratadas comprendidos en los 
artículos 10% y 11? de dicha ley, dentro del plazo de treinta días de publicado este 
decreto en el Diario Oficial. Las alteraciones producidas en la nómina de cargos o 
funciones contratadas en su respectivo organismo deberán también ser comunicadas 
a la Junta Asesora dentro del término de treinta días de acaecidas desde el ingreso o 
la desvinculación funcional. 


Sin perjuicio de ello, la Contaduría General de la Nación, las Contadurías 
Centrales de los demás Poderes del Estado, el Registro de Funcionarios Públicos de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil, los órganos y organismos estatales así como las 
personas públicas no estatales a que se aplica esta ley suministrarán, a requerimiento 
de la Junta Asesora, la información señalada en el inciso anterior. 


Artículo 26.- A requerimiento del interesado o de oficio, la Junta Asesora 
determinará si el funcionario debe presentar la declaración jurada de bienes e ingresos 
a que refiere el presente Capítulo de este decreto. 


Asimismo, la Junta Asesora queda habilitada para recibir aquellas declaraciones 
juradas de funcionarios públicos no comprendidos en la obligación a que refieren los 
artículos 24 y siguientes de este decreto que voluntariamente estuvieren interesados 
en presentarla. 


Artículo 27.- El plazo de cómputo de la obligación establecida en el artículo 24 
de este decreto para la presentación de la declaración jurada inicial será de treinta 
días corridos siguientes a los sesenta días de ejercicio ininterrumpido del cargo o 
función contratada. Las declaraciones subsiguientes se formularán cada dos años 
contados a partir de la fecha del estado de situación patrimonial correspondiente a la 
declaración inicial, siempre que el funcionario continuare a esa fecha en el ejercicio del 
cargo o función contratada. 


Toda vez que cesare, el funcionario deberá presentar una declaración final dentro 
de los treinta días de su desvinculación. En caso de ingreso del funcionario a otro 
cargo o función contratada, también comprendido en los artículos 10 y 11 de la Ley N* 
17.060, no se requerirá declaración final del cese ni inicial del ingreso, manteniendo 
vigencia la declaración anterior durante el período de dos años a que refiere el inciso 
precedente de este artículo. 


Artículo 28.- La declaración jurada de los funcionarios contendrá una relación 
precisa y circunstanciada de los bienes que integran su activo, su pasivo y sus 
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ingresos por rentas, sueldos, salarios o beneficios de cualquier naturaleza que 
perciban. También deberá comprender detalle de activos, pasivos e ingresos de su 
cónyuge, de la sociedad conyugal que integra y de las personas sometidas a su patria 
potestad, tutela o curatela. De existir separación de bienes, deberá identificarse la 
escritura o el mandato judicial que decretó la separación así como la fecha de su 
vigencia. 


Dentro de su activo y pasivo, el funcionario detallará sus bienes y deudas, tanto 
en el país como en el extranjero, muebles e inmuebles, sus depósitos, otros valores 
así como la participación que posea en sociedades nacionales o extranjeras, en 
sociedades personales, con o sin personalidad jurídica, en sociedades de 
responsabilidad limitada, anónima o en comandita por acciones y "holdings". También 
deberá presentar el último balance de las sociedades en las que desempeñe el cargo 
de Director o Gerente. Asimismo, deberá declarar aquellos bienes no comprendidos en 
las categorías anteriores de que disponga a cualquier título su utilización. 


Deberá identificar la última procedencia dominial de cada bien que integra el 
activo, ya sea en propiedad, alquiler, comodato o cualquier otra forma de su utilización. 


Las declaraciones subsiguientes a la inicial y la declaración final deberán 
identificar, en forma razonable, la secuencia de la evolución del patrimonio e ingresos 
de las personas obligadas por la Ley N* 17.060 respecto del patrimonio e ingresos 
incluidos en su declaración jurada inicial. 


Artículo 29.- Las declaraciones juradas serán presentadas en sobre cerrado ante 
la Junta Asesora. En la carátula de dicho sobre, a su vez, lucirá una declaración 
firmada por el funcionario en la que confirma que en su interior incorporó la 
declaración jurada que le exige este decreto así como, en su caso, la de su cónyuge y, 
si correspondiere, la de las personas sometidas a su patria potestad, tutela o curatela. 
Dicho sobre será recibido por la Junta Asesora o por funcionario competente 
autorizado por la misma, el que en esa ocasión firmará la nota de cargo y expedirá la 
constancia de su recepción. 


El sobre cerrado también podrá ser recibido por la autoridad de la oficina en que 
revista el funcionario, que haya sido expresamente designada al efecto por la Junta 
Asesora para recibir las declaraciones juradas. En tal caso, dicha autoridad quedará 
obligada personalmente a remitir a la Junta Asesora, bajo su responsabilidad, las 
declaraciones juradas recibidas. Dejará constancia de que la firma de quien suscribe el 
sobre fue puesta en su presencia por quien dice ser el funcionario declarante y que 
agrega la fotocopia de su cédula de identidad debidamente inicialada. 


La presentación ante la Junta Asesora, del declarante o de la autoridad 
designada, deberá ser personal o mediante apoderado en legal forma. Pero, en caso 
de que no pudiere así verificarse, se requerirá que la firma que luce en la carátula del 
sobre haya sido certificada por escribano público en el país o por cónsul uruguayo 
acreditado en el extranjero, lo que se adjuntará al sobre cerrado. Se requerirá la 
constancia de la recepción de la declaración jurada en las condiciones exigidas, a fin 
de acreditar el cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 24 de este 
decreto. 

La Junta Asesora, que tendrá a su cargo la custodia de las declaraciones juradas 


presentadas, tomará las medidas necesarias a fin de mantener la reserva de la 
identificación del declarante así como del contenido del sobre. 
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Artículo 30.- En su caso, el cónyuge del funcionario obligado deberá suscribir la 
declaración jurada de activo, pasivo e ingresos que le correspondan, la que deberá 
estar incorporada al sobre cerrado. 


Artículo 31.- La Junta Asesora llevará un Registro de las declaraciones juradas 
de los funcionarios referidos en los artículos 10 y 11 de la Ley N* 17.060 así como 
proporcionará los instructivos y formularios que correspondan para la correcta 
declaración jurada. Los instructivos deberán ser publicados en el Diario Oficial. 


Los formularios e instructivos requeridos habrán de ser retirados en la sede de la 
Junta Asesora; sólo serán enviados a las respectivas reparticiones públicas en el caso 
de los funcionarios determinados en el artículo 10 de la Ley N* 17.060 así como a 
aquellos que desempeñan el cargo o función contratada en el interior o en el exterior 
del país. 


Artículo 32.- Las declaraciones juradas custodiadas por la Junta Asesora 
deberán ser conservadas por un período de cinco años a partir del cese del 
funcionario en su cargo o función contratada. Vencido el mismo, procederá a su 
destrucción a partir de los treinta días siguientes y se labrará acta, salvo que el 
interesado o sus sucesores hubieren solicitado su devolución dentro de dicho plazo, 
en cuyo caso se les devolverá. 


3.- Durante el período de custodia, no procederá la apertura, salvo en 
los siguientes casos: 


A) A pedido expreso del interesado, quien a tales fines se deberá presentar por 
escrito ante la Junta Asesora y solicitar su apertura, ante lo que se le entregará 
fotocopia testimoniada de dicha declaración. La declaración original continuará bajo la 
custodia de la Junta Asesora. 


B) Por resolución fundada de la justicia penal, procediéndose a expedir el 
respectivo testimonio que se hubiere dispuesto, 


C) De oficio por la Junta Asesora, cuando así fundadamente lo resolviere. 
Previamente, deberá proceder a conferir vista al interesado conforme al artículo 76 del 
decreto 500/991, de 27 de setiembre de 1991. 


lo 34.- Toda apertura, de oficio o a petición de parte, será precedida de la 
previa noticia al interesado del día y la hora en que se procederá a la misma. Será 
documentada mediante un acta y la expedición de testimonio; la declaración original 
continuará bajo custodia. Dicho testimonio se mantendrá en el expediente ante la 
Junta Asesora. De existir mérito, el expediente será cursado en la forma prevista en el 
artículo 14 de este decreto, En caso contrario, se ordenará el archivo del expediente, 
informándose de ello a los interesados. 


Ante solicitud por parte de una Comisión Investigadora parlamentaria, además del 
trámite previsto en el inciso anterior, la Junta Asesora informará por escrito de las 
actuaciones cumplidas así como de la resolución recaída. En el caso de solicitarse 
expresamente el envío del testimonio con la declaración jurada, el mismo será 
entregado personalmente a la Comisión Investigadora parlamentaria, bajo la reserva 
establecida para su actuación por la legislación vigente. 
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Artículo 35.- La Junta Asesora no recibirá denuncias contra funcionarios que 
hayan presentado declaración jurada y se postulen a cargos electivos ni procederá a la 
apertura de sus sobres dentro de los noventa días anteriores al fijado para el acto 
eleccionario. En los casos de denuncias o de aperturas de sobres en una fecha 
acaecida antes de dicho plazo, pero dentro del año de fijado el acto electoral, es 
obligación de la Junta Asesora dictar resolución en el caso con una anticipación de por 
lo menos treinta días al acto eleccionario, lo que el interesado podrá urgir (art. 18 de la 
Ley N* 17.060). 


.- Ante la omisión de presentar la declaración jurada en los casos 
establecidos en los artículos 24 y 27 de este decreto, la Junta Asesora cursará aviso 
personal a los funcionarios omisos, a cuyo efecto será suficiente que el mismo haya 
sido notificado en el domicilio personal del funcionario, o en la respectiva oficina de 
personal o quien cumpla esta función. Si en los quince días posteriores a la recepción 
del aviso por el funcionario el mismo no cumpliere con la obligación de presentar la 
declaración jurada o no justificare un impedimento legal, quedará en condiciones de 
ser incluido en el listado de funcionarios omisos que, cuatrimestralmente, la Junta 
Asesora publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacional, 
identificando el nombre y cargo de dichos funcionarios. Asimismo, la omisión 
constituye falta grave a los deberes inherentes a la función pública, lo que la Junta 
Asesora comunicará al jerarca respectivo o, en su caso, al órgano de control. 


CAPITULO IV - DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y DEROGACIONES 


Artículo 37.- (Disposición Transitoria |). A partir de la vigencia de la presente 
reglamentación, el Poder Ejecutivo procederá a designar y a dar posesión inmediata a 
los miembros de la Junta Asesora, los que se abocarán a la organización del servicio a 
su cargo dentro de los siguientes sesenta días; cumplidos, se considerará instalada. 


Dentro de los sesenta días siguientes contados a partir de dicha instalación, la 
Junta Asesora deberá proporcionar los instructivos y formularios que correspondan 
para la presentación de la declaración jurada. 


Los instructivos deberán ser objeto de tres publicaciones en el Diario Oficial. 


Artículo 38.- (Disposición Transitoria 11). La nómina inicial deberá ser comunicada 
a la Junta Asesora por los titulares de los distintos órganos y organismos públicos a 
los que alcanzare la aplicación de la ley 17.060 dentro de los treinta días de publicado 
este decreto en el Diario Oficial. 


Comprenderá los cargos o funciones contratadas, los nombres de los funcionarios 
que a partir del 23 de diciembre de 1998 (art. 19 de la Ley N” 17.060) hubieren 
configurado la obligación establecida en el artículo 24 de este decreto así como sus 
alteraciones desde dicha fecha a la de la publicación de este decreto en el Diario 
Oficial. Dicha comunicación a la Junta Asesora es sin perjuicio de la obligación 
personal de los funcionarios de presentar su declaración jurada en igual término de 
treinta días desde que ingresen a de dichos cargos o funciones contratadas o cesen 
en los mismos. 


Asimismo, para la compulsa de la primera nómina al 23 de diciembre de 1998 y 
sus actualizaciones posteriores hasta la fecha de publicación de este decreto, la Junta 
Asesora queda habilitada para recabar también dicha información directamente a la 
Contaduría General de la Nación, a las Contadurías Centrales de los demás Poderes, 
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órganos y organismos estatales no pertenecientes a la Administración Central así 
como a personas públicas no estatales y al Registro de Funcionarios Públicos a cargo 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Quedan excluidos de esta disposición aquellos funcionarios que hubieren cesado 
entre el 23 de diciembre de 1998 y la fecha de emisión del presente decreto. 


Artículo 39.- (Disposición Transitoria 111). Los funcionarios públicos que ocuparen 
los cargos o funciones contratadas comprendidos en los artículos 10 y 11 de la Ley N* 
17.060 y que hubieren cumplido sesenta días de ejercicio ininterrumpido de los 
mismos antes de la primera publicación de los instructivos en el Diario Oficial deberán 
presentar su primera declaración jurada, a dicha fecha de la publicación, dentro de los 
treinta días siguientes. Se aplicará lo establecido en el artículo 24 de este decreto a 
aquellos funcionarios comprendidos que no hubieren cumplido los sesenta días a la 
fecha de la primera publicación de los instructivos en el Diario Oficial. 


Una vez verificada la primera publicación de los instructivos en el Diario Oficial, la 
obligación de presentar la respectiva declaración jurada así como la fecha sobre la que 
deberá declararse el estado patrimonial será aquella en la que se cumplan las 
condiciones establecidas en el artículo 24 de este Decreto, 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior y a los efectos de la ordenada 
recepción de las declaraciones juradas iniciales, la Junta Asesora queda autorizada 
para facilitar la recepción mediante la fijación, para cada uno de los grupos de 
funcionarios señalados en los artículos 10 y 11 de la Ley N” 17.060, de fechas 
diferenciales sucesivas de presentación. En tal caso, dichas fechas deberán ser 
publicadas en dos diarios de circulación nacional. Tales plazos, contados a partir de la 
primera publicación del instructivo en el Diario Oficial, no podrán exceder de: treinta 
días en el caso de los funcionarios mencionados en el artículo 10 de la Ley N* 17.060; 
treinta días siguientes en el caso de los funcionarios relacionados en los literales A) al 
D) del artículo 11 de dicho texto legal; treinta días subsiguientes a los identificados en 
las letras E) a LL) del artículo 11 referido; sesenta días subsiguientes en el caso de los 
mencionados en los literales M) al Q) de dicho artículo 11 de la Ley N* 17,060, 


Artículo 40- (Derogaciones) Deróganse el numeral 6 del artículo 1? del Decreto 
500/985, de 19 de setiembre de 1985, así como el cometido asignado por el Decreto 
380/997, de 10 de octubre de 1997, a la Escribanía de Gobierno y Hacienda de recibir 
y custodiar las Declaraciones Juradas Patrimoniales de los funcionarios públicos. 


Artículo 41.- La Escribanía de Gobierno y Hacienda transferirá a la Junta 
Asesora la documentación en custodia, correspondiente al ex-Registro de 
Declaraciones Juradas Patrimoniales, así como sus Índices y demás elementos 
registrales atinentes. La Junta Asesora continuará con la custodia de dichas 
declaraciones juradas mientras no se exija su devolución o corresponda su 
destrucción. 


Artículo 42.- Comuníquese, publíquese, etc. 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador 
Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor Presidente: el 
proyecto de ley está fresquito porque se aprobó en la tarde 
de ayer. 


La Comisión de Constitución y Legislación ha exami- 
nado el presente proyecto de ley, remitido oportunamente 
por el Poder Ejecutivo, por el que se establece la creación 
de la Junta de Transparencia y Ética Pública —Jutep- como 
servicio descentralizado, transfiriéndole las competencias 
de la actual Junta de Transparencia y Ética Pública, uni- 
dad ejecutora 022, del Ministerio de Educación y Cultura. 


Por medio de esta iniciativa se persigue la reubicación 
institucional de la Junta de Transparencia y Ética Pública. 
A esos efectos, se la saca de la órbita del Ministerio de 
Educación y Cultura donde, al presente, opera como una 
unidad ejecutora del mismo, sin perjuicio de la indepen- 
dencia técnica que oportunamente la ley le otorgó. En ese 
sentido, la nueva reubicación se establece en calidad de 
servicio descentralizado, quedando a esos efectos regida 
por el artículo 185 de la Constitución de la República. 


Una vez examinado el proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo con su correspondiente mensaje, estuvi- 
mos de acuerdo en que el mismo no prevé cambios sustan- 
ciales de las competencias de la Junta de Transparencia y 
Ética Pública. Solo se proyectan aquellos cambios nece- 
sarios para adecuar su naturaleza jurídica a la categoría 
de servicio descentralizado, de modo de lograr un grado 
mayor de autonomía en concordancia con su ámbito de ac- 
tuación. 


Como los señores Senadores saben, la Ley n.” 17060 
—que crea la originaria Junta— es aplicable a todos los fun- 
cionarios públicos, tal como lo establecen su artículo 1.2 
y el artículo 175 del Código Penal. Considero que este as- 
pecto es muy importante a los efectos de determinar que 
este proyecto de ley no altera ese objetivo. 


Señor Presidente: es menester consignar que la comi- 
sión recibió al Ministerio de Educación y Cultura en la 
persona del señor Subsecretario, al Asesor Letrado de la 
cartera y a los representantes de la Junta de Transparencia 
y Ética Pública. Estos últimos presentaron un articulado 
similar al remitido por el Poder Ejecutivo, aunque con al- 
gunas modificaciones; una vez evaluado por la comisión, 
se acordó tomarlo como base del trabajo legislativo. 


El proyecto de ley que nos ocupa se presenta en diecio- 
cho artículos, contenidos en seis capítulos. 


El capítulo I refiere a la creación y cometidos de la Jun- 
ta y comprende los artículos 1.* a 4.* inclusive. 
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El artículo 1.” establece la creación de la Junta de 
Transparencia y Etica Pública como servicio descentra- 
lizado. 


El artículo 2.* le asigna los cometidos principales. Co- 
rresponde señalar que en la Ley n.” 17060 —ley origina- 
ria, ley madre— tiene como cometido exclusivo el aseso- 
ramiento a los órganos judiciales con competencia penal. 
Sin embargo, en el presente proyecto de ley se amplían 
los cometidos. En el numeral 1 se habla de asesorar a ni- 
vel nacional en materia de los delitos previstos por la Ley 
n.> 17060 y, en el numeral 2 se confirma la línea de aseso- 
rar a los órganos judiciales con competencia penal. 


Más adelante, el numeral 6 refiere a la presentación 
de las declaraciones juradas que tratan los artículos 10 y 
siguientes de la Ley n.” 17060, documentos que, a partir 
de este proyecto de ley, la Jutep debe recibir, gestionar y 
conservar. 


Asimismo, quiero destacar la extensión internacio- 
nal dada en los numerales 7 y 8 de este artículo 2.%, con 
vinculación directa con el artículo 9.” de la «Convención 
interamericana contra la corrupción», cuya lectura omitiré 
a efectos de ahorrar tiempo al Senado. 


El artículo 3.* se refiere a los cometidos accesorios de 
la Junta de Transparencia y Ética Pública. Aclaro que son 
accesorios, pero no menos importantes porque los nume- 
rales 1, 2, 3 y 4 implican la obligación contemplada en el 
literal E del numeral 5 del artículo 4.” de la Ley n.* 17060, 
así como la consagrada en el artículo 191 de la Constitu- 
ción de la República. 


En concreto, se establece que los cometidos accesorios 
de la Junta de Transparencia y Ética Pública serán los si- 
guientes —es interesante leerlos—: «1) Recabar, cuando lo 
considere conveniente, información sobre las condiciones 
de regularidad e imparcialidad con las cuales se prepa- 
ran, formalizan y ejecutan los contratos públicos de bie- 
nes, obras y servicios. 2) Determinar, a requerimiento del 
interesado, si este debe presentar la declaración jurada de 
bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la Ley 
n.? 17060, de 23 de diciembre de 1998. 3) Proponer las mo- 
dificaciones de normas sobre las materias de su competen- 
cia. 4) Elaborar y hacer público un informe anual que será 
elevado a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial». 
Este último aspecto, señor Presidente, fue mejorado en la 
comisión y hay que expresar que la Jutep hace una publi- 
cación anual que estamos recibiendo todos los Senadores. 


El artículo 4.* constituye algo así como una prerrogati- 
va o libertad que se otorga a la Jutep, en cuanto a que con- 
tará, cuando así lo requiera, con el asesoramiento jurídico 
del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


El Capítulo II, rotulado: «Dirección y Administra- 
ción», contiene los artículos 5. a 11 inclusive. 


162-C.S. 


El artículo 5.” establece que la dirección y administra- 
ción de la Jutep será ejercida por un Directorio integrado 
por tres miembros rentados: un Presidente, un Vicepresi- 
dente y un Vocal, que serán designados por el Presidente 
de la República, actuando con el Consejo de Ministros, 
con venia de la Cámara de Senadores otorgada siempre 
por tres quintos de votos del total de componentes, entre 
personas de reconocida experiencia y solvencia profesio- 
nal y moral. Asimismo, se determina que el Presidente de 
la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, po- 
drá destituir por resolución fundada a los miembros de la 
Jutep con venia de la Cámara de Senadores otorgada por la 
misma mayoría exigida para su designación. Si la Cámara 
de Senadores no se expidiera en el término de sesenta días, 
el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 


La comisión se detuvo a analizar la peculiar designa- 
ción de los Directores de la Jutep, que se realizará, según 
se establece en la disposición, «con venia de la Cámara de 
Senadores otorgada siempre por tres quintos de votos del 
total de componentes, entre personas de reconocida expe- 
riencia y solvencia profesional y moral». 


Quiero detenerme un poco en los antecedentes de esto, 
señor Presidente. 


En 1998 llegó al Parlamento una iniciativa, enviada por 
el Poder Ejecutivo, que traía la solución a la venia median- 
te la mayoría absoluta. Si bien rastreamos en los debates 
que tuvieron lugar en ambas Cámaras, no pudimos encon- 
trar en qué momento eso fue modificado estableciéndose 
lo que finalmente se aprobó en la ley, esto es, que siempre 
la venia debía ser concedida por tres quintos de votos. Se- 
guramente —aclaro que esto es una deducción— tal modi- 
ficación surgió en las comisiones de una u otra Cámara. 


Lo cierto es que aquella fue una época peculiar. 
Leyendo antecedentes de la Cámara de Diputados, recuerdo 
que en la misma sesión se hizo un paréntesis y se votó la 
«Convención interamericana contra la corrupción». Quiere 
decir que era un tema que en aquellos tiempos preocupaba 
mucho al Parlamento y a todo el elenco político del país. 
Por lo tanto, como dije, probablemente fue en alguna de las 
comisiones parlamentarias que surgió esto de «siempre por 
tres quintos». ¿Qué significa, señor Presidente? Ante todo, 
diría que la naturaleza de este asunto no guarda relación 
alguna con administrar rieles, seguros, electricidad, agua 
O servicios, sino que estamos refiriéndonos al artículo 187 
de la Constitución. La naturaleza de estas disposiciones se 
vincula a aspectos morales, al clásico principio de moral 
administrativa que todos los partidos aquí representados 
portan como emblema ante la ciudadanía y la opinión 
pública. De modo que cuando en el año 1998 se votó la 
Ley n. 17060, el propio sistema de partidos, al aprobarla, 
concluyó exigirse a sí mismo lograr un acuerdo en atención 
a valores inmateriales fundamentales para nuestros 
sistema democrático y tener una garantía necesaria desde 
todo punto de vista en lo que implica la nominación 
y aprobación de los nombres sugeridos para integrar 
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el Directorio de la Jutep. Por esto mismo se recurre a 
la posibilidad que se establece en el inciso tercero del 
artículo 187 de la Constitución de la República, quedando 
determinado que la venia será otorgada siempre por tres 
quintos de votos del total de componentes de la Cámara 
de Senadores —tal como lo envió el Poder Ejecutivo en su 
iniclativa—, lo que se tomó de la ley original. En sustancia, 
se trata de una garantía del sistema, y la comisión, luego 
de examinarla, la ratificó. 


Por último, sobre el final del artículo 5. se expresa: 
«Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término 
de sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la 
destitución». 


En el artículo 6.” se establecen las atribuciones del Di- 
rectorio; en el artículo 7. se disponen las competencias de 
su Presidente; en el 8. se consigna el cuórum de funcio- 
namiento del Directorio y el artículo 9. determina que, en 
caso de vacancia temporal del Presidente, será el Vicepre- 
sidente el que se hará cargo de la presidencia. 


En los artículos 10 y 11 se aborda lo relativo a la res- 
ponsabilidad de los señores directores y la correspondien- 
te remuneración. 


El Capítulo III, Patrimonio y Recursos, abarca los 
artículos 12 a 15 inclusive. 


Los tópicos de patrimonio y recursos se atienden en los 
artículos 12 y 13, respectivamente. Los artículos 14 y 15 
se relacionan con los funcionarios y los pases en comisión. 
Para tranquilidad de los señores Senadores, queremos ex- 
presar claramente que se trata de una plantilla muy recata- 
da, tanto en lo que tiene que ver con los funcionarios como 
en lo relativo a los pases en comisión que se autorizan, que 
solo son tres. 


El Capítulo VL Disposiciones Transitorias, abarca los 
artículos 16, 17 y 18 que refieren, respectivamente, a pre- 
supuesto, directorio y remisión. Son tres disposiciones que 
aseguran una prolija transición del antiguo statu quo a la 
nueva ubicación institucional que se persigue con el pre- 
sente proyecto de ley. 


Señor Presidente: este asunto llega al plenario con 
aprobación unánime de la Comisión de Constitución y 
Legislación, luego de un arduo trabajo desarrollado a lo 
largo de varias sesiones y con presencia de los represen- 
tantes del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, en nombre de la 
comisión asesora recomiendo a los colegas su aprobación. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: breve- 
mente, queremos hacer uso de la palabra porque es bueno 
señalar las coincidencias con el oficialismo, y no siempre 
las discrepancias, que a veces destacan más. 


Entre las disposiciones más importantes de la Cons- 
titución de la República, se encuentran los artículos 72 y 
82. El primero de ellos establece: «La enumeración de de- 
rechos, deberes y garantías hecha por la Constitución, no 
excluye los otros que son inherentes a la personalidad hu- 
mana o se derivan de la forma republicana de gobierno». 
El segundo, por su parte, expresa: «La Nación adopta para 
su Gobierno la forma democrática republicana». 


Este proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo y 
propuesto por el oficialismo, que hoy estamos consideran- 
do, justamente es un paso en el sentido del republicanis- 
mo, de los derechos republicanos de la patria. Por eso es 
bueno destacarlo, felicitar la iniciativa del Poder Ejecuti- 
vo, felicitar la iniciativa de la bancada oficialista y decirles 
que con mucho gusto lo acompañamos. 


La Junta de Transparencia y Ética Pública, obviamen- 
te, controla a todos, de modo que también al Poder Ejecuti- 
vo, y que tuviera la dependencia que tenía de este poder no 
era bueno para la forma republicana de gobierno. Enton- 
ces, el hecho de que el Poder Ejecutivo hoy le esté dando 
esta nueva calidad de servicio descentralizado e indepen- 
diente, nos parece que es muy bueno. 


Además, el artículo 5.” que vamos a aprobar estable- 
ce que para la designación de los integrantes del Direc- 
torio de la Jutep, siempre —reitero: siempre— se requerirá 
tres quintos de votos de este Senado, lo que creemos que 
también es muy bueno, porque el oficialismo no tiene esa 
mayoría y, al aprobar esta ley, se está sometiendo volunta- 
riamente a tener que acordar con los demás partidos —por 
lo menos con otra mayoría de esta Cámara— en este aspec- 
to. Esto constituye otra muestra de republicanismo, que 
mucho aplaudimos y que volvemos a felicitar. Así como 
cuando nos toca criticar lo hacemos sin ningún tipo de 
tapujo, cuando nos toca alentar, como en el día de hoy, lo 
hacemos con total convencimiento. 


Nos permitimos señalar a la Secretaría, para que haga 
lo propio con la de la Cámara de Representantes, que el 
artículo 5.” que se propone necesita una mayoría especial 
para su aprobación. Como bien decía el miembro infor- 
mante, se trata de la mayoría prevista en el inciso tercero 
del artículo 187 de la Constitución de la República. 


En el primer inciso de la citada disposición se expresa 
lo siguiente: «Los miembros de los Directorios y los Di- 
rectores Generales que no sean de carácter electivo, serán 
designados por el Presidente de la República en acuerdo 
con el Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara 
de Senadores, otorgada sobre propuesta motivada en las 
condiciones personales, funcionales y técnicas, por un nú- 
mero de votos equivalente a tres quintos de los componen- 
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tes [...])». Sin embargo, en el inciso segundo se establece 
que si dentro de los sesenta días no se logran esos tres 
quintos requeridos, alcanzará una mayoría simple para 
aprobar la venia. Nosotros, en aplicación del inciso tercero 
del artículo 187, que dispone que la ley por tres quintos de 
votos del total de componentes de cada Cámara podrá es- 
tablecer otro sistema de designación, estamos instaurando 
un sistema distinto, como nos autoriza el propio inciso. 
La Constitución exige tres quintos de votos del total de 
componentes de cada Cámara, y esto es importante: en 
esos tres quintos se cuenta al Presidente de cada una de 
ellas porque se habla del total de componentes, mientras 
que en el caso de la otra designación, en los tres quintos no 
se cuenta al Presidente porque refiere a los componentes 
elegidos de acuerdo con el artículo 94 de la Constitución, 
que no los tiene en cuenta. 


Hecha esa anotación, y esperando que al momento 
de votar este artículo estén los 19 integrantes del Cuerpo 
requeridos para su aprobación, reiteramos nuestro bene- 
plácito por este proyecto de ley, que apoyamos calurosa- 
mente. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
Senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor Presidente: no voy a reite- 
rar los conceptos enunciados por quienes me precedieron 
en el uso de la palabra, porque los comparto, así como 
también comparto la propuesta formulada por nuestro 
Poder Ejecutivo en el sentido de transformar la Junta de 
Transparencia y Ética Pública en un organismo descen- 
tralizado. 


Si bien es cierto que se habla de creación porque se 
está creando un nuevo organismo, la junta tiene sus ante- 
cedentes —como bien decía el miembro informante— y no 
se hacen cambios sustanciales en sus competencias. 


En lo personal, me gustaría hacer referencia a algunas 
cosas que no están en el texto del proyecto de ley, pero que 
hacen al contexto de lo que es la junta y las funciones que 
cumple, independientemente de lo que diga el texto. En 
ese sentido, quisiera destacar que a esta junta de transpa- 
rencia le corresponde hacer cumplir las normas de con- 
ducta en la función pública, vigentes por el Decreto n.* 30, 
de 23 de enero de 2003; de alguna manera, son disposicio- 
nes marco para el funcionamiento de este organismo que, 
una vez aprobado este proyecto de ley, se transformará en 
un organismo descentralizado. 


Fundamentalmente quiero detenerme en el último nu- 
meral del artículo 3.*, no para entrar en el debate particular, 
sino porque me parece sustancial poder dejar en claro que 
la Junta de Transparencia y Ética Pública cumple con el 
mandato de la ley en el sentido de publicar un informe 
anual que, como bien dijo el miembro informante, reci- 
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bimos —aunque no sé si leemos— todos los integrantes de 
la Asamblea General. Muchas veces, cuando ingresan 
algunas cuestiones a la Asamblea General no prestamos 
mucha atención, no escuchamos, y por eso estuve repa- 
sando los informes anuales de la Jutep, sobre todo los de 
2013 y 2014. Me parece bueno refrescar en este momento 
la importancia que tienen esos informes, que se hacen en 
tiempo y forma, que analizan —en un resumen muy some- 
ro— la situación institucional de la junta y describen los 
asesoramientos que recibe, las gestiones vinculadas a la 
custodia y archivo de la declaraciones juradas —allí po- 
dríamos abrir una cantidad de subtemas, pero no lo vamos 
a hacer en este momento-—, lo relativo a las compras esta- 
tales, a la capacitación y difusión a través de los cursos y 
publicaciones que realiza, las actividades internacionales 
en materia de lucha contra la corrupción y los proyectos en 
curso. En este caso, la última memoria anual tiene anexos 
vinculados a temas que también son importantes, como 
la apertura de oficio de las declaraciones juradas, con un 
informe del doctor Cajarville o la ubicación institucional y 
grado de independencia técnica del órgano con un informe 
del doctor Rodolfo Becerra Barreiro. Aclaro que podría- 
mos seguir mencionando una cantidad de datos interesan- 
tes, no solo para la junta sino para nosotros mismos. 


Independientemente del estudio que se hizo en comi- 
sión que, como bien se dijo, fue detallado —¡ntroduciéndo- 
nos en los antecedentes y en la futura ubicación institucio- 
nal de la junta—, me parece que es bueno detenerse en algo 
que también es muy importante, que figura en estas me- 
morias y que tiene que ver con la puesta en marcha de pro- 
yectos vinculados a las competencias que tiene la junta. 


Para finalizar, quiero resaltar tres puntos que figuran 
en esta memoria anual, porque seguramente en la del año 
próximo podremos ver si las propuestas se desarrollaron, 
cómo lo hicieron y seguiremos teniendo elementos para 
trabajar en esta materia. 


Concretamente, en el punto catorce del resumen final 
de la memoria, se da cuenta de la puesta en marcha de 
tres proyectos de importancia estratégica para la junta. 
El primero tiene que ver con un sistema de declaraciones 
juradas electrónicas de los funcionarios comprendidos 
en las normas vigentes. Esto es importante porque hasta 
ahora las declaraciones juradas se han venido ensobrando. 
El segundo proyecto procurará determinar la evolución 
de indicadores de corrupción en Uruguay en el período 
2000-2014. Parece interesante poder trabajar sobre futuras 
mediciones en el marco de la conformación de un observa- 
torio de transparencia y ética pública. Y, el tercero, adopta 
la forma de un seminario taller que se denominará «Situa- 
ción y perspectivas de la prevención de la corrupción en 
Uruguay». Esto tiene que ver con la posibilidad de realizar 
una evaluación de la política de prevención de la corrup- 
ción delineada por la Ley n.” 17060. 


Creo que todo esto nos coloca en la necesidad, no solo 
de analizar el articulado del proyecto de ley que estamos 
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considerando, sino también de ponerlo en un contexto que 
la propia junta nos hace conocer, en cumplimiento del nu- 
meral 4 del artículo 3.* del texto que vamos a votar, que ya 
existía en la Ley n.* 17060. 


Luego de estos comentarios —que, en mi opinión, co- 
adyuvan a lo que ha sido el informe que hemos recibido 
del señor Senador Martínez Huelmo-—, digo que voy a vo- 
tar con mucha convicción este proyecto de ley, en función 
de que va en la línea que el Poder Ejecutivo ha venido 
planteando con respecto a la necesidad de dar a algunos 
organismos que hoy son direcciones generales en distintos 
ministerios, la autonomía técnica que se necesita en un 
sistema democrático republicano. 


SEÑOR MIERES.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor Presidente: como se ha di- 
cho, esta iniciativa cuenta con el apoyo unánime de todos 
los integrantes de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación, y seguramente contará también con el de los inte- 
grantes de este Cuerpo, lo que es motivo de celebración. 


Este proyecto de ley vino del Poder Ejecutivo con la 
redacción que, genéricamente, tiene en su versión final. Es 
bueno decir que casi todas las modificaciones surgieron 
de propuestas de la propia Junta de Transparencia y Ética 
Pública en su comparecencia ante la comisión, de manera 
tal que el proyecto de ley en su conjunto tiene la iniciativa 
y el contenido propuestos por el Poder Ejecutivo. 


Conviene felicitar, además, que esa iniciativa sea en 
un sentido de fortalecimiento de la institucionalidad. El 
hecho de que esta junta —que tiene por objeto tareas tan 
importantes como el contralor de los actos de corrupción, 
velar por la ética y la transparencia— salga de la órbita del 
Poder Ejecutivo y se convierta en un servicio descentra- 
lizado, es motivo de felicitación. Me parece que es una 
decisión totalmente correcta. 


Además, que se haya planteado el hecho de que para el 
nombramiento o designación de sus integrantes se requie- 
ra una mayoría especial diferente a la que corresponde a 
cualquier director de un servicio descentralizado, y que 
eso también haya sido iniciativa del Poder Ejecutivo, nos 
deja muy conformes y contentos. 


Simplemente queríamos señalar que hemos discutido 
el texto en profundidad, le hemos hecho algunos ajustes, 
pero básicamente es la propuesta original del Gobierno 
que nosotros vamos a acompañar con mucho gusto. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Voy a expresar una nota dis- 
cordante respecto de todos los beneplácitos que ha conci- 
tado este proyecto de ley, en propios y no propios, es decir, 
en todos los partidos que están representados aquí. 


Voy a referirme especialmente a la modificación de la 
norma que viene de la Constitución que señala que estos 
organismos se voten por mayorías especiales primero y 
luego por mayorías simples. 


Sin lugar a dudas, me parece que es un buen paso que 
la Jutep se transforme en un servicio descentralizado, lo 
que va en dirección de su autonomía. En este aspecto el 
espíritu de la ley es más que compartible. Pero creo que lo 
que causa este apoyo tan generalizado y verbalizado por 
parte de los dirigentes de los distintos partidos ha sido la 
forma de designación del Directorio de este servicio. 


El artículo 187 de la Constitución consagra este princi- 
pio. Creo que el constituyente fue sabio al impulsar, obli- 
gar e inducir al pacto partidario, pero luego reservar la 
mayoría simple para la decisión final en el caso de que 
este acuerdo multipartidario no cuaje. En ese sentido, me 
parece que la Constitución aprieta pero no ahorca; impulsa 
el acuerdo, pero no deja a los organismos rehenes de una 
discusión infinita, si es que el acuerdo de los tres quintos 
no funcionara. No los deja rehenes de una discusión infini- 
ta ni de la capacidad de veto de los actores que componen 
esos tres quintos. Voy a poner un ejemplo solo para abun- 
dar en este asunto. Creo que el Uruguay sigue sin poder 
consagrar el voto de los ciudadanos en el exterior -meca- 
nismo que tienen todos los países de América Latina y que 
está encomendado por las convenciones internacionales 
que nosotros mismos hemos ratificado— porque no conse- 
guimos esas mayorías. Repito, como no conseguimos esas 
mayorías nos vemos obligados a no atender un derecho 
que sí está consagrado por la Constitución y que por tanto 
debería ser ejercido por todos los que están aquí y también 
los que están afuera. 


Así, pues, el tema de las mayorías especiales puede ser 
garantía de algunas cosas pero puede significar el bloqueo 
de la ampliación de derechos. Tengo una perspectiva un 
poco crítica de esto. 


Ahora bien —y esto es muy discutible—, yo no creo que 
la autonomía de la Jutep ni su idoneidad técnica se asegu- 
ren por los tres quintos de votos del Senado. Considero 
que lo que hace buena a la Jutep es la integridad ética y 
profesional de sus miembros, y esto sí tiene que ver con la 
forma de designación. 


Hace poco varias organizaciones de la sociedad civil 
—el PIECNT y organizaciones de derechos humanos-—, en 
nombre de la República —porque República, que es algo 
más que acuerdos multipartidarios, también es partici- 
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pación del soberano en las decisiones, que son de todos, 
como el término lo indica—, basándose en el artículo 30 
de la Constitución de la República elevaron un petitorio 
para que la designación de organismos colegiados como 
la Suprema Corte de Justicia pasara por algo más que un 
acuerdo partidario de designación más o menos discre- 
cional de sus miembros y fuera sometido al escrutinio de 
una comisión bicameral. En este caso, no se saca la deci- 
sión del ámbito político, pero piden que se cree una co- 
misión bicameral para que los antecedentes, los méritos y 
los propósitos de quienes van a ser designados en cargos 
tan importantes —como lo son los Ministros de la Supre- 
ma Corte de Justicia—, estén sometidos al arbitrio de un 
cuerpo colectivo y sean capaces, además, de dar cuenta 
de sus proyectos como lo hacen los postulantes para Em- 
bajadores o para miembros de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Y yo creo 
que esto también es res publica, es decir, poder informar 
a la ciudadanía cómo vamos llenando esos cargos tan im- 
portantes para la República. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDA BERRY.- Es muy interesante el plan- 
teo que está haciendo la señora Senadora. 


Es cierto que la Constitución es muy sabia cuando es- 
tablece que si no se logra esa mayoría de tres quintos en 
determinado lapso —en el caso de algunos entes y servicios 
descentralizados—, la designación se realiza por mayoría 
simple. Pero la Carta también contiene normas que exigen 
mayorías especiales como en el caso que está aludiendo 
ahora y que tiene relación con los integrantes de la Supre- 
ma Corte de Justicia, y también para la designación de los 
integrantes del Tribunal de lo Contencioso Administrati- 
vo, del Ministerio Público y Fiscal “nada más ni nada me- 
nos—, de la Corte Electoral o del Tribunal de Cuentas. Con 
la creación de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
estamos mucho más cerca de esos organismos de contralor 
porque, justamente, para eso está, al igual que el Tribunal 
de Cuentas. Esos órganos deben ser independientes para 
garantizar la imparcialidad y la seriedad a toda la socie- 
dad, y no solamente al partido de gobierno. Nadie tiene la 
exclusividad de decir «el que yo propongo es el mejor». 


Lo otro que quizás me llama un poco la atención es 
decir que quienes tienen que proponer son las ONG, los 
integrantes de la sociedad civil y después, a la larga, sus- 
tituir —espero que no— en la propuesta —no escuché que lo 
dijeran— a la forma representativa republicana de gobier- 
no. El artículo 4.* de la Constitución de la República dice: 
«La soberanía en toda su plenitud existe radicalmente en 
la Nación» y ella se manifiesta a través del cuerpo electo- 
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ral. Por lo tanto, quienes estamos acá somos representan- 
tes nacionales y representamos a terceros. 


Yo no niego la actividad de las ONG, pero ¿cómo se 
garantiza su representatividad? La única forma en la que 
yo creo es en la representatividad que se da con el voto. Si 
no, tendríamos que salir todos a constituir una ONG aquí 
y otra allá, juntar muchas y decir «yo tengo más ONG». 
En realidad, lo que debemos tener son más votos; hoy el 
partido de gobierno los tiene legítimamente, se lo recono- 
cemos y lo aceptamos. Pero me parece que trasladar esa 
decisión, esa forma republicana de gobierno a las ONG, a 
esos poderes corporativos, sería emular lo que en su mo- 
mento hizo en España José Antonio Primo de Rivera, o 
sea, los gobiernos corporativos, esos en los que yo no creo. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora 
Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Ya que estamos citando la 
Constitución, voy a leer el artículo 1.*, que está incluido 
en la Sección l, De la nación y su soberanía, y que dice lo 
siguiente: «La República Oriental del Uruguay es la aso- 
ciación política de todos los habitantes comprendidos den- 
tro de su territorio». Este es el demos y este es el soberano; 
nada dice sobre los partidos políticos la primera noción de 
soberanía con la que se inicia e inaugura la Constitución 
de la República. 


Aclaro que, siendo yo politóloga, soy una firme defen- 
sora de la institucionalidad política y de los partidos. Solo 
digo que no debe confundirse partidocracia con república, 
acuerdo partidario con imparcialidad o acuerdo mayori- 
tario con la garantía de la independencia de un órgano, 
porque no tienen nada que ver. Es una comparación an- 
tojadiza. Que nosotros demos mayorías especiales para 
algunas cosas y las otorguemos, como en este caso, con el 
acuerdo unánime —aunque por cierto no el mío, ya que me 
someto a disciplina partidaria en relación con este punto—, 
no quiere decir que la decisión sea la más virtuosa. Sola- 
mente significa que es una decisión sobre la que nos hemos 
puesto todos de acuerdo. 


Se habla de la independencia y la imparcialidad. 
¿Quién dijo que un acuerdo multipartidario asegura im- 
parcialidad? Lo que un acuerdo multipartidario asegura es 
la participación de todas las partes, no imparcialidad. Eso 
no tiene nada que ver con la imparcialidad, sino con que 
todas las partes involucradas estén representadas. Es un 
principio radicalmente distinto. 


Tampoco la autonomía y la independencia de los or- 
ganismos se aseguran porque todos los partidos involu- 
crados estén de acuerdo. Todos los partidos involucrados 
podrían ponerse de acuerdo con cosas que tienen poco que 
ver con la imparcialidad y con la independencia. 
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Por eso digo que el constituyente de esta Constitución 
—quizá mañana tengamos otra— fue sabio al decidir que se 
impulsa, se instiga a, se fortalece el acuerdo multipartida- 
rio, pero finalmente hay una cláusula que permite votar 
por mayoría simple. 


Entonces, como tengo para mí, para una parte de la 
ciencia política, esta discusión de que partidocracia no es 
república y que la república es otra cosa —que la partido- 
cracia puede representarla o no—, digo que los acuerdos 
son necesarios, pero no son la garantía exclusiva del orden 
republicano ni aseguran el resultado más virtuoso. El or- 
den republicano es equilibrio de poderes, es participación 
de la sociedad, es aquello de lo que habla el artículo 1.”: 
todos los habitantes comprendidos dentro de su territo- 
rio. ¿Y qué es res publica? Es el soberano participando en 
las decisiones de todos nosotros. Pero república no es un 
sinónimo de partidocracia ni los acuerdos políticos entre 
todos los partidos serán la única salvaguarda de nuestra 
democracia. 


SEÑOR PINTADO.- ¿Me permite una interrupción, 
señora Senadora? 


SENORA MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
Senador. 


SEÑOR PINTADO.- Señor Presidente: la represen- 
tación de la voluntad ciudadana, en principio, cuando la 
Constitución nació, no estaba concebida como la repre- 
sentación de los partidos. Incluso el liberalismo, cuando 
nacen las constituciones, condenaba a los partidos porque 
significaba resignar la libertad individual extrema a cam- 
bio del acuerdo con otros que no pensaban igual. Los par- 
tidos son la evolución de los sistemas constitucionales. Por 
lo tanto, creer que la realidad es inamovible, estática y no 
se transforma nunca, realmente es un gran error. 


Del mismo modo, en la situación actual, aun sin de- 
legar la representación ciudadana, pensar que escuchar a 
las organizaciones de la sociedad es resignar nuestra sobe- 
ranía es también un gran error, porque nuestra condición 
de representantes no nos convierte en autistas. Y esto no 
implica ser una democracia de corporaciones. Hay países 
como los Estados Unidos que admiten el lobby como ins- 
titución, porque es preferible siempre que estas cuestiones 
sean transparentes a que ocurran por detrás de la cortina. 
No es cierto que los intereses de la sociedad agrupados en 
intereses corporativos —sean de índole social, económica, 
de los derechos, etcétera— no se muevan y sean una especie 
de espectadores de lo que hacemos los partidos políticos. 
Por el contrario, vienen, conversan, tratan de que sus leyes 
salgan. Ahí están algunos procurando que no les pongan 
impuestos, como estábamos discutiendo recién, y otros 
defendiendo la idea de que una porción mayor de la distri- 
bución de los recursos de la sociedad les corresponda a los 
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más débiles. Una sociedad está llena de tensiones en ese 
sentido y nosotros tenemos que optar, no administrarlas. 


Ahora bien, en este caso concreto, yo también voy a 
apoyar la propuesta por disciplina partidaria, porque en 
realidad mi posición original era seguir estos pasos que la 
Constitución indica y no quiero repetir experiencias que 
tuvimos. ¿Cuántos quinquenios estuvimos con la misma 
Corte Electoral porque no pudimos ponernos de acuerdo? 
¿Eso es bueno para el sistema de partidos o muestra una 
gran debilidad? 


Está claro que hago este planteo desde una posición 
distinta a aquella en la que estaba cuando la Corte Elec- 
toral se mantuvo. Digo esto no porque tenga dudas con 
respecto a cómo actuó —no tiene que ver con eso—, sino 
porque ahora estoy en mayoría. Y si pensara en lo que me 
conviene, trataría de que todo siguiera como está, porque 
si no hay acuerdo sigue la misma, donde tengo mayoría. 
Sin embargo, quiero pensar en los intereses de la Repú- 
blica y procurar que no haya trabas institucionales. Pero 
también soy un hombre de partido y actúo con disciplina 
partidaria. 


En definitiva, esta es la razón que nos lleva a tener 
esta posición. No se trata de que dependamos de ninguna 
democracia de corporaciones, pero hay que escuchar a la 
gente, a las organizaciones de todo tipo, para que nues- 
tra legislación y nuestras decisiones como representantes 
sean las mejores posibles. 


Agradezco a la señora Senadora por la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora 
Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: creo que los 
partidos son muy celosos en reclamar el monopolio de la 
representación, pero todos sabemos que las teorías de la 
democracia moderna implican que, además de la represen- 
tación de los partidos, hay un sistema de gobernanza en el 
cual los intereses afectados, en todos los ámbitos —como 
decía el señor Senador Pintado, también de quienes se ven 
afectados por el impuesto a la tierra votado recién—, sean 
capaces de entrar en la res publica, hacer oír su voz y re- 
clamar la legitimidad de sus pretensiones. 


Termino diciendo que lo que importa a los efectos de 
la Junta de Transparencia y Ética Pública es la indepen- 
dencia, la imparcialidad y la autonomía técnica de sus 
miembros, y eso no se consigue solo con un acuerdo mul- 
tipartidario, sino que exige bastante más. Esperemos que 
nosotros, como res publica, estemos a la altura de este 
desafío. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
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23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR MICHELINI.- Propongo que se suprima la 
lectura y se vote en bloque, salvo los artículos 8.* y 12, en 
los que se han hecho algunas correcciones de redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 


En consideración los artículos 1. a 18, con excepción 
de los artículos 8.” y 12. 


Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 8.. 

SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SENOR MICHELINI.- Propongo que después de la 
palabra «votos», se agregue «de sus integrantes». 


SEÑOR PRESIDENTE- Léase el artículo con la mo- 
dificación propuesta por el señor Senador Michelini. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Para 
sesionar y para resolver el Directorio requerirá un quó- 
rum de dos miembros, salvo que el Reglamento General 
disponga la unanimidad de votos de sus integrantes para 
resolver». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el artículo 12. 
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SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR MICHELINI.- En la comisión, en el día de 
ayer, se resolvió suprimir del inicio de los literales del 
artículo 13 la palabra «con», pero no nos dimos cuenta 
de hacer lo mismo en el artículo 12. Por tanto, propone- 
mos suprimir la palabra «con» del inicio de los literales 
del artículo 12. 


(Texto del proyecto de ley aprobado). 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el artículo 12 con la modificación pro- 
puesta por el señor Senador. 


(Se vota). 
—226 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


CAPÍTULO | 


CREACIÓN Y COMETIDOS 


Artículo 1%. (Creación).- Créase la Junta de Transparencia y Ética Pública (Jutep) 
como servicio descentralizado, que se relacionará con el Poder Ejecutivo a través del 
Ministerio de Educación y Cultura y tendrá independencia técnica en el ejercicio de sus 


funciones. 


El organismo que se crea sustituye a la unidad ejecutora 022 “Junta de 
Transparencia y Ética Pública” del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura" y tendrá 
los cometidos, atribuciones y organización que esta ley determina. 


La Jutep es persona jurídica y se domiciliará en Montevideo, pudiendo establecer 


dependencias en el resto del país. 


Artículo 2%. (Cometidos principales).- La Junta de Transparencia y Ética Pública 


(Jutep) tendrá los siguientes cometidos: 
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1) Asesorar a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la Ley 
N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, contra la Administración Pública 
(Título IV, excluyendo los Capítulos IV y V del Código Penal) y contra la 
economía y la hacienda pública (Título IX del Código Penal), que se imputen 
a alguno o algunos de los funcionarios públicos enumerados en los artículos 
10 y 11 de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998 y demás obligados. 


2) Asesorar a los órganos judiciales con competencia penal, emitiendo opinión 
dentro del marco de su materia, cuando el Poder Judicial o el Ministerio 
Público lo dispongan. La actuación de la Jutep en el cumplimiento de su 
cometido se regulará por lo establecido en la Sección V, Capítulo 1I!, Título 
VI, Libro | del Código General del Proceso, en lo aplicable. 


3) Obtener y sistematizar todas las pruebas documentales que de existir fueran 
necesarias para el esclarecimiento de las denuncias hechas sobre comisión 
de delitos incluidos en el texto de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 
1998, toda vez que el órgano judicial competente o el Ministerio Público así 
lo disponga. 


La Jutep dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del cometido 
indicado, pudiendo solicitar al juez, por una sola vez, la prórroga del plazo, la 
que será concedida siempre que exista mérito bastante para ello, por un 
máximo de treinta días. Vencido el plazo o la prórroga en su caso, la Jutep 
remitirá al órgano al que legalmente corresponda recepcionar los 
antecedentes reunidos. Estos serán acompañados por un informe explicativo 
de la correlación de los mismos con los hechos denunciados. 


4) Promover normativas, programas de capacitación y difusión que fortalezcan 
la transparencia de la gestión pública. 


5) Asimismo tendrá los cometidos previstos en los Capítulos !Il y IV de la Ley 
N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, para lo cual podrá dirigirse, por 
intermedio del órgano judicial interviniente o del representante del Ministerio 
Público, a cualquier repartición pública, a fin de solicitar los documentos y 
demás elementos necesarios para el esclarecimiento por el juez de los 
hechos denunciados. 


6) Recibir, gestionar y conservar las declaraciones juradas de que tratan los 
artículos 10 y siguientes de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 
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7) Ejercer la función de órgano de control superior de conformidad con el 
artículo lIl numeral 9 de la Convención Interamericana contra la Corrupción 
con el fin de prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas. 


8) Relacionarse con los organismos internacionales y extranjeros con 
referencia a la materia de su competencia. 


Artículo 3%. (Cometidos accesorios).- Para el cumplimiento de sus funciones la Junta 
de Transparencia y Ética Pública (Jutep) tendrá los siguientes cometidos accesorios: 


1) Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, 
formalizan y ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y servicios. 


2) Determinar, a requerimiento del interesado, si este debe presentar la 
declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la Ley 
N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


3) Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su 
competencia. 


4) Elaborar y hacer público un informe anual que será elevado a los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 


Artículo 4*.- La Junta de Transparencia y Ética Pública (Jutep) contará, cuando así lo 
requiera, con el asesoramiento jurídico del Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación. 


CAPÍTULO Il 
DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN 


Artículo 5%. (Organización y funcionamiento).- La dirección y administración de la 
Junta de Transparencia y Ética Pública (Jutep) será ejercida por un Directorio integrado 
por tres miembros rentados: un Presidente, un Vicepresidente y un Vocal, que serán 
designados por el Presidente de la República, actuando con el Consejo de Ministros, con 
venia de la Cámara de Senadores otorgada siempre por tres quintos de votos del total de 
componentes, entre personas de reconocida experiencia y solvencia profesional y moral. 


El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, podrá 
destituir por resolución fundada a los miembros de la Jutep con venia de la Cámara de 
Senadores otorgada por la misma mayoría exigida para su designación. Si la Cámara de 
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Senadores no se expidiera en el término de sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer 
efectiva la destitución. 


Artículo 6”. (Atribuciones del Directorio).- Son atribuciones del Directorio: 


1) Administrar el patrimonio de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(Jutep). 


2) Ejercer la dirección superior administrativa, técnica e inspectiva y el control 
de todos los servicios a su cargo. 


3) Fiscalizar y vigilar el cumplimiento de los cometidos y hacer cumplir las 
disposiciones relativas a ellos, así como dictar las normas y reglamentos que 
sean necesarios. 


4) Aprobar el Reglamento General de la Jutep. 


5) Proyectar y elevar al Poder Ejecutivo a sus efectos, el Estatuto del 
Funcionario de la Jutep. 

6) Designar, promover, trasladar y destituir a los funcionarios de su 
dependencia, pudiendo realizar las contrataciones que fueran necesarias y 
ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el personal, todo ello de acuerdo 
con la normativa vigente. 


7) Proyectar el presupuesto de la Jutep y elevarlo al Poder Ejecutivo, a los 
efectos del artículo 220 de la Constitución de la República. 


8) Aprobar la memoria y el balance anual de la Jutep. 
9) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes. 


10) Arrendar directamente los inmuebles que sean necesarios para sus 
dependencias. 


11) Concertar préstamos o empréstitos con organismos internacionales, 
instituciones o gobiernos extranjeros, con sujeción a lo dispuesto en el inciso 
cuarto del artículo 185 de la Constitución de la República. 


12) Delegar sus atribuciones, por resolución fundada, en otros órganos de la 
propia Jutep, así como avocar los asuntos que fueron objeto de delegación. 


13) Designar delegados o representantes de la Jutep ante organismos, 
congresos, reuniones o conferencias internacionales. 
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14) Resolver las cuestiones que la Presidencia del Directorio o cualquiera de sus 
miembros someta a su consulta o a su decisión. 


15) En general realizar todos los actos que corresponda y efectuar las 
operaciones materiales inherentes a sus poderes generales de 
administración, con arreglo a los cometidos de la Jutep. 


Artículo 7%. (Presidencia).- Al Presidente o al Vicepresidente, en su caso, le 
corresponde: 


1) Representar a la Junta de Transparencia y Ética Pública (Jutep). 


2) Convocar y presidir las sesiones del Directorio. 
3) Ejecutar y hacer ejecutar las resoluciones del Directorio. 


4) Adoptar las medidas urgentes cuando fueren necesarias, dando cuenta al 
Directorio en la primera sesión y estándose a lo que este resuelva. 


5) Firmar con el miembro del Directorio o con el funcionario que designe el 
Directorio, todos los actos y contratos en que intervenga la Jutep. 


6) Proyectar las normas que deba aprobar el Directorio, sin perjuicio de la 
iniciativa que podrán también ejercer los demás Directores. 


7) Firmar y hacer publicar dentro de los ciento veinte días corridos siguientes al 
cierre del ejercicio y previa aprobación del Directorio, el balance anual, 
conforme al artículo 191 de la Constitución de la República y remitirlo al 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 8%. (Quórum del Directorio).- Para sesionar y para resolver el Directorio 
requerirá un quórum de dos miembros, salvo que el Reglamento General disponga la 
unanimidad de votos de sus integrantes para resolver. 


Artículo 9”. (Vacancia temporal).- En caso de ausencia o incapacidad del Presidente 
o si quedara vacante el cargo, sus funciones serán ejercidas transitoriamente por el 
Vicepresidente. 


Artículo 10. (Responsabilidad de los Directores).- Los miembros del Directorio son 
responsables de las resoluciones votadas en violación de la Constitución de la República, 
las leyes o los reglamentos. El Directorio remitirá al Ministerio de Educación y Cultura 
testimonio de las actas de sus deliberaciones y copia de sus resoluciones. 
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Quedan dispensados de esta responsabilidad los Directores que: 


1) Estando presentes hubieran hecho constar en actas su disentimiento con la 
resolución adoptada y el fundamento que lo motivó. 


2) Hubieran estado ausentes de la sesión en la que se adoptó la resolución, 
siempre que hagan constar en actas su disentimiento en la primera 
oportunidad en que sea posible. 


Artículo 11. (Remuneración).- La remuneración de los Directores de la Junta de 
Transparencia y Ética Pública (Jutep) será la misma que perciben al momento de la 
aprobación de la presente ley los integrantes de la unidad ejecutora 022 "Junta de 
Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 “Ministerio de Educación y Cultura”. 


Quedan incluidos en el régimen de reserva de cargo vigente. 


CAPÍTULO Ill 
PATRIMONIO Y RECURSOS 


Artículo 12. (Patrimonio).- El patrimonio de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(Jutep) se integrará de la siguiente manera: 


1) Los activos y los pasivos de cualquier naturaleza de la unidad ejecutora 022 
“Junta de Transparencia y Ética Pública” del Inciso 11 “Ministerio de 
Educación y Cultura”, que se transfieren de pleno derecho al servicio 
descentralizado creado por esta ley. El Poder Ejecutivo determinará por 
resolución los bienes inmuebles comprendidos en esta transferencia y los 
registros públicos procederán a su registración con la sola presentación del 
testimonio notarial de esa resolución. 


2) Las donaciones o legados que reciba. 


3) Las transferencias de activos que a cualquier título le realice el Gobierno 
Central, los Gobiernos Departamentales y cualquier otro organismo del 
Estado. 


Artículo 13. (Recursos).- Los recursos de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(Jutep) se integrarán de la siguiente manera: 


1) Las asignaciones presupuestales que establezcan las leyes. 
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2) Las donaciones o legados que reciba. 


Artículo 14. (Funcionarios).- Los funcionarios pertenecientes a la unidad ejecutora 
022 "Junta de Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 “Ministerio de Educación y 
Cultura” se incorporarán al organismo creado en el artículo 1% de esta ley por el 
mecanismo de la redistribución previsto en los artículos 15 y siguientes de la Ley 
N? 18.719, de 27 de diciembre de 2010, en lo que corresponda. 


Dichos funcionarios mantendrán sus derechos, deberes y obligaciones, en especial 
en lo que refiere a las normas retributivas actualmente vigentes. 


Los funcionarios que actualmente cumplen funciones por pases en comisión o en 
comisión de servicios en la unidad ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública” 
del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura”, tendrán un plazo de sesenta días para 
optar por incorporarse al nuevo servicio siempre que el organismo que se crea lo requiera 
o volver a su oficina de origen. Quienes opten por incorporarse al nuevo organismo 
creado por esta ley, mantendrán el total de sus retribuciones y la antigúedad en la 
administración pública. 


La Contaduría General de la Nación hará efectivas las reasignaciones de créditos 
presupuestales a efectos de dar completo cumplimiento a lo establecido en esta ley. 


Artículo 15. (Pases en comisión).- Autorizase a la Junta de Transparencia y Ética 
Pública (Jutep) a disponer por resolución fundada, hasta tres pases en comisión, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 32 de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 
1986, modificativas y concordantes. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 16. (Presupuesto).- Hasta tanto no se sancione el primer presupuesto para 
el servicio descentralizado que se crea por esta ley, regirá el que a la fecha de su 
promulgación tenía la unidad ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública” del 
Inciso 11 “Ministerio de Educación y Cultura” incluyendo la totalidad de los créditos 
presupuestales, cualquiera sea su naturaleza. 


Artículo 17. (Directorio).- El primer Directorio del Servicio Descentralizado creado por 
la presente ley estará compuesto por los actuales integrantes y en los mismos cargos 
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para los que fueran oportunamente nombrados en la unidad ejecutora 022 “Junta de 
Transparencia y Ética Pública” del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura”. 


Los integrantes del primer Directorio de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(Jutep) Servicio Descentralizado, continuarán en sus cargos hasta la fecha prevista en el 
momento de su designación para integrar la antigua Jutep. 


Artículo 18. (Remisión).- Toda otra normativa que actualmente regula los cometidos, 
atribuciones y organización interna de la unidad ejecutora 022 “Junta de Transparencia y 
Ética Pública” del Inciso 11 “Ministerio de Educación y Cultura” será de aplicación al 
organismo creado por la presente ley en lo compatible con su naturaleza de servicio 


descentralizado. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 22 de julio de 
2015. 


RAÚL SENDIC 
Presidente 
JOSÉ PEDRO MONTERO 
Secretario 
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18) FONDO DE FINANCIAMIENTO Y DESARROLLO 
SUSTENTABLE DE LA ACTIVIDAD LECHERA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una moción de orden 
llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mo- 
cionamos para que se declare la urgencia y se trate de in- 
mediato el proyecto de ley sobre el Fondo de Financia- 
miento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera 
Carp. n.* 305/2015». (Firman los señores Senadores Aga- 
zzi, Heber, Mieres y Bordaberry). 
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SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 
(Se vota). 


25 en 26. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia acaba de 
ser votada: «Proyecto de ley por el que se modifican dispo- 
siciones de la Ley n.* 18100, de 23 de febrero de 2007, so- 
bre el Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable 
de la Actividad Lechera. (Carp. n.* 305/2015)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 304/2015 - Rep. n.* 115/2015 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE GANADERÍA, 
AGRICULTURA Y PESCA 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo _1?.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 2% de la 
Ley N* 18.100, de 23 de febrero de 2007 por el siguiente: 


"El Fondo será dirigido, administrado y representado por una 
Comisión Administradora Honoraria compuesta por un representante 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que la presidirá, un 
representante del Ministerio de Industria, Energía y Minería, un 
representante del Ministerio de Economía y Finanzas, el Presidente 
del Instituto Nacional de la Leche, un representante propuesto por la 
industria láctea y dos representantes propuestos por los productores 
de leche.” 


Artículo _2”.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 4% de la 
Ley N* 18.100, de 23 de febrero de 2007 por el siguiente: 


“La Comisión Administradora Honoraria sesionará periódicamente en 
forma ordinaria y en forma extraordinaria, cuando la convoque el 
Presidente o tres de sus miembros. Asimismo, aprobará su 
reglamento orgánico y de funcionamiento, donde se regularán los 
quórum y las mayorías necesarias para adoptar resoluciones.” 


Artículo_3".- El saldo no ejecutado del fondo creado a través del 
numeral tercero del artículo 10 de la Ley N* 18.100, de 23 de febrero de 2007 y 
los remanentes integrantes en ese saldo de la Ley N* 17.582, de 2 de 
noviembre de 2002, se destinarán a financiar las inversiones destinadas al 
buen manejo de los efluentes y al control de la contaminación de las fuentes de 
agua. 


El Instituto Nacional de la Leche (INALE) será la institución encargada 
de elaborar la propuesta técnica para la utilización del fondo mencionado y 
responsable de la ejecución y administración de las inversiones. Para ello, el 
Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera 
(FFDSAL) transferirá a dicho Instituto la totalidad del monto destinado a dichos 
fines. 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 7% de la Ley N* 18.100, de 23 de 
febrero de 2007 por el siguiente: 


"ARTÍCULO 7”. (Prestación pecuniaria).- A efectos de financiar el 
Fondo creado por la presente ley y con destino al mismo, grávese con 
una prestación pecuniaria a favor del Fondo de Financiamiento y 
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Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera la primera enajenación 
a cualquier título del litro de leche fluida, efectuada por los productores 
a una empresa industrializadora de leche que se hallare legalmente 
habilitada o a cualquier tercero, las importaciones de leche y de 
productos lácteos en todas sus modalidades y las exportaciones de 
cualquier tipo de leche que sean realizadas directamente por los 
productores. 


Quedarán gravadas asimismo, la afectación al uso propio para 
manufactura o la enajenación de leche fluida de su propia producción 
que realicen los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas (IRAE) excepto los casos de afectación al uso 
propio para manufactura que realicen productores artesanales, 
entendiendo por tales aquellos que elaboran productos lácteos con la 
leche producida en el predio exclusivamente. 


La citada prestación será fijada por el Poder Ejecutivo hasta un 
máximo equivalente al 3,5% (tres con cinco por ciento) del precio 
promedio de la leche al productor determinado por la Oficina de 
Programación y Política Agropecuaria (OPYPA) del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Dicho importe será reajustado semestralmente por el Poder 
Ejecutivo, en función de la variación entre la cotización del dólar 
interbancario comprador del último día hábil del mes anterior a la fecha 
del Decreto por el que se establece la nueva fijación y el utilizado en la 
determinación del valor vigente, no pudiendo superar el porcentaje 
establecido en el párrafo anterior. 


Para el caso de los productos lácteos que se importen, la prestación 
pecuniaria se fijará teniendo en cuenta la naturaleza y composición de 
los productos en las tablas de conversión que establezca el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca.” 


Artículo 5*.- Sustitúyese el artículo 10 de la Ley N* 18.100, de 23 de 


febrero de 2007 por el siguiente: 


"ARTÍCULO 10. (Beneficiarios).- El Poder Ejecutivo podrá determinar 
por vía reglamentaria y en consulta con las gremiales de productores 
lecheros, la necesidad de establecer montos mínimos del beneficio 
para atender especialmente a los pequeños productores de leche. 


Los recursos del Fondo derivados de la prestación pecuniaria creada 
por el artículo 7% de la presente ley y de su cesión o titularización, 
descontados los montos destinados para constituir los montos mínimos 
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a percibir por los pequeños productores y los gastos correspondientes 
a la cesión o titularización, serán distribuidos exclusivamente entre los 
productores lecheros y serán de libre disponibilidad para los mismos. 


Los productores lecheros recibirán los recursos del Fondo de acuerdo 
con el prorrateo que se realice teniendo en cuenta la venta de litros 
durante los períodos que la reglamentación oportunamente disponga, 
por los cuales los productores hayan pagado el Impuesto a la 
Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA). 


La Comisión Administradora Honoraria establecerá por resolución 
fundada el listado de productores beneficiarios y los respectivos 
montos a ser percibidos por éstos, por los cuales los productores para 
ser beneficiarios, deberán firmar un vale o compromiso de pago que 
tendrá validez de título ejecutivo en caso de incumplimiento. 


Los montos que reciban los productores lecheros serán considerados 
como un pasivo de los mismos a todos los efectos fiscales, el cual será 
cancelado con los importes correspondientes a la prestación pecuniaria 
abonada o que le fueran retenidos al productor en virtud de la presente 
ley.” 


Artículo 6" - Sustitúyese el artículo 18 de la Ley N* 18.100, de 23 de 


febrero de 2007 por el siguiente: 


"ARTÍCULO 18. (Vigencia).- La prestación pecuniaria creada por el 
artículo 7% de la presente ley entrará en vigencia cuando así lo 
determine el Poder Ejecutivo y se mantendrá vigente hasta que se 
cancelen en forma total todas las obligaciones derivadas de la cesión o 
titularización que se realice de los ingresos del Fondo a cada 
fideicomiso financiero creado a tales fines. 


Una vez cancelada la cesión o titularización de los ingresos del 
Fondo, el Poder Ejecutivo podrá extender la vigencia de la prestación 
pecuniaria por hasta un máximo de veinticuatro meses, con el objetivo 
de corregir potenciales trasferencias internas dentro del sector, 
consecuencia de diferentes tasas de crecimiento de la remisión de los 
productores y en consecuencia de su aporte al Fondo, lo que podrá 
hacerse a través del FFDSAL o de un Fideicomiso de Administración. 


Una vez cumplido lo expresado precedentemente, la Comisión 
Administradora deberá liquidar todas las cuentas y créditos laborales 
dentro de los noventa días siguientes, debiendo retener los fondos 
necesarios para dicho fin.” 
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Artículo 7%.- Los agentes de retención deberán informar al Fondo de 
Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera los aportes 
individuales de los productores en base a su remisión a las plantas, a los 
efectos de que se puedan llevar las cuentas personales de cada beneficiario. 


Aún en el caso de que se extienda el plazo para la recaudación de la 
prestación pecuniaria a los efectos de corregir transferencias dentro del sector, 
se mantendrá en todos sus términos la solidaridad del sistema, por lo que, de 
existir una retención superior a lo recibido -incluyendo intereses, gastos de 
administración, montos incobrables e imprevistos- no habrá derecho a créditos 
en favor de los beneficiarios. 

Artículo 8”. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará la 
presente ley dentro de los treinta días de su promulgación. 


Sala de la Comisión, a 21 de julio de 2015. 


ERNESTO AGAZZI 


Miembro Informante 


ÁLVARO DELGADO GUILLERMO BESOZZI 


LEONARDO DE LEÓN MARTHA MONTANER 


JOSÉ MUJICA ENRIQUE PINTADO 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE GANADERÍA AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 

Montevideo, 15 de julio de 2015 
Señor Presidente de la Asamblea General 
Lic. Raúl Sendic. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese órgano el adjunto 
Proyecto de Ley, el cual tiene como finalidad la realización de algunos 
cambios a la ley N* 18.100, de 23 de febrero de 2007, a los efectos de 
posibilitar la realización de un nuevo Fideicomiso Financiero a los efectos 
de apoyar al sector lechero para que pueda sobrellevar la actual 
coyuntura. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a fin de 
someter a su consideración el proyecto de ley adjunto, modificativo de los 
Arts. 2, 7, 10 y 18 de la ley N* 18.100, de 23 de febrero de 2007, 


La ley de creación del Fondo de Financiamiento y Desarrollo 
sustentable de la Actividad Lechera (FFDSAL) fue un excelente 
instrumento para mejorar el financiamiento del sector, recomponer el 
capital de giro y apoyar la concreción de inversiones en el sector lechero. 


En el momento actual este sector requiere de la aplicación urgente de 
fondos para enfrentar una coyuntura muy adversa, consecuencia de una 
caída muy importante de los precios internacionales, dificultades 
crecientes con algunos mercados para los lácteos (Venezuela y Brasil) y 
una muy persistente sequía en los departamento de la cuenca sur que ha 
obligado al consumo de reservas antes de tiempo y encarecido 
fuertemente los costos de producción. Estimaciones realizadas por la 
Oficina de Programación y Política Agropecuaria (OPYPA) del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP) y el Instituto Nacional de la 
Leche (INALE), en sus roles de asesores del Poder Ejecutivo en el diseño 
de políticas agropecuarias sectoriales, dan cuenta de la relevancia del 
impacto de este escenario adverso. Estimaciones de INALE indican que 
las pérdidas por caída de los precios al productor y sequía son de 4,2 
centavos de dólar por litro. El impacto global se descompone de la 
siguiente manera: 27 millones de dólares por sobrecostos de alimentación 
por sequía y 58 millones de dólares por efecto de la caída del precio. A 
esto cabe agregar el reciente cierre de dos plantas procesadoras, con 
impactos directos en el empleo del sector y en la captación de leche de 
remitentes. En tanto, simulaciones realizadas por OPYPA - MGAP indican 
que una caída en la actividad del sector (35%) debido a dificultades para 
colocar la producción en los mercados externos mencionados tendría un 
efecto del orden de 6% en el PIB agropecuario y de 0,4% en el PIB total 
(considerando los datos de PIB de 2014). 


En virtud de lo anterior OPYPA-MGAP e INALE coinciden en que ante la 
situación actual de precios y mercados para los productos lácteos y las 
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perspectivas para el corto y mediano plazo, la mejor opción de 
financiamiento para el sector sería la generación de un nuevo fideicomiso 
financiero. 


La creación de este instrumento se justifica porque habilita un 
financiamiento con posibilidades de pago a largo plazo a través de la 
remisión de leche; genera seguridad de pago al inversor; no requiere 
garantías reales de los productores, ni análisis de riesgo individual; se 
benefician todos los productores independientemente de su capacidad de 
repago, entre otros factores. Existen dos antecedentes del uso de este 
mecanismo de financiamiento para el sector lechero con buena tasa de 
interés y repago exitoso 


Se propone por tanto la aplicación de fondos a través de la 
estructuración de un fideicomiso financiero similar al realizado en 2007, 
con las siguientes características: 


eLa emisión estimada sería del orden de 85 millones de dólares, 
sobre la base de las necesidades para cubrir pérdidas por 
escenario adverso: sequía y caída de precios al productor. 


e Flujo objeto del fideicomiso: volumen de leche remitida a plantas y 
flujo proveniente de importaciones. 


+Se considerará el flujo de litros remitidos en un período de doce 
meses no afectados por irregularidades climáticas. 


+ Se estima una prestación pecuniaria del orden equivalente a 0,769 
centavos de dólar/litro, sobre la base de un repago en 6.5 años y 
una tasa de interés del 5% 


«Sobre la base de lo solicitado por las gremiales de productores 
lecheros, se establecerá un mínimo de 8.000 dólares por 
productor. (se adjunta copia de la nota presentada por las 
gremiales de productores lecheros con proyección Nacional al 
Ministro de Ganadería Agricultura y Pesca. 


e El sector propuso que a nivel privado se generarían cuentas 
personales a los efectos de poder luego aplicar algún tipo de 
compensación entre productores, debido a las eventuales 
transferencias que se puedan dar desde los productores de 
mayor crecimiento a los menos dinámicos. 


e El productor firmará un compromiso de repago de su deuda, 
comprometiéndose además a habilitar a que las plantas 
industriales retengan la prestación y avalando el carácter 
solidario del fondo. 


e.Se propone la entrega del dinero en etapas (3 pagos 
cuatrimestrales). 


Para la estructuración de un fideicomiso financiero de estas 
características es necesario actualizar algunos artículos de la norma 
vigente, que es la Ley 18.100 de 23 de febrero de 2007, que fue la que 
creó al Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad 
Lechera (FFDSAL). 


El artículo 7* de dicha ley creó una prestación pecuniaria a efectos de 
financiar al FFDSAL. Según lo establecido por el inciso 3” del artículo 18” 
de la ley N* 18.100, la prestación pecuniaria se mantendría vigente hasta 
que se cancelaran en forma total todas las obligaciones derivadas de la 
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cesión o titularización de los ingresos del Fondo a un Fideicomiso, 
quedando a partir de ese momento sin efecto la misma. En Agosto de 
2014 el Fiduciario informó que el Fideicomiso Financiero ya se había 
cancelado en su totalidad por lo que se procedería a la liquidación del 
mismo. Como consecuencia de esto, la prestación pecuniaria está ahora 
en cero y no hay marco legal para reimplantarla. 


El proyecto de ley que se adjunta tiene por objeto ajustar la normativa 
vigente para habilitar al FFDSAL a general un nuevo fideicomiso 
Financiero. 


El artículo 1? modifica la conformación de la Comisión Administradora 
Honoraria, incorporando un representante del INALE en lugar de uno de 
los representantes de las gremiales de productores, permitiendo esto una 
mayor articulación entre el FFDSAL y el INALE. 


El artículo 2? establece las condiciones para la ejecución del Fondo de 
Efluentes creado en 2007 en oportunidad de la primera cesión del flujo. El 
artículo determina el destino del Fondo, que será para la compra de 
equipos de uso colectivo para la limpieza de las piletas de los productores 
lecheros y que serán administrados por las gremiales de productores, y 
también determina que será el INALE el encargado de la ejecución, para 
lo cual recibirá los fondos disponibles por parte del FFDSAL. 


El artículo 3* establece las características de la Prestación Pecuniaria, 
la cual tendrá un máximo valor y una forma de ajuste igual a la Ley 
18.100. Básicamente lo único que se modifica con esta nueva redacción 
es que no se fija el monto de la prestación por la Ley, sino solamente el 
valor máximo y esto se hace porque con el valor fijado con anterioridad es 
insuficiente para cubrir el monto que se pretende emitir. 


El artículo 4” establece quienes son los beneficiarios, establece las 
pautas para distribuir los dineros del fideicomiso y habilita al Poder 
Ejecutivo a establecer montos mínimos para los productores de menor 
escala. Asimismo se establece que para ser beneficiario y recibir el 
financiamiento los productores deberán firmar un compromiso de repago, 
que tendrá título ejecutivo, como forma de corregir aquellos casos en los 
cuales los productores dejan el sector luego de cobrar el beneficio. 


El artículo 5” establece que la prestación pecuniaria entrará en vigencia 
cuando así lo disponga el Poder Ejecutivo y se mantendrá mientras haya 
compromisos por cesión o titularización del flujo. No obstante, se habilita 
al Poder Ejecutivo a continuar con la vigencia de la Prestación Pecuniaria, 
por un tiempo acotado, siempre y cuando se entienda conveniente y 
necesario para compensar entre los productores por diferentes 
velocidades de crecimiento de la remisión y de aporte al Fondo. 


Finalmente el artículo 6” establece que los agentes de retención deben 
informar Fondo de las retenciones realizadas a cada beneficiario así como 
también se establece que es sistema es solidario y esa solidaridad no se 
pierde a pesar de que esté prevista la eventual compensación entre 
productores. Si el productor mantiene un exceso de aportes eso no da 
derecho a tener créditos a favor. 
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Por los motivos expuestos, se entiende necesario la 
aprobación del proyecto de ley adjunto. 


Saludamos a ese Cuerpo con la más alta consideración, 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Sustitúyase el inciso primero del artículo 2 de la ley N* 
18.100, de 23 de febrero de 2007, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


“El Fondo será dirigido, administrado y representado por una 
Comisión Administradora  Honoraria compuesta por un 
representante del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que 
la presidirá, un representante del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, un representante de Economía y Finanzas, un 
representante propuesto por el Instituto Nacional de la leche, un 
representante propuesto por la Industria láctea y un 
representantes propuesto por los productores leche” 


Artículo 2*.- El saldo no ejecutado del fondo creado a través del numeral 
3. del artículo 1” de la ley N*18.100, de 23 de febrero de 2007 y los 
remanentes integrantes en ese saldo de la Ley 17.582 de 2 de noviembre 
de 2002 se destinarán a financiar las inversiones destinadas al buen 
manejo de los efluentes y al control de la contaminación de las fuentes de 
agua. El Instituto Nacional de la Leche (INALE), será la institución 
encargada de elaborar la propuesta técnica para la utilización del Fondo 
mencionado y responsable de la ejecución y administración de las 
inversiones. Para ello el Fondo de Financiamiento y Desarrollo 
Sustentable de la Actividad Lechera (FFDSAL) trasferirá a dicho Instituto 
la totalidad del monto destinado a dichos fines. 


Artículo 3*.- Sustitúyase el artículo 7 de la ley N* 18.100, de 23 de febrero 
de 2007, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“Artículo 7”.- (Prestación pecuniaria).- A efectos de financiar el 
Fondo creado por la presente ley, y con destino al mismo, gravase 
con una prestación pecuniaria a favor del Fondo de Financiamiento y 
Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera la primera 
enajenación a cualquier título del litro de leche fluida, efectuada por 
los productores a una empresa industrializadora de leche que se 
hallare legalmente habilitada o a cualquier tercero, las importaciones 
de leche y de productos lácteos en todas sus modalidades, y las 
exportaciones de cualquier tipo de leche que sean realizadas 
directamente por los productores. 


Quedarán gravadas asimismo, la afectación al uso propio para 
manufactura o la enajenación de leche fluida de su propia 
producción que realicen los contribuyentes del Impuesto a las 
Rentas de las Actividades Económicas (IRAE) o del futuro impuesto 
a la renta que lo sustituya, excepto los casos de afectación al uso 
propio para manufactura que realicen productores artesanales, 
entendiendo por tales aquellos que elaboran productos lácteos con 
la leche producida en el predio exclusivamente. 
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La citada prestación será fijada por el Poder Ejecutivo hasta un 
máximo equivalente al 3,5% (tres con cinco por ciento) del precio 
promedio de la leche al productor determinado por la Oficina de 
Programación y Política Agropecuaria (OPYPA) del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Dicho importe será reajustado semestralmente por el Poder 
Ejecutivo, en función de la variación entre la cotización del dólar 
interbancario comprador del último día hábil del mes anterior a la 
fecha del Decreto por el que se establece la nueva fijación, y el 
utilizado en la determinación del valor vigente, no pudiendo superar 
el porcentaje establecido en el párrafo anterior. 


Para el caso de los productos lácteos que se importen, la 
prestación pecuniaria se fijara teniendo en cuenta la naturaleza y 
composición de los productos en las tablas de conversión que 
establezca el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca.” 


Artículo 4”.- Sustitúyase el artículo 10 de la ley N* 18.100, de 23 de 
febrero de 2007, el que quedará redactado de la siguiente forma 


“Artículo 10?. ( Beneficiarios ).- El Poder Ejecutivo podrá determinar 
por vía reglamentaria, y en consulta con las gremiales de 
productores lecheros, la necesidad de establecer montos mínimos 
del beneficio para atender especialmente a los pequeños 
productores de leche. 


Los recursos del Fondo derivados de la prestación pecuniaria creada 
por el artículo 7” de la presente ley y de su cesión o titularización, 
descontados los montos destinados para constituir los montos 
mínimos a percibir por los pequeños productores y los gastos 
correspondientes a la cesión o titularización, serán distribuidos 
exclusivamente entre los productores lecheros y serán de libre 
disponibilidad para los mismos. 


Los productores lecheros recibirán los recursos del Fondo de 
acuerdo con el prorrateo que se realice teniendo en cuenta la venta 
de litros durante los períodos que la reglamentación oportunamente 
disponga, por los cuales los productores hayan pagado el Impuesto 
a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA). 


La Comisión Administradora Honoraria establecerá por resolución 
fundada el listado de productores beneficiarios y los respectivos 
montos a ser percibidos por éstos, por los cuales los productores 
para ser beneficiarios deberán firmar un vale o compromiso de pago 
que tendrá validez de título ejecutivo en caso de incumplimiento. 


Los montos que reciban los productores lecheros serán 
considerados como un pasivo de los mismos a todos los efectos 
fiscales, el cual será cancelado con los importes correspondientes a 
la prestación pecuniaria abonada o que le fueran retenidos al 
productor en virtud de la presente ley. 


Artículo 5”.- Sustitúyase el artículo 18 de la ley N* 18.100, de 23 de 
febrero de 2007, el que quedará redactado de la siguiente forma 


“Artículo 18*.- (Vigencia).- La prestación pecuniaria creada por 
el artículo 7*, entrará en vigencia cuando así lo determine el Poder 
Ejecutivo y se mantendrá vigente hasta que se cancelen en forma 
total todas las obligaciones derivadas de la cesión o titularización 
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que se realice de los ingresos del Fondo a cada fideicomiso 
financiero creado a tales fines. 
Una vez cancelada la cesión o titularización de los ingresos del 
Fondo, el Poder Ejecutivo podrá extender la vigencia de la 
prestación pecuniaria por hasta un máximo de 24 meses, con el 
objetivo de corregir potenciales trasferencias internas dentro del 
sector, consecuencia de diferentes tasas de crecimiento de la 
remisión de los productores y en consecuencia de su aporte al 
fondo, lo que podrá hacerse a través del FFDSAL o de un 
Fideicomiso de Administración”. 
Artículo 6*.- Los agentes de retención deberán informar al Fondo de 
Financiamiento y Desarrollo de la Sustentable de la Actividad Lechera los 
aportes individuales de los productores en base a su remisión a las 
plantas, a los efectos de que se puedan llevar las cuentas personales de 
cada beneficiario. Aún en el caso de que se extienda el plazo para la 
recaudación de la Prestación Pecuniariaa a los efectos de corregir 
transferencias dentro del sector, se mantendrá en todos sus términos la 
solidaridad del sistema, por lo que de existir una retención superior a lo 
recibido (incluyendo intereses, gastos de administración, montos 
incobrables, imprevistos), no habrá derecho a créditos en favor de los 
beneficiarios. 
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Exposición de Motivos 


En el año 2002 se sancionó la Ley 17.582 que implementó el FFAL 1 con el objetivo de 
mitigar la crisis que por ese entonces padecía el sector lechero tanto en lo interno 
como en lo externo. La caída en los precios internacionales y el difícil momento 
financiero que atravesaba el país hacían imposible que el sector se financiara por si o 
por intermedio del Estado. Por eso se crea este fondo, con el objetivo de “...otorgar el 
marco legal que viabilice la creación de un flujo de fondos derivado de la venta de 
leche para el consumo, que será securitizado de manera de adelantar los fondos...” 


Visto el probado éxito de ese instrumento, en el año 2006 se sanciona la Ley 18,100 
que crea el FONDO DE FINANCIAMIENTO Y DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA 
ACTIVIDAD LECHERA como Persona Jurídica de Derecho Público No Estatal. La creación 
de este fondo permitió la puesta en marcha de lo que se denominó FFALL Il, que se 
implementa con el fin de volver a generar un flujo de fondo que amortice la crisis del 
sector. Las obligaciones generadas terminaron de cancelarse en Agosto de 2014. 


Actualmente, el sector lechero se encuentra en una delicada situación debido a la 
crisis internacional de precios y el cierre de industrias. A esto se le debe sumar la 
sequía que afecta una parte importante de la cuenca y ha repercutido en las 
remisiones a planta obligando a los tamberos a utilizar las reservas previstas para el 
invierno de forma anticipada. Una ecuación fatal, menos leche a menos precio. 


Debemos recordar que el sector, fundamentalmente quienes remiten a CONAPROLE, 
trabaja con créditos a corto plazo, por lo general otorgados por la cooperativa que 
cancela los mismos reteniendo los pagos de las remisiones futuras. De más está decir 
que los pagos de las inversiones en reservas y pasturas que debían cancelarse con las 
remisiones de otoño se complicaron y la situación en muchos casos se agravó por la 
necesidad de adquirir más alimento. 


En pocas semanas, los tamberos deberán afrontar las inversiones necesarias para poder 
producir el año que viene. Se deben implantar los cultivos de maíz y sorgo para silo y 
verdeos de verano. Además, se deberá reimplantar praderas afectadas por la sequía. Todo 
esto con precios deprimidos. En el caso de no encontrarse una solución al problema de 
financiamiento corre serio peligro de verse afectada la cadena de pagos. 


La industria ha hecho un gran esfuerzo, pero sus problemas se verían agravados si el 
mercado se recupera y la leche necesaria para atender la demanda y recuperar las 
pérdidas no se produce porque faltaron las inversiones en el sector primario. Son 
muchos miles los trabajadores de la industria láctea que dependen de los tamberos. 


El FFAL es un fondo de los tamberos para los tamberos. No representa gasto para el 
Estado, solamente se requiere la instrumentación del MGAP. La herramienta ya ha sido 
probada en dos oportunidades y el sector lechero canceló el 100% de los fondos recibidos 
de parte de los inversores. 
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La Comisión de Ganadería del Senado recibió a autoridades del INALE y de las gremiales del 
sector para conocer su opinión. Se plantearon algunos problemas puntuales durante la 
ejecución del FFAL anterior y se les buscó la solución. Estas se reflejan en este proyecto. 


En definitiva, entendemos que éste instrumento con los cambios que se estimaron 
convenientes será de gran utilidad para el sector lechero. 


A do 


Álvaro Delgado 
Senador 
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Proyecto de Ley 
Artículo 1, Sustitúyase el inciso primero del artículo segundo de la ley 18.100 de 23 de 
febrero de 2007 por el siguiente: 


“El Fondo será dirigido, administrado y representado por una Comisión Administradora 
Honoraria compuesta por un representante del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca que la presidirá, un representante del Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
un representante de Economía y Finanzas, un representante propuesto por el Instituto 
Nacional de la leche, un representante propuesto por la Industria láctea y dos 
representantes propuesto por los productores leche” 


Artículo 2. Sustitúyase el inciso primero del artículo 4 de la ley 18.100 de 23 de febrero 
de 2007 por el siguiente: 


“La Comisión Administradora Honoraria sesionará periódicamente en forma ordinaria 
y en forma extraordinaria, cuando la convoque el Presidente o tres de sus miembros. 
Asimismo, aprobará su reglamento orgánico y de funcionamiento, donde se regularán 
los quorum y las mayorías necesarias para adoptar resoluciones. ” 


Artículo 3.- Sustitúyase el artículo 7” de la ley 18.100 de 23 de febrero de 2007 por el 
siguiente: 


“Artículo 7: A efectos de financiar el Fondo creado por la presente ley, y con destino al mismo, 
grávese con una prestación pecuniaria a favor del Fondo de Financiamiento y Desarrollo 
Sustentable de la Actividad Lechera la primera enajenación a cualquier título del litro de leche 
fluida, efectuada por los productores a una empresa industrializadora de leche que se hallare 
legalmente habilitada o a cualquier tercero, las importaciones de leche y de productos lácteos 
en todas sus modalidades, y las exportaciones de cualquier tipo de leche que sean realizadas 
directamente por los productores. 


Quedarán gravadas asimismo, la afectación al uso propio para manufactura o la enajenación 
de leche fluida de su propia producción que realicen los contribuyentes del Impuesto a las 
Rentas de las actividades Económicas (IRAE) excepto los casos de afectación al uso propio para 
manufactura que realicen productores artesanales, entendiendo por tales aquellos que 
elaboran productos lácteos con la leche producida en el predio exclusivamente. 


La citada prestación será equivalente a $ 0.10 (pesos uruguayos diez centavos) por litro de 
leche remitida considerando el valor del dólar a $27.50 (pesos uruguayos veintisiete con 
cincuenta). Dicho importe será reajustado semestralmente por el Poder Ejecutivo, en función 
de la variación entre la cotización del dólar interbancario comprador del último día hábil del 
mes anterior a la fecha del Decreto por el que se establece la nueva fijación, y el utilizado en la 
determinación del valor vigente, no pudiendo sobrepasar el 3,5% (tres con cinco por ciento) 
del precio promedio de la leche al productor determinado por el Instituto Nacional de la Leche. 
Como base inicial se considerará la cotización del dólar interbancario comprador publicada por 
el Banco Central del Uruguay del día en que se realice la cesión de los derechos.” 


Artículo 4.- (Compensaciones) Una vez canceladas las obligaciones que implica el pago de los 
títulos de deuda emitidos deberá continuar recaudando hasta compensar a los productores 
cuya producción haya aumentado por encima de la media nacional durante el período de pago 
del fondo. 
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-Para esto deberá, en función de lo establecido en Inciso 3 del Artículo 3 de esta ley, celebrar 


un convenio de colaboración con INALE para crear un registro de los aportes individuales de 
cada productor. 

Al momento de compensar se deberá respetar el monto mínimo a percibir por cada productor 
de U$S 1.500 (dólares de los Estados Unidos de América mil quinientos) establecido en el 
Artículo 10 de esta ley. 


Artículo S.- (Renovación) En caso de existir unanimidad entre los integrantes de la Comisión 
Administradora, el FONDO DE FINANCIAMIENTO Y DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA 
ACTIVIDAD LECHERA podrá emitir un nuevo título de deuda bajo las mismas condiciones 
establecidas en esta ley, no pudiendo superar el fondo o la suma de los fondos, en caso de 
existir más de uno, el 25% del valor de la leche remitida a planta en el ejercicio anterior. 


Artículo 6. (Vigencia) La prestación pecuniaria creada por el art. 7 de la ley 18.100, se 
mantendrá vigente hasta que se cancelen en forma total todas las obligaciones derivadas de la 
cesión o titularización que se realice de los ingresos del fondo a un fideicomiso creado a tales 
fines y las compensaciones estipuladas en la presente ley. Una vez cumplido lo expresado 
precedentemente la comisión administradora deberá liquidar todas las cuentas y créditos 
laborales dentro de los 30 días siguientes, debiendo retener los fondos necesarios para dicho 
fin. 


Artículo 7. (Reglamentación) El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 30 
(treinta) días de su promulgación. 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 18.100, 
de 23 de febrero de 2007 


Artículo 1%. (Creación y objetivos).- Créase el Fondo de Financiamiento 
y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera como Persona Jurídica de 
Derecho Público No Estatal, que tendrá los siguientes objetivos: 


1) Financiar la actividad lechera de los productores para: aumentar la 
producción láctea, extender la actividad lechera; diversificar la obtención de 
productos lácteos; aumentar la ocupación de mano de obra en el sector y 
afincar grupos familiares en el campo. 


2) Cancelar deudas que fueran contraídas por el Fondo de Financiamiento de 
la Actividad Lechera (FFAL) creado por la Ley N* 17.582, de 2 de 
noviembre de 2002, 


3) Crear un fondo de hasta US$ 1.000.000 (un millón de dólares de los 
Estados Unidos de América) destinado a financiar el tratamiento especial 
para los pequeños productores de leche y las inversiones destinadas al 
buen manejo de los efluentes y al control de la contaminación de las 
fuentes de agua en los predios explotados por dichos productores, 
concepto éste que será determinado por la reglamentación. 


4) Cancelar deudas que fueran contraídas para atender los objetivos 
anteriores. 


El presente Fondo coordinará su actuación con el Poder Ejecutivo a 
través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Artículo 2”. (Dirección, administración y representación).- El Fondo será 
dirigido, administrado y representado por una Comisión Administradora 
Honoraria compuesta por un representante del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, que la presidirá, un representante del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, un representante del Ministerio de Economía y 
Finanzas, un representante propuesto por la industria láctea y dos 
representantes propuestos por los productores de leche. 


Los miembros de la Comisión Administradora Honoraria del Fondo serán 
designados por el Poder Ejecutivo por el plazo de 3 (tres) años, pudiendo ser 
reelectos hasta la designación de sus sustitutos. Los miembros salientes 
permanecerán en sus funciones hasta que asuman los nuevos miembros 
designados o hasta que sean cesados por resolución ministerial. Cada 
miembro de la actividad privada será designado con representante alterno que 
sustituirá automáticamente al titular en caso de ausencia de éste. Las 
entidades privadas deberán formalizar la propuesta de sus representantes 
dentro del plazo de 30 (treinta) días una vez de serle requerida. De no hacerse 
en el plazo indicado, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca propondrá 
al Poder Ejecutivo las designaciones de dichos representantes, las que 
recaerán necesariamente en personas vinculadas al sector en cuestión. 


El Poder Ejecutivo establecerá en la reglamentación lo relativo a 
sustituciones temporarias de los delegados del sector público. 
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La representación corresponderá al Presidente asistido de otro miembro 
en la forma y condiciones que determine la Comisión Administradora Honoraria 
del Fondo. 


Artículo 3*. (Cometidos).- La Comisión Administradora Honoraria podrá 
promover, formular y realizar todas aquellas actividades que sean necesarias 
para cumplir los objetivos previstos en esta ley, teniendo para ello los más 
amplios poderes de administración y disposición y, en especial, podrá: 


1) Depositar, ceder, colocar, invertir, ofrecer en garantía o titularizar los 
fondos que se devenguen durante el transcurso del periodo en el que éstos 
queden afectados en la cuenta prevista en el artículo 9* de la presente ley. 


2) Celebrar convenios de colaboración y de ejecución de tareas específicas 
con instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras y con 
organismos internacionales. 


3) Controlar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley y 
aplicar las sanciones que en ella se establecen, creando la infraestructura 
técnica y administrativa que estime pertinente a tales efectos. 


4) Contratar personal o tercerizar determinados servicios de administración o 
control, pudiendo los costos que se generen por dichas contrataciones ser 
deducidos de las sumas recaudadas. Los costos de administración del 
Fondo, incluyendo los costos que se generen por la contratación de 
personal o tercerización de servicios, no podrán superar el 1,5% (uno con 
cinco por ciento) de lo recaudado por las prestaciones pecuniarias 
retenidas a los productores. 


5) Exigir el cumplimiento de las obligaciones a cargo de las empresas 
comprendidas en la Ley N* 17.582, de 2 de noviembre de 2002 que no se 
hubieren cancelado a la fecha de vigencia de esta ley. 


6) Asesorar y proponer al Poder Ejecutivo modificaciones en la 
reglamentación de esta ley, especialmente en materia de recaudación, 
distribución de los beneficios entre los productores, contralor y aplicación 
de sanciones por incumplimientos de las obligaciones establecidas en la 
presente ley. 


7) Denunciar ante la Justicia competente a los agentes de retención, en caso 
de que éstos no viertan al Fondo las sumas retenidas dentro del plazo 
previsto por el inciso tercero del artículo 9” de esta ley. 


8) Exigir de los infractores el pago de las sanciones pecuniarias que hayan 
devenido firmes. 


Artículo 4%. (Funcionamiento).- La Comisión Administradora Honoraria 
sesionará periódicamente en forma ordinaria y, en forma extraordinaria, cuando 
la convoque el Presidente o tres de sus miembros. Asimismo, aprobará su 
reglamento orgánico y de funcionamiento, donde se regularán los quórum y las 
mayorías necesarias para adoptar resoluciones, teniendo el Presidente doble 
voto en caso de empate. 
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En lo no previsto por la ley, su régimen de funcionamiento será el de la 
actividad privada, especialmente en cuanto a su contabilidad, estatuto del 
personal y contratos que celebre. 


El Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad 
Lechera estará exonerado de todo tipo de tributos nacionales exceptuadas las 
contribuciones especiales de seguridad social. 

Sus bienes son inembargables y sus créditos, cualquiera sea su origen, gozan 
del privilegio establecido por el numeral 6* del artículo 1732 del Código de 
Comercio. 


Artículo 5*. (Contralor).- El Estado a través de sus organismos de 
contralor tendrá las más amplias facultades de fiscalización de los estados 
contables que reflejen la gestión económica y financiera del Fondo. 


Artículo 6*. (Vías de impugnación).- Contra las resoluciones de la 
Comisión Administradora Honoraria procederá el recurso de revocación, que 
deberá interponerse dentro de los diez días hábiles, contados a partir del 
siguiente a la notificación del acto al interesado. 


Una vez interpuesto el recurso, la Comisión Administradora Honoraria 
dispondrá de treinta días hábiles para instruir y resolver el asunto, y se 
configurará denegatoria ficta por la sola circunstancia de no dictarse resolución 
dentro de dicho plazo. 


Denegado el recurso de revocación, podrá interponerse, únicamente por 
razones de juridicidad, demanda de anulación del acto impugnado, ante el 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Turno a la fecha en que dicho acto fue 
dictado. 


La interposición de esta demanda deberá hacerse dentro del término de 
veinte días de notificada la denegatoria expresa o, en su defecto, del momento 
en que se configure la denegatoria ficta. 


La demanda de anulación solo podrá interponerse por el titular de un 
derecho subjetivo o de un interés directo, personal y legítimo, violado o 
lesionado por el acto impugnado. 


La sentencia del Tribunal no admitirá recurso alguno. 


Cuando la resolución emanare de algún órgano sometido a jerarquía de 
la Comisión Administradora Honoraria, conjunta y subsidiariamente con el 
recurso de revocación, podrá interponerse el recurso jerárquico ante dicha 
Comisión. 


Este recurso de revocación deberá interponerse y resolverse en los 
plazos previstos en el presente artículo, los que también regirán en lo 
pertinente para la resolución del recurso jerárquico y para el posterior contralor 
jurisdiccional. 
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Artículo 7*. (Prestación pecuniaria).- A efectos de financiar el Fondo 
creado por la presente ley, y con destino al mismo, grávase con una prestación 
pecuniaria a favor del Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la 
Actividad Lechera la primera enajenación a cualquier título del litro de leche 
fluida, efectuada por los productores a una empresa industrializadora de leche 
que se hallare legalmente habilitada o a cualquier tercero, las importaciones de 
leche y de productos lácteos en todas sus modalidades, y las exportaciones de 
cualquier tipo de leche que sean realizadas directamente por los productores. 


Quedarán gravadas asimismo, la afectación al uso propio para 
manufactura o la enajenación de leche fluida de su propia producción que 
realicen los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de la Industria y 
Comercio (IRIC) o del futuro impuesto a la renta que lo sustituya, excepto los 
casos de afectación al uso propio para manufactura que realicen productores 
artesanales, entendiendo por tales aquellos que elaboran productos lácteos 
con la leche producida en el predio exclusivamente. 


La citada prestación será equivalente al monto de la retención vigente 
del Fondo de Financiamiento de la Actividad Lechera (FFAL) creado por la Ley 
N* 17.582, de 2 de noviembre de 2002, y se calculará multiplicando dicho 
monto por el último cociente nacional establecido por el artículo 4", literal b) 
inciso 2” del Decreto-Ley N* 15.640, de 4 de octubre de 1984. 


Dicho importe será reajustado semestralmente por el Poder Ejecutivo, en 
función de la variación entre la cotización del dólar interbancario comprador del 
último día hábil del mes anterior a la fecha del Decreto por el que se establece 
la nueva fijación, y el utilizado en la determinación del valor vigente, no 
pudiendo sobrepasar el 3,5% (tres con cinco por ciento) del precio promedio de 
la leche al productor determinado por la Oficina de Programación y Política 
Agropecuaria (OPYPA) del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Como 
base inicial se considerará la cotización del dólar interbancario comprador 
publicada por el Banco Central del Uruguay del día en que se realice la cesión 
de los derechos. 


Artículo 8*.- (Configuración del hecho generador).- Por enajenación se 
entenderá toda operación que tenga por objeto la entrega de leche con 
transferencia del derecho de propiedad o que otorgue a quien la recibe la 
facultad de disponer económicamente de ella como si fuera su propietario. 

El hecho generador de la prestación pecuniaria creada en el artículo anterior se 
considerará configurado en los siguientes casos: 


a) cuando el contrato o acto equivalente tenga ejecución mediante la entrega 
de la leche al fletero debidamente autorizado a recibirla por la empresa 
industrializadora de leche que se hallare legalmente habilitada; 


b) con la afectación al uso propio para manufactura de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 7* de esta ley; 


c) con la introducción de la leche y los productos lácteos a territorio aduanero 
nacional; 


d) en el caso de las exportaciones con el despacho del bien gravado. 
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Artículo 9%. (Contribuyentes y agentes de retención). Serán 
contribuyentes de esta prestación pecuniaria: 


a) las personas físicas o jurídicas productores remitentes de leche; 


b) los que afecten al uso propio para manufactura o enajenen leche fluida de 
su propia producción de acuerdo a lo establecido en el artículo 7? de esta 
ley; 

c) los productores de leche exportadores directamente del producto; 


d) los importadores de leche y de productos lácteos en todas sus 
modalidades. 


Se designa como agentes de retención de la prestación pecuniaria que 
deban abonar los remitentes, las empresas industrializadoras de leche que se 
hallaren legalmente habilitadas así como a cualquier tercero adquirente de 
leche fluida de los productores. Los referidos agentes de retención que no 
retengan las prestaciones pecuniarias serán solidariamente responsables con 
los contribuyentes de su pago. 


La retención será vertida por las referidas empresas industrializadoras, 
los productores, los importadores o los terceros adquirentes según sea el caso, 
y depositadas en una cuenta especial que con el nombre "Fondo de 
Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera", se abrirá a 
tales efectos en una institución bancaria de plaza. 


Las sumas retenidas por las empresas industrializadoras o los terceros 
adquirentes, deberán ser depositadas dentro del plazo de quince días corridos, 
luego de la finalización de cada mes. 


En el caso de la exportación de leche realizada directamente por 
productores, la responsabilidad por el pago de la prestación pecuniaria será del 
productor y el mismo se hará efectivo previo a la exportación. La 
reglamentación establecerá los requisitos relacionados con el pago de la 
prestación pecuniaria indicada a los efectos de la expedición del Documento 
Unico Aduanero por parte de la Dirección Nacional de Aduanas. 


Artículo 10. (Beneficios).- Los recursos del Fondo derivados de la 
prestación pecuniaria creada por el artículo 7* de la presente ley y de su cesión 
o titularización, descontados los montos destinados a crear el fondo para 
atender a pequeños productores según se establece en el inciso 3 del 
precedente artículo 1%, la eventual cancelación anticipada establecida en el 
artículo 18 de esta ley y los gastos correspondientes a la cesión o titularización, 
serán distribuidos exclusivamente entre los productores lecheros y serán de 
libre disponibilidad para los mismos. 


Los productores lecheros recibirán los recursos del Fondo de acuerdo 
con el prorrateo que se realice teniendo en cuenta la venta de litros totales de 
los últimos doce meses previos a la fecha que la reglamentación 
oportunamente disponga, por los cuales los productores hayan pagado el 
Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA). 
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El monto mínimo a percibir por cada productor será de US$ 1.500 
(dólares de los Estados Unidos de América mil quinientos ) y será considerado 
como el tratamiento especial previsto en el inciso 3”, del artículo 1* de esta ley. 


La Comisión Administradora Honoraria establecerá por resolución 
fundada el listado de productores beneficiarios y los respectivos montos a ser 
percibidos por éstos. 


Los montos que reciban los productores lecheros serán considerados 
como un pasivo de los mismos a todos los efectos fiscales, el cual será 
cancelado con los importes correspondientes a la prestación pecuniaria 
abonada o que le fueran retenidos al productor en virtud de la presente ley. 


Artículo 11. (Fideicomiso).- En caso que los activos o ingresos del 
Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera 
sean cedidos o titularizados a favor de un fideicomiso financiero creado a tales 
efectos, dicho fideicomiso estará exonerado de todos los impuestos nacionales 
creados o a crearse, recibiendo los valores que el fideicomiso emita, el mismo 
tratamiento fiscal que reciban los títulos de deuda pública. 


Artículo 12. (Garantía).- En caso que los activos o ingresos del Fondo 
sean cedidos, titularizados o afectados en garantía, el Estado garantiza bajo su 
responsabilidad la estabilidad de los contratos respectivos. La garantía se 
extinguirá simultáneamente con el cumplimiento total de las obligaciones 
derivadas de la operación realizada, con un máximo de 15 (quince) años de 
efectuada dicha operación. 


Artículo 13. (Suspensión de registros y de certificados de estar al día).- 
Los productores de leche y los productores exportadores de leche, las 
empresas industrializadoras, los importadores de productos lácteos y los 
terceros adquirentes de leche fluida de los productores, que incumplan con las 
obligaciones establecidas en la presente ley, previa comunicación de la 
Comisión Administradora Honoraria, serán automáticamente suspendidos en 
los registros del Ministerio de Industria, Energía y Minería y de otros 
organismos de contralor que correspondan, habilitantes para ejercer las 
actividades que dan origen a la prestación pecuniaria volcada al Fondo 
Lechero, así como de la vigencia del certificado único establecido por el 
artículo 80 del Título 1 del Texto Ordenado 1996 de Tributos recaudados por la 
Dirección General Impositiva. 


La suspensión se mantendrá en vigencia hasta que los infractores 
satisfagan sus obligaciones para con el Fondo y abonen las multas y recargos 
establecidos en el artículo siguiente, todo ello sin perjuicio de la 
responsabilidad penal prevista en el artículo 15 de esta ley. 


La Comisión Administradora Honoraria comunicará a la Dirección 
General Impositiva la nómina de incumplidores de la presente ley (productores, 
empresas industrializadoras, importadores, exportadores y otros terceros) para 
que suspenda respecto de los mismos, la emisión de los certificados 
establecidos en el artículo 80 del Título 1 del Texto Ordenado de 1996, hasta 
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que los infractores satisfagan sus obligaciones con el Fondo y abonen las 
multas y recargos correspondientes. Dicha nómina será comunicada además, a 
los Ministerios intervinientes y a la Dirección Nacional de Aduanas. 


Artículo 14. Las personas físicas o jurídicas productores remitentes de 
leche, productores de leche exportadores directos del producto y los 
importadores de leche y de productos lácteos en todas sus modalidades, que 
no extingan en el momento y lugar que corresponda las prestaciones 
pecuniarias establecidas en el artículo 7? de esta ley para el Fondo de 
Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera, deberán 
abonar, además del monto no pagado, la multa y los recargos establecidos por 
el artículo 94 del Código Tributario. En caso de que los activos del Fondo sean 
cedidos, afectados en garantía o titularizados, la multa y los recargos serán 
abonados al concesionario o beneficiario de la garantía o de la titularización. 


La multa por mora para los agentes de retención de las prestaciones 
pecuniarias designados en el inciso segundo del precedente artículo 9” será del 
100% (cien por ciento) del monto retenido y no vertido al Fondo, sin perjuicio de 
las responsabilidades penales que correspondan de acuerdo a esta ley. 


Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, la multa por mora para 
los agentes de retención considerados buenos pagadores será del 20% (veinte 
por ciento) del monto retenido y no vertido al Fondo, siempre que éste se 
efectúe dentro de los treinta días de su vencimiento. 


Será considerado buen pagador el contribuyente o agente de retención 
que en los doce meses anteriores al momento de constarse la infracción haya 
efectuado los pagos en el momento y lugar correspondiente. 


A tales efectos, la Comisión Administradora Honoraria llevará un registro 
con los contribuyentes y agentes de retención que hubieran incurrido en 
atrasos durante todo el periodo de aportes devengados. 


Fuente: Ley N” 18,954, de 23 de agosto de 2012, artículo 1*, 


Artículo 15. (Sanciones).- Las sanciones previstas en el inciso 
1% numerales 1 y 2 del artículo 285 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
podrán ser aplicadas por la Comisión Administradora Honoraria, en caso de 
constatarse incumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente ley. 


Lo dispuesto precedentemente, es sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo 351 del Código Penal, en relación con los agentes de retención, 
quienes en caso que no viertan las sumas retenidas dentro del plazo previsto, 
incurrirán en la respectiva conducta. 


Artículo 16. (Acciones tendientes al cobro).- Cuando los agentes de 
retención designados en la presente ley se encuentren en situación de 
concordato, quiebra, concurso, moratoria o liquidación judicial, el titular del 
Fondo o su cesionario, según corresponda, se considerará acreedor 
privilegiado y no estará obligado a aguardar a sus resultas para ejercer las 
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acciones tendientes al cobro o aseguramiento de los créditos emergentes como 
agente de retención del impuesto creado por ésta. 


Artículo 17. (Recursos).- Para el cumplimiento de sus cometidos, el 
Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera 
contará con los siguientes recursos de libre administración: 

A. los ingresos que obtenga por la prestación de servicios a terceros, tanto en 
el país como en el exterior; 


B. las donaciones y legados, modales o no, que pudiera recibir de particulares 
o instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras; 


C. los valores o bienes que se le asignen a cualquier título; 


D. los fondos provenientes de convenios de préstamo que celebre con 
organismos de crédito sean nacionales o internacionales u otras entidades 
públicas o privadas; 


E. el producido de las sanciones pecuniarias que aplique la Comisión 
Administradora Honoraria de conformidad con la presente ley, excepto en 
el caso que los activos del Fondo sean cedidos, afectados en garantía o 
titularizados, en cuyo caso serán abonadas a los cesionarios oO 
beneficiarios de la garantía de acuerdo a lo establecido en el artículo 14 de 
esta ley. 


Artículo 18. (Vigencia y sustitución).- La prestación pecuniaria creada 
por el artículo 7” de esta ley a favor del Fondo, entrará en vigencia una vez que 
se concrete la cancelación de los valores que se emitieron en la titularización 
que se realizó por efecto del contrato de cesión firmado entre el Ministerio de 
Economía y Finanzas y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca con 
Banco ACAC (actual Crédit Uruguay Banco S.A.), con fecha 18 de diciembre 
de 2002. 


Una vez que entre en vigencia lo establecido en el inciso anterior, 
derógase la Ley N* 17.582, de 2 de noviembre de 2002, sin perjuicio de que el 
monto equivalente a la retención establecida en el artículo 2% de la misma, será 
incorporado al precio base de la leche cuota al productor. 


La referida prestación pecuniaria creada por el artículo 7* de esta ley, se 
mantendrá vigente hasta que se cancelen en forma total todas las obligaciones 
derivadas de la cesión o titularización que se realice de los ingresos del Fondo 
a un fideicomiso creado a tales fines, quedando en ese momento sin efecto la 
misma. 


VER: Decreto N* 138/008, de 29 de febrero de 2008. 

Artículo 2*.- De conformidad a lo dispuesto por el Art. 18? de la ley 
N* 18.100, de 23 de febrero de 2007, déjase sin efecto, a partir 
del 1% de enero de 2008, la retención por litro de leche aplicada a 


todas las modalidades de leche fluida destinadas al consumo, 
correspondiente al Fondo de Financiamiento de la Actividad 
Lechera (FFAL), prevista por la ley N* 17.582, de 2 de noviembre 
de 2002. 
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Artículo 19. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará la 
presente ley dentro de los 30 (treinta) días de su promulgación, a propuesta de 
la Comisión Administradora Honoraria, estableciendo los mecanismos 
necesarios para la implementación del Fondo de Financiamiento y Desarrollo 
Sustentable de la Actividad Lechera y la cancelación del Fondo creado por la 
Ley N* 17.582, de 2 de noviembre de 2002. 


Artículo 20. (Disposición transitoria).- A efectos de solventar los gastos 
iniciales de funcionamiento del Fondo, derivados del cumplimiento de sus 
cometidos establecidos en esta ley, autoriízase a los administradores del Fondo 
de Financiamiento de la Actividad Lechera (FFAL) creado por la Ley N* 17.582, 
de 2 de noviembre de 2002, a transferir al Fondo de Financiamiento y 
Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera, el 1% (uno por ciento) previsto 
por el artículo 4* de la ley antes referida. 


Mientras se mantenga vigente la Ley N* 17.582, de 2 de noviembre de 
2002, continuarán en funcionamiento la Comisión Técnica Asesora y la 
Comisión de Contralor creadas por dicha ley, las que dejarán de funcionar una 
vez derogada la misma. 
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Ley N* 17.582, 
de 2 de noviembre de 2002 


Artículo 1.- Créase el Fondo de Financiamiento de la Actividad Lechera 
(FFAL) destino a: 


1) Financiar la actividad lechera de los productores. 

2) Cancelar deudas de cada productor con el Banco de la República Oriental 
del Uruguay (BROU). 

3) Cancelar deudas que fueran contraídas por el Fondo para atender los 
objetivos anteriores. 


Artículo 2.- El Fondo creado por el artículo precedente se financiará 
mediante la retención del equivalente a $ 0,84 (ochenta y cuatro centésimos de 
pesos uruguayos) por litro, que se aplicará a todas las modalidades de leche 
fluida destinadas al consumo. Dicho aporte será vertido por las plantas 
elaboradoras o los importadores, en una cuenta especial que con el nombre 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca/Fondo de Financiamiento de la 
Actividad Lechera (MGAP/FFAL), se abrirá en el Banco de la República 
Oriental del Uruguay. El importe de la retención será reajustado por el Poder 
Ejecutivo simultáneamente con la aprobación del precio oficial de la leche para 
el consumo pasteurizado. El reajuste se realizará en función de la variación 
entre la cotización del dólar interbancario comprador del último día hábil del 
mes anterior a la fecha del decreto por el que se establece la nueva fijación, y 
el utilizado en la determinación del valor vigente. Como base inicial se 
considerará la cotización de $ 28 (veintiocho pesos uruguayos) por dólar. 


Las sumas retenidas deberán ser depositadas dentro del plazo de 
quince días corridos, luego de la finalización de cada mes. En el caso de las 
leches importadas, la responsabilidad por el aporte será del importador y el 
mismo se hará efectivo previo al ingreso del producto al territorio nacional. 


Artículo 3.- Los productores lecheros recibirán los recursos del Fondo 
de acuerdo con el prorrateo que se realice teniendo en cuenta la remisión del 
último ejercicio (julio 2001 - junio 2002) debiéndose considerar un tratamiento 
especial a los remitentes de hasta 300 (trescientos) litros de leche diarios. 


De esta partida y en caso que corresponda, cada productor destinará 
hasta el 60% (sesenta por ciento) al pago de sus adeudos con el Banco de la 
República Oriental del Uruguay, de acuerdo a los mecanismos por éste 
establecidos para atender el endeudamiento del sector rural. El resto, será de 
libre disponibilidad por parte del productor beneficiado. 


Artículo 4.- La titularidad y administración del Fondo corresponderá a 
los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Economía y Finanzas, 
quienes podrán depositar, ceder, colocar, invertir, ofrecer en garantía o 
securitizar los fondos que devenguen durante el transcurso del período en el 
que éstos queden afectados en la cuenta prevista en el artículo 2%, de acuerdo 
a lo establecido por el artículo 10 del Decreto-Ley N* 14.867, de 24 de enero de 
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1979. Los costos de administración del FFAL no podrán superar el 1% (uno por 
ciento) del mismo. En caso de que los activos o ingresos del FFAL sean 
cedidos, securitizados o afectados en garantía, el Estado garantiza bajo su 
responsabilidad la estabilidad de las normas legales y reglamentarias que 
incidan sobre los ingresos o fondos afectados y que estuvieran vigentes al 
momento de suscribirse los contratos respectivos. La garantía se extinguirá 
simultáneamente con el cumplimiento de la fuente de la relación obligacional, 
con un máximo de 15 (quince) años 


Artículo 5.- Los fondos que resulten de la aplicación de los artículos 1* y 
2* de la presente ley serán inembargables. 


Artículo 6.- Encomiéndase a los Ministerios de Ganadería, Agricultura y 
Pesca e Industria, Energía y Minería el contralor que asegure el cumplimiento 
de los objetivos y de las obligaciones previstas en la presente ley y la 
aplicación de las sanciones establecidas en los artículos siguientes, en el 
marco de sus respectivas competencias. 


Artículo _7.- Las plantas elaboradoras que incumplan con las 
obligaciones establecidas en la presente ley, serán automáticamente 
suspendidas en los registros del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
habilitantes para ejercer las actividades que dan origen a retenciones afectadas 
al FFAL. Las empresas importadoras de leche fluida destinada al consumo que 
se encuentren en infracción a sus obligaciones con el FFAL serán 
automáticamente inhabilitadas por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca para importar este producto mientras dure la situación de 
incumplimiento. La suspensión se mantendrá en vigencia hasta que los 
infractores satisfagan sus obligaciones para con el FFAL y abonen las multas y 
recargos establecidos en el artículo siguiente, todo ello sin perjuicio de la 
responsabilidad penal prevista en el artículo 9* de esta ley. 


Artículo 8.- Las plantas elaboradoras o los importadores que no 
cumplieran en plazo con sus aportes al FFAL deberán abonar una multa igual 
al 20% (veinte por ciento) de las sumas no vertidas, más un recargo mensual 
calculado en la misma forma que los recargos por mora del artículo 94 del 
Código Tributario. En caso de que los activos del FFAL sean cedidos, 
afectados en garantía o securitizados, la multa y los recargos serán abonados 
al cesionario o beneficiario de la garantía o securitización. 


Artículo 9.- El incumplimiento de las disposiciones contenidas en la 
presente ley y su reglamentación podrá dar lugar a las medidas previstas en el 
artículo 285 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. Las sanciones 
previstas en esta ley son sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 351 del 
Código Penal, cuando corresponda. 
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Decreto N* 449/002, 
de 20 de noviembre de 2002 


Reglamentario de la Ley 17.582 


VISTO: La Ley N* 17.582 de 2 de noviembre de 2002 y el Decreto N* 380/002 
de 30 de setiembre de 2002; 


RESULTANDO: |!) que la norma legal citada prevé la creación del Fondo de 
Financiamiento de la Actividad Lechera (FFAL) a partir de la afectación de un 
monto por litro leche fluida vendida para el consumo; 


11) que dicho Fondo será destinado: a) para financiar la actividad lechera de los 
productores, b) cancelar deudas de cada productor con el Banco de la 
República Oriental del Uruguay, y c) cancelar deudas que fueran contraídas por 
el Fondo para atender los objetivos anteriores; 


CONSIDERANDO: 1) conveniente establecer los criterios que determinarán la 
participación de los productores de leche en el Fondo de Financiamiento de la 
Actividad Lechera (FFAL) y reglamentar los destinos de dicho Fondo, 
establecer las obligaciones de las plantas elaboradoras y los importadores, y 
reglamentar los aspectos vinculados con la Administración del Fondo y su 
contralor; 


11) que el flujo del Fondos será cedido a instituciones habilitadas para actuar en 
el mercado de capitales, a efectos de obtener el adelanto de dichos recursos, 
para alcanzar los fines establecidos por la norma legal de referencia; 


111) que la cesión de flujos futuros deberá garantizar la viabilidad económica, 
ATENTO: a lo precedentemente expuesto, 


EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
DECRETA 


Artículo 1.- Serán beneficiarios del Fondo de Financiamiento de la 
Actividad Lechera (FFAL), los productores de leche remitentes a plantas 
elaboradoras, habilitadas para producir leche fluida con destino al consumo, 
que se encuentren remitiendo leche al 1? de noviembre de 2002 y lo hayan 
hecho desde una fecha anterior al 30 de junio de 2002, a alguna de las plantas 
alcanzadas por este artículo. 


Los productores beneficiarios deberán cumplir todos los requisitos 
anteriormente expuestos. Si mediaren cambios de titularidad que determinen el 
incumplimiento de uno de los requisitos, el beneficio no será percibido. A 
efectos de considerar los cambios de titularidad que se hubieren operado, se 
tendrá en cuenta la continuidad en la explotación y la causa de la relación 
obligacional. Esta última por su fuente deberá justificar en su naturaleza jurídica 
dicha continuidad en relación al actual titular. 


203-C.S. 


204-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 2.- Los productores de leche recibirán los recursos del Fondo 
de Financiamiento de la Actividad Lechera (FFAL) en razón al total de litros de 
leche remitidos a plantas industriales en el período comprendido entre el 1* de 
julio de 2001 y el 30 de junio de 2002. 


Artículo 3.- El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca establecerá 
por resolución fundada, el monto que percibirá cada beneficiario. Este se 
corresponderá con un monto básico de 25 millones de dólares americanos, y 
con las remisiones de leche del período considerado para cada productor, al 
que se adicionará el tratamiento especial para los remitentes de hasta 300 litros 
de leche diarios, según lo establecido en el artículo 3* de la Ley N* 17582 de 2 
de noviembre de 2002. 


Artículo 4.- Los productores beneficiarios del Fondo de Financiamiento 
de la Actividad Lechera (FFAL), que consideren que el monto percibido o a 
percibir, no se ajusta a lo establecido en las normas legales y reglamentarias 
aplicables, podrán efectuar su reclamación ante la Comisión Técnica Asesora 
creada por el artículo 13% de este decreto, dentro de los 20 días corridos a 
partir de su notificación. 


Capítulo ll 
De los destinos del Fondo de Financiamiento de la Actividad Lechera 


Artículo 5.- El monto a percibir por cada beneficiario del Fondo de 
Financiamiento de la Actividad Lechera (FFAL), deberá ser destinado: 
a) el 40% correspondiente a cada productor será de libre disponibilidad para 
hacer frente a las necesidades de financiamiento en su empresa, 
b) el 60% restante será destinado a abatir la deuda que el productor mantiene 
con el Banco de la República Oriental del Uruguay. 


A estos efectos, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
promoverá una negociación colectiva con dicha institución financiera, con el 
objetivo de lograr una cancelación bonificada. 


Artículo 6.- Para el caso de productores que no tengan deudas con el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, la totalidad del monto que les 
corresponda será de libre disponibilidad. Para aquellos productores que 
requieran menos del 60% para cancelar sus deudas según el régimen 
negociado, el monto excedente a la cancelación será de libre disponibilidad del 
productor. 


Artículo 7.- Las empresas industriales habilitadas, para producir leche 
fluida con destino al consumo, presentarán al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca mediante declaración jurada, el listado de las empresas 
remitentes de leche y sus correspondientes remisiones a planta en el periodo 
comprendido entre el 1? de julio de 2001 y el 30 de junio de 2002, de acuerdo a 
lo dispuesto en la Resolución N* 945 de 5 de noviembre de 2002 de dicho 
Ministerio. La veracidad de los datos y la correspondencia de los mismos para 
cada productor, incluidos los cambios de titularidad, serán responsabilidad del 
declarante. En los casos en que el remitente haya enviado su producción 
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durante el período de referencia a diferentes empresas comprendidas en esta 
normativa, cada industria será responsable de enviar la información por el 
período que le corresponda, indicando la planta a la que anteriormente remitía. 


Artículo 8.- En el caso de las empresas pasteurizadoras, el total de litros 
remitidos a cada planta deberá ser coincidente con lo declarado a la Junta 
Nacional de la Leche en el período considerado. En el caso de empresas que 
venden otros tipos de leches fluidas, la información deberá coincidir con lo 
aportado a la Dirección General Impositiva por concepto de IMEBA. 


Artículo 9.- Las empresas elaboradoras y las empresas importadoras de 
leche fluida depositarán en la cuenta corriente N* 152/4107/7 del Banco de la 
República Oriental del Uruguay a nombre de Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca / Fondo de Financiamiento de la Actividad Lechera, los 
aportes resultantes según lo establecido en el artículo 2% de la Ley N* 17.582 
de 2 de noviembre de 2002. 


Las sumas retenidas deberán ser depositadas dentro del plazo de quince 
días corridos, luego de la finalización de cada mes. En el caso de las leches 
importadas, la responsabilidad por el aporte será del importador y el mismo se 
hará efectivo previo al ingreso del producto al territorio nacional. (*) 


Artículo 10.- A los efectos de los aportes al Fondo de Financiamiento de 
la Actividad Lechera (FFAL), se considerarán todas las modalidades de leche 
fluida destinadas al consumo, con excepción de las leches saborizadas y 
azucaradas, con un mínimo del 5% (cinco por ciento) de contenido no lácteo. 


Artículo 11.- Las empresas elaboradoras y las empresas importadoras 
de leche fluida deberán presentar a la Comisión de Contralor creada por el 
artículo 14 de este decreto, mediante declaración jurada, la liquidación mensual 
de los litros vendidos al consumo y los aportes al Fondo de Financiamiento de 
la Actividad Lechera (FFAL) correspondientes, dentro del plazo de 5 días luego 
de efectuado el depósito. 


Artículo 12.- El importe de la retención establecida por el artículo 2* de 
la Ley N* 17.582 de 2 de noviembre de 2002, será reajustado por el Poder 
Ejecutivo simultáneamente con la aprobación del precio oficial de la leche 
pasteurizada para el consumo. El reajuste se realizará en función de la 
variación entre la cotización del dólar interbancario comprador del último día 
hábil del mes anterior a la fecha del decreto por el que se establece la nueva 
fijación y el utilizado en la determinación del valor vigente. Como base inicial se 
considerará la cotización de $ 28 (veintiocho pesos uruguayos) por dólar. 


Capítulo V 
De la administración del Fondo 


Artículo 13.- La administración del Fondo de Financiamiento de la 
Actividad Lechera (FFAL) será realizada por los Ministros de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y Economía y Finanzas, previo asesoramiento de una 
Comisión Técnica Asesora, integrada por dos representantes del Ministerio de 
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Ganadería, Agricultura y Pesca, y un delegado del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Dicha Comisión asesorará a los respectivos Ministros quienes podrán 
depositar, ceder, colocar, invertir, ofrecer en garantía, o securitizar los fondos 
que se devenguen durante el transcurso del período en el que éstos queden 
afectados en la cuenta especial (cuenta corriente N* 152/4107/7) del Banco de 
la República Oriental del Uruguay, según lo previsto en el artículo 4% de la Ley 
N* 17.582 de 2 de noviembre de 2002, sin perjuicio de lo establecido en el 
numeral 3 del artículo 1% de dicha Ley. 


Artículo _14.- La Comisión Técnica Asesora creada por el artículo 
precedente, deberá informar trimestralmente el estado de situación del Fondo 
de Financiamiento de la Actividad Lechera (FFAL), indicando el saldo 
pendiente de pago y los aportes vertidos por cada agente de retención, según 
lo establecido en el artículo 9% de este decreto. Dicho informe será publicado en 
el Diario Oficial y en la página oficial del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca en internet. 


Artículo 15.- Créase la Comisión de Contralor integrada por un 
representante del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que la presidirá, 
un representante del Ministerio de Industria, Energía y Minería, y dos 
representantes, uno por la industria láctea y otro por los productores de leche, 
que serán designados por la Comisión Técnica Asesora creada por el artículo 
13%, a propuesta de las respectivas gremiales, que tendrá los cometidos que se 
establecen en el Capítulo VI, "Del contralor y las sanciones”, de este decreto. 


Los integrantes de esta Comisión tendrán voz y voto, resolviendo por 
mayoría simple. En caso de no alcanzarse la mayoría requerida, el presidente 
tendrá doble voto. 


Artículo 16.- El contralor de las obligaciones y la aplicación de 
sanciones previstas en la Ley N* 17.582 de 2 de noviembre de 2002 
corresponderá a los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca e Industria, 
Energía y Minería, en el marco de sus respectivas competencias. 


A tales efectos, las citadas Secretarías de Estado, efectuarán las 
coordinaciones pertinentes para hacer efectiva la aplicación de la Suspensión 
de los Registros respectivos e inhabilitaciones correspondientes. 


Cuando se constaten las infracciones previstas en el Artículo 7” de la 
Ley 17.582 de 2 de noviembre de 2002, las plantas elaboradoras cuyos 
registros se encuentran a cargo del Ministerio de Industria, Energía y Minería 
serán suspendidas automáticamente. 


Los importadores de leche fluida destinada al consumo que incurran en 
la infracción prevista en el artículo legal citado, serán automáticamente 
inhabilitados por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. A tales 
efectos, las reparticiones correspondientes no autorizarán la importación o la 
liberación del producto en su caso. 
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Artículo 17.- A los efectos de la aplicación de los artículos 8* y 9* de la 
Ley 17.582 de 2 de noviembre de 2002, serán consideradas infracciones: 


a) omisión o el atraso en depositar la retención efectuada por las plantas 
elaboradoras o los importadores en la cuenta especial (cuenta corriente 
152/4107/7) del Banco de la República Oriental del Uruguay, dentro del 
plazo de 15 días corridos, luego de la finalización de cada mes 

b) La omisión, la falsedad, el atraso o la falta de correspondencia de la 
información o declaración solicitada por los titulares, administradores, 
fiscalizadores, o Comisiones creadas para el funcionamiento del Fondo. 

c) Toda otra situación no prevista expresamente en este decreto pero cuya 
obligación surja de las bases legales que la originan. 


Las mismas serán sancionadas de acuerdo a lo previsto en el Artículo 8 
de la Ley N* 17.582 de 2 de noviembre de 2002 y 285 de la Ley N* 16736 de 5 
de enero de 1996. 


La reiteración o reincidencia en la conducta que da mérito a la aplicación de 
la sanción será considerada agravante de la misma con las consecuencias 
previstas en la ley antes citada. 


Artículo 18.- El contrato de cesión de flujo de fondos futuros del Fondo de 
financiamiento de la Actividad Lechera (FFAL), deberá garantizar al cesionario 
la cesión efectuada. 


Artículo _19.- Los gastos de administración del FFAL se devengarán 
mensualmente, no pudiendo superar el 1% (uno por ciento) de la recaudación 
de cada mes. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca retendrá el 2% 
del monto total de la cesión del flujo de fondos, que será utilizado para atender 
eventuales reclamaciones de los beneficiarios. La cuota parte no utilizada de 
este monto, se destinará a la cancelación de la cesión, una vez agotado el 
procedimiento y resolución firme de reclamación. 


Artículo 20.- Comuníquese, publíquese, etc. 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador 
Agazzl. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: este proyecto de 
ley es muy breve, pero imprescindible para poder enfren- 
tar una coyuntura extremadamente complicada por la que 
atraviesan los actores de la cadena láctea. 


Este sector es muy importante para el país. Su fase pri- 
maria incluye a 4400 productores, el 75 % de los cuales 
está integrado al sistema cooperativo, correspondiendo el 
70 % básicamente a producción familiar. 


La producción de leche se lleva adelante a través de un 
sistema pastoril que caracteriza a la producción nacional. 
A su vez, es un sector de alto dinamismo. 


La fase secundaria o industrial incluye a cuarenta 
empresas, aunque las cinco mayores procesan el 85 % de 
la leche. 


Entre el sector primario y el industrial se ha logrado 
una evolución sorprendente de la producción de leche na- 
cional. En los últimos veinte años la remisión de leche a 
las plantas tuvo un crecimiento promedio del 8 % anual. 
Esto es algo impresionante. Sacando algunos años en los 
que hubo pequeños problemas y por períodos breves —por 
sequías o dificultades financieras de los productores—, la 
evolución de la remisión de leche tuvo un crecimiento muy 
importante. 


Desde hace algunos años, un alto porcentaje de cada 
litro de leche que se produce es para exportación; casi el 
70 % de la leche producida va para el mundo, mientras 
que nosotros nos contentamos con quedarnos con algo así 
como un tercio de la producción. 


Además, somos uno de los países que consume más 
leche y sus derivados per cápita. Y como muestra del dina- 
mismo de este sector, la productividad de los productores 
lecheros también ha sido impresionante. En los últimos 
veinte años la productividad de leche por hectárea se du- 
plicó, lo cual no es fácil de ver en otros sectores producti- 
vos. Estamos en un nivel que ronda los 4000 litros de leche 
por hectárea. Los agrónomos que se han recibido en los 
últimos años tienen que estar revisando los números de lo 
que pasaba hace un tiempo, porque lo que está sucediendo 
ahora con la lechería es totalmente diferente. 


En este rubro tenemos exportaciones muy importan- 
tes, pero los mercados a los que nosotros vendemos los 
productos lácteos están en problemas. Tengamos presen- 
te que los mercados de nuestros productos no son los del 
primer mundo. Las economías del primer mundo son muy 
injustas; muchas veces quieren libre mercado para sus 
producciones, pero vender un queso a un país europeo o 
un litro de yogur a los Estados Unidos es imposible, por- 
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que tienen absolutamente blindado su aparato productor 
y allí no podemos entrar. Por tanto, tenemos que vender 
a los países en desarrollo. Nuestros mercados son Brasil, 
Venezuela, China, Argelia, Rusia y México. Y, como dije, 
en este momento esos mercados están con problemas. Esta 
es una de las dificultades que actualmente tiene nuestro 
sistema productivo. 


Ahora bien, los resultados económicos de la actividad 
productiva de la lechería, con precios de referencia como 
el de la leche en polvo, que ha tenido importantes descen- 
sos, están disminuyendo. No solo bajan los precios, sino 
que además tenemos problemas para colocar los produc- 
tos en los mercados. También hay que decir que a raíz del 
acuerdo que se está llevando adelante entre Uruguay y Ve- 
nezuela —que era uno de nuestros importantes comprado- 
res de leche de los últimos años— se va a abrir el mercado 
de una manera que ofrece una perspectiva muy buena. 


Este sistema productivo, con una fase primaria y otra 
industrial, con un crecimiento determinado y con una 
importante generación de puestos de trabajo, necesita un 
permanente financiamiento, porque no hay crecimiento y 
desarrollo de una actividad productiva si no se tiene un 
financiamiento; al tener actualmente el sistema productivo 
dificultades económicas, al estar los productores con un 
importante grado de endeudamiento, hay problemas para 
financiar la actividad del sector. Incluso, hay dificultades 
para sobrellevar los costos de vida de la familia del tambe- 
ro y mantener la empresa funcionando. 


Ahora bien, este no es un problema nuevo. La leche 
y los productos lácteos tienen una gran volatilidad en los 
mercados mundiales, tanto por las protecciones como por 
los stocks de los grandes productores y su manejo, lo cual 
nos ha obligado, como país, a desarrollar herramientas in- 
novadoras. El primer fondo que se creó para la actividad 
lechera fue en 2002. En aquel momento hubo problemas 
para todas las actividades productivas, incluso la lechería. 
Ese fondo fue destinado, sobre todo, al endeudamiento. 
Recuerdo que las discusiones de aquel momento se centra- 
ron en si el fondo era para los lecheros o para los bancos 
porque, en realidad, lo que había que hacer era sacar a los 
productores de la deuda ya que de esa forma no podían 
vivir. Ese fondo era de USD 25 millones y rápidamente 
fue pagado por los productores. 


Con posterioridad se tomaron algunas otras medidas. 
En 2007, por ejemplo, se creó el Fondo de Financiamiento 
y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera. En 
aquel momento no se tenían los problemas de 2002 y por 
ello se trató de un fondo para el desarrollo de la actividad, 
que planteaba incrementar la producción, extender la 
actividad y diversificarla, aumentar la mano de obra y 
afincar familias. En realidad, este fondo de desarrollo 
sustentable de la actividad lechera tuvo resultados muy 
positivos y permitió inversiones muy importantes, ya que 
era de USD 42:500.000. Ahora, como ese fondo ya se 
cerró, se está llevando adelante su evaluación. 
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Ese fue el primer fondo para la actividad agropecua- 
ria que se ofreció en la Bolsa de Valores de Montevideo 
que, repito, fue por USD 42:500.000, pero en realidad se 
presentaron USD 120 millones. Lo cierto es que hubo una 
oferta muy importante porque la actividad lechera y la 
forma que tenía este fondo suponían un riesgo muy bajo, 
además de que estábamos en un buen momento de la acti- 
vidad productiva del país. 


Por este fondo se creó, a través de la Ley n.” 18100, 
una organización institucional como persona jurídica de 
derecho público no estatal con el fin de administrar aque- 
llos USD 42:500.000 que los productores recibieron bajo 
la forma de libre disponibilidad —por lo que algunos com- 
praron máquinas, otros ordeñadoras, tractores, etcétera— y 
ya terminaron de pagar, porque el endeudamiento no era el 
problema principal que tenía la actividad, pero era difícil 
hacer inversiones. Se lograron los objetivos: entre julio de 
2007 y el 21 de agosto de 2014 —fecha en que se cerró la 
prestación pecuniaria— se terminó de pagar aquel fondo de 
USD 42:500.000. 


Por lo tanto, la alternativa de hoy frente a las dificulta- 
des que hay —que detallaré más adelante— es utilizar esta 
persona jurídica. Ha sido decisión del Poder Ejecutivo usar 
esta figura para poder atravesar la actual coyuntura. 


Además de haberse creado el Fondo de Financiamiento 
y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera, también 
se creó el Instituto Nacional de la Leche —un poco des- 
pués—, que es donde se da la interlocución de los distintos 
actores de la cadena láctea. 


En este marco, con esa experiencia, y dadas las ne- 
cesidades del país, en los ámbitos de la lechería —sobre 
todo en el Inale— se ha venido discutiendo y analizan- 
do el balance del Fondo de Financiamiento y Desarrollo 
Sustentable de la Actividad Lechera. En un principio, los 
productores y sus gremiales no estaban muy de acuerdo 
con que se creara un fondo, porque este es solidario con 
el sector, lo que hace que los productores más chicos reci- 
ban un aporte mayor al que ellos harán, pero los produc- 
tores más grandes en realidad reciben bastante menos de 
lo que aportan. Reitero que se trata de un fondo solidario 
del sector, y el balance final muestra que hubo un grado 
de inequidad interna —como producto de su filosofía— bas- 
tante acentuada. Por tanto, al principio los productores no 
lo veían muy bien; sin embargo, a medida que la cuerda 
empezó a apretar, que las gremiales analizaron las posi- 
bilidades de financiamiento, por ejemplo bancario —que 
tiene un cierto interés—, y lo que podía hacer la CND —que 
puede auxiliar a los productores más pequeños—, etcétera, 
la existencia del fondo empezó a tomar cuerpo. El Poder 
Ejecutivo siempre estuvo consultando a las gremiales de 
productores porque ya veía que había que utilizar esta for- 
ma jurídica de alguna manera. 


Es en ese marco que el Poder Ejecutivo presenta esta 
iniciativa —en este mes de julio— que, en realidad, para 
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llevarse adelante necesita de la modificación de algunos 
artículos de la Ley n.* 18100, que creó el Fondo de Finan- 
ciamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Leche- 
ra. ¿En función de qué? De la experiencia adquirida por la 
aplicación y utilización del fondo durante estos siete años. 
El fondo fue un instrumento excelente para mejorar el fi- 
nanciamiento, para recomponer el capital de giro y para 
hacer inversiones en el sector lechero, tal como acabo de 
mencionar. 


Ahora bien, ¿qué está pasando en este momento en el 
sector? Al referirme a la situación global, cuando hice re- 
ferencia a los precios internacionales, no mencioné el fac- 
tor más importante, que es la sequía; hay lugares del país 
donde hace siete meses que no llueve. También hay otra 
causa para lo que está sucediendo en el sector: las altas 
tasas de crecimiento y los muy buenos resultados econó- 
micos alentaron formas de inversión y de aumento de la 
productividad que van un poco más allá de la producción 
pastoril, que es la producción estratégica del Uruguay. En 
consecuencia, uno de los grandes problemas del sector es 
el alto costo de producción, ya sea por haber invertido, 
como por utilizar tecnología que aumenta los costos. Es 
cierto que se incrementa la producción, pero también lo 
hacen los costos de producción. En la situación actual, 
las pérdidas del sector lechero se evalúan oficialmente en 
USD 27 millones por los sobrecostos de alimentación de- 
bido a la sequía, y en USD 58 millones por efecto de la 
caída de los precios. Es decir que las pérdidas totales del 
sector ascienden a USD 85 millones. 


Es por estas razones que se necesita una opción de 
financiamiento, pero me parece que a esta altura debe 
quedar claro que no es para aumentar la rentabilidad de 
la lechería, sino para enfrentar la crisis, para mantener el 
capital social —que son los tamberos y la industria— y para 
mantener la estructura productiva del país. Es un proble- 
ma de coyuntura. ¿Cuánto duran las coyunturas? Nadie 
lo sabe. Pero con base en una cierta perspectiva de que la 
lechería es una actividad estratégica del país, que tiene un 
lugar seguro en nuestro sistema productivo, se envía este 
proyecto de ley a fin de enfrentar la coyuntura problemá- 
tica que hay en este momento. Esto genera que haya un 
financiamiento con posibilidades de pago a largo plazo. 
¿Cuál es la ventaja que ha tenido la lechería y que no han 
tenido la carne ni otras producciones? Que, en realidad, 
se paga con las remisiones de leche en un plazo largo. Al 
pagar con la remisión de leche, los productores reciben 
el dinero ahora y después van pagando con cada litro de 
leche que envían. Esta seguridad de pago también genera 
seguridad para los inversores; por eso se han presentado y 
están interesados en que esto salga en este momento. 


Cabe destacar que esto también beneficia a los produc- 
tores porque, en realidad, no hay un análisis de riesgo indi- 
vidual como cuando uno va a un banco. Es el sector el que 
recibe esto, que es un beneficio para todos los productores, 
independientemente de las características personales de 
cada uno. Es más, si no fuera por este mecanismo, algunos 
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pequeños productores no podrían recibir financiamiento 
porque al banco ni siquiera pueden entrar. 


En consecuencia, a través de la estructuración de un 
fideicomiso financiero —tal como se hizo antes— se logra 
una emisión de unos USD 85 millones —acorde con las ne- 
cesidades para cubrir las pérdidas que relaté anteriormen- 
te—, sobre la base de un flujo objetivo para el fideicomiso, 
que es el volumen de leche remitida a planta. En realidad, 
la producción de leche va a seguir aumentando, porque 
aun en años con problemas de sequía o con dificultades de 
financiamiento también fue así. Son muy pocas las opor- 
tunidades en que ello no sucedió —los años que rodearon a 
2002, lo que es muy comprensible— o se mantuvo estable 
—cuando se dio la seca entre los años 2008 y 2009-—, por- 
que el flujo de leche siempre fue en aumento. O sea que el 
flujo de producción para pagar el fideicomiso es algo muy 
seguro. 


En realidad, para establecer este flujo se consideran los 
litros remitidos por cada uno de los productores durante 
los últimos doce meses en los que no se vieron afectados 
por irregularidades climáticas. Con esto, cada productor 
realizará una prestación pecuniaria —así lo llama el pro- 
yecto de ley—, es decir, un aporte, que tiene un tope máxi- 
mo del 3,5 % del valor de la leche que el productor remite. 
Los cálculos se basan en un repago de seis años y medio; 
eso fue lo que se acordó en las reuniones que se llevaron a 
cabo en el Instituto Nacional de la Leche. ¿Se va a repagar 
en seis años y medio? ¡Ojalá que aumenten los precios y 
se pueda pagar antes! Los productores quieren pagarlo en 
el menor plazo posible porque, cuanto más largo sea ese 
plazo, más serán los intereses que tendrán que pagar. No 
olvidemos que el interés de las AFAP o de los bancos para 
poner dinero en el fideicomiso supone, lógicamente, una 
tasa de interés. 


Las gremiales de productores han solicitado que se 
establezca un mínimo para lo que recibe cada uno, en 
función de lo que necesitan para el mantenimiento de la 
familia y de la empresa. Eso se va a tener en cuenta, pero 
el proyecto de ley no dice qué se le va a dar a cada uno; 
simplemente establece los criterios y en su momento se 
verá qué pasará, según cómo evolucionen los precios. Lo 
que sí establece el proyecto de ley son mecanismos de diá- 
logo para acordarlo. 


Para superar las carencias o los problemas que tuvo el 
fondo anterior, son importantes dos cosas. Por un lado, es 
preciso que cada beneficiario del fondo se haga responsa- 
ble de la devolución del dinero. Si el productor sigue en 
esta actividad, será producto de la leche que remita a plan- 
ta. Ha habido casos de productores que recibieron el fondo 
y se retiraron de la actividad productiva, por lo que des- 
pués no había leche para efectuar la prestación pecuniaria. 
El hecho de firmar un documento con el compromiso de 
devolución es un título ejecutivo que obliga a devolver el 
dinero aunque se retire de la actividad productiva, porque 
este fondo es individual. Por otro lado, el sector solicitó 


CÁMARA DE SENADORES 


219-C.S. 


—esto es una novedad— que se generen cuentas personales 
de cada uno de los productores —de cuánto recibe y cuánto 
envía—, porque este es un mecanismo que se puede utilizar 
para amortiguar algunas de las inequidades que necesaria- 
mente tiene un fondo global de todo el sector. 


El proyecto de ley no lo dice, pero la idea del Poder 
Ejecutivo era entregar el dinero en etapas. En un momento 
los productores expresaron que para ellos era mejor que 
se les entregara en etapas —por varios motivos que no vale 
la pena analizar en el plenario—, pero en la medida en que 
la cuerda empezó a apretar, solicitaron que no se dilatara 
mucho la aprobación del fondo porque, en realidad, pre- 
cisan el dinero para pagar la deuda que ya contrajeron 
con los proveedores y con organismos del Estado. Como 
el proyecto de ley no lo menciona y lo deja librado a los 
mecanismos de diálogo, el ámbito donde se discutirán y 
acordarán estas cosas será en el Inale, con la participación 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


¿Cómo estructurar un fideicomiso financiero de estas 
características, que es el resultado de haber aprendido de 
los fideicomisos financieros del pasado? Es necesario ha- 
cerle algunas modificaciones a la ley. 


El proyecto de ley tiene como objetivo ajustar la nor- 
mativa vigente —Ley n.* 18100—, que estableció la persone- 
ría jurídica del Fondes. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SENOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
Senador Bordaberry. 


SENOR BORDA BERRY.- Como en el día de hoy la 
señora Senadora Montaner —que fue quien concurrió a la 
comisión— no pudo venir, se me plantea una duda. 


En el artículo 4. —en el que se modifica el artículo 7.2 
de la Ley n.-* 18100— se establece una prestación pecunia- 
ria sobre la primera enajenación a cualquier título del litro 
de leche fluida, que será fijada por el Poder Ejecutivo hasta 
un máximo equivalente al 3,5 % del precio promedio de la 
leche al productor determinado por la Oficina de Progra- 
mación y Política Agropecuaria del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca. 


A su vez, en el artículo 5. —en el que se modifica el 
artículo 10 de la Ley n.” 18100— se establece que los pro- 
ductores beneficiarios serán aquellos que integren una 
lista que surgió de una resolución fundada elaborada por 
la Comisión Administradora Honoraria. Quiere decir que, 
por un lado, los productores que van a acceder son los que 
están en la lista que surge de la Comisión Administradora 
Honoraria y, por otro, se establece esa suerte de presta- 
ción pecuniaria compulsiva sobre la primera enajenación 
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a cualquier título del litro de leche fluida en la remisión a 
planta. 


Concretamente, quisiera saber si los productores que 
no están en la lista de la Comisión Administradora Hono- 
raria también deberán pagar la prestación pecuniaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Se- 
nador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- El fondo será solidario con toda la 
cadena. Todos van a tener derecho a recibir los beneficios 
del fondo y todos estarán obligados a devolverlo, no es 
optativo. No va a haber ningún productor que no lo reciba 
y que después no haga la prestación pecuniaria. 

SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite otra interrup- 
ción, señor Senador? 


SENOR AGAZZTÍ.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador Bordaberry. 


SEÑOR BORDA BERRY-.- Para entenderel mecanismo: 
la Comisión Administradora Honoraria establecerá el 
listado de los productores beneficiarios y los montos a los 
que tiene derecho cada uno de los productores, de acuerdo 
con su historia con el Imeba. Algunos productores 
recibirán, por ejemplo, USD 50, otros USD 100 y otros 
USD 150, según el tamaño de la producción, pero todos 
van a abonar el 3,5 % del precio promedio de la leche, 
obviamente, por un desfasaje posterior si un aumento baja 
su producción. 


¿Es así como funcionará el fondo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Se- 
nador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Así es, señor Senador. Pero en la 
dinámica —que es lo que pasó con el fondo anterior— al- 
gunos productores que aumenten su producción —por ser 
más eficientes— aportarán más. Por tal motivo, el proyecto 
de ley tiene un artículo más adelante que se refiere a la 
corrección de las inequidades, con el fin de permitir re- 
gular cuánto van a aportar —o por cuánto tiempo— estos 
productores que produzcan más. Es estructural. En rea- 
lidad, estos fondos tienen un problema: el productor más 
eficiente y que aumenta más su producción es el que paga 
más, porque se les va a descontar a todos por igual por 
cada litro de leche. Pero no hay otra manera de hacer esto 
que no sea incluyendo a todos los productores. Esto es asi 
porque luego vienen otros problemas, como el ingreso de 
nuevos productores o el egreso de otros. El fondo arrocero 
y el primer y segundo fondo lechero tuvieron estas carac- 
terísticas. En la lechería hay una ventaja, que es que todos 
los productores están registrados en algún lugar: en las 
plantas, en las queserías, etcétera. 
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A continuación voy a describir el contenido del pro- 
yecto de ley. El artículo 1. es organizativo: se modifica la 
conformación de la Comisión Administradora Honoraria 
porque antes el Inale no existía, pero ahora sí existe. Se in- 
corpora un representante del Inale —que será el Presidente 
del Inale— a la Comisión Administradora Honoraria del 
fondo. Esto ayudará a todas las articulaciones. 


En el artículo 3. se establecen las condiciones de eje- 
cución del fondo destinado al manejo de los efluentes. ¿Por 
qué? Porque en el artículo 1. de la Ley n.” 18100 se crea 
un fondo para ayudar a los pequeños productores y para el 
manejo de efluentes y el control de la contaminación de las 
fuentes de agua. El manejo de los efluentes siempre fue un 
problema en la lechería por los efectos ambientales y las 
consecuencias que tiene para el tambero tener todos los 
efluentes alrededor de la sala de ordeñe y el tener que eva- 
cuarlos. Los tamberos pequeños lo hacen como pueden, 
pero si crece la lechería tendrán que andar con las vacas 
en el barro, a veces en un tambo construido en un lugar 
que no es adecuado para el tratamiento de los efluentes. 
Distinta es la situación cuando se instala un tambo con las 
nuevas normativas. 


Por tal motivo, el hecho de destinar un fondo de 
USD 1 millón para este tema fue motivo de trabajo y 
de mucha discusión sobre cómo ejecutar los fondos. 
Actualmente hay bastante acuerdo para firmar un 
convenio entre las gremiales y el Inale. Las organizaciones 
de productores pretenden que el servicio de limpieza de 
las lagunas se haga por equipos, a través de un contrato 
de comodato. La ley establecía que se reservara USD 1 
millón a esos efectos, pero no quién lo administraría. En 
realidad, no hubo cómo comprar los equipos, por lo que 
en el proyecto de ley en consideración se establece que el 
responsable será el Inale, quien firmará un convenio con 
las organizaciones de productores, sobre todo, con aquellos 
que presentan mayores dificultades, que son los tamberos 
pequeños. Algunos productores —la mayoría— tienen una 
pileta —otros tienen que hacerla— y luego deberán instalar 
unas bombas chupadoras de efluentes. Hay que convertir 
el problema en algo a favor, porque los efluentes que se 
extraen se pueden distribuir en las pasturas y aquello que 
comieron las vacas y no convirtieron en leche, se puede 
utilizar para fertilizar el campo. Existe la tecnología 
necesaria, se tienen equipos y se saben los precios, o sea 
que todo estaría arreglado, pero hasta ahora no hay quién 
lo haga porque jurídicamente no hay potestades para 
llevarlo adelante. 


A tales efectos, el fondo está convenido para los pro- 
ductores de esta cuenca y de otras. Ya se sabe que los be- 
neficiarios serán en total unos 205 productores —hay otros 
productores más grandes que ya están organizados—, se 
sabe que en la cuenca sur serán 135, en la cuenca este, 
20 y en el litoral, 35. Está bastante discutido, pero falta la 
autorización para que el Inale sea el que administre estos 
fondos y se organicen las pautas que se han acordado. 
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En el artículo 4.* se establecen las características de la 
prestación pecuniaria, o sea, cómo va a ser la prestación 
que el productor va a pagar a favor del fondo. Señala que 
va a ser la primera enajenación a cualquier título del litro 
de leche fluida, efectuada por los productores a una em- 
presa industrializadora. También van a tener que pagar las 
importaciones de leche y de productos lácteos en todas sus 
modalidades. 


A su vez, hay productores que usan su leche para ha- 
cer queso y, si tributan por esa actividad industrializadora, 
también van a tener que pagar. La diferencia de este fondo 
=sobre todo con el primero— es que se va a pagar por todo 
litro de leche, vaya para donde vaya. Esta es la manera 
de incluirlos a todos en la cadena y que se page menos 
por litro. 


Este artículo no fija cuál es el monto que tiene que pa- 
gar cada productor. Las leyes anteriores sí lo decían, pero 
ese fue un problema. Si se fija en la ley cuánto tienen que 
pagar y después cambia el valor del dólar, el precio in- 
ternacional de los remates de Fonterra o lo que sea, hay 
que modificar eso, pero no se puede porque lo establece la 
ley. En realidad, esta ley establece el criterio para llegar al 
monto, pero no el monto en sí mismo. 


El artículo 5.” establece quiénes son los beneficiarios, 
cuáles son las pautas para distribuir los dineros del fidei- 
comiso y habilita al Poder Ejecutivo a fijar montos míni- 
mos para los productores de menor escala. El productor 
deberá firmar un compromiso de repago que, de ser nece- 
sario, será un título ejecutivo. El fin es corregir los casos 
en los cuales los productores dejan el sector lácteo después 
de haber recibido la partida. 


El artículo 6. dispone cuándo entra en vigencia la 
prestación pecuniaria. Esto es importante, a los efectos 
prácticos, para saber cuándo se les va a descontar a los 
productores de la leche que mandan a planta. 


¿Cuál es nuestra idea al votar este proyecto de ley? Al 
inicio de mi exposición omití decirlo, pero me parece im- 
portante. En la comisión recibimos a los productores, al 
Inale y al señor Ministro, discutimos el proyecto de ley, 
acordamos y vamos a votar todo. Vamos a votar con la 
mayor celeridad posible porque es una herramienta que 
el país precisa. Hemos hecho los máximos esfuerzos para 
alcanzar la mayor cantidad de acuerdos. En muchas cosas 
acordamos, en otras no, pero todos estamos de acuerdo 
en que es una herramienta imprescindible en esta etapa. 
Reitero que en esta Cámara vamos a tratarlo con la ma- 
yor celeridad y estamos haciendo los contactos pertinen- 
tes para que en la Cámara de Representantes también se 
considere rápidamente y esté disponible en el plazo más 
breve posible. 


En este artículo se establece que, una vez cancelada la 
cesión o titularización de los ingresos del fondo, el Poder 
Ejecutivo podrá extender la vigencia, justamente a efectos 
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de corregir —en la medida en que sean acordadas entre el 
Poder Ejecutivo y las gremiales— las inequidades internas 
del fondo. También se señala que, una vez que esto se haya 
cumplido, la Comisión Administradora Honoraria deberá 
liquidar las cuentas y los créditos laborales en un período 
de noventa días. Lo acordamos para que se haga de forma 
rápida y se cierre la parte financiera de esta figura jurídica 
que es el fondo. 


El artículo 7. es una disposición operativa que dice 
que los agentes de retención —que van a ser las industrias— 
deberán informar al fondo los aportes individuales de los 
productores. Hasta ahora no se había hecho así, pero es 
preciso hacerlo para tener bien claro cuáles son los apor- 
tes y tomar las medidas en caso de que sea necesario. En 
todo caso, lo que sí establece es que la solidaridad es del 
sistema. En realidad, cada uno no puede exigir que se le 
devuelva lo que aportó porque el sistema es solidario, pero 
tiene una válvula para discutir cómo minimizar las inequi- 
dades que puedan existir. 


En síntesis, hemos discutido el proyecto de ley en de- 
talle y estamos absolutamente convencidos de que el sec- 
tor productivo va a estar muy contento si lo aprobamos lo 
antes posible. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DELGADO.- Voy a contar cuál fue la génesis 
de este proyecto de ley. Hay algunas cosas que el señor Se- 
nador Agazzi omitió, pero, como me parecen importantes, 
voy a decirlas. 


Hace más de un mes, la Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca convocó al Instituto Nacional de la Leche 
y a las gremiales rurales porque sabíamos que la leche- 
ría está atravesando una situación complicada. Casi hay 
una tormenta perfecta que tiene que ver con una serie de 
sobrecostos vinculados al consumo anticipado de las re- 
servas producto de la sequía, más el efecto de la sequía 
propiamente dicha. 


Esa situación tiene que ver con la baja del precio nacio- 
nal de la leche y de sus subproductos. Es más, esta semana 
en Uruguay va a volver a bajar el indicador internacional 
de Fonterra de productos lácteos. Es la quinta baja del pre- 
cio de la leche en nuestro país. Además, los productores 
lecheros tienen falta de liquidez para afrontar las inver- 
siones necesarias a fin de reponer lo que se consumió y 
producir el año que viene. Se debe implantar el cultivo de 
maíz, de sorgo para silo, verdeo de verano y restablecer las 
praderas que se secaron. 
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Para nosotros es muy importante la liquidez, que es 
el tercer elemento que los productores lecheros tienen 
arriba de la mesa y al que le tienen que encontrar alguna 
solución. Este problema va más allá de un tema de costos 
porque también influyen la rentabilidad y los mercados, 
asociados a la baja de precios, la falta de liquidez y la 
sequía instalada. Estamos hablando de 800.000 hectáreas 
afectadas a la lechería, de 83.000 cabezas de ganado y de 
aproximadamente 4400 productores. El 75 % de ellos son 
remitentes a plantas industriales y el 25 % son queseros. 
La verdad es que en estos tiempos la tendencia de la 
producción cambió; el crecimiento de la producción de 
leche estaba en algo más de cuatro y pasó a ser superior a 
ocho. El 70 % de los productores lecheros son familiares y 
el 50 % del área que ocupa la lechería es arrendada. Hoy 
en la fase industrial hay 38 industrias. Las cinco primeras 
son las más importantes, captan el 85 % de la remisión. 
El 73 % de la leche va a empresas cooperativas —¡vaya 
dato!- y el 75 % de los productores que remiten son 
cooperativistas. La industria láctea emplea directamente 
a alrededor de 4500 trabajadores. El 70 % de la leche 
procesada se exporta y el 30 % va para el consumo interno. 


Anteriormente decíamos que el sector lechero está en 
una tormenta perfecta. Sin duda, es el sector más diná- 
mico de la economía agropecuaria y el que más derrama, 
pero hoy se encuentra en una situación muy complicada. 
Con estos proyectos de ley estamos tratando de avanzar en 
uno de los temas, el que tiene que ver con la liquidez. Esto 
no soluciona el problema de fondo de la lechería y tenemos 
que dejarlo en claro para no generar expectativas que no 
se van a cumplir. No sé si esto es una aspirina, un blíster 
de aspirinas o, quizás, un poco más, pero no soluciona los 
problemas de precios, de mercado, de costos y tampoco 
los de rentabilidad; simplemente, damos algo de oxígeno 
vinculado a la liquidez, que es uno de los problemas que 
tienen hoy los productores lecheros. 


Después de escuchar a los representantes del Instituto 
Nacional de la Leche en una muy buena exposición en la 
que se caracterizó al sector y se plantearon acciones —creo 
que, a todas luces, crear ese instituto, la institucionalidad 
lechera, ha sido un gran instrumento—, proseguimos reci- 
biendo a las tres principales gremiales: la Intergremial de 
Productores de Leche, la Asociación Nacional de Produc- 
tores de Leche y la Cámara Uruguaya de Productores de 
Leche. En esa oportunidad se habló del tema, hacia el que 
la comisión entera mostró su sensibilidad, y todos empe- 
zamos a mantener vínculos, contactos y entrevistas con 
actores, cooperativistas e industrias. 


A principios de julio, quien habla, luego de conversar 
el tema con la bancada del Partido Nacional, presentó un 
proyecto de ley restableciendo un instrumento financiero, 
que es el Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustenta- 
ble de la Actividad Lechera, creando el FFAL III, tercera 
versión de un instrumento que funcionó bien en los años 
2002 y 2007, y que ahora se propone en esta nueva ins- 
tancia. 
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En realidad, es un fondo de los tamberos para los tam- 
beros; aquí el Estado no pone dinero, y eso también hay 
que decirlo porque hoy está en discusión si el Estado tie- 
ne que buscar mecanismos que permitan ayudar al sector 
de la lechería. Se está planteando, por ejemplo, la devolu- 
ción de impuestos indirectos a la industria exportadora, 
la transferencia de parte de los beneficios incrementando 
la devolución de impuestos al sector de la lechería, como 
pasa en otras cadenas productivas como, por ejemplo, la 
del arroz. Pero repito que aquí el Estado no pone dinero, 
sino que se trata de algo de tamberos para tamberos. Esto 
no representa gasto para el Estado, más allá de lo que con- 
cierne a la instrumentación del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


Estamos hablando de una herramienta que fue probada 
en dos oportunidades y el sector lechero —y es bueno decir 
esto— canceló el 100 % de los fondos recibidos de parte de 
los inversores. Voy a decir más: los canceló en la mitad del 
tiempo que estaba previsto para la emisión. 


Estos son los antecedentes y por eso a principios de 
julio presentamos un proyecto de ley que tiene que ver 
con la creación de un nuevo instrumento, el FFAL III. En 
realidad, se trata de unos pocos artículos porque solo hay 
que modificar disposiciones de la ley que ya está vigente, 
que es la n.* 18100. Presentamos esa propuesta tratando de 
aportar y de buscar una solución que debía ser legal y que 
—voy a agregar algo y lo subrayo con cuatro lineas— tenía 
que ser rápida porque lo perfecto, si llega tarde, termina 
siendo inoperante. 


En ese sentido, se convocó al Ministro para opinar al 
respecto y, el día anterior a su comparecencia, el Poder Eje- 
cutivo también presentó un proyecto de ley vinculado al 
tema y muy coincidente respecto a la creación de un fondo 
lechero III. Con esto ya había dos proyectos en considera- 
ción y esta es una de las cosas que me parece bueno decir. 


En definitiva, hubo dos proyectos de ley, se recibió al 
Ministro para que opinara al respecto, se hizo una com- 
paración y se vio que había puntos de coincidencia y de 
discrepancia, quizás no conceptual sino instrumental, res- 
pecto a si se debía abordar el tema mediante una ley o no. 


En el día de ayer recibimos a las gremiales y, en este 
caso, además de las tres que mencioné anteriormente, con- 
vocamos a la Sociedad de Productores de Leche de Flori- 
da, y la verdad es que hubo coincidencia en cuanto a que 
este instrumento es bueno y a que es necesario implemen- 
tarlo rápidamente. Quiere decir que hubo coincidencia en 
muchos de los aspectos de este proyecto de ley, por lo que, 
después de la comparecencia de las gremiales, hubo una 
negociación política con el Gobierno. 


Esto también quiero destacarlo, más allá de que algu- 
no tenga una opinión contraria vinculada a la necesidad 
de unanimidades aun cuando están las mayorías. Creo que 
en estos asuntos estamos dando un mensaje para el sector 
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lechero, que está en una situación muy delicada, y sobre 
todo para los inversores, que son los que tienen que po- 
ner el dinero, porque en esto generalmente han invertido 
fondos las AFAP, que son los inversores de las emisiones 
correspondientes. El mensaje de la unanimidad es clave: es 
el blindaje político de un instrumento en un momento, ade- 
más, en el que las inversiones se miran al trasluz, de frente 
y de canto, porque tenemos una situación económica muy 
diferente a la del 2007, cuando se aprobó el fondo anterior. 


Por eso todos o, por lo menos, quienes participamos en 
nombre del Partido Nacional tratamos de generar un encuen- 
tro de coincidencias con los dos proyectos de ley. Tomamos 
como base, obviamente —y así lo propusimos- el texto del Po- 
der Ejecutivo y tratamos de buscar mecanismos de encuentro. 
La verdad es que, respecto a la gran mayoría de los artículos, 
hay apoyo, unanimidad, acuerdo, consenso. En lo demás, ob- 
viamente, se discutieron algunos temas de instrumentación; 
algunos se llevaron adelante y otros no. 


Voy a repetir la frase de un Senador: nadie debe ena- 
morarse de sus ideas; no son buenas o malas en función 
de quién las propone, sino del efecto que tienen. Esto, en 
definitiva, es bueno para el sector y es conveniente que se 
apruebe rápido. 


¿En qué acordamos? En el artículo 1.*, que refiere a 
la integración de la Comisión Administradora Honoraria, 
que es la que administra esto. En el proyecto de ley del Po- 
der Ejecutivo los productores perdían un lugar, pero con- 
seguimos que mantuvieran dos lugares, junto a uno para la 
industria y tres para el Poder Ejecutivo. Antes tenía doble 
voto el Presidente, que era el delegado del Ministerio de 
Ganadería, y nosotros propusimos integrar al Inale, que 
también sería un representante del Poder Ejecutivo, con 
lo cual mantenemos los equilibrios, pero los productores 
no pierden un lugar. En este caso, llegamos a un acuerdo 
respecto al artículo 1.. 


En el artículo 2.” hablamos de los saldos porque esta- 
mos todos de acuerdo en que el mecanismo es bien fácil, 
como decía con mucha claridad el señor Senador Agazzi. 
Aquí hay una historia y además se generan las cuentas 
individuales, que me parece que son un gran avance. Hoy 
tenemos la forma de hacer esto a través del Instituto Na- 
cional de la Leche. Los productores cobran en función de 
la remisión anterior y van pagando a través de una reten- 
ción que hace la industria según la leche que remiten; esto 
se hace durante un tiempo, hasta que se cancele el fondo. 


Esto se llevaría a cabo con tres condicionamientos que 
propusimos y en los que también coincidimos. Ellos tienen 
que ver con las compensaciones y con solucionar algunas 
inequidades que se habían dado en el fondo anterior. Sin 
denostar el instrumento, nos pareció importante solucio- 
nar algunos temas y era posible hacerlo. 


En primer lugar, estaba el caso de los productores que 
recibían el dinero del fondo y se iban, dejando la actividad 
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en el medio; de esta forma, habían recibido todo y no pa- 
gaban por todo. En estos casos se genera un vale por una 
cuenta individual. 


En el segundo tema también coincidimos y tiene que 
ver con los productores que aumentan su producción por 
encima de la media, por lo que, en definitiva, pagan más de 
lo que reciben. Como dije, también coincidimos en que el 
fondo siga recaudando por un periodo más, que fue acota- 
do a 24 meses, para compensarlos y ser justos en este caso. 


(Ocupa la presidencia la señora Daniela Payssé). 


—Lo tercero es establecer algunos mecanismos soli- 
darios. Las leyes anteriores establecían un monto, a texto 
expreso, de USD 1500 y, en este caso, había una carta fir- 
mada por las propias gremiales y dirigida al Ministro pro- 
poniendo establecer un monto mínimo por productor, de 
USD 8000. ¿Cuántos van a recibirlo? Habrá que ver, pero 
en este caso algunos de ellos van a recibir mucho más, 
otros una parte y habrá que pagar la diferencia. De todas 
maneras, por menos leche que remita, nadie va a recibir 
menos de USD 8000. Esta es una condición solidaria muy 
importante y también hubo acuerdo en esto. 


Quizás la discusión se dio acerca de si imputar el costo 
de esos USD 8000 al remanente de los fondos anteriores 
—que, según tenemos entendido, asciende a algo más de un 
millón de dólares— o directamente restablecerlo del nue- 
vo fondo. Se plantean estas dos alternativas porque hay 
un segundo objetivo de este fondo de hasta USD 1 millón 
previsto en leyes anteriores para los pequeños productores 
que no llegan al mínimo —para darle un sentido solidario—, 
que tenía que ver con el tratamiento de efluentes, un asun- 
to que todos vimos que era necesario priorizar. 


Con respecto a la prestación pecuniaria, en nuestro 
proyecto de ley coincidimos en el instrumento: estableci- 
mos un mínimo —al igual que en las otras iniciativas— de 
$ 0,10 por litro de leche remitida. ¿Para qué? Para deter- 
minar la garantía, porque en la exposición de motivos del 
Poder Ejecutivo figuraba una prestación pecuniaria del 
doble, y nos parecía que, teniendo en cuenta la coyuntura, 
iba a significar estar un poco ahogados de entrada. En- 
tonces, consideramos que era mejor escalonar el tema y 
después ir haciendo reajustes, pero comenzando bien des- 
de abajo, tal como pasó en los proyectos anteriores en los 
cuales el Poder Ejecutivo propuso que eso quedara para 
ser instrumentado en la reglamentación, en acuerdo con 
las gremiales. Para nosotros —insistimos— hubiera sido me- 
jor que estuviera en la ley, pero no vamos a hacer cuestión 
de este tema. 


El otro asunto es el plazo. El Poder Ejecutivo tiende 
a creer que el plazo tiene que ser más corto, aunque para 
nosotros debe ser más largo, y creo que las AFAP tienen 
la misma opinión. No obstante, ello va a quedar sujeto a 
la reglamentación, siempre en acuerdo con las gremiales, 
pero —quiero decirlo claramente— que son las que cobran 
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y las que pagan, porque en este asunto no hay dinero del 
Estado. 


Sí coincidimos en que en ningún caso la retención pue- 
de pasar del 3,5 % del promedio de la leche al productor, 
determinado por el Inale; obviamente, con eso estamos de 
acuerdo. 


Quiere decir que hablamos de las compensaciones, de 
la vigencia, del monto y del monto mínimo, que —reitero— 
debería ser de USD 8000 y establecido por ley. El Poder 
Ejecutivo entendió que el monto mínimo de la retención 
debería establecerse en la reglamentación, pero para no- 
sotros debería incluirse a texto expreso la cifra de $ 0,10 
por litro de leche, con los reajustes correspondientes. Des- 
pués agregamos algunos artículos tratando de mejorar la 
redacción elaborada por el Poder Ejecutivo para que no se 
generara ningún tipo de inconveniente. Por ejemplo, pro- 
pusimos tener las previsiones para liquidar las cuentas y 
los créditos laborales, que la reglamentación a texto expre- 
so se realice en poco tiempo porque, obviamente, estamos 
contrarreloj en este tema y, en definitiva, tratamos de dar 
una señal. Podíamos haber dicho «preferimos esto y no lo 
otro», pero dijimos «vamos a tratar de conciliar, cedemos 
en algunas cosas y dejamos de manifiesto nuestra posi- 
ción». Por ejemplo, el Poder Ejecutivo entiende que esto es 
mejor hacerlo mediante la reglamentación, pero de acuer- 
do con las gremiales. A su vez, propusimos otros artículos 
que el Poder Ejecutivo acepta, por lo que nos pareció de 
orden que este proyecto de ley fuera aprobado por la una- 
nimidad de miembros del Senado. 


Es con ese espíritu que vamos a acompañar este pro- 
yecto de ley y aclaramos que vamos a presentar el mis- 
mo artículo aditivo que propusimos ayer en la Comisión y 
que no fue aprobado. Se refiere a la renovación y expresa 
textualmente: «En caso de existir unanimidad entre los 
integrantes de la Comisión Administradora, El Fondo de 
Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad 
Lechera podrá emitir un nuevo título de deuda bajo las 
mismas condiciones establecidas en esta ley, no pudiendo 
superar el fondo o la suma de los fondos, en caso de existir 
más de uno, el 25 % del valor de la leche remitida a planta 
en el ejercicio anterior». Nos parecía que de esta manera 
dejábamos abierto el instrumento para que en situaciones 
complicadas se pudiera hacer una nueva emisión, que sa- 
liera por unanimidad. Además, hay que tener en cuenta 
que el Poder Ejecutivo tiene mayoría en la comisión ad- 
ministradora. 


Más allá de la unanimidad —repito—, nunca hay que 
perder el concepto de que este es un fondo de tamberos 
para tamberos y que el Estado no aporta dinero. 


Voy a reiterar lo que dije al principio: me parece que la 
señal es buena, que es un instrumento válido, ya probado, 
y al cual se le corrigieron algunos errores. Con amplitud 
política, se trató de conseguir unanimidad, lo que fue va- 
lorado por la mayoría —lo que celebro—, pero no soluciona 
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el tema de fondo de la lechería, sino que intenta resolver 
uno de los temas, que tiene que ver con la liquidez. Por eso 
exhortamos a que este proyecto de ley sea aprobado por el 
Parlamento no solo en forma unánime sino también rápi- 
da, y que el Poder Ejecutivo vaya haciendo las consultas 
correspondientes, tanto al Banco Central, que es el que 
tiene que supervisar la emisión, como a los posibles inver- 
sores, para ir avanzando en el tema. Si es aprobado por la 
unanimidad de miembros del Cuerpo, a partir de mañana 
ya vamos a poder comenzar a hacer las consultas del caso 
para que en un plazo breve, una vez reglamentado, pueda 
estar operativo para los productores. 


Hay un tema adicional con relación al cobro. En nues- 
tra Opinión, es importante que sea cobrado en una sola 
vez. Esto no fue incluido en la ley; sí se discutió con los 
productores y con la bancada oficialista e, incluso, hubo 
más de un fundamento para cobrarlo en más de una vez, 
pero para nosotros es importante que sea cobrado en una 
sola vez. Pero, bueno, todo esto será fruto de la reglamen- 
tación. 


Por nuestra parte, obviamente, vamos a acompañar 
este proyecto de ley, que no es del Gobierno ni contiene 
artículos nuestros, sino que es de la Comisión de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca. Quisimos que las mayorías se 
subsumieran ante la necesidad de dar una señal de una- 
nimidad para atender a un sector que está complicado y, 
sobre todo, atender la capacidad de inversión de algunos 
actores que son necesarios, porque sin ellos esto sería ab- 
solutamente inviable. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


19) REITERACIÓN DE PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTA (Daniela Payssé).- Dese 
cuenta de un asunto entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
Senador Pedro Bordaberry solicita, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 3.* de la Ley n.* 17673, de 21 de 
julio de 2003, la reiteración de los siguientes pedidos de 
informes a efectos de que el cuerpo los haga suyos: 


+ con destino al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y por su intermedio a Antel, relacionado con la 
construcción del proyecto Antel Arena; 


+ con destino al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y por su intermedio a la Administración de las 
Usinas y Transmisiones Eléctricas y a la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland, relaciona- 
do con las obras en la planta regasificadora de Puntas de 
Sayago; 
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+ con destino al Ministerio de Defensa Nacional rela- 
cionado con concesiones de servicios de transporte aéreo 
público; 


* con destino al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y por su intermedio a la Administración de las 
Usinas y Transmisiones Eléctricas, relacionado con la 
construcción de una Central Térmica en Puntas del Tigre». 


SEÑORA PRESIDENTA (Daniela Payssé).- Corres- 
ponde votar si el Senado hace suyos y reitera los pedidos 
solicitados por el señor Senador Bordaberry, de los que 
recién se diera cuenta. 


(Se vota). 


—19 en 20. Afirmativa. 


20) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTA (Daniela Payssé).- Dese 
cuenta de otro pedido de informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
Senador Pedro Bordaberry, de conformidad con lo esta- 
blecido en el artículo 118 de la Constitución de la Repúbli- 
ca, solicita se cursen los siguientes pedidos de informes: 


- con destino al Ministerio de Economía y Finanzas, 
relacionado con la intervención de la Comisión de Aplica- 
ción de la Ley de Inversiones (Comap) en proyectos de in- 
versión referidos a centros comerciales, shopping centers 
y otros servicios de naturaleza comercial; 


- con destino al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas, relacionado con los subsidios otorgados a las em- 
presas de transporte de pasajeros. 

OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 


(Texto de los pedidos de informes). 
«Montevideo, 22 de julio de 2015 

Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 
De mi mayor consideración: 

En ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 
118 de la Constitución de la República solicito tenga a bien 
remitir al Ministerio de Economía y Finanzas el siguiente 


pedido de informes: 


Se detalle la totalidad de Proyectos de Inversión en los 
que intervino la Comap y que resultaron promovidos en 
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los últimos cinco años, referidos a centros comerciales, 
shopping centers, así como otros servicios de naturaleza 
comercial, especificando: 


a) proyecto promovido (características, objeto, ubica- 
ción, etc.); 


b) empresa beneficiaria (razón social, socios que la in- 
tegran, etc.); 


c) beneficios fiscales concedidos y el monto total exo- 
nerado; 


d) si existen proyectos que tengan otros objetos ade- 
más del puramente comercial (ejemplo: turísticos, vivien- 
das, etc.). 

Sin otro particular, lo saludo muy atentamente. 

Pedro Bordaberry. Senador». 
«Montevideo, 22 de julio de 2015 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Licenciado Raúl Sendic 
De mi mayor consideración: 

En ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 
118 de la Constitución de la República solicito tenga a bien 
remitir al Ministerio de Transporte y Obras Públicas el 
siguiente pedido de informes: 

1. Se detallen las transferencias, subsidios y aportes 
económicos de similar naturaleza de los que son benefi- 
ciarias las empresas de transporte de pasajeros departa- 
mental, interdepartamental o internacional, especificando: 

a) empresa beneficiaria; 

b) monto del aporte recibido y su periodicidad; 

c) naturaleza jurídica y finalidad del mismo; 

d) si son requeridas contrapartidas; 

e) normas jurídicas que lo fundamentan; 

f) proceso para la selección de beneficiarios. 

2. Se detallen las transferencias, subsidios y aportes 
económicos de similar naturaleza que se realizan a los 
Gobiernos departamentales, destinados a las empresas de 
transporte de pasajeros o al sistema de transporte de pasa- 


jeros, especificando: 


a) monto del aporte recibido por cada intendencia y su 
periodicidad; 
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b) cómo se aplican los mismos; 
c) las eventuales empresas beneficiarias; 


d) el monto del aporte recibido por cada empresa bene- 
ficiaria y su periodicidad; 


e) si son requeridas contrapartidas, ya sea a las inten- 
dencias o a las empresas beneficiarias; 


f) normas jurídicas que fundamentan la transferencia; 
g) proceso para la selección de los beneficiarios. 
Sin otro particular, lo saludo atentamente. 


Pedro Bordaberry. Senador». 


21) FONDO DE FINANCIAMIENTO Y DESARROLLO 
SUSTENTABLE DE LA ACTIVIDAD LECHERA 


SENORA PRESIDENTA (Daniela Payssé).- Continúa 
la consideración del asunto en discusión. 


SENOR BORDABERRY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Daniela Payssé).- Tiene la 
palabra el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Vamos a ser muy breves 
porque quien apoyó este proyecto de ley fue la señora Se- 
nadora Montaner, que hoy no se encuentra en sala. 


Queremos expresar nuestro apoyo a esta Iniciativa y, al 
mismo tiempo, hacer una advertencia. 


Como se ha dicho, la lechería uruguaya está atrave- 
sando por un momento muy difícil. Desde hace casi una 
década se viene incrementando la producción en el país, 
pero también aumentan enormemente los costos. Hoy el 
sector se enfrenta a una violenta caída de precios, a la 
que creo que no hay que hacer mucha referencia puesto 
que todos conocemos el sobrestock que tiene China y el 
aumento de la producción mundial; cuando se elevan los 
precios, aumenta la producción y no es solamente nuestro 
sector lechero el que está pasando por esta crisis, sino que 
también está ocurriendo en España y en una cantidad de 
otros países que están sufriendo esta situación al igual que 
nosotros. 


Vamos a apoyar esta propuesta de creación de este ter- 
cer fondo lechero, pero queremos hacer una advertencia. 
Como bien decía el miembro informante, esto no solucio- 
na el problema de fondo. Cuando baja la marea, se ven las 
rocas; hoy ha bajado la marea y están a la vista las rocas, 
es decir, se ve lo que está pasando en este sector a partir de 
lo que creemos es una crisis de competitividad, más que de 
financiamiento. Sin lugar a dudas, el sector lechero necesi- 
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ta financiamiento para pasar este mal momento, pero eso 
no soluciona los problemas de fondo que lo originaron y 
en eso creo que tenemos que ser claros. Los problemas de 
fondo son las transferencias que este sector —al igual que 
algunos otros del ámbito agropecuario— realiza al resto de 
la sociedad por vía de impuestos, tarifas públicas, com- 
bustibles excesivamente caros, etcétera. Al ser un sector 
condicionado por los precios internacionales, esto se nota 
mucho más cuando se mueven los mercados, como ha su- 
cedido. No se puede competir internacionalmente con una 
mochila de ese tipo. Sin lugar a dudas, se soporta cuando 
los precios son muy altos y superan esos costos en exceso, 
pero ni bien caen los precios el edificio se derrumba, y a 
este nivel de costos la caída es mucho más violenta; eso es 
lo que está sucediendo. 


Voy a citar el ejemplo; permítaseme una pequeña di- 
gresión. Hace unos días, un productor lechero que tiene 
una producción esencialmente pastoril, casi riéndose me 
dijo: «Y sí. Yo me quedé con la producción casi pastoril y 
gané menos dinero, pero hoy sigo ganando y no pierdo». 
Ese es un pésimo mensaje para el Uruguay que queremos 
todos: el que invierte, crece, no se queda en lo pastoril y 
arriesga. Pero una vez más en este ciclo de la economía, 
que siempre existe, el que arriesga hoy está en problemas 
y el que se quedó a la retranca, invirtiendo poco, no los tie- 
ne. Entonces, en la rueda del boliche, en la rueda del mate, 
hoy les está diciendo: «Te dije. Te dije que no te metas, que 
no escuches, que no hagas caso cuando te vienen a vender 
la idea de que tenés que invertir más, producir más, gastar 
más, porque esos costos después te los trasladan y cuando 
se retira la marea vos quedas desnudo». Me parece que 
ese es quizás el peor mensaje que estamos volviendo a dar 
como país: que aquel que se esforzó e invirtió, hoy está 
enfrentando problemas, mientras quien no lo hizo ganó 
menos, pero hoy no está sufriendo. 


¿Cuál es la solución? Creo que a la larga pasa por la 
devolución de impuestos, que se maneja según la situación 
internacional. Si se gana mucho dinero y los precios son 
muy altos, no hay devolución de impuestos, pero en estos 
momentos para ser competitivos habría que hacerlo. Esto 
es algo sobre lo que no debemos tener miedo de hablar. Es 
más, a mi juicio tendría que establecerse una devolución 
de impuestos y destinar una parte a la cancelación de este 
fondo, para ir más allá. 


Este mecanismo ya ha sido utilizado en el país. El fon- 
do arrocero, que se establece sobre este mismo concepto, 
incluye adicionalmente una garantía del Estado por el sos- 
tenimiento de ese flujo de devolución, y ese mecanismo 
lo conocen tanto el Ministerio de Economía y Finanzas, 
como el de Ganadería, Agricultura y Pesca. Claro que su 
justificación es obvia: en un país donde los sectores pro- 
ductivos subsidian el boleto urbano, donde se subsidia a 
sectores no competitivos en el ámbito agrícola industrial, 
¿cómo podemos negar a un sector pujante y competitivo la 
devolución de esa parte de la competitividad que le saca- 
mos artificialmente? 
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Voy a mencionar un par de elementos adicionales. El pri- 
mer fondo lechero —creo que data del año 2002 o 2003- se 
basó en un financiamiento de las AFAP que se devolvía con 
un porcentaje de la leche-cuota. Lo recuerdo bien porque en 
aquel entonces era Ministro de Industria, Energía y Minería 
y, con mucha habilidad política, el Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca estableció que él entregaba el dinero del 
fondo y si la planta no cumplía, el Ministro de Industria la 
clausuraba, con lo cual él se quedaba con las rosas y me de- 
jaba las espinas. Justamente, tuve que clausurar una planta 
por ese motivo, y lo hice porque parte del sistema reposa en 
el hecho de que la plata que retiene vierta enseguida y no 
deje de hacerlo porque, de lo contrario, fracasa. Esto suce- 
dió en plena crisis financiera y no había financiamiento para 
nadie. La situación de endeudamiento de aquel entonces era 
acuciante; los fondos se destinaban a cancelar deuda en un 
régimen muy beneficioso: por USD 1 se cancelaban USD 2 
por el mecanismo de canje de deuda por bonos. Ese fondo 
ayudó a la reactivación productiva y fue muy exitoso. 


El segundo fondo se hizo en pleno auge, y como el pri- 
mero fue muy exitoso, todo el mundo lo apoyó —nosotros 
también—, con excepción de algunos a quienes les pareció 
que quizás no tenía todas las previsiones necesarias para 
enfrentar una situación distinta que no fuera de crisis. Creo 
que en este proyecto se corrigen muchas de estas previsio- 
nes, que no eran buenas, y me parece que eso es positivo. 


Reiteramos: creemos que esto es solo oxígeno, nece- 
sario, imprescindible, pero insuficiente. Quizás debamos 
pensar más en soluciones de fondo y ser un poco más pa- 
rejos cuando analizamos los distintos subsectores agrope- 
cuarios. Vino la moda de la forestación, el bum de la agri- 
cultura, el bum de la lechería, corrieron a la producción 
ganadera a las tierras más duras, nos olvidamos bastante 
de ella, y hoy es la que, como hace 404 años en esta Banda 
Oriental, está bancando al sector agropecuario del país. 


Me parece que es importante que analicemos soluciones 
de fondo. No es lo mismo hacerlo cuando estamos en 
crecimiento que cuando estamos en situaciones de crisis. 
Hace cinco años presentamos dos proyectos de ley que 
reiteramos el 15 de febrero pasado y esperamos que en 
algún momento sean tratados. Por uno de ellos se crea el 
Fondo Nacional de Fósforo, uno de los grandes temas que 
tenemos hoy en el país. La semana pasada, el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca anunciaba que iba 
a elaborar un plan relacionado con el fósforo. Cuando 
hace cuatro años concurrió a la Comisión de Ganadería 
el Ministro Aguerre nos dijo que nuestro proyecto de ley 
era poco ambicioso. Pasaron cuatro años y ahora está 
anunciando que va a armar un plan. El otro proyecto 
de ley, que también presentamos hace cuatro años y 
reiteramos el 15 de febrero, fue el del Banco Nacional de 
Aguas —como complemento de la producción forrajera 
que necesita el país—, que si se hubiera aprobado en su 
momento quizás hoy podría ser una ayuda importante para 
la enorme sequía que estamos sufriendo. Esperemos que 
esas iniciativas en algún momento se traten, ya sea para 
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aprobarlas, rechazarlas o mejorarlas como, con seguridad, 
pueden serlo. 


Apoyaremos con esta advertencia este proyecto de ley. 
Gracias. 
SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Daniela Payssé).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CAMY-.- Señora Presidenta: los señores Sena- 
dores que han hablado con anterioridad plantearon la tota- 
lidad de los argumentos que con beneplácito nos vincula 
a todos, en cuanto a aportar una solución, que no es de 
fondo, pero que por lo menos trata de paliar la situación 
crítica de la lechería nacional. Como señaló el señor Sena- 
dor Delgado, esta es una propuesta que promueve la liqui- 
dez —uno de los temas que hoy afecta al sector—, pero sin 
duda la crisis está vinculada a un tema de competitividad, 
a algo mucho más profundo. 


Como representante de San José —departamento lechero 
inmerso en el corazón de la cuenca y el mayor productor 
del país con un 24 %- quiero destacar el hecho de que el 
Senado de la República se disponga a trabajar de manera 
conjunta en la búsqueda de una solución. Las iniciativas 
presentadas por el Gobierno y por el señor Senador Delgado 
—que son similares—, así como el trabajo realizado por la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, convergen en 
esta propuesta que, reitero, vamos a votar en el entendido de 
que no es una solución de fondo frente a una situación que 
—quiero decirlo expresamente, con serenidad, para que 
quede constancia en la versión taquigráfica—es de alerta roja. 


La lechería nacional realmente está pasando por una sl- 
tuación muy compleja. Si analizamos este subsector agro- 
pecuario, no desde el plano económico —porque ya se ha 
hecho y lo suscribimos—, sino desde el punto de vista social, 
podemos decir que es un sector colonizador como el que 
más, en el que se vincula a la familia y su arraigo a la tierra. 
San José remite diariamente un millón de litros de leche, y 
si consideramos la baja de diez centavos por litro que es- 
tableció Conaprole —que fue quien menos bajó—, estamos 
hablando de que dejan de entrar USD 3 millones por mes al 
departamento; esto se siente en las villas y los pueblos que 
se crearon en función de la existencia de la lechería, y hoy 
también vemos resentidas las actividades conexas que no 
están directamente vinculadas a este subsector. 


Escuché atentamente parte de la ponencia del señor 
Senador Agazzi, que sabemos que es conocedor de la 
materia; en más de una oportunidad, siendo quien habla 
Vicepresidente del Instituto Nacional de Colonización, 
trabajamos, a veces en la discrepancia y muchas otras 
en la coincidencia, en el tema de la tierra como factor de 
producción, en el tema de la lechería y de la producción 
intensiva. Él hacía un racconto de los distintos progra- 
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mas —creo que fueron 9 o 10, por lo menos— que se ins- 
trumentaron a partir de la seca verificada a comienzos de 
2009, y yo quiero destacar que la Corporación Nacional 
para el Desarrollo trabajó e instrumentó algunas de esas 
soluciones en 72 horas. Solicitamos la información de lo 
que fue esa actividad que se propició y observamos que en 
ese entonces hubo una característica que hoy no está en 
este fondo, y es que comprendió al quesero artesanal, que 
también representa un sector muy importante, pero que al 
no remitir, naturalmente no tiene las características que la 
remisión a la industria da en lo que respecta a la certeza 
del cobro y a la agilidad de la instrumentación del sistema. 


Estos programas alcanzaron a un importantísimo por- 
centaje de productores, y al día de hoy la recuperación en 
las condiciones que se pactaron originalmente es del 97 % 
de las colocaciones en pesos y del 95 % de las colocaciones 
en dólares, correspondiendo el 3 % y el 5 % restantes a cré- 
ditos que no han sido cancelados y requirieron, obviamente, 
gestión de cobranza —esto fue tercerizado por la corpora- 
ción—, que viene siendo cumplida y vertida al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca que puso el dinero. Lo digo 
porque fueron prácticamente 20.000 operaciones de crédito 
y de apoyo económico que se dieron en diez meses. 


Si bien destaco este instrumento, por todo lo que se 
dijo coincido con lo señalado por el señor Senador Borda- 
berry: creo que la situación de la lechería amerita que no 
nos quedemos en esta medida que se tomó; aspiro a que 
este clima de unanimidad, de consenso, de trabajo en con- 
junto y de conciencia común permita establecer un ámbito 
en esta misma sala que nos permita analizar, en paralelo, 
otro tipo de medidas que tienen que venir para este sector 
porque, reitero —y lo digo sin exagerar—, hay una alerta 
roja en la lechería nacional. 


Me hago responsable de señalar, también, que las pro- 
pias voces con las que nos vinculamos —tanto el Gobierno 
como quienes no lo somos—, que son los sectores gremia- 
les, tal vez no estén expresando con todo realismo y cruel- 
dad la situación que está atravesando la lechería. 


Vamos a acompañar esta medida por todo lo expresado 
en sala, dejando constancia en la versión taquigráfica de que 
vamos a establecer los contactos pertinentes con todas las 
bancadas a efectos de generar un ámbito que nos permita 
continuar trabajando y no poner punto final a esto, que es un 
«mientras tanto» para la situación que estamos viviendo hoy. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Daniela Payssé).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MIERES.- Señora Presidenta: simplemente 
quiero decir que desde el Partido Independiente también 
vamos a apoyar esta iniciativa. 
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Tenemos la certeza y la convicción de que el sector 
lechero, que es uno de los componentes estructurales y 
estratégicos de nuestra matriz productiva, está viviendo 
una situación extremadamente grave —como se ha seña- 
lado en sala—, no por errores de los propios productores, 
sino por variables que son independientes, que tienen que 
ver con asuntos que incluso trascienden la voluntad de 
nuestro país, con los vaivenes del mercado, con los precios 
internacionales de los productos, con las oportunidades 
que ciertamente van y vienen y que determinan en ciertos 
momentos coyunturas que, como se decía en sala, nunca 
se sabe cuánto durarán. En definitiva, hay una obligación 
de parte del sistema político y del Gobierno de atender y 
responder, para permitir capear el temporal y sostener la 
actividad productiva con un mecanismo de financiamiento 
que, además, está probado que ha sido exitoso y que ha 
funcionado correctamente. Me refiero al Fondo de Finan- 
ciamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Leche- 
ra, que en esta tercera versión tenemos la certeza de que va 
a tener un buen resultado. 


(Ocupa la presidencia el señor Raúl Sendic). 


—Por cierto que a esto hay que agregarle otras cosas: es 
fundamental el acceso a más mercados por parte del sector 
lechero. Es muy importante la actividad que desde el Go- 
bierno se puede emprender para llegar a otros mercados 
y así ampliar las posibilidades de la producción lechera. 
Obviamente, existe un gran desafío que tiene que ver con 
la competitividad del país, con los costos de producción y 
con el rol que en ese sentido deben cumplir las empresas 
públicas para garantizar que los insumos fundamentales 
de la producción no tengan niveles que sean incompatibles 
con las posibilidades de competir con terceros mercados. 
Lo cierto es que este es un instrumento muy útil. 


SEÑOR PARDIÑAS.- ¿Me permite una interrupción 
señor Senador? 


SEÑOR MIERES.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
Senador Pardiñas. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Gracias, señor Senador. 


Señor Presidente: simplemente quiero reafirmar que 
cuando el Inale concurrió a la comisión, previo a conside- 
rar el proyecto de ley, se estableció claramente la inquietud 
de trabajar en varias líneas para enfrentar la situación del 
sector lechero. Justamente, lo que hoy estamos recogiendo 
es una de esas pretensiones. A nadie escapa —y creo que el 
informe que realizaba el señor Senador Agazzi lo señalaba 
fuertemente—, que esto apunta a una de las posibles solu- 
ciones para enfrentar la situación. 


Lo otro es parte de una política pública que tenemos 
que seguir construyendo —que el Inale, desde su constitu- 
ción, en cierta manera ha venido desarrollando en forma 
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más sistémica—, en todo lo que ha sido un desarrollo de 
crecimiento y de generación de conocimiento para el sec- 
tor lechero. Creo que en esto tiene que ver lo que de aquí 
en más se pueda construir para el país, a través del sistema 
de competitividad, de la nueva ley para su regulación, y 
también del avance del conocimiento. 


Sin lugar a dudas, un factor que hay que tener en cuen- 
ta es el incremento de los costos. La historia de nuestro 
país marca que el aumento de la producción en el sector 
agropecuario se destina a la exportación; eso está marca- 
do así porque el consumo de productos alimenticios que 
generamos está topeado. A su vez, hay un gran mérito de 
la Academia y la investigación nacional. Que el Uruguay 
tenga los indicadores señalados en cuanto a incremento 
de productividad, remisión a planta, disminución del área 
y aumento de producción, en gran parte se debe al desa- 
rrollo del conocimiento y las estrategias de trabajo en el 
sector lechero que, sin lugar a dudas, deberán ser las que 
nos orienten y den fortalezas para superar la situación de 
precios que se vive en el mercado internacional. 


Por su parte, el Gobierno también está actuando a tra- 
vés de la apertura y la búsqueda de mercados a los que 
debemos acceder para encontrar un destino a nuestra 
producción. En ese sentido, los acuerdos ratificados en la 
reciente cumbre del Mercosur y la exportación a Venezue- 
la ayudan en este momento tan difícil, aunque debemos 
seguir esforzándonos en la búsqueda de mercados que po- 
tencialmente son de difícil acceso, pero que representan 
los nichos de mayor calidad para nuestros productos. 


Estos son los conceptos que quería reafirmar. 


Nuestro rol es sancionar una ley, pero nos consta que el 
resto de la sociedad —y, fundamentalmente, la instituciona- 
lidad pública y privada— está haciendo un esfuerzo impor- 
tante para que podamos sobreponernos de esta situación 
y que Uruguay siga creciendo y generando oportunidades 
para muchos uruguayos vinculados a este sector. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Se- 
nador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Ya estaba terminando mi exposi- 
ción cuando concedí la interrupción. 


Simplemente agrego que vamos a acompañar con total 
convicción este proyecto de ley. Estamos absolutamente 
comprometidos con el apoyo al sector lechero y al sector 
productivo en su totalidad. Sabemos que este es un instru- 
mento necesario, que ha sido exitoso, y tenemos la con- 
vicción de que va a funcionar bien. Por supuesto que debe 
ser acompañado de estrategias comerciales de apertura de 
nuevos mercados, así como de un trabajo que mejore la 
competitividad de nuestro país, y eso no solo incluye al 
sector lechero, sino al conjunto del aparato productivo. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR AGAZZI.- Formulo moción en el sentido de 
que se suprima la lectura del articulado y se vote en blo- 
que, a excepción de los artículos que los señores Senado- 
res quieran desglosar. 


SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR DELGADO.- No tengo inconveniente en 
acompañar la moción del señor Senador Agazzi. Es más, 
vamos a renunciar a presentar los artículos sustitutivos 
con las observaciones que hicimos en comisión y en este 
ámbito. Podemos dejar para la reglamentación la presta- 
ción pecuniaria mínima al productor de USD 8000 y la 
retención mínima de USD 0,10 prevista, y votar el proyec- 
to de ley tal como salió de comisión. Algunos artículos 
serán votados por unanimidad y otros por mayoría, pero 
ese es el espíritu con el que acompañamos esta iniciativa. 
Asimismo, recuerdo que presentamos un artículo aditivo 
y solicito el desglose del artículo 4.”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada por el señor Senador Agazzi en el sentido de su- 
primir la lectura y votar en bloque el proyecto de ley, con 
excepción del artículo 4.” 

(Se vota). 

—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el articulado, con excepción del 
artículo 4. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en blo- 
que los artículos del proyecto de ley, con excepción del 
artículo 4. 

(Se vota). 

23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 4.”. 
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SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR DELGADO. Este artículo refiere a la presta- 
ción pecuniaria y modifica el artículo 7.” de la ley n.* 18100. 
En uno de los párrafos, dice: «La citada prestación será 
fijada por el Poder Ejecutivo hasta un máximo equivalente 
al 3,5 % (tres con cinco por ciento) del precio promedio de 
la leche al productor determinado por la Oficina de Pro- 
gramación y Política Agropecuaria (OPYPA) del Ministe- 
rio de Ganadería, Agricultura y Pesca)». Eso era así en el 
2007, pero ahora, ¿es Opypa o Inale? 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR AGAZZI.- En realidad, hasta hace pocos años, 
en el Uruguay había dos precios: la leche cuota y la leche 
industria. Además, el precio se ajustaba semestralmente 
sobre la base de parámetros elaborados por la Oficina de 
Programación y Política Agropecuaria, Opypa. Entonces, 
se mantiene en el artículo 4.” porque es ella la que tiene 
todas las bases de datos para determinar técnicamente su 
valor, que luego se negocia en el Inale con las gremiales. 
Ese es el sentido del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el artículo 4.”. 


(Se vota). 

23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase una propuesta de aditivo llegada a la Mesa. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 9.. (Renovación). En caso de existir unanimi- 
dad entre los integrantes de la Comisión Administradora, 
el Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la 
Actividad Lechera podrá emitir un nuevo título de deuda 
bajo las mismas condiciones establecidas en esta ley, no 
pudiendo superar el fondo o la suma de los fondos, en caso 
de existir más de uno, el 25 % del valor de la leche remiti- 
da a planta en el ejercicio anterior». (Firman los Senado- 
res Besozzi, Delgado, Camy y Larrañaga). 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 
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SEÑOR AGAZZI.- Este aditivo tiene la intención de 
seguir ayudando al sector. Nosotros lo entendemos y esta- 
mos totalmente de acuerdo. De hecho, el artículo 1.* de la 
ley de creación del Inale dice que la lechería es un sector 
estratégico. Entonces, hasta que no se modifique la norma, 
la lechería va a seguir siendo estratégica y vamos a tener 
mucho para discutir, sobre todo en los aspectos de fondo 
planteados por el señor Senador Bordaberry. No alcanza 
con producir mucha leche. Hay que producirla de manera 
tal que se pueda insertar en el mundo, porque cada litro 
que vamos a producir de aquí en más, es para el mundo. 
Ahora, la herramienta que estamos considerando hoy es 
para esta coyuntura. Eso no desacredita su importancia, 
que en este caso radica en el salvataje al sector. 


¿Cómo van a ser los precios dentro de cinco o seis años? 
¿Cuánto va a costar el dólar dentro de cinco o seis años? 
¿A qué mercados vamos a acceder? Hay nuevos mercados 
que se nos pueden abrir que son muy promisorios, y el 
Inale ya está trabajando bastante en eso. Entonces, no nos 
parece bien que ahora, en esta ley, se establezca que vamos 
a crear otro fondo o a habilitar su creación. Entendemos 
que lo que debemos hacer es actuar como lo hemos hecho 
hasta ahora. Este fondo se va a ir desarrollando; quizás, 
entre tanto, haya que crear alguna cosa, o quizás haya que 
hacerlo cuando se cierre. Cuando se cierre este fondo, si 
nosotros seguimos y somos exitosos en la discusión de 
una estrategia nacional lechera para un sector importan- 
te, tal vez lleguemos a definiciones que no van a ser solo 
herramientas de salvataje; capaz que llegamos a otras más 
profundas y serias, porque la lechería no solo tiene el pro- 
blema del precio del sobreendeudamiento en un momento, 
o de los precios internacionales bajos, sino muchos otros. 
Uno de esos problemas tiene que ver con el acceso a la tie- 
rra. Si la mitad de la producción lechera se hace en tierras 
arrendadas, esos lecheros tienen un socio que no trabaja, 
pero que sí recibe el fruto de su trabajo. Ese es un proble- 
ma importantísimo. También hay que tener en cuenta la 
calidad de los productos, cómo están evolucionando. Con- 
sidero que hay que ir midiendo esas cosas. 


Nosotros ahora no estamos de acuerdo con este aditivo 
y no vamos a votar la habilitación para crear otro fondo. 


Veremos si después es necesario. 


Esa es la posición que estamos teniendo, señor Presi- 
dente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias, señor Senador. 


Damos la bienvenida a los alumnos de 5.” año de la 
Escuela n.* 309 de Santa Catalina. 


Gracias por visitarnos. 
SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


22 de julio de 2015 


SEÑOR PINTADO.- Quisiera agregar a lo señalado 
por el señor Senador Agazzi que cuando compareció el 
Instituto Nacional de la Leche, en la presentación que nos 
hicieron y en los gráficos que nos mostraban se exponía 
una cuestión que hay que atender y que tiene que ver con 
la discusión de fondo y no tanto con la situación coyun- 
tural; me refiero a los picos de alta y de baja, que generan 
turbulencias. En este caso se agrega la sequía, pero, por lo 
general, los mercados reaccionan generando esos picos, 
en virtud de que la demanda es elástica y la producción 
tiene ciertas inelasticidades que hay que prever. Creo que 
hay que ir a un mecanismo más de fondo, que amortigúe 
en forma permanente esos vaivenes que tiene el mercado 
y que no sea un subsidio a la baja productividad, a la baja 
competitividad, a la no incorporación de tecnología. 


Estamos hablando de un sector dinámico, que incorpo- 
ra tecnología, y que con las mismas vacas produce mucho 
más. El problema radica en los vaivenes del mercado y en 
cómo se enfrentan para no perder productores que se han 
mantenido estables, pero enfocados en satisfacer las de- 
mandas y en que los empujes a la baja, que a veces hay en 
el mercado internacional, no terminen haciendo desapare- 
cer la industria. Esa es la discusión de fondo que tenemos 
que dar y me parece que no la solucionamos acá con esta 
situación de emergencia. 


Era cuanto tenía para aportar, señor Presidente. 
SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Se- 
nador. 


SEÑOR DELGADO.- Señor Presidente: coincidimos 
con lo que dijo el señor Senador preopinante. Esto no so- 
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luciona un problema global, sino que se trata de un ins- 
trumento exclusivamente financiero, para brindar liqui- 
dez. Lo que estamos haciendo no es crear nuevos fondos, 
sino habilitando la potestad de hacerlo, en caso de existir 
unanimidad —y lo subrayo—, para que pueda generarse una 
nueva emisión topeada. Ese es, simplemente, el objetivo 
de este aditivo y por eso lo presentamos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el aditivo presentado. 


(Se vota). 
—7 en 21. Negativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley de Fondo de Finan- 
ciamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Leche- 
ra, que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


22) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 15:29, presidiendo el señor Raúl 
Sendic y estando presentes los señores Senadores Agazzi, 
Amorín, Aristimuño, Ayala, Berterreche, Besozzi, 
Bordaberry, Camy, Carámbula, Cardoso, Coutinho, 
De León, Delgado, Lazo, Martínez Huelmo, Michelini, 
Pardiñas, Passada, Payssé y Pintado). 
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